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La pregunta que tenemos es: ¿a dónde vamos?,
¿qué sistema político vamos a construir?, ¿cómo
van a ser las relaciones entre los poderes y los
partidos?, ésa es la pregunta que tenemos que
resolver y que no se ha respondido, ése es el tema
de la Reforma del Estado.

La sociedad está participando en esta discusión,
diferentes sectores y actores, existe una idea, un
tanto restauradora, para que la Reforma del Estado
se centre en conceptos muy limitados, como
reducir el tamaño del Congreso de la Unión y
establecer el principio de la reelección legislativa
consecutiva.

Es una idea coherente, limitada y equivocada, pero
es una idea que está planteando el sector más
conservador y empresarial de la sociedad.

El objetivo es que con estas dos modificaciones,
la política se personalice en el Congreso de la
Unión y los poderes económicos decidan sobre la
reelección de personajes en lo individual en las
cámaras legislativas, se pretende entonces que a
partir de los instrumentos económicos, la con-
formación de coaliciones de interés y el respaldo
o rechazo mediático a candidaturas personales,
se defina la composición del Congreso de la Unión.

No se trata entonces de una reforma de avanzada
o democratizadora, sino fundamentalmente de una
homologación con el modelo político norteame-
ricano, donde los partidos no importan, sino que
importan los personajes políticos, ésa es la
propuesta que se ha hecho de parte de algunos
sectores de la sociedad.

Se dice que hay que eliminar la representación
proporcional, que en realidad los diputados sólo
deben ser de los distritos uninominales y se dice
con ello un absurdo.

Imaginémonos y les voy a poner un escenario, la
elección del 1997 en el Distrito Federal, en la
elección del 1997 el PRD con menos del 50% de
la votación ganó el 95% de los distritos electorales.
El PRI, con el 26% de la votación no ganó ningún
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El Presidente:

Para presentar una iniciativa de reformas a diversos
artículos de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, tiene la palabra el diputado
Martí Batres.

El diputado Martí Batres Guadarrama:

Muchas gracias, señor Presidente:

También tenemos simpatía por varias de las ini-
ciativas que se ha presentado el día de hoy en
tribuna sobre diversos temas y tenemos gran
interés en discutir el tema relativo a la reforma del
Congreso de la Unión.

Aquí hemos escuchado iniciativas muy interesan-
tes de legisladores de diversas fuerzas políticas y
consideramos que existen las bases para un de-
bate muy importante.

El día de hoy presentamos esta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma y adiciona diversas
disposiciones contenidas en los artículos 52, 53,
54, 56, 60 y 116 fracción II último párrafo y 122
tercer párrafo y Base Primera, fracción III de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Esta iniciativa que presentamos, tiene el propósito
de participar del debate, acerca de la composición
del Congreso. Ya se terminó una era, había un
modelo político, este modelo político funcionó con
reglas que obedecían a otra realidad, había partidos
de Estado, una figura presidencial que era la cús-
pide de ese partido de Estado y una mayoría en
las cámaras del Congreso de dicho partido, a su
vez, el Presidente de la República, era en los
hechos, el árbitro último de los conflictos y también
el eje de las decisiones del Congreso de la Unión,
ése es un modelo que terminó.
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distrito y el PAN, con el 16% de la votación ganó
dos distritos electorales, es decir el 5% de los
distritos.

Si no existiera la representación proporcional, en
esa Asamblea Legislativa el PRD hubiera tenido,
con el 45% de la votación, el 95% de la repre-
sentación y el PRI, con el 26% de la votación, hu-
biera tenido cero representantes en la Asamblea
Legislativa. La idea de eliminar la representación
proporcional es absurda y ni siquiera repara en las
consecuencias políticas que tendría en la repre-
sentación de los órganos. Es una idea para per-
sonalizar el poder y debilitar al máximo los partidos
políticos.

Nosotros consideramos que la reforma tiene que
ir en otro sentido, que apenas está surgiendo un
sistema de partidos y que estamos viviendo apenas
el renacimiento del Poder Legislativo; por lo tanto
no podemos ir ni a eliminar la pluralidad del Con-
greso ni a individualizar la política en detrimento
de los partidos; al contrario, consideramos que la
reforma en la composición del Congreso, debe ir
en una tendencia parecida a la de diversos países
europeos, donde se combinan las representaciones
regionales con las representaciones propor-
cionales.

Consideramos entonces que no es la represen-
tación proporcional la que debe desaparecer, sino
la que debe desaparecer es la estricta represen-
tación uninominal. El diputado no es representante
de un conjunto pequeño y territorial de ciudadanos,
el legislador es representante de la nación; el
legislador no viene al Congreso a representar el
conjunto de intereses locales económicos que
sostiene en su campaña personal, sino que viene
a representar proyectos de partido, programas,
principios, ideologías.

En ese sentido, consideramos que debe haber una
reforma para establecer el principio de la repre-
sentación proporcional pura y la federalización de
la representación.

Entonces proponemos que en cada Estado de la
República y el Distrito Federal, exista una circuns-
cripción regional, de tal forma que en virtud del
número de diputados que correspondan a cada
entidad federativa, se establezcan las listas corres-
pondientes de los partidos. No habría ya cinco cir-
cunscripciones nacionales, sino 32 circunscrip-
ciones regionales y en cada circunscripción,
contenderían los partidos políticos para obtener la
representación que se derivaría del voto por cada
uno de los partidos contendientes. Con ello, habría

una representación de cada Estado de la República
de acuerdo a su densidad poblacional y una
representación de los partidos políticos de acuerdo
al número de votos; no habría ni subrepresen-
tación de los partidos ni subrepresentación de las
entidades federativas.

Nos parece entonces que esto nos permitiría
caminar por una reforma que fortalezca al Congreso
de la Unión, que fortalezca al Poder Legislativo,
que fortalezca el sistema de partidos, que fortalezca
el federalismo y esto nos permitiría que el debate
en este país y las elecciones en este país, no
estén circunscritas al carisma o ausencia de caris-
ma de “tal” o “cual” personaje en la vida política,
sino que estén circunscritas a la competencia de
los proyectos, las ideologías, los programas y los
partidos.

Mucha gracias por su atención.

«Iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona diversas disposiciones contenidas en los
artículos 52, 53, 54, 60, 116 fracción ll último párrafo
y 122 tercer párrafo y Base Primera, fracción III,
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

El suscrito, diputado integrante del grupo parla-
mentario del Partido de la Revolución Democrática,
con fundamento en lo dispuesto en el artículo 71
fracción II de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos, presento ante esta soberanía
la siguiente iniciativa de reformas y adiciones a
diversos artículos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, al tenor de la
siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

La fragilidad de nuestra democracia deriva de la
falta de normas e instituciones acordes con una
realidad que no corresponde a los supuestos
normativos, creados para el fortalecimiento del po-
der público, frente a las amenazas de otros fac-
tores de poder fuera de su esfera.

La gobernabilidad bajo esas circunstancias, se
depositó en la capacidad para tomar decisiones
desde y para el poder:

La tendencia, sobre todo en el Siglo XX, fue
fortalecer individuos, aun y cuando fuera de manera
temporal.

Una temporalidad que sin embargo, no resta
capacidad para que en el lapso que dura el ejercicio
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del “poder”, se haga y deshaga, prácticamente sin
contrapeso, sin control y sin rendirle cuentas a
nadie.

El caso más evidente en este terreno es el del
titular del Ejecutivo Federal, quien prácticamente
en nuestro país tiene facultades expresas, im-
plícitas, legales, metalegales, constitucionales o
no, que le permiten gobernar como lo decida.

El mayor control que tiene la Cámara de Diputados
es el que se refiere al asunto financiero-presu-
puestal y sin embargo ese control se diluye, cuan-
do, sea por recortes o por reasignaciones, el
Ejecutivo no observa lo que mandata esta Cámara.

EI Ejecutivo nombra y remueve a su gabinete,
prácticamente sin intervención de otro poder, fija y
ejecuta la política exterior del país.

Reforma de facto las leyes fiscales que legisla el
Congreso.

Imprime a su ejercicio de gobierno sus estilos
personales y utiliza el peso de su investidura para
hacer campaña contra los otros poderes, culpán-
dolos de no dejarlo cumplir con sus promesas de
campaña.

Y ante todo lo que hace y puede hacer ni siquiera
es sujeto a juicio político y goza de la más amplia
impunidad.

En México, el poder se personaliza y eso se ve
para con el Ejecutivo, pero también impacta en la
forma en que se concibe la llamada Reforma del
Estado, para con el Poder Legislativo.

Mientras existen quienes ven en ésta la oportunidad
para acabar de una vez por todas con la pluralidad
del Congreso que consideran como “incómoda”, a
través de la reducción de sus integrantes, elimi-
nando o restringiendo el número de legisladores
de representación proporcional, fortaleciendo el
correspondiente a los legisladores uninominales y
dándoles la reelección como aliciente al uso
personalizado y patrimonialista de la tarea pública
encomendada, hay quienes consideramos que el
fortalecimiento del Congreso no puede ser otro que
el fortalecimiento mismo de la pluralidad que obliga
al consenso y al trabajo colegiado y democrático
en su seno.

El resultado que nos puede traer el fortalecimiento
de la personalización del poder en el Congreso,
no puede ser otro que su propio debilitamiento y la
perversión está en que quizá precisamente ése

sea el objetivo que se busca como proyecto en un
gobierno gerencial, para poder “negociar” con
individuos, haciendo a un lado a los partidos
políticos.

Es más fácil, se ha de pensar, “convencer” a una
persona que a un partido que tiene entre otros
atributos de primer orden: principios, programa,
oferta política y en una palabra ideología.

Las ideologías que siguen existiendo, aun y cuando
aquellos que las desdeñan, defienden en la práctica
una, aunque les resulte más cómodo negarlo.

Un Gobierno que aliente o detenga carreras po-
líticas en razón de las filias o fobias que tenga
para con quien le toca gobernar, parece resultar la
apuesta de quienes diseñan desde la creatividad
comercial el programa de este sexenio. ¡Un
gobierno sin partidos políticos!

Pero resulta que aquí no se trata de vender o
comprar, sino de gobernar para el bienestar del
país.

Por eso, frente a esa propuesta que publicitan como
de fortalecimiento del Legislativo y que en realidad
lo debilita, nosotros presentamos una propuesta
distinta y de real fortalecimiento democrático.

Planteamos hacer de la representación en la
Cámara un real espejo del voto del ciudadano en
las urnas, para que si el 10%, el 20%, el 30%, el
40% o el porcentaje que sea votó por determinada
opción política, sea exactamente ésa la proporción
en que esté representado el partido político en la
Cámara de que se trate.

Esto se puede lograr únicamente con la elimi-
nación de los distritos uninominales y con la crea-
ción de 32 circunscripciones, una por entidad
federativa, correspondiendo a cada una el número
de diputados que resulten de conformidad con su
población y en los términos en que señale la ley.

Ni cláusula de gobernabilidad ni diputados unino-
minales, sino sólo legisladores votados en listas
por entidad, por parte de la ciudadanía. Es lo que
estamos planteando.

Esa es la propuesta que presento para el fortale-
cimiento del Congreso de la Unión, misma que
para el logro del objetivo, debe ir acompañada de
otras reformas, tales como la eliminación de los
periodos de sesiones, mayores facultades para el
Congreso en materia de fiscalización y control po-
lítico, ratificación de los secretarios de despacho,
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voto de censura, intervención en el diseño de la
política económica y en la política exterior del país,
entre otras cuestiones, cuyas iniciativas ya han
sido presentadas por el Partido de la Revolución
Democrática.

Asimismo, estamos convencidos que si no acom-
pañamos estas reformas de fortalecimiento a las
instituciones democráticas, con aquellas que
corresponden al fortalecimiento de los mecanismos
de participación ciudadana, vía implementación de
procedimientos de democracia directa, en el
diseño, ejecución y vigilancia de las políticas pú-
blicas, sólo estaremos haciendo a medias nuestra
tarea.

Por ello desde ahora lo planteamos, la iniciativa
popular, la consulta popular, el plebiscito, el refe-
rendum y la auditoría social, con resultados vincu-
latorios o coercibles, deben acompañar las refor-
mas que aprobemos en esta legislatura, relativas
al fortalecimiento del Poder Legislativo.

En ese terreno, las iniciativas también son prolijas.

Por ahora con la iniciativa que hoy presento, pro-
pongo un cambio de fondo al mecanismo de
elección de los integrantes de la Cámara de
Diputados, para fortalecer a los partidos y no a los
individuos y para que la composición del Congreso
sea fiel al mandato popular, expresado en las urnas.

Por lo anteriormente expuesto y fundado, presento
la siguiente

 INICIATIVA

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona
diversas disposiciones contenidas en los artículos
52, 53, 54, 60, 116 fracción II último párrafo y 122
tercer párrafo y Base Primera fracción III, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Artículo único. Se adicionan y reforman diversas
disposiciones contenidas en los artículos 52, 53,
54, 60, 116 fracción ll último párrafo y 122 tercer
párrafo y Base Primera fracción III, de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos,
para quedar como sigue:

“Artículo 52. La Cámara de Diputados estará
integrada por 500 diputados electos según el
principio de representación proporcional, mediante
el sistema de listas regionales, votadas en
circunscripciones plurinominales.

Artículo 53. Para la elección de los diputados, se
constituirán 32 circunscripciones electorales, co-
rrespondiente a cada una de las entidades fede-
rativas que integran el país. El número de diputados
que corresponda a cada entidad, se determinará
en la ley, teniendo en cuenta el último censo
general de población.

Artículo 54. La elección de los diputados se
sujetará a las siguientes bases y a lo que disponga
la ley:

I. Todo partido político que alcance por lo menos
el 2% del total de la votación emitida, tendrá
derecho a que le sean atribuidos diputados en la
proporción que corresponda.

II. En la asignación se seguirá el orden que tuviesen
los candidatos en las listas correspondientes.

III. En ningún caso, un partido político podrá contar
con un número de diputados superior al porcentaje
de la votación nacional emitida.

Artículo 60. El organismo público previsto en el
artículo 41 de esta Constitución, declarará la validez
de las elecciones de diputados y senadores y hará
la asignación que corresponda.

Artículo 116. . .

. . .

I y II. . .

...

Las legislaturas de los estados se integrarán con
diputados electos según el principio de repre-
sentación proporcional, en los términos que señalen
sus leyes.

III a la VII. . .

Artículo 122. . .

...

La Asamblea Legislativa del Distrito Federal se
integrará con el número de diputados electos,
mediante el sistema de listas votadas en una cir-
cunscripción plurinominal, en los términos que
señalen esta Constitución y el Estatuto de
Gobierno.

. . .

. . .

. . .
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A. . .

I a la V. . .

B y C. . .

Base Primera. . .

I y ll. . .

III. En ningún caso, un partido político podrá contar
con un número de diputados superior al porcentaje
de la votación emitida.

IV y V. . .

Base Segunda. . .

I a ll. . .

Base Cuarta. . .

I a la VI. . .

Base Quinta. . .

. . .

D al G. . .

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Atentamente.

México, D.F., a 23 de abril de 2002.— Diputado
Martí Batres Guadarrama.»

El Presidente:

Gracias a usted, diputado Martí Batres.

Túrnese su iniciativa a la Comisión de Puntos
Constitucionales.

La iniciativa referente a diversas disposiciones re-
lacionadas con la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, en
materia de su fortalecimiento, particularmente del
trabajo de las comisiones en esta Cámara, a
petición del grupo parlamentario del Partido
Revolucionario Institucional, se pospone para la
próxima sesión.

La iniciativa que reforma el párrafo tercero del
artículo 93 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, a petición del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, se pospone para la próxima sesión.

La iniciativa de reformas a diversas disposiciones
de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, a petición del grupo
parlamentario del Partido Revolucionario Institu-
cional, se solicita se posponga para la próxima
sesión.

CODIGO FISCAL

El Presidente:

Tiene la palabra el diputado Salvador Rocha Díaz,
para presentar una iniciativa que adiciona el artículo
3o. del Código Fiscal de la Federación.

El diputado Salvador Rocha Díaz:

Con su permiso, señor Presidente; honorable
Asamblea:

El contenido de esta iniciativa es sin duda alguna
simple, pero consideramos que de especial
trascendencia para el buen desarrollo financiero
de muchas áreas de la estructura del Gobierno
Federal.

El día de hoy es una realidad que tenemos diversas
disposiciones, entre ellas la propia Ley de Ingresos,
que destinan recursos obtenidos por productos y
aprovechamientos a fines específicos, a efecto de
crear programas y de apoyar acciones que reper-
cuten en el beneficio de ciertas áreas que requieren
un fortalecimiento financiero.

Tenemos disposiciones en la Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente;
disposiciones en la Ley Aduanera y en algunas
otras inclusive relativas a la Comisión Nacional del
Agua.

El propósito de esta iniciativa es adicionar un
párrafo al artículo 3o. del Código Fiscal, a efecto
de que disponga que los aprovechamientos y los
productos podrán destinarse a un gasto específico
mediante ley que así lo establezca. Esto facilitará
que el legislador ordinario al atender alguna ley
específica, pueda destinar productos o aprove-
chamientos a un propósito determinado, en tanto
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que es la manera como aseguramos el debido
financiamiento de programas y acciones en áreas
que así lo requieran. Este es el propósito de esta
iniciativa.

Y algunos de ustedes me dirán que resulta una
redundancia, en tanto que no existe una dispo-
sición constitucional o legal que prohíba que los
productos y aprovechamientos puedan destinarse
a un gasto específico. Sin embargo, tampoco hay
una disposición que expresamente la autorice.

Y no obstante que el criterio de la Suprema Corte
de Justicia de la Nación ha establecido que no se
viole el principio del destino gasto público, por el
hecho de que ciertos ingresos se destinen a un
propósito específico, creo que resultará con mucha
mayor claridad y transparencia la conducta de los
legisladores al destinar recursos a propósitos
específicos, cuando así se estime conveniente por
esta soberanía, el que tengamos una disposición
en el Código Fiscal, que expresamente lo autorice.

Espero que merezca la simpatía de todos los
grupos parlamentarios representados en esta
Cámara de Diputados y podamos ir avanzando en
el perfeccionamiento de nuestro marco jurídico,
con disposiciones como ésta que sin duda alguna
dan mayor solidez a decisiones de este propio
cuerpo legislativo.

Pido a la Presidencia se inserte en el Diario de
los Debates el texto de la iniciativa que he
presentado y espero que en su momento y previo
el dictamen de la Comisión de Hacienda, a quien
deberá turnarse esta iniciativa, podamos aprobarla
e, insisto, dejar en esta forma más clara y
fortalecida la facultad nuestra para poder destinar
estos ingresos a fines específicos.

Muchas gracias.

«Que adiciona el artículo 3o. del Código Fiscal de
la Federación, suscrita por los diputados Salvador
Rocha Díaz, Oscar Levín Coppel y Enrique de la
Madrid Cordero, integrantes del grupo parla-
mentario del Partido Revolucionario Institucional.

Con fundamento en el artículo 71 fracción II de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y el artículo 55 fracción II del Regla-
mento para el Gobierno del Congreso General, los
diputados federales de la LVIII Legislatura que
suscriben, presentan a este pleno y somete a la
consideración de la Asamblea de esta Cámara de
Diputados del Congreso de la Unión, la presente
iniciativa de decreto por el que se adiciona el

artículo 3o., del Código Fiscal de la Federación, al
tenor de la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

En la actualidad, el Código Fiscal de la Federación
en su artículo 3o. establece el concepto de apro-
vechamientos y productos que percibe el Estado
por funciones de derecho público distinta de las
contribuciones, de los ingresos derivados de
financiamientos y de los que obtengan los orga-
nismo descentralizados y las empresas de parti-
cipación estatal, así como los productos derivados
de las contraprestaciones por los servicios que
proporciona el Estado en sus funciones de derecho
privado. También por el uso, aprovechamiento o
enajenación de bienes del dominio privado.

A su vez, la Ley de Ingresos en su artículo 20
párrafo penúltimo, señala que: “se derogan las
disposiciones que establezcan que los ingresos
que obtengan las dependencias o entidades por
concepto de derechos, productos o aprovecha-
mientos, tienen un destino específico distintas de
las contenidas en el Código Fiscal de la Federa-
ción, en la presente ley y en las demás leyes
fiscales.”

Por otro lado, es una realidad que existen normas
en diversos ordenamientos federales que permiten
hoy día destinar los recursos obtenidos en varias
instituciones por concepto del cobro de derechos
federales, con el propósito de crear fondos y pro-
gramas que repercutan en el mejoramiento de sus
servicios o condiciones laborales, tales como los
casos de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente o la misma Ley Adua-
nera o incluso, organismos como podría ser la
Comisión Nacional del Agua.

En tal virtud y considerando que existen casos en
los que resulta más que justificable permitir el que
diversas instituciones o entidades puedan comple-
mentar sus ingresos normales o presupuestales
con los recursos provenientes de los productos y
aprovechamientos, en función a los servicios que
estas mismas instituciones o entidades propor-
cionan, se propone modificar el artículo 3o. del
Código Fiscal de la Federación.

Asimismo, para garantizar el adecuado destino y
uso de los recursos, se hace necesario establecer
que su aplicación deberá estar claramente
señalada y reglamentado en una ley sustantiva.

Por lo anteriormente expuesto, nos permitimos
someter a esta Cámara de Diputados, la presente
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Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, el
suscrito, diputado Jaime Martínez Veloz, me
permito presentar la siguiente iniciativa de reforma
a los artículos 41 y 79 de la Constitución Política
de los Estados Unidos Mexicanos.

Trataré, señor Presidente, de dar lectura a una parte
de la exposición de motivos, al contenido de la
iniciativa, y solicito que lo que no se lea en tribuna
pueda incorporarse íntegramente al Diario de los
Debates y a la Gaceta Parlamentaria.

Uno de los principales actores de la democracia
en el Estado moderno lo constituyen los partidos
políticos. En la actualidad nadie pone en duda el
carácter imprescindible de su tarea. Su principal
función consiste en ser el conducto a través del
cual los ciudadanos pueden acceder a los cargos
de elección popular.

Sus actividades deben regirse por los principios
que supone la democracia. La importancia que
representan se refleja en el hecho de que en la
mayoría de los sistemas jurídicos del mundo han
adquirido rango constitucional.

Tal es el caso del artículo 41 de nuestra Consti-
tución Política, en el que se les considera entidades
de interés público. Además, los partidos fungen
como enlace entre gobernantes y gobernados.

Los partidos políticos paulatinamente se han ido
desarrollando hasta conformar en nuestros días
fuentes de poder político. Es evidente que se trata
de voluntades políticas de mucho mayor peso que
el simple agregado de sus componentes.

En suma, la democracia se nutre y se refleja en el
sistema de partidos, que puede considerarse un
elemento central en la lucha política realizada por
la vía institucional.

No puede, sin embargo, pasarse por alto un
conjunto de circunstancias que han conducido en
la actualidad a una crisis general de su funciona-
miento, crisis que se correlaciona con la indiferen-
cia que priva entre la población y que se manifiesta
en un creciente alejamiento de la participación
política tanto individual como colectiva.

Los partidos políticos han ido perdiendo legitimidad
ante su incapacidad de dar respuesta eficaz a
problemas sociales elementales, incubando con
ello un ambiente social de frustración y descon-
tento.

 INICIATIVA

 Con proyecto de decreto por el que se adiciona el
artículo 3o. del Código Fiscal de la Federación.

Artículo único. Se adiciona con un párrafo cuarto
el artículo 3o. del Código Fiscal de la Federación,
para quedar como sigue:

Artículo 3o. . .

. . .

. . .

Los aprovechamientos y los productos podrán
destinarse a un gasto específico mediante ley que
así lo establezca.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Diputados: Salvador Rocha Díaz, Oscar Levín
Coppel, Enrique de la Madrid Cordero y José
Manuel del Río V.»

El Presidente:

Gracias a usted, diputado Salvador Rocha Díaz.

Y tal como lo ha solicitado, se instruye a la
Secretaría para que se inserte íntegramente
su iniciativa en el Diario de los Debates y
túrnese la citada iniciativa a la Comisión de
Hacienda y Crédito Público.

AUDITORIAS POLITICAS

El Presidente:

Para presentar una iniciativa de reformas a los
artículos 41 y 79 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, tiene la palabra el
diputado Jaime Martínez Veloz.

El diputado Jaime Cleofas Martínez Veloz:

Con su permiso, señor Presidente; estimadas com-
pañeras diputadas, compañeros diputados:

Señor Presidente, con fundamento en la fracción
II del artículo 71 de la Constitución Política de los
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Ante esto, para llamar la atención ciudadana los
partidos políticos han soslayado sus principios
filosóficos, ideológicos y doctrinarios, optando por
un pragmatismo que se manifiesta en el uso ex-
cesivo de la mercadotecnia política empleada sobre
todo a través de los medios masivos de comuni-
cación que se han convertido en uno de los prin-
cipales instrumentos para la obtención de votos.
Con ello la búsqueda del poder deja de ser un
instrumento para lograr los fines que la sociedad
anhela y se transforma en un fin en sí mismo.

El asunto se complica cuando a todo esto se agre-
ga una tendencia cada vez mayor en las organiza-
ciones políticas de prohijar la formación de élites
u oligarquías dirigentes que pretenden por todos
los medios, conservar el poder para transmitirlo
no a quienes apuestan al cambio y a la renovación
institucional, sino a quienes mejor garantizan la
salvaguarda de los intereses existentes.

Otro aspecto no menos importante que ha contri-
buido a deteriorar la imagen de los partidos, es la
deficiencia de la democracia interna partidista.
Basta voltear hacia los recientes procesos internos,
sean estatales o nacionales de los principales
partidos políticos para constatar el desencanto de
una sociedad que realmente esperaba mucho más
equidad y transparencia.

Si bien es innegable el avance democrático que
ha experimentado el país, la democracia no es cosa
acabada, es algo que se construye y perfecciona
día a día para dar las respuestas que plantea una
sociedad viva, palpitante, crítica y ávida de un país
cada vez mejor.

La democracia debe de llegar con todas sus im-
plicaciones y riesgos al seno de los partidos y
organizaciones políticas. Es tiempo de que el mili-
tante se convierta en el principal actor de las
decisiones partidistas.

Todo partido si realmente desea optar por la vía
democrática, habrá de adoptar en sus normas
internas, medidas que garanticen entre otros
aspectos, al menos los siguientes: acceso libre a
los procesos de afiliación; adopción de métodos
democráticos para la toma de decisiones, elección
de las autoridades, dirigentes y de los candidatos
a la Presidencia de la República, gubernaturas,
alcaldías y a las curules del Poder Legislativo, tanto
local como federal.

Algunos partidos prevén en sus estatutos, que como
mínimo, deberá elegirse a las dos terceras partes
de los candidatos en el último supuesto citado.

No sólo sería incongruente, sino que iría en contra
de los más elementales principios de la organi-
zación social, un sistema político en el que preva-
leciera la democracia en la elección de los
candidatos propuestos por los partidos y en el juego
de las fuerzas políticas y que, por otra parte, en el
interior de los mismos no existiera o se restringiera
o se distorsionara la democracia.

Por ello la iniciativa que hoy presentamos a la
atenta consideración de esta soberanía, tiene la
intención de proponer las bases para el perfec-
cionamiento de la democracia interna de los parti-
dos políticos.

Estoy convencido, compañeras y compañeros, que
el ámbito de acción estatal no puede dejar de abar-
car los procesos internos partidistas, especial-
mente aquellos encaminados a la elección de sus
dirigentes y candidatos a ocupar cargos públicos.

Por otro lado, al calor de las campañas políticas,
también sucede que con tal de obtener el triunfo
sobre los adversarios políticos, hay candidatos que
ofrecen mil y un cambios, mil y un beneficios fu-
turos y una vida nueva y mejor para todos, gas-
tando en ello a través de la saturación de la propa-
ganda en los medios de comunicación, sumas es-
candalosas, en su mayoría provenientes de los
contribuyentes o en algunos casos de dudosa
procedencia.

Por eso es la hora de la realidad, de alcanzar un
nuevo acuerdo social en esta materia. Por ello,
con fundamento en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y la fracción II del artículo 55 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, me
permito proponer a esta Cámara, la siguiente

 INICIATIVA

De decreto que reforma los artículos 41 y 79 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Artículo único. Se reforman los artículos 41
fracción II tercer párrafo, fracción III noveno párrafo
y 79 fracción I segundo párrafo, se adiciona con
un décimo párrafo la fracción III del artículo 41 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

“Se incorpora al artículo 41 el siguiente texto: en
los que se le dará la intervención que corresponda



2121

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

a la Entidad de Fiscalización Superior a que se
refiere el artículo 79.

En la fracción III: el Instituto Federal Electoral
tendrá a su cargo en forma integral y directa,
además de las que le determine la ley, la facultad
de vigilar la transparencia y democracia en el fun-
cionamiento y organización de los procedimientos
electorales e internos de los partidos y agru-
paciones políticas de acuerdo a sus propios
estatutos y documentos básicos, así como a las
actividades relativas a la capacitación y educación
cívica y lo demás queda tal y como está.

Otro párrafo que se añade a este artículo es: la ley
establecerá la forma de evaluar la responsabilidad
política del Presidente de la República, los sena-
dores y diputados federales, a través de revisar
auditorías políticas con objeto de contrastar el
alcance de las metas y compromisos establecidos
en campaña contra las gestiones realizadas y
resultados obtenidos en el ejercicio de su cargo.
En todo caso los resultados de las auditorías
políticas serán de carácter público.”

Son tres transitorios.

Atentamente.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 23 de abril de
2002.— Diputado Jaime Martínez Veloz.

Es cuanto, señor Presidente.

«Iniciativa de reforma constitucional en materia de
partidos políticos.

Con fundamento en la fracción II del artículo 71 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos y 55 fracción II del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, el suscrito, diputado
Jaime Martínez Veloz, me permito presentar la
siguiente iniciativa de reforma a los artículos 41 y
79 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos.

EXPOSICION DE MOTIVOS

Uno de los principales actores de la democracia
en el Estado moderno, lo constituyen los partidos
políticos. En la actualidad nadie pone en duda el
carácter imprescindible de su tarea. Su principal
función consiste en ser el conducto a través del
cual los ciudadanos puedan acceder a los cargos
de elección popular. Sus actividades deben regirse
por los principios que supone la democracia. La

importancia que representan se refleja en el hecho
de que, en la mayoría de los sistemas jurídicos
del mundo han adquirido rango constitucional. Tal
es el caso del artículo 41 de nuestra Constitución
Política, en el que se les considera entidades de
interés público. Además, los partidos fungen como
enlace entre gobernantes y gobernados.

Los partidos políticos paulatinamente se han ido
desarrollando hasta conformar en nuestros días
fuentes del poder político. Es evidente que se trata
de voluntades políticas de mucho mayor peso que
el simple agregado de sus componentes. En suma,
la democracia se nutre y se refleja en el sistema
de partidos, que puede considerarse un elemento
central en la lucha política realizada por la vía ins-
titucional.

No puede, sin embargo, pasarse por alto un con-
junto de circunstancias que han conducido en la
actualidad a una crisis general de su funciona-
miento, crisis que se correlaciona con la indiferen-
cia que priva entre la población y que se manifiesta
en un creciente alejamiento de la participación
política, tanto individual como colectiva. Los par-
tidos políticos han ido perdiendo legitimidad, ante
su incapacidad de dar respuesta eficaz a proble-
mas sociales elementales, incubando con ello, un
ambiente social de frustración y descontento.

Ante esto y, para llamar la atención ciudadana,
los partidos políticos han soslayado sus principios
filosóficos, ideológicos y doctrinarios, optando por
un pragmatismo que se manifiesta en el uso
excesivo de la mercadotecnia política, empleada
sobre todo a través de los medios masivos de co-
municación, que se han convertido en uno de los
principales instrumentos para la obtención de
votos. Con ello, la búsqueda del poder deja de ser
un instrumento para lograr los fines que la sociedad
anhela y se transforma en un fin en sí misma.

El asunto se complica cuando a todo esto se
agrega una tendencia cada vez mayor en las
organizaciones políticas, de prohijar la formación
de élites u oligarquías dirigentes, que pretenden,
por todos los medios, conservar el poder para
transmitirlo no a quienes apuestan al cambio y la
renovación institucional, sino a quienes mejor
garantizan la salvaguarda de los intereses exis-
tentes.

1. La democracia interna en los partidos

Otro aspecto no menos importante que ha con-
tribuido a deteriorar la imagen de los partidos es la
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deficiencia de la democracia interna partidista.
Basta voltear hacia los recientes procesos internos,
sean estatales o nacionales, de los principales
partidos, para constatar el desencanto de una so-
ciedad que realmente esperaba mucha más equi-
dad y transparencia.

Si bien es innegable el avance democrático que
ha experimentado el país, la democracia no es
cosa acabada. Es algo que se construye y perfec-
ciona día con día para dar las respuestas que
plantea una sociedad viva, palpitante, crítica y ávida
de un país cada vez mejor.

La democracia debe llegar, con todas sus implica-
ciones y riesgos, al seno de los partidos y organi-
zaciones políticas. Es tiempo de que el militante
se convierta en el principal actor de las decisiones
partidistas. Todo partido, si realmente desea optar
por la vía democrática, habrá de adoptar en sus
normas internas medidas que garanticen, entre
otros aspectos, al menos los siguientes: acceso
libre en los procesos de afiliación, adopción de
métodos democráticos para la toma de decisiones,
elección de las autoridades dirigentes y de los
candidatos a la Presidencia de la República, gu-
bernaturas, alcaldías y a las curules del Poder
Legislativo, tanto local como federal.

Algunos partidos prevén en sus estatutos que,
como mínimo, deberá elegirse a las dos terceras
partes de los candidatos en el último supuesto
citado.

No sólo sería incongruente, sino que iría en contra
de los más elementales principios de la organiza-
ción social, un sistema político en el que preva-
leciera la democracia en la elección de los
candidatos propuestos por los partidos y en el juego
de las fuerzas políticas y que, por otra parte, en el
interior de los mismos no existiera o se restringiera
a la democracia.

No sería justo ni ético políticamente, que se le
pidiera un sufragio libre al ciudadano cuando al
interior de tal o cual partido no tuvo lugar un proceso
transparente de elección de dirigentes o de
candidatos. El funcionamiento interno antidemo-
crático carece de sustento y legitimidad. No se
puede pedir participación democrática a la socie-
dad, si antes no se está dispuesto a demostrarla.

Es, en este sentido, que es tiempo de proponer e
instrumentar modificaciones al marco legal, que
normen el que todo partido que pretenda contender
por el poder, cuente con una reglamentación efectiva
que garantice los derechos de sus militantes y

que a su vez éstos cuenten con garantías y res-
ponsabilidades tipificados en sus procedimientos
internos; y en última instancia, en disposiciones
externos al partido que, respaldadas por el Estado,
garanticen esos derechos y garantías y regulen
sus responsabilidades.

En esta forma, las tendencias oligárquicas de las
dirigencias de los partidos, habrán de disminuir en
la medida en que la militancia participe plenamente
en las decisiones partidistas y en el grado en que
sea respetada la voluntad de la mayoría.

Habrá quienes sostengan que no es posible
establecer medidas externas de control hacia los
partidos, bajo el argumento de que se vulneraría
su autonomía; y que tal forma de control tampoco
sería posible en caso de presentarse prácticas
contrarias a la democracia o violaciones a los
derechos de los militantes, ya que los partidos no
son órganos estatales. No debe olvidarse que lo
que sucede en el interior de los partidos repercute
en el desarrollo de la vida política nacional, porque
a querer y no, poseen fuerza política real que debe
considerarse a la hora de tomarse decisiones
trascendentes para el país.

Por otra parte, los medios de defensa a los de-
rechos humanos consagrados a nivel constitu-
cional, creados bajo un esquema que sólo permite
su puesta en práctica cuando quien los vulnera es
el Estado, se están viendo rebasados por la
realidad. Cada vez se deja sentir con más fuerza
la necesidad de contar con medios de control
constitucional integrales, que protejan al individuo
no sólo de los actos arbitrarios provenientes del
Estado, sino de cualesquiera institución, sea esta
privada o de interés público.

En este orden de ideas, habrá de valorarse como
impostergable, el que todos los partidos políticos
consideren, con toda seriedad y honestidad, el
replantear su estructura y organización interna, de
tal suerte que sean acordes a la finalidad que la
Ley Fundamental les impone promover la parti-
cipación del pueblo en la vida democrática,
haciendo posible el acceso de aquél al poder “de
acuerdo con los programas, principios e ideas que
postulan y mediante el sufragio universal, libre,
secreto y directo”.

La iniciativa que hoy presentamos a la atenta
consideración de esta soberanía, tiene la intención
de proponer las bases para el perfeccionamiento
de la democracia interna en los partidos políticos.
Estoy convencido, compañeras y compañeros
diputados, que el ámbito de acción estatal no
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puede dejar de abarcar los procesos internos
partidistas, especialmente aquellos encaminados
a la elección de sus dirigentes y candidatos a
ocupar cargos públicos.

Previamente mencionamos que la Constitución
establece que la función partidista deberá ser
respetuosa del voto libre y universal. Cabe agregar
que el artículo 27 del Código Federal de Institu-
ciones y Procedimientos Electorales, obliga a los
partidos a incluir en sus estatutos, entre otras,
normas que garanticen la elección democrática de
sus órganos directivos y candidatos.

Sin embargo, en la práctica, la norma jurídica se
ha visto contrariada por la realidad; el objeto de
esta iniciativa es dotarla de eficacia. En este
sentido, se propone que los procedimientos in-
ternos de los partidos políticos estén sujetos a un
control externo encabezado por el Estado. Surge
entonces la dificultad de determinar cuál podría
ser la instancia adecuada para llevarlo a cabo. En
algunos países, los tribunales de mayor jerarquía
tienen competencia para conocer los conflictos
derivados de la actuación interna de los partidos
políticos. En México, un organismo que podría
desempeñar esta tarea es el Instituto Federal
Electoral, sin perjuicio de que sus decisiones
pueden ser revisadas por el Tribunal Electoral del
Poder Judicial de la Federación.

En síntesis, se propone modificar el artículo 41 de
la Constitución General de los Estados Unidos
Mexicanos, facultando expresamente al Instituto
Federal Electoral para vigilar la transparencia y
democracia en la organización y funcionamiento
de los partidos políticos. Posteriormente, se
deberán reglamentar en la ley secundaria los me-
canismos adecuados para hacer posible este
cometido.

Ciertamente, en la propuesta que hoy presentamos
no está dicha la última palabra; es necesario
incorporar la voz de los partidos, de los militantes,
de la sociedad misma. Es necesario encontrar
salidas a esta crisis de las instituciones partidistas
frente a la sociedad, que recuperen la credibilidad
y la confianza ciudadanas en los partidos, hoy
lamentablemente en muy bajos niveles. A nadie
conviene el alejamiento ciudadano de los partidos
políticos y, en consecuencia, de las urnas, por la
simple razón de que estaríamos al borde de un
autoritarismo ya superado y no sin dolor, histó-
ricamente.

Creemos pertinente tener un punto de partida para
iniciar el debate. Quede abierto con el fin de

contribuir al mismo, para encontrar, a través del
diálogo, la opción más conveniente a nuestro sis-
tema jurídico y a nuestro desarrollo político.
Ustedes, tienen ahora la palabra.

2. Fiscalización del financiamiento de los
partidos políticos

Otra gran asignatura pendiente para la democra-
tización y transparencia de la vida interna de los
partidos políticos, que forma parte esencial de la
Reforma del Estado, es la relativa a su financia-
miento y fiscalización. Al respecto, nuestra
legislación contiene diversas normas, como el
artículo 41 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, que prevén mecanismos
eficientes de asignación y fiscalización de los
recursos que se entregan con carácter de prerro-
gativas a los partidos políticos.

En el Código Federal de Instituciones y Procedi-
mientos Electorales, se faculta al Instituto Federal
Electoral, para que, a través de la Comisión de
Fiscalización de los Recursos de los Partidos y
Agrupaciones Políticas, se practiquen auditorías
en caso de ser necesario.

Considerando que la mayor parte de los recursos
partidistas procede del Estado, la presente iniciativa
también tiene por objeto proponer alternativas en
cuanto a la fiscalización de los recursos destinados
a los partidos. Se hace hincapié en que dicha
fiscalización y la reducción de los recursos van de
la mano y por tanto, habrán de estar presentes en
la agenda legislativa.

Hay que destacar que los mecanismos de fis-
calización previstos en nuestro sistema jurídico en
sí son eficientes. Lo que sucede es que no han
sido aplicados y ha faltado voluntad política para
transparentar el manejo de los recursos ejercidos
por los partidos. La Comisión de Fiscalización de
los Recursos de los Partidos y Agrupaciones
Políticas mencionada, goza de amplias facultades
en la materia. No obstante, sería conveniente que
intervenga también la Auditoría Superior de la
Federación, teniendo en cuenta que a nivel cons-
titucional esté facultada para llevar a cabo cualquier
revisión que se requiera en el ejercicio de sus
funciones de fiscalización de los recursos públicos
federales.

Una alternativa para eficientar la fiscalización del
financiamiento a los partidos políticos consiste en
fomentar la coordinación entre la Comisión de
Fiscalización del Instituto Federal Electoral y la
Auditoría Superior de la Federación. En este
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sentido, se propone adicionar el último párrafo de
la fracción Il del artículo 41 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y el
segundo párrafo fracción I del artículo 79 constitu-
cional.

3. Auditorías Políticas

Una de las mayores inquietudes en el ánimo de la
sociedad, relacionada con el desarrollo de la vida
política, consiste en la grave incongruencia que
se presenta entre el discurso político de quienes
contienden como candidatos para ocupar algún
cargo público y el desempeño del mismo una vez
que obtienen el triunfo en las urnas.

Entre las principales omisiones de nuestro sistema
jurídico, se encuentra la falta de normas que
establezcan la obligatoriedad de llevar a cabo la
verificación del cumplimiento de los compromisos,
de las acciones y de los resultados que obtienen
quienes detentan cargos de elección popular, sean
éstos en los ayuntamientos, los gobiernos esta-
tales, el Gobierno Federal, las cámaras de dipu-
tados locales o Federal, la de Senadores y el Pre-
sidente de la República.

Hasta ahora, en las tomas de posesión o de pro-
testa de ley, se dice la famosa frase “...Y si así no
lo hiciereis, que la nación y la sociedad os lo de-
manden”. Esto suena bien, pero ¿realmente existen
parámetros que permitan cuantificar los logros
alcanzados por quienes llegamos a ocupar cargos
de elección popular gracias a la confianza de la
población?

Al calor de las campañas políticas, sucede que
con tal de obtener el triunfo sobre los adversarios
políticos, hay candidatos que ofrecen mil y un
cambios, mil y un beneficios futuros y una vida
nueva y mejor para todos; gastando en ello, a través
de la saturación de propaganda en los medios de
comunicación, sumas millonarias, en su mayoría
provenientes de los contribuyentes o acaso de
dudosa procedencia.

Sin embargo, a la hora de la realidad, de alcanzar
realizaciones, de concretar las propuestas, no
todos, sin embargo, pasarían la dura prueba que
significa el lenguaje de los hechos.

Bajo este razonamiento, todos quienes ocupamos
cargos públicos o de elección popular por decisión
ciudadana, debemos ser sujetos de una auditoría
política que mida, con objetividad e imparcialidad,
las realizaciones que hemos alcanzado en
beneficio de la gente y las compare contra los
ofrecimientos que hicimos en campaña.

Aun cuando debiera también ser responsabilidad
de los partidos, éstos no cuentan con disposicio-
nes que exijan a todos sus candidatos, a cumplir
con los compromisos que celebraron con la socie-
dad durante su campaña. La realidad nacional ya
no está para más promesas incumplidas, para más
desesperanzas, para más bienestar o cambio
ofrecidos que nunca llegan. No más juegos de
palabras. Que lo que se prometa se cumpla y si
no, que la nación y los electores en verdad lo
demanden.

Una opción para asegurar la pulcritud en este pro-
ceso de auditoría política y que ésta permaneciera
ajena a intereses partidistas, sería que fuera
practicada por una o varias instancias no guber-
namentales, organizaciones ciudadanas o funda-
ciones de reconocida solvencia moral, que se
interesen en realizarla y que su actividad se rela-
cione con la materia, las cuales pudieran ser
electas previa convocatoria de la Cámara de
Diputados mediante un concurso abierto.

En este contexto, la presente iniciativa propone la
adición de un décimo párrafo a la fracción III del
artículo 41 de la Constitución Política de los Esta-
dos Unidos Mexicanos, en el cual se establezcan
los lineamientos generales para la realización de
auditorías políticas, con la finalidad de contrastar
las promesas y ofrecimientos de campaña, con el
desempeño real de los candidatos una vez que
llegan a ocupar un cargo público de elección
popular.

Sería en la ley secundaria, en la que habrían de
regularse de manera detallada los pormenores para
la realización de este tipo de auditorías, quedando
abierta la posibilidad para optar por un esquema
como el mencionado, en el que una institución
imparcial y moralmente legitimada, lleve a cabo la
auditoría.

En consecuencia, y con apoyo en las disposi-
ciones jurídicas invocadas en el proemio, se so-
mete a la consideración de esta Cámara la si-
guiente

INICIATIVA

De decreto que reforma los artículos 41 y 79, de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, en los siguientes términos:

Artículo único. Se reforman los artículos 41
fracción II tercer párrafo, fracción III noveno párrafo
y 79 fracción I segundo párrafo. Se adiciona con
un décimo párrafo la fracción III del artículo 41 de
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:
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Artículo 41...
...

...

...

II. ...

...

a) al c) ...

La ley fijará los criterios para determinar los límites
a las erogaciones de los partidos políticos en sus
campañas electorales internas y externas;
establecerá los montos máximos que tendrán las
aportaciones pecuniarias de sus simpatizantes y
los procedimientos para el control y vigilancia del
origen y uso de todos los recursos con que cuen-
ten, en los que se le dará la intervención que corres-
ponda a la Entidad de Fiscalización Superior a que
se refiere el artículo 79 y asimismo, señalará las
sanciones que deban imponerse por el incum-
plimiento de estas disposiciones.

III...

...

...

...

...

...

EI Instituto Federal Electoral tendrá a su cargo en
forma integral y directa, además de las que le
determine la ley, la facultad de vigilar la
transparencia y democracia en el funcionamiento
y organización de los procedimientos electorales
internos en los partidos y agrupaciones políticas
de acuerdo a sus propios estatutos y documentos
básicos, así como las actividades relativas a la
capacitación y educación cívica, geografía
electoral, los derechos y prerrogativas de las
agrupaciones, de los partidos políticos y de sus
militantes; el padrón y lista de electores, impresión
de materiales electorales, preparación de la jornada
electoral, los cómputos en los términos que señale
la ley, declaración de validez y otorgamiento de
cons-tancias en las elecciones de diputados y
sena-dores, cómputo de la elección de Presidente
de los Estados Unidos Mexicanos en cada uno de
los distritos electorales uninominales, así como la
regulación de la observación electoral y de las
encuestas o sondeos de opinión con fines elec-
torales. Las sesiones de todos los órganos co-
legiados de dirección serán públicas en los
términos que señale la ley.

La ley establecerá la forma de evaluar la respon-
sabilidad política del Presidente de la República,
de los senadores y de los diputados federales, a
través de realizar auditorias políticas con objeto
de contrastar el alcance de las metas y compro-
misos establecidos en campaña, contra las
gestiones realizadas y resultados obtenidos en el
ejercicio de su cargo. En todo caso, los resultados
de las auditorias políticas serán de carácter
público.

IV...

Artículo 79...

...

I...

También fiscalizará los recursos federales que
ejerzan las entidades federativas, los municipios,
los partidos políticos y los particulares.

...

II...

...”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. La Entidad de Fiscalización Superior
tendrá la intervención que le corresponda en la
fiscalización de los recursos asignados a los
partidos políticos, a partir de la elección federal
siguiente a la entrada en vigor del presente decreto.

Tercero. Las auditorías políticas a que se refiere
el décimo párrafo de la fracción III del artículo 41,
se pondrán en práctica a los servidores públicos y
representantes populares electos en el proceso
electoral federal siguiente a la entrada en vigor de
este decreto.

Atentamente.

México, D.F., a 23 de abril de 2002.— Diputado
Jaime C. Martínez Veloz.»

El Presidente:

Gracias, diputado Jaime Martínez Veloz.

Como lo ha solicitado, se instruye a la Se-
cretaría para que el texto íntegro de su ini-
ciativa se inserte tanto en el Diario de los
Debates como en la Gaceta Parlamentaria y la
citada iniciativa túrnese a la Comisión de
Puntos Constitucionales.
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del Poder Legislativo. Es decir, si queremos
fortalecerlo debemos empezar por adecuar la forma
en la cual se organizan los trabajos parlamentarios,
es decir, reconsiderar, repensar y replantear la
pertinencia de reformar al órgano que gobierna la
Cámara, esto es: la Junta de Coordinación Política.

El Poder Legislativo no es únicamente un con-
trapeso al Poder Ejecutivo, es la esencia misma
de la democracia, es la máxima expresión de la
voluntad popular. El Congreso debe ser en su
interior un reflejo de lo que buscamos sea la so-
ciedad: un grupo plural, tolerante, incluyente y
democrático. Sólo así el Congreso podrá adquirir
fuerza institucional.

Es necesaria la integración del Poder Legislativo
como un ente único, con cohesión, con integración
real, donde los procedimientos de decisión al
interior del Congreso deben ser obligadamente
flexibles y democráticos. Es decir, el trabajo legis-
lativo debe sustentarse en criterios descen-
tralizadores y participativos.

La democracia se sustenta en la necesidad social
de participar por medio de las instancias creadas
para ello, como es el caso del Congreso.

El trabajo legislativo debe tener una sólida
cohesión democrática, un déficit de la unidad
política al interior del Congreso sin duda pone en
peligro su utilidad social y la estabilidad del mismo.

Hasta el día de hoy, este parlamento no ha dado a
su actividad el significado de su propio nombre, es
decir, no ha existido una conversación real entre
unos y otros en los asuntos de importancia
nacional, si bien ha existido un diálogo éste no ha
incluido un diálogo, éste no ha incluido a todos los
miembros de esta soberanía, existe la máxima, lo
que afecta a todos ha de ser aprobado por todos y
es precisamente en el Poder Legislativo donde esta
sentencia debe ponerse responsablemente en
práctica.

Francisco Berlín Valenzuela hace referencia a
palabras de María García Martínez y dice: “es lugar
común señalar que en el parlamento clásico liberal
de individualidades se ha pasado al parlamento de
grupos que a través de la disciplina del voto ejercen
una auténtica tiranía sobre los parlamentarios
resucitando de hecho un nuevo mandato imperativo
que de derecho se rechaza, en este parlamento la
voluntad mayoritaria se impone necesariamente sin
posibilidad de que la oposición minoritaria pueda
tener un peso real frente a aquélla”.

Para presentar una iniciativa de reformas y adi-
ciones a la Ley del Impuesto Sobre la Renta el
grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional ha solicitado que se posponga para
la próxima sesión.

LEY ORGANICA DEL CONGRESO GENERAL
DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS

El Presidente:

Por lo tanto, se le concede la palabra al diputado
José Antonio Calderón Cardoso, del Partido Alian-
za Social, para presentar una iniciativa que reforma
y adiciona diversos artículos de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos.

El diputado José Antonio Calderón Cardoso:

Con el permiso de la Presidencia:

«Los suscritos, diputados federales a la LVIII Le-
gislatura, Beatriz Lorenzo y José Antonio Calderón,
de la representación parlamentaria de Alianza
Social, con fundamento en los artículos 71 fracción
II de la Constitución y 55 fracción II del Reglamento
para el Gobierno Interior, someten a la conside-
ración de esta Cámara baja la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma el artículo 31
y adiciona un punto al artículo 35 de la Ley Orgá-
nica del Congreso, bajo la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Si de algo podemos estar absolutamente ciertos
hasta el punto de que existe total coincidencia entre
todos los actores políticos, es que el Congreso de
la Unión es al día de hoy un poder independiente
del Ejecutivo. Nadie duda eso. Lo que ahora más
bien preocupa es como dotarlo de los mejores
instrumentos jurídicos y políticos para hacerlo más
eficiente, más profesional, más ágil. En una
palabra, hacerlo un poder que esté al servicio de
las mejores causas nacionales.

A la fecha y como tema central de la Reforma del
Estado se ha presentado un número considerable
de iniciativas para fortalecer el Legislativo, ini-
ciativas que van desde la posibilidad de la reelec-
ción inmediata hasta modificar el número de
legisladores.

Sin embargo, para Alianza Social una propuesta
importante y necesaria es partir del corazón mismo
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La función legislativa no puede ser limitada y
oprimida por un poder omnímodo, es aquí en este
recinto en donde las libertades públicas deben
alcanzar su máxima expresión.

Sin Congreso no hay democracia, pero en esta
ocasión nuestra vida interna debe ser juez y parte
de esta última, esto es inaplazable y necesario,
ya que la democratización del trabajo legislativo
debe ser ininterrumpido.

Si bien es cierto que se requiere coordinar el voto
de los grupos, es un elemento indispensable para
mantener el orden dentro de los mismos. También
es un principio inherente a la razón, el hecho es
que esto puede representar una asfixia de la
convicción personal o la censura personal, la pre-
gunta es, ¿es esto sano?

El voto libre como representación del respeto a la
conciencia individual y consideración a la moral
personal, no debe llevarse a la práctica en asuntos
de poca importancia, sino por el contrario, es en
los asuntos de gran importancia en donde es
deseable que se escuche la voz de todos los inte-
resados ya sea a favor o en contra de las decisio-
nes que se van a tomar.

Es obvio que la disciplina del voto en los grupos
da lugar a un voto de carácter eminentemente
político pero sólo mediante una inclusión real se
aceptan tanto los derechos comunes como las res-
ponsabilidades compartidas, dando con ello lugar
al parlamentario de base y evitar el voto autómata
y no razonado.

La Reforma del Estado implica la transformación
de las instituciones y si este cambio no se da en
el Poder Legislativo, ¿cómo podemos aspirar a
cambiar otros ámbitos?, es necesario predicar con
el ejemplo. La resolución de los problemas
únicamente puede llevarse a cabo por medio del
diálogo entre hombres libres, el Congreso no puede
ser una Institución elitista al servicio de unos
cuantos.

Es innegable que el órgano legislativo requiere de
coordinación, pero no de actitudes de apoyo
incondicional a las órdenes de un solo individuo el
cual, obviamente y así lo ha demostrado la historia,
no es portador de la verdad absoluta. La función
de la Junta de Coordinación Política es dirigir la
actividad parlamentaria, función de indiscutible
importancia.

Sin embargo, con el transcurso del tiempo la con-
formación de este órgano interno sufrió una dis-
minución en el número de sus miembros con lo

cual la toma de decisiones de suma importancia
ha quedado en manos de un número menor de
legisladores.

Coordinar significa dar orden y forma a las deci-
siones que se van a tomar; sin embargo, es ne-
cesario adecuar la estructura en la toma de
decisiones para hacerla más democrática. La
coordinación implica la asistencia, la asesoría, la
organización y la designación de actividades; sin
embargo, no implica la imposición de criterios aún
en contra de las condiciones de los propios
diputados de fracción.

La coordinación de las actividades parlamentarias
significa dar coherencia y unidad en cuanto a la
toma de decisiones, pero ésta debe sustentarse
en la convicción personal de cada uno de los
legisladores, ya que con ello dará cuenta de que
lo que se discute y se vota conocido si no a pro-
fundidad, al menos sí en lo necesario.

La Junta de Coordinación Política es un órgano de
indiscutible valía para el trabajo legislativo, sin
embargo es necesario adecuar su funcionamiento
en cuanto a la realidad actual, toda vez que la falta
de consenso, la violencia verbal y las actitudes
revanchistas, únicamente han dado lugar a grandes
errores que sin duda, se quiera o no, tendrán un
costo político futuro.

Es menester aceptar que el escenario político
actual y la nueva pluralidad legislativa da lugar a
que la conformación de la Junta de Coordinación
Política deba responder a una nueva apertura
democrática. Coordinar actividades significa no ser
portavoces de un grupo sin opción alguna; la
coordinación no debe implicar sometimiento o
imposición de ideas, sino información y consenso,
recordemos que el gusto por lo semisecreto se
sustenta en las presiones y los oídos sordos.

Los grandes errores se han cometido precisamente
porque primero se votan las decisiones y después
se informa y estudia lo que se votó.

La delimitación de las competencias no debilita
las autoridades, lo que origina es evitar que por un
lado se dé la omnipotencia y por el otro únicamente
se pueda observar sin oportunidad de voz y sin
voto libre. El bloqueo, la obstaculización y el
capricho nunca serán positivos pero las carencias
no se omiten o institucionalizan; se combaten y
se deben evitar.

Por ello, la participación del mayor número de
legisladores en cuanto al estudio y conocimiento
de las grandes decisiones nacionales y la dis-
minución de la concentración del poder que
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«Partido Alianza Social

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados.— Presentes.

Los suscritos, diputados federales a la LVIII
Legislatura de la Cámara de Diputados del hono-
rable Congreso de la Unión, Beatriz Patricia
Lorenzo Juárez y José Antonio Calderón Cardoso,
de la representación parlamentaria del Partido
Alianza Social, con fundamento en los artículos
71 fracción II de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos y 55 fracción II del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos,
someten a la consideración de esta Cámara baja,
la siguiente iniciativa con proyecto de decreto que
reforma el artículo 31 y adiciona un punto al artículo
35 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, bajo el tenor de la
siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

Si de algo podemos estar absolutamente ciertos,
hasta el punto de que existe total coincidencia entre
todos los actores políticos, es que el Congreso de la
Unión es, al día de hoy, un poder independiente
del Ejecutivo. Nadie duda eso, lo que ahora más
bien preocupa es cómo dotarlo de los mejores
instrumentos jurídicos y políticos para hacerlo más
eficiente, más profesional, más ágil; en una palabra
en un poder que esté al servicio de las mejores
causas nacionales.

A la fecha y como tema central de la Reforma del
Estado, se han presentado un número considerable
de iniciativas para fortalecer al Legislativo. Ini-
ciativas que van desde la posibilidad de la reelec-
ción, hasta la posible modificación del número de
legisladores. Sin embargo, para Alianza Social,
una propuesta, importante y necesaria es partir
del corazón mismo del Poder Legislativo, es decir,
si queremos fortalecerlo, debemos empezar por
adecuar la forma en la cual se organizan los traba-
jos parlamentarios, es decir, reconsiderar, repensar
y replantear la pertinencia de reformar al órgano
que gobierna la Cámara, esto es: la Junta de
Coordinación Política.

Sin duda, hoy día los tres poderes de la Unión se
enfrentan a un periodo de incertidumbre, pero tam-
bién de búsqueda. Es deseable por ello que la
parálisis parlamentaria que en ocasiones se ha
dado a lo largo de esta LVIII Legislatura no sea
una muestra clara de la falta de visión, de la falta
de voluntad política, de la falta de tolerancia; donde

únicamente evita la confrontación de ideas y tiende
a la concesión pasiva o imposición de directrices,
dará lugar a decisiones más realistas y por tanto
acordes a lo que la ciudadanía espera de este
Congreso.

Solicito unos segundos para concluir la pre-
sentación.

El Presidente:

Adelante, diputado. Prosiga.

El diputado José Antonio Calderón Cardoso:

Por todo lo anterior, se somete a la consideración
de esta soberanía la siguiente

 INICIATIVA

Con proyecto de decreto que reforma y adiciona el
artículo 31 punto primero y 35 de la Ley Orgánica
del Congreso General de conformidad con el pro-
yecto de decreto:

Unico. Se reforman y adicionan los artículos men-
cionados, para quedar como sigue:

“Artículo 31. La Junta de Coordinación Política
se integra por los coordinadores de cada grupo
parlamentario y cinco diputados de cada fracción
parlamentaria, que serán electos por mayoría
simple al interior de cada uno de los grupos.

El coordinador no propondrá ni votará en la elección
de estos cinco diputados; participará además un
diputado de cada partido, que no cuente con frac-
ción parlamentaria.

Artículo 35. Se corre el orden ascendente de los
puntos para adicionar un punto segundo y en el
punto dos actual pasa a ser el tercero, punto dos:

No será facultad o prerrogativa del coordinador
parlamentario el imponer el sentido del voto a su
grupo parlamentario; será su obligación en cambio,
informar ampliamente a este último sobre el tema
a decidir y por votación de una mayoría simple, se
determinará el sentido último del voto de cada
grupo.

Firman la iniciativa la diputada Beatriz Lorenzo,
su servidor,  José Antonio Calderón y el diputado
José Manuel del Río.»

Muchas gracias.
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el poder se quiera mantener a cualquier precio,
aún en contra de lo que supuestamente se defiende:
la democracia.

La política no es algo inmutable, por el contrario
los cambios en ella se dan en todo momento, pero
es deseable que estos cambios enaltezcan el
trabajo político, no así lo degeneren.

El Poder Legislativo no es únicamente un con-
trapeso al poder, es la esencia misma de la de-
mocracia, es la máxima expresión de la voluntad
popular.

El Congreso debe ser a su interior, un reflejo de lo
que buscamos sea la sociedad: un grupo plural,
tolerante, incluyente y democrático, sólo así el
Congreso podrá adquirir fuerza institucional.

El quehacer legislativo no puede estar marcado
por intereses particulares e inmediatos, debe por
el contrario plantearse prospectivas de largo plazo,
donde el beneficio colectivo sea el fin último con
base en valores democráticos compartidos y re-
forzados.

El descrédito de la actividad política y sus actores,
es únicamente el resultado del debilitamiento de
las ideas y de las propuestas que las distintas
fuerzas políticas ofrecen a la sociedad como im-
pulso a la acción política.

Es necesaria la integración del Poder Legislativo
como un ente único, con cohesión, con integración
real, donde los procedimientos de decisión al
interior del Congreso deben ser obligadamente
flexibles y democráticos. Es decir el trabajo legis-
lativo debe sustentarse en criterios descen-
tralizadores y participativos.

La democracia se sustenta en la necesidad social
de participación por medio de las instancias
creadas para ello, como es el caso del Congreso.
El trabajo legislativo debe tener una sólida
cohesión democrática, un déficit en la unidad
política al interior del Congreso, sin duda pone en
peligro su utilidad social y la estabilidad del mismo.

Abraham Lincoln sentencia sobre lo anterior: “casi
todos podemos soportar la adversidad, pero si
quieres probar el carácter de un hombre, dadle
poder”.

Hasta hoy, este parlamento no ha dado a su acti-
vidad el significado de su propio nombre, es decir
no ha existido una conversación real entre unos y
otros en los asuntos de importancia nacional, si

bien ha existido un dialogo, éste no ha incluido a
todos los miembros de esta soberanía.

Existe la máxima: “lo que afecta a todos, ha de
ser aprobado por todos” y es precisamente en el
Poder Legislativo donde esta sentencia debe
ponerse responsablemente en práctica.

El gran problema en las legislaturas se da cuando
los grandes problemas, los grandes temas y las
grandes decisiones, son decididas y resueltas por
unos pocos y aceptadas por todos los demás, aún
con el total desconocimiento de lo que se acepta.

La crisis de praxis por la que atraviesa el Con-
greso, tiene su origen en una falta de concreción
en cuanto a determinar que es más importante;
La praxis, los usos o los textos. Definitivamente
son más importantes los segundos. La praxis debe
sustentarse en textos donde se definan claramente
derechos y obligaciones y no utilizar los textos
para “imponer democráticamente” una decisión.

Francisco Berlín Valenzuela hace referencia a
palabras de María García Martínez: “es lugar común
señalar que del parlamento clásico liberal de
individualidades se ha pasado al parlamento de
grupos, que a través de la disciplina del voto,
ejercen una auténtica tiranía sobre los parla-
mentarios, resucitando de hecho un nuevo mandato
imperativo que de derecho se rechaza; en este
parlamento la voluntad mayoritaria se impone
necesariamente sin posibilidad de que la oposición
minoritaria pueda tener un peso real frente a
aquélla”.

El parlamento se enfrenta a una disminución de
sus funciones legislativas, siendo esto efecto de
una contradictoria concentración de poder al interior
del Congreso. Irónicamente el problema no es exter-
no, sino interno. Se busca ser un contrapeso del
poder, para evitar sus excesos y al mismo tiempo
al interior de esta soberanía se concentra.

Unicamente mediante la eficaz y profesional
participación de los 500 legisladores de esta so-
beranía, será posible contribuir a una mejor gestión
legislativa, pero en donde todos los legisladores
tengan voz y voto real, como representante social
que es cada uno de ellos, no es un problema de
cantidad, como se argumenta, es un problema de
calidad, la democracia no puede ser mediocre,
recordemos que toda legislatura es finita, en
cambio la nación es infinita.

La función legislativa no puede ser limitada y opri-
mida por un poder omnímodo, es aquí, en este
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recinto en donde las libertades públicas deben
alcanzar su máxima expresión.

Sin Congreso no hay democracia, pero en esta
ocasión nuestra vida interna debe ser juez y parte
de esta última, esto es inaplazable y necesario,
ya que la democratización del trabajo legislativo
debe ser ininterrumpido.

Cuando las decisiones son tomadas por criterios
partidistas y elitistas, las primeras no son objetivas,
no son imparciales y por lo tanto el poder es
arbitrario y sucumbe en el exceso. El poder dentro
del Congreso debe ser para delimitar, controlar e
impulsar, no para imponer.

Savater al relacionar la ética con la política, consi-
dera que el objetivo de esta última es “organizar lo
mejor posible la convivencia social, entonces cada
cual puede elegir lo que le conviene”, así nueva-
mente vuelve a valorar la importancia de la libertad
individual.

Si bien es cierto que la disciplina del voto es un
elemento indispensable para mantener el orden
dentro de los grupos parlamentarios y es un
principio inherente a la razón de ser de los grupos
parlamentarios, ésta puede representar la asfixia
de la convicción personal o la censura personal, la
pregunta es: ¿es sano esto?

El voto libre como representación del respeto a la
conciencia individual y consideración a la moral
personal, no sólo debe llevarse a la práctica en
asuntos de poca importancia, sino por el contrario,
es en los asuntos de gran importancia en donde
es deseable que se escuche la voz de todos los
interesados, ya sea a favor o en contra de las
decisiones por tomar.

El artículo 41 numeral 1 párrafo segundo de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos establece que: “los partidos políticos
tienen como fin promover la participación del pueblo
en la vida democrática, contribuir a la integración
de la representación nacional y como organiza-
ciones de ciudadanos, hacer posible el acceso de
estos al ejercicio del poder público, de acuerdo
con los programas, principios e ideas que postulan
y mediante el sufragio universal, libre, secreto y
directo. Sólo los ciudadanos podrán afiliarse libre
e individualmente a los partidos políticos”. ¿Por
qué, si un legislador obtiene por su afiliación libre
y el voto libre de la ciudadanía la representación
popular, es aquí, en el Congreso, donde esta libertad
es coartada?

La afinidad que guardan los miembros de un grupo,
es lo que da a éste estabilidad y unidad, en los
grupos políticos, es su proximidad político ideoló-
gica lo que los define.

En México, hablar de grupo parlamentario es
relativamente reciente, si tomamos en conside-
ración la existencia e importancia de éstos en otros
países, por ejemplo: Inglaterra, Francia y España,
ya que con las reformas de 1977 a la Constitución
Mexicana de 1917, se adicionó el tercer párrafo al
artículo 70 constitucional, permitiendo la agru-
pación de los diputados de acuerdo con su filiación
de partido.

Es obvio que la disciplina del voto, da lugar a un
voto de carácter eminentemente político, pero sólo
mediante una inclusión real se aceptan tanto los
derechos comunes, como las responsabilidades
compartidas, dando con ello lugar al parlamentario
de base y evitar el voto autómata y no razonado.

La Reforma del Estado implica la transformación
de las instituciones y si este cambio no se da en
el propio Poder Legislativo, ¿cómo podemos
aspirar a cambiar otros ámbitos? Es necesario
predicar con el ejemplo.

De que sirve que los partidos políticos representen
la voluntad popular y el pluralismo político, si dentro
del parlamento es limitada la posibilidad de
expresar libremente la postura de cada legislador,
en caso de no identificarse con la postura oficial
de su partido.

En 1838 el Reglamento de las Cortes Españolas
señalaba que “para ciertas iniciativas y actos par-
lamentarios, se exigiría un número mínimo de
voluntades...” entendida esta última como la ca-
pacidad de elegir con base en una convicción per-
sonal no obligada.

La resolución de los problemas únicamente puede
llevarse a cabo por medio del diálogo entre hombres
libres. El Congreso no puede ser una institución
elitista al servicio de unos cuantos.

Uno de los grandes problemas en el ámbito le-
gislativo y que ha dado lugar a grandes errores y
grandes atrasos ha sido la “posición oficial, la
votación oficial” con relación a ciertos temas.

Es innegable que el órgano legislativo requiere de
coordinación, pero no de actitudes de apoyo
incondicional a las órdenes de un solo individuo,
el cual obviamente y así lo ha demostrado la
historia, no es portador de la verdad absoluta.



2131

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

La función principal de la Junta de Coordinación
Política, es dirigir la actividad parlamentaria; función
de indiscutible importancia.

Sin embargo, con el transcurso del tiempo, la
conformación de este órgano interno sufrió una
disminución en el número de sus miembros, con
lo cual la toma de decisiones de suma importancia,
quedó en manos de un número menor de legis-
ladores.

Coordinar proviene del latín coordinationis, acción
y efecto de coordinar, por lo tanto el coordinador
es “la persona o cuerpo al que se confía la tarea
superior de reunir dispares elementos, organizarlos
según criterio, adecuarlos a la estructura más con-
veniente y completarlos en un sistema”. La coor-
dinación implica la asistencia, asesoría, organi-
zación y designación de actividades, no así,
determinar posiciones de manera unipersonal a los
coordinados.

Lord Chesterfield al respecto sentenció: si te
propones algún día mandar con dignidad, debes
servir con diligencia”.

El quehacer legislativo debe dar lugar a una
situación de igualdad e integración entre el le-
gislador y su partido, entre los coordinados y su
coordinador, ya que todos, incluso este último
pueden equivocarse en la emisión de juicios.

La coordinación en las actividades parlamentarias
significa dar coherencia y unidad en cuanto a la
toma de decisiones, ésta debe sustentarse en la
convicción personal de cada uno de los legis-
ladores, ya que ello dará cuenta de que lo que se
discute y vota es conocido, sino a profundidad, al
menos sí en lo necesario.

El órgano de organización política de la Cámara,
anteriormente era designada “Gran Comisión”,
posteriormente “Comisión de Régimen Interno y
Concertación Política”, hoy se denomina “Junta de
Coordinación Política”, esta evolución ha
correspondido a la intención de hacer más eficaz
el trabajo legislativo, los cambios no han sido sólo
de forma, sino de fondo, no sólo cuantitativos, sino
cualitativos. Objetividad, imparcialidad y profe-
sionalismo, características que debe poseer todo
órgano de coordinación.

Los miembros de la Junta de Coordinación Política
son los primeros que deben hacer a un lado todo
interés personal o partidista y únicamente cumplir
y hacer cumplir la ley en beneficio de la nación.

Pero si bien se ha tratado de mejorar el quehacer
parlamentario entre 1824 y hoy día, se ha dis-
minuido por otro lado, el número de integrantes en
este órgano legislativo.

La Junta de Coordinación Política es un órgano de
indiscutible valía para el trabajo legislativo, sin
embargo, es necesario adecuar su funcionamiento
en cuanto a la realidad actual, toda vez que la falta
de consenso, la violencia verbal y las actitudes
revanchistas, únicamente han dado lugar a grandes
errores, que sin duda, se quiera o no, tendrán un
costo político futuro.

Es menester aceptar que el escenario político
actual y la nueva pluralidad legislativa, da lugar a
que la conformación de la Junta de Coordinación
Política deba responder a una nueva apertura
democrática.

Coordinación de actividades, no portavoces del
grupo sin opción alguna coordinación no debe
implicar sometimiento o imposición de ideas, sino
información y consenso, recordemos que el gusto
por lo semisecreto se sustenta en las presiones y
los oídos sordos.

Los grandes errores se han cometido precisamente
por que primero se votan las decisiones y después
se informa y estudia que se votó.

La delimitación de las competencias, no debilita a
las autoridades, lo que origina es evitar que por un
lado se dé la omnipotencia y por el otro única-
mente se pueda observar, sin oportunidad de voz
y sin voto libre. El bloqueo, la obstaculización y el
capricho nunca serán positivos, pero las carencias
no se omiten o institucionalizan, se combaten, se
evitan.

Recordemos las palabras de E. Dahierg, Lord
Acton: “el poder tiende a corromper, el poder ab-
soluto corrompe absolutamente”.

Por ello, la participación del mayor número de
legisladores en cuanto al estudio y conocimiento
de las grandes decisiones nacionales y la dis-
minución de la concentración del poder, que
únicamente evita la confrontación de ideas y tiende
a la concesión pasiva o imposición de directrices,
dará lugar a decisiones más realistas y por tanto
acordes a lo que la ciudadanía espera de este
Congreso.

Por lo anteriormente expuesto, se somete a con-
sideración de esta soberanía la siguiente iniciativa
con proyecto de decreto que reforma y adiciona
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los artículos 31 punto 1 y 35 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, de conformidad con el presente

DECRETO

De reformas y adiciones a la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos

Unico. Se reforman y adicionan los artículos 31
punto 1 y 35 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, para
quedar en los siguientes términos:

“Artículo 31.

1. La Junta de Coordinación Política se integra por
los coordinadores de cada grupo parlamentario y
cinco diputados de cada fracción parlamentaria,
que serán electos por mayoría simple al interior
de cada uno de los grupos parlamentarios el
coordinador no propondrá; ni votará en la elección
de estos cinco diputados, participara además un
diputado de cada partido, que no cuente con
fracción parlamentaria.

Artículo 35.

Se corre el orden ascendente de los puntos para
adicionar un punto 2 y el punto 2 actual, pasa a
ser el 3.

1...

2. No será facultad o prerrogativa del coordinador
parlamentario el imponer el sentido del voto a su
grupo parlamentario; será su obligación en cambio,
informar ampliamente a este último sobre el tema
a decidir y por votación de una mayoría simple, se
determinará el sentido ultimo del voto del grupo
parlamentario.

3...”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones que
se opongan al presente decreto.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 23 de abril de
2002.— Diputados: Beatriz Patricia Lorenzo

Juárez, José Antonio Calderón Cardoso y José
Manuel del Río Virgen.»

El Presidente:

Gracias, diputado José Antonio Calderón Cardoso.

Túrnese a la Comisión de Reglamentos y
Prácticas Parlamentarias.

LEY DEL SEGURO SOCIAL

El Presidente:

Para presentar una iniciativa de reformas a la Ley
del Instituto Mexicano del Seguro Social, tiene la
palabra el diputado Cuauhtémoc Montero, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución Demo-
crática.

El diputado Cuauhtémoc Rafael Montero
Esquivel:

Con su permiso, señor Presidente:

El suscrito, diputado federal, Cuauhtémoc Montero
Esquivel, en pleno ejercicio de mis facultades
constitucionales, con fundamento en lo que
disponen los artículos 71 fracción II de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 55 fracción II del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de
esta Cámara de Diputados, iniciativa con proyecto
de decreto que reforma el artículo decimocuarto
transitorio del decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el
día jueves 20 de diciembre del año 2001, de con-
formidad con la siguiente exposición de motivos.

En el pasado periodo de sesiones del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, fue
aprobada una reforma amplia a la Ley del Seguro
Social, reforma que incluyó principalmente
aspectos de carácter económico y financiero del
Instituto Mexicano del Seguro Social, con la
finalidad de reforzar su viabilidad sin tocar los
aspectos de seguridad social relativos al sistema
pensionario, reformados en 1995 en forma profunda
y vigente desde el 1o. de julio de 1997. Sin em-
bargo, en los artículos transitorios de la reforma
del 2001 publicada en el Diario Oficial de la
Federación del día 20 de diciembre de ese año, sí
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se atiende una demanda añeja del gran sector de
jubilados y pensionados del IMSS con relación a
la cuantía de las pensiones.

La Cámara de Diputados de la LVII Legislatura apro-
bó modificaciones a las cuantías de las pensiones,
de tal forma que la pensión mínima, la pensión
garantizada por el Gobierno fuera equivalente a 1.3
veces el salario mínimo vigente en el Distrito Federal
y que la pensión de viudez fuese equivalente al
100% de la pensión que correspondería al tra-
bajador o al jubilado fallecido, minutas que a la
fecha no han sido dictaminadas por el Senado de
la República.

Ante esta omisión, la iniciativa de reforma a la Ley
del Seguro Social presentada por el titular del Poder
Ejecutivo Federal, proponía en los artículos tran-
sitorios, un incremento equivalente al 15% de la
pensión mínima de la Ley de 1973 y a la pensión
garantizada de la ley de 1995, para los jubilados o
pensionados mayores de 70 años, para las viudas
con hijos de 18 años o menores y para los huér-
fanos de madre y padre, además proponía aumentar
la pensión de viudez del 90% al 100% de la que
correspondía al trabajador fallecido a la que tenía
el jubilado o pensionado fallecido.

El Senado de la República aprobó la iniciativa de
referencia con varios cambios y entre ellos aquellos
que modificaron el artículo decimocuarto transitorio
de la iniciativa con proyecto de decreto, para
reformar la Ley del Seguro Social en cuanto a los
incrementos a las pensiones vigentes, estos
cambios aprobados por dicho cuerpo legislativo
representaron un mecanismo selectivo de incre-
mentos a las pensiones mínimas y a las de viudez.
De tal forma que aquellas pensiones de cesantía
en edad avanzada y de vejez otorgadas conforme
a la Ley del Seguro Social publicadas en el año de
1973 y las otorgadas conforme a la ley vigente,
cuyo monto fuera inferior a un salario mínimo vi-
gente en el Distrito Federal, aumentaran hasta igua-
lar dicho salario mínimo.

Igualmente aprobó que a los pensionados de 60
años o más con pensión igual o mayor a un salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal, cuyo
origen de pensión fuera el ramo de seguro, cesantía
y vejez, el monto de su pensión se aumentara en
un 10%.

Por último, aprobó que a las pensiones de viudez,
derivadas también de pensiones de cesantía y
vejez cuya cuantía fuera igual o menor al equivalente
a 1.5 veces el salario mínimo vigente en el Distrito
Federal, su monto se aumentara en un 11%.

Este último apartado, el de las pensiones de
viudez, dejó fuera a un número importante de viu-
das, razón por la cual una vez que el Senado de la
República lo advirtió, dio lugar a una iniciativa que
aprobada con dispensa de trámites se envió a la
Cámara de Diputados. En ese último órgano
legislativo ya se había advertido la omisión referida
y para subsanarla en la iniciativa que presentaron
varios diputados integrantes de la Comisión de
Seguridad Social y de Trabajo y de Previsión Social,
se reformaron y adicionaron a la Ley del Seguro
Social, se corrigió antes de que llegara la nueva
minuta del Senado de la República, incorporando
a todas las viudas.

Al final, lo aprobaron en diciembre del año 2001 y
fue publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 20 de diciembre de este año; las pensiones
derivadas de cesantía y vejez con cuantía inferior
a un salario mínimo, aumentan el equivalente a un
salario mínimo vigente en el D.F.; a los pensio-
nados por cesantía y vejez mayores de 60 años
de edad, 10% de aumento en la cuantía de sus
pensiones.

Para todas las viudas cuya pensión sea igual o
menor a la equivalente a un salario mínimo vigente
del Distrito Federal, su cuantía se aumenta en un
11%. Todos estos incrementos se aprobaron para
aplicarse a partir del día 1o. de abril de este año,
condicionándolos a que las pensiones referidas
hayan sido otorgadas antes del inicio de vigencia
de ese decreto.

En forma selectiva en la que este asunto fue resuelto
por el Congreso de la Unión, se omitió a los pen-
sionados por el ramo de seguro de invalidez por
enfermedad general y además se omiten también
a las pensiones que se otorgan a partir del 21 de
diciembre del año 2001, ya sea que provengan de
la ley anterior o de la ley vigente, omisiones
causadas fundamentalmente por la urgencia de que
la reforma del Seguro Social fuera aprobada dentro
del primer periodo de sesiones ordinarias del
segundo año de esta LVIII Legislatura.

La omisión de incluir en el programa de incre-
mentos a las pensiones de invalidez colocó en una
situación inequitativa a cuando menos 194 mil 350
pensionados mayores de 60 años que perciben la
pensión mínima de la ley de 1973 y la pensión
garantizada de la ley de 1995, los cuales sólo
recibieron este año el incremento equivalente al
que se otorgó al salario mínimo, o sea 4.5% a
partir del 1o. de enero y la diferencia de ese
aumento con el que registró el Indice Nacional de
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Precios al Consumidor del año pasado a partir del
1o. de febrero.

Si bien esta forma de calcular los aumentos a las
cuantías de las pensiones está malinterpretado en
las disposiciones legales aprobadas, eso no es
motivo de esta iniciativa y sólo dejamos por ahora
constancia de ello en este documento. El total de
los pensionados cuyo origen de pensión es el ramo
de seguro de invalidez por enfermedad general, era
al 15 de abril del presente año de 330 mil 270, de
ellos, 194 mil 350 son mayores de 60 años de
edad, que para ser igualados con los pensionados
por cesantía y vejez mayores de 60 años deberían
recibir un incremento igual, es decir 10% de la
cuantía de su pensión recibida.

Voy a obviar algunos párrafos, señor Presidente,
pero pediría a usted se integre de forma total en el
Diario de los Debates y en la Gaceta Parlamentaria,
para pasar exactamente al proyecto de decreto
que reforma los siguientes artículos:

Artículo decimocuarto transitorio del decreto por
el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley del Seguro Social, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el día jueves 20 de diciembre del
año 2001.

Artículo único. Se reforma el artículo decimocuarto
transitorio del decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social,
publicado en el Diario Oficial de la Federación del
día jueves 20 de diciembre del año 2001, para
quedar como sigue:

“Artículo decimocuarto.  Las pensiones
otorgadas con fundamento en el Título Segundo
Capítulo IV secciones Segunda, Tercera y Cuarta
de la Ley del Seguro Social, publicada en el Diario
Oficial de la Federación el 12 de marzo de 1973 y
en el Título Segundo Capítulo V Sección Segunda
y Capítulo VI secciones Segunda y Tercera de la
Ley del Seguro Social vigente, se determinarán de
acuerdo con los factores y modalidades siguientes:

a) Los pensionados cuyo monto de pensión sea
menor a un salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal, ésta se incrementará hasta igualar
dicho salario mínimo.

b) Los pensionados de 60 años o más, con pensión
igual o mayor a un salario mínimo general vigente
en el Distrito Federal, el monto de su pensión será
el resultado de multiplicar la pensión que reciban
al 31 de marzo del año 2002 o a la pensión que se

determine si se pensiona después de esa fecha
por el factor 1.1.

Para todas las viudas cuya pensión sea igual o
menor a 1.5 salarios mínimos vigentes en el Distrito
Federal, el monto de su pensión será el que resulte
de multiplicar la pensión que reciban al 31 de
marzo de 2002, a la que se determine al otorgarles
si es después de esa fecha, por un factor de 1.1.

Los incrementos previstos en este artículo se
aplicarán a partir del 1o. de abril de 2002 para
quienes ya estaban pensionados por los ramos
de seguro de invalidez por enfermedad general,
cesantía en edad avanzada, vejez y pensión de
viudez al 31 de marzo de 2002 y a partir de la
fecha del otorgamiento de la pensión para quienes
se pensionen a partir del 1o. de abril de 2002.”

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. Este decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Dejo a la Secretaría esta iniciativa y firman en ella,
el de la voz el diputado Alfredo Hernández Raigosa,
el diputado Miguel Barbosa del PRD; el diputado
Samuel Aguilar Solís, y el diputado Jesús de la
Rosa, del PRI.

Muchas gracias, señora Presidenta.

«El suscrito, Cuauhtémoc Montero Esquivel,
diputado federal en pleno ejercicio de mis facultades
constitucionales, con fundamento en lo que
disponen los artículos 71 fracción II de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y 55 fracción II del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, someto a la consideración de
la Cámara de Diputados iniciativa con proyecto de
decreto que reforma el artículo decimocuarto
transitorio del decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social,
publicado en el Diario Oficial de la Federación el
día jueves 20 de diciembre del año 2002, de
conformidad con la siguiente

EXPOSICION DE MOTIVOS

En el  pasado periodo de sesiones ordinarias del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos fue aprobada una reforma amplia a la Ley
del Seguro Social, reforma que incluyó princi-
palmente aspectos de carácter económico y
financiero del Instituto Mexicano del Seguro Social
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con la finalidad de reforzar su viabilidad, sin tocar
los aspectos de seguridad social relativos al
sistema pensionario, reformados en 1995 en forma
profunda y vigentes desde el 1o. de julio de 1997.

Sin embargo, en los artículos transitorios de la
reforma de 2001, publicada en el Diario Oficial de
la Federación del día 20 de diciembre de ese año,
sí se atiende una demanda añeja del gran sector
de jubilados y pensionados del IMSS con relación
a la cuantía de las pensiones.

La Cámara de Diputados de la LVII Legislatura apro-
bó modificaciones a las cuantías de las pensiones
de tal forma que la pensión mínima, la pensión
garantizada por el Gobierno, fuera equivalente a
1.3 veces el salario mínimo vigente en el Distrito
Federal y que la pensión de viudez fuera equivalente
al 100% de la pensión que correspondería al tra-
bajador o al jubilado fallecidos, minutas que, a la
fecha, no han sido dictaminadas, por el Senado
de la República.

Ante esa omisión, la iniciativa de reformas a la
Ley del Seguro Social, presentada por el titular
del Poder Ejecutivo Federal, proponía, en los ar-
tículos transitorios, un incremento equivalente al
15% a la pensión mínima de la ley de 1973 y a la
pensión garantizada de la ley de 1995, para los
jubilados o pensionados mayores de 70 años, para
las viudas con hijos de 18 años o menores y para
los huérfanos de padre y madre; además, proponía
aumentar la pensión de viudez del 90 al 100% de
la que correspondería al trabajador fallecido o la
que tenía el jubilado o pensionado fallecido.

El Senado de la República aprobó la iniciativa de
referencia con varios cambios y entre ellos,
aquellos que modificaron el artículo decimocuarto
transitorio de la iniciativa con proyecto de decreto
para reformar la Ley del Seguro Social, en cuanto
a los incrementos a las pensiones vigentes.

Estos cambios, aprobados por dicho cuerpo
legislativo, representaron un mecanismo selectivo
de incrementos a las pensiones mínimas y a las
de viudez, de tal forma que aquellas pensiones de
cesantía en edad avanzada y de vejez, otorgadas
conforme a la Ley del Seguro Social publicada en
el año de 1973 y las otorgadas conforme a la ley
vigente, cuyo monto fuera inferior a un salario
mínimo vigente en el Distrito Federal, aumentaran
hasta igualar dicho salario mínimo.

Igualmente aprobó que a los pensionados de 60
años o más, con pensión igual o mayor a un salario
mínimo general vigente en el Distrito Federal, cuyo

origen de pensión fuera el ramo de seguro de
cesantía y vejez, el monto de su pensión se
aumentará en un 10%.

Por último, aprobó que a las pensiones de viudez,
derivadas también de pensiones de cesantía y
vejez, cuya cuantía fuera igual o menor al equi-
valente a 1.5 veces el salario mínimo vigente en el
Distrito Federal, su monto se aumentara en un 11 %.

Este último apartado, el de las pensiones de
viudez, dejó fuera un número muy importante de
viudas, razón por la cual, una vez que el Senado
de la República lo advirtió, dio lugar a una iniciativa
que, aprobada con dispensa de trámites, se envió
a la Cámara de Diputados; en este último órgano
legislativo ya se había advertido la omisión referida
y para subsanarla, en la iniciativa que presentaron
varios diputados integrantes de la Comisión de
Seguridad Social y de Trabajo y Previsión Social,
de reformas y adiciones a la Ley del Seguro Social,
se corrigió antes de que llegara la nueva minuta
del Senado de la República, incorporando a todas
las viudas.

Al final lo aprobado en diciembre del año 2001 y
publicado en el Diario Oficial de la Federación el
20 de diciembre de ese año, fue: las pensiones
derivadas de cesantía y vejez con cuantía inferior
a un salario mínimo, aumentan al equivalente a un
salario mínimo vigente en el Distrito Federal a los
pensionados por cesantía y vejez, mayores de 60
años de edad, 10% de aumento en la cuantía de
sus pensiones; para todas las viudas cuya pensión
sea igual o menor al equivalente a un salario
mínimo vigente en el Distrito Federal, su cuantía
se aumenta en un 11%. Todos estos incrementos
se aprobaron para aplicarse a partir del 1o. de abril
del año 2002, condicionándolos a que las pen-
siones referidas hayan sido otorgadas antes del
inicio de vigencia de ese decreto.

En la forma selectiva en la que este asunto fue
resuelto por el Congreso de la Unión, se omitió a
los pensionados por el ramo de seguro de invalidez
por enfermedad general y además, se omiten
también a las pensiones que se otorguen a partir
del 21 de diciembre del año 2001, ya sea que
provengan de la ley anterior o de la vigente, omi-
siones causadas fundamentalmente por la urgencia
de que la reforma a la Ley del Seguro Social fuera
aprobada dentro del primer periodo de sesiones
ordinarias del segundo año de ejercicio de la LVIII
Legislatura.

La omisión de incluir en el programa de incre-
mentos a las pensiones de invalidez, colocó en
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una situación inequitativa a cuando menos 194 mil
350 pensionados mayores de 60 años que perciben
la pensión mínima de la ley de 1973 y la pensión
garantizada de la ley de 1995, los cuales sólo reci-
bieron este año el incremento equivalente al que
se otorgó al salario mínimo, 4.5% a partir del 1o.
de enero y la diferencia de ese aumento con el
que registró el Indice Nacional de Precios al Con-
sumidor el año pasado a partir del 1o. de febrero.

Si bien esta forma de calcular los aumentos a las
cuantías de las pensiones está malinterpretando
las disposiciones legales aprobadas, eso no es
motivo de esta iniciativa y sólo dejamos por ahora
constancia de ello en este documento.

El total de los pensionados cuyo origen de pensión
es el ramo de seguro de invalidez por enfermedad
general, era al 15 de abril del presente año de 330
mil 270; de ellos, 194 mil 350 son mayores de 60
años de edad que, para ser igualados con los pen-
sionados por cesantía y vejez mayores de 60 años,
deberían recibir un incremento igual, es decir, 10%
de la cuantía de su pensión recibida el 31 de enero
de 2002 a partir del mes de abril del mismo año.

Este aumento representaría para cada uno de los
pensionados por invalidez general el equivalente a
1mil 517.40 anuales, cantidad similar a la que esta
Cámara de Diputados autorizó en los presupuestos
de Egresos de la Federación para los ejercicios
fiscales de los años 2000 y 2001 para todos los
pensionados del Instituto Mexicano del Seguro
Social, partida que no se incluyó en el decreto de
Presupuesto para el Ejercicio Fiscal del año 2002,
considerando que las reformas a la Ley del Seguro
Social había ya resuelto el problema de los incre-
mentos a las pensiones derivadas de esa ley.

El costo anual estaría en alrededor de los 300
millones de pesos que, de aprobarse esta iniciativa,
irían con cargo al ramo 19 del Presupuesto de
Egresos de la Federación bajo el rubro de aporta-
ciones a seguridad social.

Además de la iniquidad en la que quedaron
colocados por esta omisión legislativa quienes ya
estaban pensionados hasta el 20 de diciembre de
2001, habrá que recordar que la pensión por
invalidez sirve de referencia para las pensiones de
viudez, de orfandad y de ascendientes. Los ar-
tículos 141 y 142, son precisos en ello. El 141
señala en su párrafo último que: “en ningún caso,
la pensión de invalidez, incluyendo las asigna-
ciones familiares y ayudas asistenciales, podrá
ser inferior a la pensión garantizada establecida
en el artículo 170 de esta ley” y en el 142, se
establece en su primer párrafo, que: “el monto

determinado conforme al artículo anterior, servirá
de base para calcular las pensiones que se deriven
de la muerte tanto del pensionado, como del
asegurado, al igual que para fijar la cuantía del
aguinaldo anual”.

La omisión del programa de incrementos a las
cuantías de las pensiones derivadas de cesantía
en edad avanzada y vejez de quienes se han
pensionado a partir del 21 de diciembre de 2001 y
de quienes se pensionen de esa fecha hacía el
futuro, los coloca igualmente en situación de
iniquidad, toda vez que resultará, en igualdad de
circunstancias, que habrá pensionados de primera
cuya pensión mínima sea el equivalente a 1.1 veces
el salario mínimo vigente en el Distrito Federal y
pensionados de segunda cuya pensión mínima
sea el equivalente a un salario mínimo vigente en
el Distrito Federal, con el agravante que los de
segunda serán en su mayoría los que se jubilen al
amparo de la Ley del Seguro Social vigente.

Por lo anteriormente expuesto, respetuosamente
someto a la atención y estudio del pleno de la
Cámara de Diputados, la siguiente

 INICIATIVA

Con proyecto de decreto que reforma el artículo
decimocuarto transitorio del decreto por el que se
reforman diversas disposiciones de la Ley del
Seguro Social publicado en el Diario Oficial de la
Federación el día jueves 20 de diciembre del año
2001.

Artículo único. Se reforma el artículo decimocuarto
transitorio del decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley del Seguro Social
publicado en el Diario Oficial de la Federación el
día jueves 20 de diciembre del año 2001, para
quedar como sigue:

Decimocuarto. Las pensiones otorgadas con fun-
damento en el Título Segundo, Capítulo V, seccio-
nes Segunda, Tercera y Cuarta de la Ley del
Seguro Social publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 12 de marzo de 1973 y en el Título
Segundo, Capítulo V, Sección Segunda y Capítulo
VI; secciones Segunda y Tercera de la Ley del
Seguro Social vigente, se determinarán de acuerdo
con los factores y modalidades siguientes:

a) Los pensionados cuyo monto de pensión sea
menor a un salario mínimo general vigente en el
Distrito Federal, ésta se incrementará hasta igualar
dicho salario mínimo;

b) Los pensionados de 60 años o más, con pensión
igual o mayor a un salario mínimo general vigente
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Ciudadanos secretarios de la Cámara de Dipu-
tados.— Presentes.

Para los efectos legales correspondientes, me
permito remitir a ustedes el expediente que con-
tiene minuta proyecto de decreto que concede
permiso a los ciudadanos María Guadalupe Suárez
Barrera, Nadia Isthar Peimbert de la Cruz, Bárbara
María de los Angeles Marín Elizondo, Jorge Núñez
Llanas, María Luisa Quirós Franco, María Reyneria
Aguilar Ortiz, Salatiel Eliseo Cruz Alfaro, Aída
Rosalinda Flores Sauza, María del Rocío Fernández
López, Jesús Hernández Méndez y Graciela Torres
González, para que puedan prestar sus servicios
de carácter administrativo en representaciones
diplomáticas.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senador,
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII
Legislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo primero. Se concede permiso a la
ciudadana María Guadalupe Suárez Barrera, para
prestar servicios como empleada de oficina en el
departamento de recursos humanos del Con-
sulado General de Estados Unidos de América en
Monterrey, Nuevo León.

Artículo segundo. Se concede permiso a la
ciudadana Nadia Isthar Peimbert de la Cruz, para
prestar servicios como asistente de información
en la Embajada de Estados Unidos de América
en México.

Artículo tercero. Se concede permiso a la
ciudadana Bárbara María de los Angeles Marín
Elizondo, para prestar servicios como secretaria
administrativa en la Embajada de Estados Unidos
de América en México.

Artículo cuarto. Se concede permiso al ciudadano
Jorge Núñez Llanas, para prestar servicios como
chofer bodeguero en la Embajada de Estados
Unidos de América en México.

Artículo quinto. Se concede permiso a la ciuda-
dana María Luisa Quirós Franco, para prestar

en el Distrito Federal, el monto de su pensión será
el resultado de multiplicar la pensión que reciban
al 31 de marzo de 2002 o la pensión que se de-
termine si se pensiona después de esa fecha, por
el factor 1.1.

Para todas las viudas cuya pensión sea igual o
menor a 1.5 salarios mínimos vigentes en el Distrito
Federal, el monto de su pensión será el que resulte
de multiplicar la pensión que reciban al 31 de
marzo de 2002 o la que se determine al otorgarla
si es después de esa fecha, por un factor de 1.1111.

Los incrementos previstos en este artículo se
aplicarán a partir del 1o. de abril de 2002 para
quienes ya estaban pensionados por los ramos
de seguro de invalidez por enfermedad general,
cesantía en edad avanzada, vejez y pensión de
viudez al 31 de marzo de 2002 y a partir de la
fecha de otorgamiento de la pensión para quienes
se pensionen a partir del 1o. de abril de 2002.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. Este decreto entrará en vigor al día siguiente
de su publicación en el Diario Oficial  de la
Federación.

Señora Presidenta de la Mesa Directiva, dejo en
la Secretaría el original de este documento, soli-
citando a usted que el mismo sea turnado a la
Comisión de Seguridad Social, para el trámite
legislativo correspondiente.

México, D.F., a 23 de abril de 2002.— Diputados:
Cuauhtémoc Montero Esquivel, Alfredo Hernández,
Miguel Barbosa, Samuel Aguilar y Jesús de la
Rosa.»

Presidencia de la diputada
Beatriz Elena Paredes Rangel

La Presidenta:

Túrnese a las comisiones de Trabajo y Pre-
visión Social y de Seguridad Social.

Se tienen las minutas a las que dará lectura el
Secretario.

ESTADOS UNIDOS DE AMERICA

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Legislatura.
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servicios como asistente de servicios generales
en el Consulado General de Estados Unidos de
América en Tijuana, Baja California.

Artículo sexto. Se concede permiso a la ciudadana
María Reyneria Aguilar Ortiz, para prestar servicios
como secretaria en el departamento de agricultura
de Estados Unidos de América en Tuxtla Gutiérrez,
Chiapas.

Artículo séptimo. Se concede permiso al ciuda-
dano Salatiel Eliseo Cruz Alfaro, para prestar
servicios como asistente en cómputo en el depar-
tamento de agricultura de Estados Unidos de
América en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Artículo octavo. Se concede permiso a la ciu-
dadana Aída Rosalinda Flores Sauza, para prestar
servicios como secretaria en la Embajada de
Estados Unidos de América en México.

Artículo noveno. Se concede permiso a la ciu-
dadana María del Rocío Fernández López, para
prestar servicios como secretaria en el depar-
tamento de agricultura de Estados Unidos de
América en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Artículo décimo. Se concede permiso al ciu-
dadano Jesús Hernández Méndez, para prestar
servicios como técnico de ingeniería en el de-
partamento de agricultura de Estados Unidos de
América en Tuxtla Gutiérrez, Chiapas.

Artículo decimoprimero. Se concede permiso a
la ciudadana Graciela Torres González, para prestar
servicios como oficinista de comercio en la
Embajada de Estados Unidos de América en
México.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.—
México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senadores:
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente;
María Lucero Saldaña Pérez, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.— Arturo Garita, secre-
tario general de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública.

JAPON

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Le-
gislatura.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Dipu-
tados.— Presentes.

Para los efectos legales correspondientes, me
permito remitir a ustedes el expediente que
contiene minuta proyecto de decreto que concede
permiso al ciudadano León Raúl Ortega Hernán-
dez, para prestar servicios como asesor en el de-
partamento económico en la Embajada de Japón
en México.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senador
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Legis-
latura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano
León Raúl Ortega Hernández, para prestar servi-
cios como asesor en el departamento económico
en la Embajada de Japón en México.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.—
México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senadores:
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente;
María Lucero Saldaña Pérez, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.— Arturo Garita, secre-
tario general de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública.

REPUBLICA DE CHIPRE

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Le-
gislatura.
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Ciudadanos secretarios de la Cámara de Dipu-
tados.— Presentes

Para los efectos legales correspondientes, me per-
mito remitir a ustedes el expediente que contiene
minuta proyecto de decreto que concede permiso
a los ciudadanos Liza Foster Benítez, Sofía León
Mavrides, Susana Guerrero Fuentes y Francisco
Javier Hernández Villegas, para que puedan prestar
sus servicios de carácter administrativo en la
Embajada de Chipre en México.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senador
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Le-
gislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo primero. Se concede permiso a la ciu-
dadana Liza Foster Benítez, para prestar servicios
como secretaria en la Embajada de Chipre en
México.

Artículo segundo. Se concede permiso a la ciu-
dadana Sofía León Mavrides, para prestar servicios
como asistente de prensa en la Embajada de
Chipre en México.

Artículo tercero. Se concede permiso a la ciu-
dadana Susana Guerrero Fuentes, para prestar
servicios como secretaria en la Embajada de Chipre
en México.

Artículo cuarto. Se concede permiso al ciudadano
Francisco Javier Hernández Villegas, para prestar
servicios como chofer y mensajero en la Embajada
de Chipre en México.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.—
México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senadores:
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente;
María Lucero Saldaña Pérez, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.— Arturo Garita, secretario
general de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública.

REPUBLICA BOLIVARIANA
DE VENEZUELA

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Legisla-
tura.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Dipu-
tados.— Presentes.

Para los efectos legales correspondientes, me
permito remitir a ustedes el expediente que
contiene minuta proyecto de decreto que concede
permiso al ciudadano Israel David Ramírez Flores,
para que pueda prestar sus servicios como chofer
en la Embajada de la República Bolivariana de
Venezuela, en la Ciudad de México.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senador
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos
Mexicanos.— Senado de la República.— LVIII Le-
gislatura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo Unico. Se concede permiso al ciudadano
Israel David Ramírez Flores, para prestar servicios
como chofer en la Embajada de la República
Bolivariana de Venezuela, en la Ciudad de México.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.—
México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senadores:
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente;
María Lucero Saldaña Pérez, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.—  El secretario general
de Servicios Parlamentarios, Arturo Garita.»

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública.
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REPUBLICA DE AUSTRIA

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Hay otro, señora Presidenta.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Legis-
latura.

Ciudadanos secretarios de la Cámara de Dipu-
tados.— Presentes.

Para los efectos legales correspondientes, me
permito remitir a ustedes el expediente que con-
tiene minuta proyecto de decreto que concede
permiso al ciudadano Jorge Andrés García Gam-
boa, para que pueda desempeñar el cargo de
cónsul honorario de Austria en la ciudad de Cancún,
con circunscripción consular en el Estado de
Quintana Roo.

Reitero a ustedes las seguridades de mi atenta y
distinguida consideración.

México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senador
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente.»

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Senado de la República.— LVIII Legis-
latura.

MINUTA
PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se concede permiso al ciudadano
Jorge Andrés García Gamboa, para desempeñar
el cargo de cónsul honorario de Austria en la ciudad
de Cancún, con circunscripción consular en el
Estado de Quintana Roo.

Salón de sesiones de la Cámara de Senadores.—
México, D.F., a 16 de abril de 2002.— Senadores:
Diego Fernández de Cevallos Ramos, presidente;
María Lucero Saldaña Pérez, secretaria.

Se remite a la Cámara de Diputados para los
efectos constitucionales.—  Arturo Garita secre-
tario general de Servicios Parlamentarios.»

La Presidenta:

Túrnese a la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública.

LEY ORGANICA DE LA PROCURADURIA
GENERAL DE LA REPUBLICA (II)

La Presidenta:

Honorable Asamblea: en el curso del inicio de la
sesión, dimos turno a la iniciativa de reformas a la
Ley Orgánica de la Procuraduría General de la
República, presentada por el Ejecutivo y lo
turnamos a las comisiones de Justicia y Derechos
Humanos y de Gobernación y Seguridad Pública.

Por acuerdo de ambas comisiones, el turno
queda exclusivamente a la Comisión de
Justicia y Derechos Humanos y así les pido
que se registre por todos ustedes y por el área
de Servicios Parlamentarios.

LEY MONETARIA

La Presidenta:

Pasamos al capítulo de dictámenes de primera
lectura y continuamos con la primera lectura del
dictamen con proyecto de decreto por el que se
fijan las características de una moneda de plata
de las previstas en el artículo 2o.-bis de la Ley
Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos,
publicado en la Gaceta Parlamentaria.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisión de Hacienda y Crédito
Público.

Honorable Asamblea: con fundamento en lo
dispuesto por el artículo 71 fracción I de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y por conducto de esta Cámara de Diputados, el
Ejecutivo Federal sometió a la consideración del
honorable Congreso de la Unión la iniciativa de
“decreto por el que se fijan las características de
una moneda de plata de las previstas en el artículo
2o.-bis de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos”, la cual fue turnada el pasado 8 de
noviembre de 2001, a la Comisión de Hacienda y
Crédito Público para su análisis y dictaminación.

En cumplimiento de esta responsabilidad, se
procedió al estudio de la iniciativa en comentario y
a la formulación del dictamen respectivo, realizando
para ello consultas y reuniones de trabajo con
representantes de la Secretaría de Hacienda y
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Crédito Público y del Banco de México, con base
en los cuales los miembros de esta comisión
elaboraron y presentan a esa Asamblea el si-
guiente dictamen.

Descripción de la iniciativa

El Ejecutivo Federal señala en el cuerpo de la
iniciativa que desde principios de los años de 1980,
México ha acuñado monedas de oro y de plata,
en términos de lo establecido por el artículo 2o.-bis
de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, como parte del programa denominado
“Serie Libertad”, con las características fijadas en
los decretos publicados en el Diario Oficial de la
Federación de fechas 28 de diciembre de 1981; 5
de enero de 1990; 22 de mayo de 1996 y 20 de
mayo de 1999, conservando siempre como motivo
principal y característico una victoria alada.

Asimismo, con la finalidad de estar en posibilidad
de competir en los diversos mercados numis-
máticos en igualdad de circunstancias, recu-
rrentemente se han realizado algunas modifica-
ciones en estas monedas, logrando con ello
mejorar su calidad, utilizando la nueva tecnología
de diseño y acuñación, lo cual ha permitido generar
beneficios económicos para el Gobierno Federal.

En este sentido, refiere el Ejecutivo que ahora se
considera conveniente incluir una moneda más a
la “Serie Libertad”, en la cual se mostraría en su
reverso el motivo tradicional, consistente en una
victoria alada teniendo como fondo un paisaje en
el que se aprecian los volcanes Iztaccíhuatl y
Popocatépetl, mientras que en su anverso se
presentaría al centro el Escudo Nacional en relieve
escultórico, rodeado de diferentes escudos uti-
lizados a través de la historia de nuestro país, así
como del águila que se encuentra en la parte
central de la primera página del Códice Mendocino.

Dado que esta nueva moneda se acuñaría con un
contenido de plata superior a cualquiera otra
moneda integrante de la “Serie Libertad” acuñada
con anterioridad, ésta tendría dimensiones
mayores con respecto a las de las actuales, lo
que le permitiría que al presentar el motivo de la
moneda en alto relieve, pueda éste ser apreciado
de mucho mejor manera, además de aprovechar
la tecnología, arte, diseño y métodos de acuñación
con que actualmente cuenta la Casa de Moneda
de México, lo cual permitiría promover su co-
mercialización.

Consideraciones de la comisión

La que dictamina coincide con el planteamiento
del Ejecutivo Federal en el sentido que nuestro

país se ha destacado tradicionalmente en los
mercados numismáticos de todo el mundo por la
calidad de diseño y acuñación de diversas
monedas que ha producido la Casa de Moneda de
México, situación que no sólo ha permitido dar a
conocer internacionalmente diversos pasajes de
nuestra historia, costumbres y personajes desta-
cados, así como particularidades de nuestra fauna
y flora, entre otros motivos, sino que ello nos ha
permitido además, obtener beneficios económicos
importantes para el Gobierno Federal, agregando
valor a la plata, de la cual somos uno de los prin-
cipales productores a nivel mundial.

En esta ocasión, se propone acuñar dentro de la
“Serie Libertad” una moneda con contenido de un
kilogramo de plata pura por pieza y Ley 0.999,
con un diámetro de 11 centímetros y un peso
equivalente a 32.15 onzas troy.

Por cuanto a sus cuños, la que dictamina conviene
en señalar que al anverso se propone que tenga
en su centro el Escudo Nacional en relieve es-
cultórico circundado con la leyenda “Estados
Unidos Mexicanos”. Rodeando a éste y siguiendo
el contorno del marco, la reproducción de diferentes
escudos utilizados a través de la historia de nuestro
país, así como del águila que se encuentra en la
parte central de la primera página del Códice
Mendocino. Su marco sería liso y el canto de la
moneda estriado.

Al reverso se contiene, como todas las monedas
características de esta serie, una victoria alada
teniendo como fondo un paisaje en el que se
aprecian los volcanes Iztaccíhuatl y Popocatépetl.
Siguiendo el contorno del marco superior, la le-
yenda “I kg Plata Pura”, seguida del año de acu-
ñación y de la ley de la moneda, que como ya se
mencionó sería de 0.999. En el cuadrante superior
derecho el símbolo de la Casa de Moneda de
México y el marco también sería liso.

Esta comisión considera importante señalar que
el número de piezas a emitir será de 5 mil unidades,
lo cual equivale a que se produjeran 160  mil 750
onzas de plata y cuya distribución, principalmente
por parte de la banca comercial, se haría en un
70% en el mercado interno y en el extranjero, por
otros conductos, a partir de abril de 2002.

En consideración a lo anteriormente expuesto, la
Comisión de Hacienda y Crédito Público somete
a la consideración de esta Cámara de Diputados,
el siguiente
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DECRETO

Por el que se fijan las características de una mo-
neda de plata de las previstas en el artículo 2o.-bis
de la Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Artículo único. Se fijan las características de una
moneda de plata de las previstas en el artículo
2o.-bis de la Ley Monetaria de los Estados Unidos
Mexicanos, para quedar como sigue:

Moneda con contenido de un kilogramo de plata
pura por pieza:

a) Diámetro: 11 cm (once centímetros).

b) Ley: 0.999 (novecientos noventa y nueve
milésimos) mínimo de plata.

c) Contenido: 1 kilogramo de plata pura.

d) Peso: 1000 g (un mil gramos), equivalente a
32.15 (treinta y dos con quince) onzas troy.

e) Tolerancia en ley: plata 0.001 (un milésimo) en
más.

f) Tolerancia en peso: por unidad, 2.4 g (dos gramos
cuatro décimos) en más o en menos.

Cuños:

Anverso: al centro el Escudo Nacional en relieve
escultórico circundado con la leyenda “Estados
Unidos Mexicanos”. Rodeando a éste y siguiendo
el contorno del marco, la reproducción de diferentes
escudos utilizados a través de la historia de nuestro
país, así como del águila que se encuentra en la
parte central de la primera página del Códice
Mendocino. El marco liso.

Reverso: una victoria alada teniendo como fondo
un paisaje en el que se aprecian los volcanes
Iztaccíhuatl y Popocatépetl. Siguiendo el contorno
del marco superior, la leyenda “1 kg Plata Pura”
seguida del año de acuñación y de la ley de la
moneda. En el cuadrante superior derecho el
símbolo de la Casa de Moneda de México. El marco
liso.

Canto: estriado.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

México, D.F., a 18 de abril de 2002.— Diputados:
Enrique Alonso Aguilar Borrego, Francisco
Agundis Arias, Manuel Añorve Baños, Miguel
Arizpe Jiménez, Florentino Castro López, Jorge
A. Chávez Presa, Enrique Octavio de la Madrid
Cordero, Francisco de Jesús de Silva Ruiz,
Abelardo Escobar Prieto, Roberto Javier Fuentes
Domínguez, Julián Hernández Santillán, Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere, Guillermo Hopkins
Gámez, Oscar Guillermo Levín Coppel, Rosalinda
López Hernández, José Antonio Magallanes
Rodríguez, José Manuel Minjarez Jiménez, César
Alejandro Monraz Sustaita, Humberto Muñoz
Vargas, José Narro Céspedes, Luis Alberto Pazos
de la Torre, Francisco Raúl Ramírez Avila,
Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz,
Arturo San Miguel Cantú, Reyes Antonio Silva
Beltrán, Yadira Ivette Tamayo Herrera, José Luis
Ugalde Montes, Emilio Ulloa Pérez, José Francisco
Yunes Zorrilla y Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

Es de primera lectura.

La Presidenta:

En virtud de que el dictamen se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la
Secretaría a la Asamblea si se dispensa la se-
gunda lectura y se pone a discusión y votación de
inmediato.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se consulta a la
Asamblea si se le dispensa la segunda lectura al
dictamen y se pone a discusión y votación de
inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Se le dispensa la segunda lectura.

Se consulta con la comisión si algún diputado va
a fundamentar el dictamen...

No hay fundamentación del dictamen.

Está a discusión en lo general y en lo particular el
artículo único del proyecto de decreto...
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de lo dispuesto por el inciso e del artículo 72 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la cual a su vez fue remitida al día
siguiente a la Comisión de Hacienda y Crédito
Público para su análisis, discusión y dictamen.

De acuerdo con la minuta elaborada por las
comisiones unidas de Hacienda y Crédito Público,
de Comercio y de Estudios Legislativos Quinta de
la colegisladora, esta comisión procedió a su
análisis y estudio, de conformidad en los artículos
39, 44 y 45 de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos, 87 y 88
del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos.

Derivado de las deliberaciones realizadas por esta
comisión, así como de los planteamientos formu-
lados por funcionarios de las secretarías de
Hacienda y Crédito Público y de Economía, se
presenta a la consideración de esta honorable
Asamblea el siguiente dictamen.

Descripción de la minuta

La minuta del Senado de la República señala que
el dictamen del proyecto que reforma y adiciona
diversas disposiciones de la Ley Aduanera tiene
como propósito fundamental el de establecer las
condiciones para la importación por personas
físicas de vehículos automotores usados, desti-
nados a permanecer de forma definitiva en la franja
fronteriza norte del país y en los estados de Baja
California, Baja California Sur, la región parcial del
Estado de Sonora, así como en el municipio fron-
terizo de Cananea.

En cuanto a los antecedentes de este proyecto,
para la comisión que dictamina resulta importante
señalar lo siguiente:

A. Con fecha 21 de octubre de 1999 fue presentada
en la Cámara de Diputados la iniciativa de reformas
y adiciones a la Ley Aduanera por el entonces
diputado federal Adalberto Valderrama Fernández,
en representación del grupo parlamentario del
Partido Acción Nacional y suscrita por diputados
miembros de diversas fracciones parlamentarias.

B. El dictamen en sentido favorable elaborado por
la Comisión de Comercio de la Cámara de
Diputados fue publicado en la Gaceta Parlamentaria
del día 8 de abril, habiéndose votado por el pleno
dos días después, resultando aprobado por 225
votos a favor.

En virtud de que no hay registro de oradores ni en
lo general ni en lo particular, le ruego a la Secretaría
consulte si se considera suficientemente discutido
en lo general y en lo particular el artículo único del
proyecto de decreto.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

En votación económica, se pregunta a la Asamblea
si se encuentra suficientemente discutido el
artículo único del proyecto de decreto en lo general
y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvase
manifestarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta:

Compañeros legisladores: me han avisado que dos
comisiones se encuentran sesionando y el grupo
de trabajo en relación a los eventos conmemo-
rativos de la Independencia también, por lo que
voy a continuar con las primeras lecturas de los
decretos e inmediatamente al término de esto
pondremos a votación el relativo al dictamen que
estamos tratando en este momento, que es el
vinculado con las características de una moneda
de plata de las previstas en el artículo 2o.-bis de la
Ley Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos
y que ya está publicado en la Gaceta Parlamentaria.

LEY ADUANERA

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la primera
lectura del dictamen con proyecto de decreto que
adiciona y reforma la Ley Aduanera, publicado en
la Gaceta Parlamentaria.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos.— Poder
Legislativo.— Cámara de Diputados.— Comisión
de Hacienda y Crédito Público.

Honorable Asamblea: el pasado 20 de diciembre
de 2001, fue turnada a esta colegisladora la minuta
de la Cámara de Senadores con proyecto de
“decreto por el que se reforman y adicionan diversas
disposiciones de la Ley Aduanera”, para los efectos
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C. De esta forma, el 13 de abril del propio año de
2000, la minuta proyecto de decreto que nos ocupa
fue remitida a la Cámara de Senadores, habiéndose
turnado para su análisis y dictamen a las comi-
siones unidas de Hacienda y Crédito Público, de
Comercio y de Estudios Legislativos, Quinta.

D. Con fechas del 9 y 28 de noviembre del mismo
año, el senador Jeffrey Max Jones Jones solicitó a
la Mesa Directiva del Senado emitiera una exci-
tativa a las comisiones responsables, a efecto de
que presentaran el dictamen correspondiente.

E. En noviembre 5 se amplió el turno de la men-
cionada minuta con proyecto de decreto a la Co-
misión de Asuntos Fronterizos del propio Senado
de la República.

F. Finalmente, con fecha del 14 de diciembre de
2001, prácticamente un año después, las comi-
siones unidas referidas concluyeron el dictamen
correspondiente y con dispensa de segunda
lectura, se presentó al pleno al día siguiente,
habiéndose aprobado por 81 votos a favor.

Consideraciones de la comisión

Esta comisión coincide con la colegisladora en
que no existen razones suficientes para que la
importación de vehículos automotores usados y
que están destinados a permanecer en las zonas
fronterizas del norte del país, así como en los
estados de Baja California, Baja California Sur, la
región parcial del Estado de Sonora y en el
municipio fronterizo de Cananea, solamente pueda
ser realizada por las empresas comerciales que
al efecto operan en dichas regiones, situación que
ha originado en los últimos 10 años cuellos de
botella y un encarecimiento de tales automóviles.

En su oportunidad, la Comisión de Comercio de la
Cámara de Diputados en la elaboración de su
dictamen, señala que le fueron turnados diversos
documentos que más de 7 mil firmas de ciuda-
danos que habitan en la franja fronteriza, plan-
teando las reformas que nos ocupan, derivados de
la realización del “Foro de Consulta Ciudadana
sobre fronterización de vehículos automotores
usados”, realizada en Ciudad Juárez, Chihuahua
a finales de 1999.

En este foro, donde convergieron comerciali-
zadores de autos usados, particulares, partidos
políticos, así como representantes de la entonces
Secretaría de Comercio y Fomento Industrial y de
la Secretaría de Hacienda y Crédito Público, se
concluyó que resultaba necesario legislar en esta

materia, a fin de mejorar las condiciones de los
particulares frente a las empresas comercia-
lizadoras que son las únicas autorizadas mediante
un acuerdo administrativo para la compra-venta de
autos usados y que tienen el acceso a los per-
misos de importación correspondientes.

Además, se presentaron datos en los que se
demostró que el Gobierno deja de percibir un
importante volumen de recursos con la situación
prevaleciente por concepto de pago de tenencia y
demás impuestos, al limitarse la posibilidad de
compra sólo a través de estas empresas, conocidas
como “loteros”.

Cabe indicar que los vehículos usados sujetos a
este tratamiento deberán ser de cinco o más años,
modelos anteriores a la fecha en que se realice la
importación, mismos que deberán de contar con
determinadas características, tales como tener un
valor que no exceda de los 12 mil dólares de
Estados Unidos de América, no ser vehículos
deportivos, de lujo y convertibles. También deberán
tener la constancia que acredite que cumplen con
las normas técnicas de emisión máxima permisible
de contaminantes en su país de origen.

Por su parte, las personas físicas que pretendan
efectuar la importación de tales vehículos deberán
acreditar, entre otras cosas, su ciudadanía mexi-
cana y su residencia en la franja y regiones
fronterizas.

De acuerdo a lo anterior, la que dictamina estima
convenientes las adiciones y reformas que se
proponen en la minuta en cuestión, además de
que considera que con dichos cambios se contri-
buye de manera importante a la justicia y equidad
del habitante de la franja fronteriza norte y regiones
referidas.

Con base en lo anteriormente expuesto, la Comisión
de Hacienda y Crédito Público, somete a la
consideración de esta Asamblea, la aprobación
del siguiente

DECRETO

Que adiciona y reforma la Ley Aduanera en el
primer párrafo del artículo 62 y el primer párrafo
del artículo 137, y se adicionan los artículos 137-
bis-1; 137-bis-2; 137-bis-3; 137-bis-4; 137-bis-5;
137-bis-6; 137-bis-7; 137-bis-8 y 137-bis-9, esto
para quedar como sigue:

“Artículo 62. Tratándose de importación de
vehículos, sin perjuicio de lo establecido en los
artículos 137-bis-1 al 137-bis-9, la Secretaría podrá:
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Artículo 137. Con independencia de lo dispuesto
en los artículos siguientes, la Secretaría de
Comercio Industrial...

Artículo 137-bis-1. Las personas físicas que
acrediten su residencia en la franja fronteriza norte,
así como en los estados de Baja California y Baja
California Sur, en la región parcial del Estado de
Sonora y en el municipio fronterizo de Cananea,
Estado de Sonora, podrán efectuar la importación
definitiva de vehículos automotores usados, siempre
y cuando estén destinados a permanecer en estos
lugares.

Artículo 137-bis-2. Para efecto del artículo anterior
y de los siguientes, se entiende por:

I. Persona física: el ciudadano al que la ley ha
dotado de derechos y obligaciones.

II. Franja fronteriza norte: la comprendida entre la
línea divisoria internacional con Estados Unidos
de América y la línea paralela a una distancia de
20 kilómetros hacia el interior del país, en el tramo
comprendido entre el límite de la región parcial del
Estado de Sonora y el golfo de México.

III. Región parcial del Estado de Sonora: la com-
prendida entre los siguientes límites al norte, la
línea divisoria internacional, desde el cauce del río
Colorado hasta el punto situado en esa línea a 10
kilómetros del oeste de Sonoyta, de ese punto,
una línea recta hasta llegar a la costa a un punto
situado a 10 kilómetros al este de puerto Peñasco,
de ahí siguiendo el cauce de ese río, hacia el norte,
hasta encontrar la línea divisoria internacional.

IV. Año modelo: el periodo comprendido entre el
1o. de noviembre de un año, al 31 de octubre del
año siguiente.

V. Automóvil: el vehículo destinado al transporte
hasta de 10 personas, incluyéndose a las vago-
netas y a las camionetas denominadas “VAN”, que
tengan instalado convertidor catalítico de fábrica.

VI. Vehículo comercial: al vehículo con o sin chasis
para el transporte de mercancías o de más de 10
personas, con peso bruto vehicular de más de 2
mil 727, pero no mayor de 7 mil 272 kilogramos.

VII. Camión mediano: al vehículo con o sin chasis
para el transporte de mercancías o de más de 10
personas, con peso bruto vehicular de más de 2
mil 272 kilogramos, pero no mayor de 8 mil 864
kilogramos.

VIII. Vehículo usado: al vehículo de cinco o más
años modelos anteriores a la fecha en que se
realice la importación.

Artículo 137-bis-3. La importación a que se refiere
el artículo anterior podrá efectuarse pagando
exclusivamente el 50% del impuesto general de
importación que corresponda a los vehículos a
importar, conforme a su clasificación arancelaria.

Las fracciones arancelarias aplicables según la
tarifa de la Ley del Impuesto General de Impor-
tación, serán las que correspondan al valor de la
compra-venta en dólares de Estados Unidos de
América, de los vehículos automotores usados.

Asimismo, se exime del requisito de permiso
previo, por parte de la Secretaría de Comercio y
Fomento Industrial, la importación de vehículos
automotores usados a que se refieren los artículos
anteriores.

Artículo 137-bis-4. Los vehículos que podrán
importarse bajo el amparo de las disposiciones
legales anteriores, son los siguientes:

I. Automóviles cuyo valor no exceda de 12 mil
dólares de Estados Unidos de América, excluyen-
do los vehículos deportivos, de lujo y convertibles.

II. Camiones comerciales ligeros y medianos, pro-
pulsados por motor de gasolina.

Los vehículos señalados en el presente artículo,
deberán ser similares a los de las marcas de fa-
bricación nacional, de conformidad con la lista que
publique la Secretaría del ramo competente en el
Diario Oficial de la Federación, dentro del tercer
trimestre de cada año, con la previa opinión de la
Comisión Intersecretarial de la Industria Automotriz.

Artículo 137-bis-5. Las personas físicas que
pretendan efectuar la importación de los vehículos
en los términos de los artículos anteriores deberán
cumplir con lo siguiente:

I. Acreditarse como ciudadano mexicano con el
acta de nacimiento o de naturalización corres-
pondiente.

II. Comprobar su residencia en la franja y regiones
fronterizas referidas, de seis meses anteriores a
la fecha de la importación del vehículo, mediante
cualquiera de los documentos oficiales expedidos
a nombre del interesado, en donde conste el
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domicilio ubicado en la franja o región fronteriza
de que se trate.

III. Presentar el pedimento de importación corres-
pondiente, que deberá contener las características,
marca, tipo, línea, modelo y número de serie, con
objeto de que una vez realizada la importación, se
pueda comprobar su legal estancia en el país.

IV. Presentar al momento del despacho aduanero
conjuntamente con los documentos aduaneros
respectivos, la constancia que acredite que el ve-
hículo a importar cumple con las normas técnicas
de emisión máxima permisible de contaminantes
en su país de origen.

Artículo 137-bis-6. La importación de vehículos
automotores usados que se realice en los términos
de los artículos anteriores, se limitará a una unidad
por persona.

Asimismo, la persona física que afecte la im-
portación de una unidad vehicular usada, no podrá
volver a efectuar la importación de otra unidad
vehicular, en los términos de los artículos pre-
cedentes, sino después de haber transcurrido un
año de la primer importación, siendo aplicables a
su comercialización las limitaciones que derivan
de las disposiciones aduaneras vigentes.

Artículo 137-bis-7. La internación al resto del
territorio nacional de los vehículos importados al
amparo de las disposiciones legales que preceden,
se regirá por lo dispuesto en la Ley Aduanera, en
especial por el párrafo final de su artículo 62, por
las normas contenidas en el reglamento de la Ley
Aduanera y por las demás disposiciones normativas
aplicables.

Artículo 137-bis-8. A partir del año 2009, la im-
portación de autos usados a las franjas y regiones
fronterizas a que se refieren los artículos anteriores,
se realizará de conformidad con lo establecido en
el apéndice 300-A.2 del Tratado de Libre Comercio
de América del Norte.

Artículo 137-bis-9. En lo conducente, serán
aplicables a las importaciones de vehículos usados,
a que se refieren a los artículos anteriores, las dis-
posiciones contenidas en la Ley Aduanera, su re-
glamento y demás.

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor al día
siguiente de su publicación en el Diario Oficial de
la Federación.

Sala de comisiones de la Cámara de Diputados
México, D.F., a 18 de abril de 2002.— Diputados:
Enrique Alonso Aguilar Borrego, Francisco
Agundis Arias, Manuel Añorve Baños, Miguel
Arizpe Jiménez, Florentino Castro López, Jorge
A. Chávez Presa, Enrique Octavio de la Madrid
Cordero, Francisco de Jesús de Silva Ruiz,
Abelardo Escobar Prieto, Roberto Javier Fuentes
Domínguez, Julián Hernández Santillán, Diego
Alonso Hinojosa Aguerrevere, Guillermo Hopkins
Gámez, Oscar Guillermo Levín Coppel, Rosalinda
López Hernández, José Antonio Magallanes
Rodríguez, José Manuel Minjarez Jiménez, César
Alejandro Monraz Sustaita, Humberto Muñoz
Vargas, José Narro Céspedes, Luis Alberto Pazos
de la Torre, Francisco Raúl Ramírez Avila,
Gustavo Riojas Santana, Salvador Rocha Díaz,
Arturo San Miguel Cantú, Antonio Silva Beltrán
Reyes, Yadira Ivette Tamayo Herrera, José Luis
Ugalde Pérez, Emilio Ulloa Pérez, José Francisco
Yunes Zorrilla y Hugo Adriel Zepeda Berrelleza.»

Es de primera lectura.

CODIGO PENAL FEDERAL

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día, es la primera
lectura del dictamen con proyecto de decreto por
el que se deroga el párrafo quinto del artículo 93
del Código Penal Federal, publicado en la Gaceta
Parlamentaria.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisión de Justicia y Derechos
Humanos.

Honorable Asamblea: a la Comisión de Justicia y
Derechos Humanos de la LVIII Legislatura de la
Cámara de Diputados del honorable Congreso de
la Unión, fue turnada para su discusión y resolución
constitucional, la iniciativa de decreto por el que
se deroga el párrafo quinto del artículo 93 del
Código Penal Federal.

La Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con
fundamento en lo establecido por los artículos 71
y 72 de la Constitución Política de los Estados
Unidos Mexicanos y de conformidad con las
facultades que le otorgan los artículos 39 párrafos
primero y segundo fracción XVIII, 45 párrafo sexto
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inciso f y g de la Ley Orgánica del Congreso Ge-
neral de los Estados Unidos Mexicanos y las que
se deriven al caso, como son las contenidas en
los artículos 56, 60, 87, 88 y 93 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, somete a
consideración de los integrantes de esta honorable
Asamblea el presente dictamen bajo la siguiente:

Metodología

La Comisión de Justicia y Derechos Humanos
encargada del análisis, estudio y dictamen de la
iniciativa presentada, desarrolló su trabajo conforme
al procedimiento que a continuación se describe.

1. En el capítulo “antecedentes” se da cuenta del
trámite, da inicio del proceso legislativo, del recibo,
turno para el dictamen de la iniciativa de decreto y
de los trabajos previos de la comisión.

2. En el rubro “exposición de motivos”, se hace
referencia a los razonamientos realizados por el
autor de la iniciativa, exponiendo los alcances de
la propuesta en estudio.

3. En las “consideraciones”, los diputados inte-
grantes de la comisión, expresan argumentos de
valoración de lo propuesto en la iniciativa y de los
motivos que sustentan la decisión de respaldar en
lo general la iniciativa en análisis.

1. Antecedentes

Primero. Con fecha 13 de noviembre de 2001, el
diputado J. Jesús López Sandoval, del grupo parla-
mentario del Partido Acción Nacional, presentó al
pleno de esta Cámara de Diputados, la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se deroga el
párrafo quinto del artículo 93 del Código Penal
Federal, en materia de extinción de la ejecución
de la pena a través del perdón del ofendido y del
legitimado para otorgarlo.

Segundo. En sesión celebrada el 13 de noviembre
de 2001, la Mesa Directiva de esta Cámara de
Diputados al honorable Congreso de la Unión, turnó
a la Comisión de Justicia y Derechos Humanos
para su estudio y dictamen, la iniciativa aludida.

Tercero. En esa misma fecha los diputados inte-
grantes de la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos, conocieron la iniciativa presentada y
procedieron a nombrar una subcomisión de trabajo,
tendiente a analizar su aprobación, sobre la base
de la siguiente:

2. Exposición de motivos

La iniciativa en estudio nos refiere que el hombre
en su vida social ha evolucionado en cuanto al
castigo y la imposición de penas, de la venganza
privada con la aplicación de la llamada “ley del
talión del ojo por ojo y diente por diente”, hasta el
monopolio asumido por el estado del derecho de
castigar (ius puniendi), principio legal que se
encuentra previsto en el artículo 17 constitucional,
mismo que ordena a los gobernados el deber y
obligación de someter sus controversias al arbitrio
de los tribunales previamente establecidos para
que sean juzgados conforme a las leyes previa-
mente emitidas.

En este tenor y de acuerdo a lo dispuesto por los
artículos 21 y 102 constitucionales, el Estado como
titular del (ius puniendi) establece que el ejercicio
de este derecho será ejercido por conducto del
Ministerio Público, en su calidad de representante
de la sociedad, por tanto a los particulares se les
prohíbe ejercer tanto el derecho a castigar como
el determinar en que casos sí se puede castigar y
cuando no.

De lo antes señalado, pareciera que el vocablo
“perdón”, entendido éste, como la manifestación
unilateral de voluntad del ofendido cuyo efecto es
evitar que se persiga o se sancione al autor del
delito del que ha sido víctima, no tiene cabida en
este ámbito, toda vez que a los particulares no les
es permitido determinar a su voluntad: “el ejercicio
de la acción penal y la ejecución de las penas”.

No obstante este señalamiento, el Código Penal
Federal en su artículo 93, alude al perdón del
ofendido, como una causa de extinción de la acción
penal e inclusive en su último párrafo incorpora:
“el perdón del ofendido o del legitimado para
otorgarlo” como una causa de extinción de la
ejecución de la pena, situación esta última, que
resulta criticable, en virtud de que al permitirse que:
“el perdón del ofendido, como supuesto de extinción
de la ejecución de la pena”, lleva necesariamente
a la conclusión que el ofendido tiene la facultad de
poder disponer a su voluntad de la: “ejecución de
la pena”, lo que hace suponer que: “la actividad
jurisdiccional”, desarrollada por el Estado, que la
misma Constitución le concede, es rebasada por
la voluntad individual del ofendido o del legitimado
para otorgar el perdón, situación que por simple
lógica, se estima no es procedente, toda vez que
el perdón, sólo procede durante la secuela proce-
sal, por lo que existiendo sentencia definitiva, el
Estado cumple con su función.
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El supuesto de derecho es que el particular ya no
tiene injerencia en la ejecución de la pena, de ello
entonces que no debe ser procedente este llamado
perdón.

Bajo esta temática, la propuesta, es en el sentido
de que debe reformarse tal precepto legal a efecto
que se aclare cual es el sentido que debe darse al
perdón del ofendido y hasta qué momento procesal
puede otorgarse, de tal manera que se indique
claramente que no procede el perdón del ofendido
o del legitimado para otorgarlo cuando ya existe
sentencia definitiva, porque “no se puede perdonar
lo que ha sido juzgado por sentencia firme”.

3. Consideraciones

Los diputados integrantes de esta Comisión de
Justicia y Derechos Humanos, consideramos
acertado lo que se pretende con la propuesta en
estudio, la cual resulta necesaria para hacer
efectivo el principio de seguridad jurídica y demás
garantías que rigen el procedimiento penal,
relacionados con principios constitucionales que
abogan por la prosecución e impartición de justicia;
al derogar el quinto párrafo del artículo 93 del Código
Penal Federal, queda perfectamente claro cual es
el sentido que debe darse al perdón del ofendido y
hasta que momento procesal puede otorgarse; en
efecto resulta incongruente lo dispuesto por el
artículo 93 párrafo quinto, ya que hace obsoleto e
innecesaria la prosecución del proceso penal para
sancionar conductas tipificadas como delito, al
permitir que en la ejecución de la pena, se permita
que el particular ofendido y el legitimado para
otorgar perdón, deje sin razón la existencia del
aparato jurisdiccional.

Se considera que este precepto rebasa los linea-
mientos que en materia penal se encuentran
previstos en nuestra Constitución, dado que sólo
de manera excepcional y limitada a los supuestos
específicos, puede el Poder Ejecutivo dejar sin
efecto una sentencia que haya adquirido la calidad
de cosa juzgada como lo es el caso del indulto,
por lo tanto estimamos que dicho párrafo no tiene
ningún fundamento de validez constitucional, para
que proceda el perdón como causa de extinción
de la ejecución de la pena; además que limita la
facultad soberana del órgano jurisdiccional en la
impartición de justicia, al prever que el gobernado
pueda a voluntad evitar que el sentenciado cumpla
con la pena que le ha sido impuesta por la autoridad
correspondiente.

Por otra parte, resulta oneroso al Estado la pro-
secución de un proceso penal, que finalmente

puede resultar ineficaz, por la sola voluntad de un
particular, quien puede mediante el otorgamiento
del perdón dejar sin materia la sentencia firme
dictada por la autoridad jurisdiccional .

Por lo anteriormente expuesto los diputados inte-
grantes de la Comisión de Justicia y Derechos
Humanos someten a consideración de esta
honorable Asamblea el siguiente:

PROYECTO DE DECRETO

Por el que se deroga el párrafo quinto del artículo
93 del Código Penal Federal.

Artículo único. Se deroga el párrafo quinto del
artículo 93 del Código Penal Federal, para quedar
como sigue:

“Artículo 93...

...

...

...

Derogado.”

ARTICULO TRANSITORIO

Unico. El presente decreto entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

México, D.F., a 18 de abril de 2002.— Legislado-
res: José Elías Romero Apis, presidente; Roberto
Zavala Echavarría, Fernando Pérez Noriega,
Gustavo César J. Buenrostro Díaz y David Augusto
Sotelo Rosas, secretarios; Eduardo Andrade
Sánchez, Flor Añorve Ocampo, Francisco
Cárdenas Elizondo, Manuel Galán Jiménez, Rubén
García Farías, Ranulfo Márquez Hernández, José
Manuel Medellín Milán, Fernando Ortiz Arana, José
de Jesús Reyna García, Juan Manuel Sepúlveda
Fayad, Enrique Priego Oropeza, Amado Benjamín
Avila Márquez, Gina Andrade Cruz Blackledge,
Lucio Fernández González, Alejandro Enrique
Gutiérrez Gutiérrez, Ma. Guadalupe López Mares,
Vicente Pacheco Castañeda, Germán Arturo
Pellegrini Pérez, Víctor Hugo Sondón Saavedra,
Yadira Ivette Tamayo Herrera, Silvia América López
Escoffie, Genoveva Domínguez Rodríguez, Tomás
Torres Mercado, María Teresa Campoy Ruy
Sánchez, José Manuel del Río Virgen y Norma
Patricia Santana.»

Es de primera lectura.
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secundaria y que en la legislación mexicana
existen numerosas disposiciones en materia de
información, pero que se encuentran dispersas.
Finalmente, agrega que dicha situación requiere
la acción decidida de parte del legislador, para que
los ciudadanos tengan la posibilidad real de ejercer
el derecho a la información.

En el articulado, la iniciativa propone en el Capítulo
I, el objetivo de la ley, señalando que es el de
reglamentar el libre acceso a las fuentes de
información de los actos del Gobierno. En esta
propuesta, el sujeto obligado es el Poder Ejecutivo
Federal, es decir, la administración pública
centralizada y la descentralizada. Establece el
principio de publicidad de los actos de Gobierno,
entendido como el derecho de toda persona a
solicitar y recibir información sin estar obligado a
manifestar algún interés particular.

En el Capítulo II, establece las excepciones al
ejercicio del derecho a la información y los criterios
para la clasificación de ésta. El iniciador propone
que tanto el Poder Ejecutivo mediante un decreto,
como el Poder Legislativo mediante una ley, estén
facultados para clasificar información por razones
de seguridad nacional, de defensa o política
exterior. Asimismo, plantea que se reserve
información relacionada con secretos industriales,
comerciales, financieros, científicos o técnicos, así
como aquella que pueda poner en riesgo el
funcionamiento del sistema financiero o bancario
o pueda comprometer los derechos o intereses
legítimos de un tercero. Establece un plazo de
reserva de 10 años. Finalmente, señala que no
debe hacerse pública la información relacionada
con el proceso deliberativo y consultivo previo a la
toma de una decisión y la relacionada con los
datos personales cuya publicidad pueda ser una
invasión a la privacidad.

Dentro del Capítulo III, la iniciativa establece la
obligación para los órganos integrantes del Poder
Ejecutivo, de hacer pública la información respecto
de sus normas de competencia, funciones y la
forma en que los ciudadanos deben relacionarse
con ella. Además, propone que los mismos órganos
hagan públicos los trámites y procedimientos que
deben efectuarse, así como un informe anual sobre
el desempeño de sus actividades.

Los principios para el establecimiento de un
proceso de acceso a la información, los contempla
la iniciativa en su Capítulo IV. En el mismo, esta-
blece el carácter gratuito del procedimiento, con
excepción del costo de los materiales de repro-
ducción. El iniciador plantea un plazo de 10 días

LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA
Y ACCESO A LA INFORMACION
PUBLICA GUBERNAMENTAL

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la primera
lectura del dictamen con proyecto de Ley Federal
de Transparencia y Acceso a la Información Públi-
ca Gubernamental, publicado en la Gaceta Parla-
mentaria.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexica-
nos.— Poder Legislativo Federal,— Cámara de
Diputados.— Comisión de Gobernación y Seguri-
dad Pública.

Honorable Asamblea: la Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública de la LVIII Legislatura, con
fundamento en las atribuciones que le confieren
los artículos 39, 44, 45 y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y los artículos 60, 65, 87, 88 y
demás relativos del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta a la consideración
de los integrantes de la Cámara de Diputados, el
presente dictamen basado en los siguientes

ANTECEDENTES

Primero. El 11 de julio de 2001, el diputado Luis
Miguel Gerónimo Barbosa Huerta, integrante del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, presentó en sesión de la Comisión
Permanente, una iniciativa de Ley de Acceso a la
Información Relacionada con los Actos Adminis-
trativos y de Gobierno del Poder Ejecutivo de la
Unión. La Presidencia de la Comisión Permanente
dictó el trámite: “se turna a la Comisión de Go-
bernación y Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados”.

En la exposición de motivos de la iniciativa, el autor
señala que la democracia debe incluir un sistema
de rendición de cuentas a efecto de que la socie-
dad civil tenga la posibilidad real de fiscalizar los
actos del Gobierno, a través del derecho a la
información. Afirma que al obligar la entrega
oportuna de información útil y veraz, se establece
un antídoto contra los desvíos del poder.

El proponente señala que el derecho a la infor-
mación no ha sido desarrollado en la legislación
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hábiles para responder las solicitudes y la facilidad
de utilizar cualquier medio de comunicación para
hacer entrega de la información, como son: entrega
personal, teléfono, facsímil, correo ordinario,
certificado o electrónico o utilizando Internet. El
Capítulo V establece el procedimiento en caso de
negativa y faculta al particular a interponer un
recurso de reconsideración.

El órgano encargado de vigilar el cumplimiento del
derecho a la información, sería la Comisión Nacio-
nal de los Derechos Humanos, en su carácter de
organismo responsable de la protección de las
garantías individuales. La iniciativa prevé que la
comisión reciba las quejas, investigue las pre-
suntas violaciones y formule las recomendaciones
correspondientes. De igual forma, promoverá el
estudio, enseñanza y divulgación de este derecho.

En el Capítulo VII y final, la iniciativa establece las
faltas y sanciones administrativas y los delitos
relacionados con la materia de la ley. Dentro de
las faltas se incluye el no entregar información
actualizada o completa, no publicar los reglamentos
de la institución, entregar datos personales pro-
tegidos o mantener la información sin las debidas
condiciones de seguridad. Asimismo, establece
sanciones penales a los servidores públicos que
obstruyan el acceso de los solicitantes, que alteren
datos personales sin consentimiento o que
abusando de su encargo entreguen información
reservada a terceros.

Segundo. El Poder Ejecutivo Federal presentó el
30 de noviembre de 2001 una iniciativa de Ley
Federal de Transparencia y Acceso a la Informa-
ción. En sesión de la Cámara de Diputados
celebrada el 4 de diciembre de 2001, la Presi-
dencia de la Cámara dictó el trámite: “túrnese a la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública”.

En la exposición de motivos, el Ejecutivo señala
que esta ley se puede considerar como una parte
del proceso de Reforma del Estado, ya que tiene
como objetivo la reforma de las instituciones
públicas con la finalidad de continuar su demo-
cratización. Asimismo, afirma que la rendición de
cuentas es un principio de eficiencia administrativa,
ya que la publicidad de la información se convierte
en un instrumento de supervisión ciudadana. En
el mismo sentido, expresa que esta ley puede con-
vertirse en un mecanismo de combate a la corrup-
ción y añade que un Estado que genera un flujo
confiable de información, genera una mayor
certidumbre a las personas interesadas en invertir
en el país.

El iniciador reconoce que la falta de definición
precisa sobre el derecho a la información y la
libertad de expresión, impidió que se legislara en
la materia. Para precisar el alcance de la pro-
puesta, el Ejecutivo apunta que esta ley regula
sólo una vertiente del derecho a la información, la
que corresponde al acceso a la información del
Estado.

Dentro de los principios que guían su proyecto, se
presentan el de publicidad de la información; el de
legalidad, al especificar la obligatoriedad para los
servidores públicos de observar sus disposiciones;
la delimitación de la información reservada o con-
fidencial y la protección de datos personales.

En el articulado de la iniciativa, el Título Primero
contiene cinco capítulos que contienen las obliga-
ciones comunes que deberán cumplir todos los
sujetos obligados, dentro de los que se encuentran
los poderes Ejecutivo, Legislativo y Judicial, los
tribunales administrativos y los organismos
constitucionales autónomos. El Capítulo I contiene
los principios fundamentales de la ley, el de publi-
cidad de la información gubernamental. Además
establece los objetivos de la ley: asegurar que toda
persona pueda tener acceso a la información;
transparentar la gestión pública; garantizar la
protección de datos personales en poder de la
autoridad; y favorecer la rendición de cuentas a
los ciudadanos. Finalmente, señala que en la
interpretación de la ley se deberá favorecer el
principio de publicidad.

Dentro del Capítulo II, se listan una serie de obli-
gaciones denominadas “obligaciones de trans-
parencia” y se refiere a diversos conjuntos de
información que poseen los sujetos obligados que
deben hacer pública sin necesidad de una solicitud
del particular. Algunos de estos conjuntos de
información son: la estructura orgánica de cada
sujeto obligado, con su catálogo de puestos,
remuneraciones y atribuciones; las contrataciones
que realicen; los resultados de las auditorías que
les sean practicadas; los permisos y trámites que
procesen y los informes que generen.

Los conceptos de información reservada y con-
fidencial se encuentran en el Capítulo III El Ejecu-
tivo propone que la información reservada sea
aquella que pueda comprometer la seguridad
nacional, la seguridad pública, la defensa nacional,
las relaciones internacionales, así como la que
pueda dañar la estabilidad económica del país. En
este mismo rubro, se incluiría la información que
otras leyes consideran como reservada, los
secretos comercial, industrial y bancario, así como
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las averiguaciones previas y los expedientes judi-
ciales. Como complemento a estas disposiciones,
se propone que el plazo de reserva sea de 20 años
y que el mismo pueda renovarse en caso de que
subsistan las causas originales que fundamenta-
ron la reserva .

En el Capítulo IV, el Ejecutivo plantea incluir dispo-
siciones para la protección de los datos personales
que se encuentren en poder de la autoridad, para
lo cual establece límites, a la difusión que de los
mismos puedan hacer los sujetos obligados.
Además, prevé que la autoridad ponga en práctica
procedimientos para la corrección y actualización
de los datos de los particulares.

Respecto al costo de acceso a la información, el
Capítulo V de la iniciativa señala que deberá estar
indicado en la Ley Federal de Derechos y estará
compuesto por la suma del valor de la búsqueda,
el costo de los materiales de reproducción y el
costo de envío en su caso.

En el Título Segundo se establece el procedimiento
para acceder a la información del Poder Ejecutivo
Federal. Se establecerían en cada dependencia y
entidad una unidad de enlace, encargada de ser el
vínculo con la ciudadanía y un comité de infor-
mación, responsable de verificar la clasificación
de la información y de supervisar todo lo relativo a
las solicitudes de acceso en la misma institución.
La iniciativa establece excepciones en algunas
unidades administrativas donde no aplicaría la
disposición de crear el comité de información, como
son: el Estado Mayor Presidencial, el de la Ar-
mada, el Centro de Investigación y Seguridad
Nacional, así como otras unidades encargadas de
la prevención e investigación de los delitos a nivel
federal.

Para promover el ejercicio del derecho a la in-
formación, la iniciativa establece criterios para su
clasificación. Asimismo, para resolver los recursos
que presenten los particulares, proponen crear una
Comisión de Garantías de la Información. Este
órgano tendría autonomía operativa, presupuestaria
y de decisión y se inscribiría en el ámbito del Poder
Ejecutivo; estaría integrada por tres comisionados
que durarían en su encargo cuatro años con
posibilidad de ser reelectos en una ocasión. En el
mismo título, la iniciativa propone dos procedi-
mientos: el primero es el necesario para solicitar
información a las dependencias y entidades de la
administración pública y el segundo, establece la
forma de presentar recursos de revisión ante la
Comisión de Garantías.

El Título Tercero de la iniciativa faculta a los otros
poderes federales y a los organismos constitu-
cionales autónomos, a emitir los reglamentos o
acuerdos necesarios para que, basados en los
principios que guían la ley, establezcan los órganos
y procedimientos para garantizar el acceso a la
información.

Finalmente, el Ejecutivo propone delimitar las con-
ductas de los servidores públicos, por las cuales
puedan ser sujetos de responsabilidad, entre las
que destacan: el usar, sustraer, ocultar o divulgar
indebidamente información que se encuentre bajo
la custodia de los servidores públicos; actuar con
negligencia, dolo o mala fe en la sustanciación de
las solicitudes y denegar intencionalmente
información considerada como pública.

Tercero. El 6 de diciembre de 2001, los diputados
Salvador Cosío Gaona, María Elena Chapa
Hernández, Víctor Manuel Gandarilla Carrasco,
Ney González Sánchez, José Antonio Hernández
Fraguas, Beatriz Paredes Rangel, César Augusto
Santiago Ramírez, Felipe Solís Acero, Martí Batres
Guadarrama, Lorena Beaurregard de los Santos,
José Narro Céspedes y José Manuel del Río Virgen,
integrantes de los grupos parlamentarios del
Partido Revolucionario Institucional, de la Revolu-
ción Democrática, del Trabajo, así como un miem-
bro de Convergencia por la Democracia Partido
Político Nacional, presentaron ante el pleno de la
Cámara de Diputados, una iniciativa de Ley Federal
de Acceso a la Información Pública. La Presidencia
de la Cámara dictó el trámite: “túrnese a la Comi-
sión de Gobernación y Seguridad Pública”.

La iniciativa está dividida en seis capítulos. En el
primero, se establecen las disposiciones generales
de la ley, donde cabe destacar su intención de
que se considere como una ley reglamentaria de
la parte final del artículo 6o. constitucional en
materia de derecho a la información. También pro-
pone el principio de publicidad de las actividades
de los órganos obligados, quienes serían los tres
poderes federales, los organismos constitucionales
autónomos y las personas que actúen en auxilio
de los anteriores.

En el mismo capítulo incluye las definiciones de
información pública, reservada, seguridad nacional
e interés público. Además, señala la obligación
de cada órgano a proveer la información sobre su
estructura y funcionamiento, así como datos sobre
los servidores públicos que ahí laboran.

El concepto de información reservada se desarrolla
en el Capítulo II, donde señala que el Poder



2152

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

Ejecutivo, el Legislativo o el Judicial pueden reservar
información, siempre y cuando pueda poner en
riesgo la seguridad del Estado, la vida de las
personas, la relacionada con la defensa nacional,
política exterior e información científica que invo-
lucre cuestiones de seguridad nacional. En esta
iniciativa, el plazo para reservar información es de
10 años.

En el Capítulo III se desarrolla el procedimiento de
acceso a la información, estableciendo que deberá
ser gratuito, con excepción del costo de los ma-
teriales de reproducción y que el interesado no
deberá de declarar ningún interés particular en la
solicitud de información. Asimismo, que la res-
puesta a la solicitud no deberá exceder un plazo
de 10 días hábiles.

Los iniciadores proponen la creación de un Instituto
Nacional de Acceso a la Información Pública, como
un órgano autónomo que sea la autoridad en
materia de derecho de acceso a la información. El
instituto estaría integrado por cinco comisionados
nombrados por la Cámara de Diputados a propuesta
del Ejecutivo Federal. Las atribuciones del instituto
serían: resolver las quejas que se interpongan
contra la negativa de los órganos a entregar infor-
mación; ordenar a los sujetos obligados a entregar
información; aplicar las sanciones corres-
pondientes y un conjunto de acciones destinadas
a socializar el contenido de la ley y el ejercicio del
derecho de acceso a la información.

El Capítulo V propone el procedimiento para
presentar los recursos de inconformidad. En una
primera instancia, el revisor de la negativa sería el
superior jerárquico y en una segunda y última se
presentaría ante el instituto. Finalmente, el Capítulo
VI prevé las faltas administrativas y las sanciones.
Dentro de las primeras, se incluye el destruir
información, actuar con negligencia o el que un
servidor público subinforme, desinforme o mal
informe.

Cuarto. En virtud de que las tres iniciativas se-
ñaladas en los antecedentes primero al tercero
abarcan el tema del acceso a la información
pública, los suscritos determinaron acumular los
proyectos a efecto de emitir un solo dictamen.

Por acuerdo de la junta directiva de esta comisión,
se creó un grupo de trabajo en materia de
transparencia gubernamental, mismo que integró
un grupo técnico de asesores para que llevaran a
cabo una síntesis de las tres iniciativas señaladas
anteriormente, en el entendido de que existían
muchas coincidencias de fondo con algunas

diferencias de forma. El grupo de trabajo elaboró
un texto que incorporó las convergencias de las
tres iniciativas presentadas e identificó las diferen-
cias entre los proyectos que no pudieron resolverse
en una discusión técnica y que por lo tanto, los
suscritos debieron resolver para lograr un dictamen
de consenso.

Con base en los proyectos señalados, los dipu-
tados integrantes de la Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública de la LVIII Legislatura, expo-
nemos los siguientes

CONSIDERANDOS

Primero. Los suscritos, integrantes de la Comisión
de Gobernación y Seguridad Pública, consideran
que el Congreso de la Unión, mediante el proce-
dimiento ordinario de creación de leyes establecido
en el artículo 72 constitucional, tiene la facultad
para legislar en materia de acceso a la información
pública, con fundamento en lo dispuesto en la
fracción XXX del artículo 73, y en la parte final del
artículo 6o., ambos de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos.

La fracción XXX del artículo 73 constitucional otorga
la facultad al Congreso para expedir las leyes
necesarias para cumplir con las atribuciones que
la Constitución asigna a los poderes del Estado.
Dentro de estas atribuciones, se encuentra la
señalada en la parte final del artículo 6o. de la propia
Carta Magna, que establece la obligación del
Estado de garantizar el derecho a la información.
Esta garantía implica, entre otras posibles, la de
emitir disposiciones legislativas que aseguren el
acceso de los ciudadanos a la información pública
gubernamental.

Como legisladores, conocemos la trascendencia
que tuvo en su momento la incorporación del
derecho a la información en nuestro máximo
ordenamiento jurídico; dicha reforma, fue parte de
una modificación constitucional muy amplia que
incluyó la integración del Poder Legislativo, al-
gunas de sus atribuciones y las reglas electorales.
Sin embargo, también estamos conscientes de la
dificultad práctica que ha representado para
legislaturas anteriores emitir la legislación secun-
daria. Esta laguna ha impedido a los ciudadanos
ejercer a plenitud dicha garantía constitucional,
entre otras razones, porque el Constituyente
Permanente no señaló los alcances de lo que debe
entenderse por derecho a la información.

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha
expresado su opinión sobre lo que debe entenderse
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por derecho a la información, así como las acciones
que el Poder Legislativo debe llevar a cabo con re-
lación al mismo. La Corte señaló que la interpre-
tación del Constituyente Permanente al incluir el
derecho a la información como una garantía social
correlativa a la libertad de expresión, implica que
el Estado debe permitir el libre flujo de ideas po-
líticas a través de los medios de comunicación.
Además, el máximo órgano jurisdiccional ha es-
tablecido recientemente que si bien en su inter-
pretación original el derecho a la información se
reconoció como una garantía de los derechos
políticos, este concepto se ha ampliado. Así, en
una tesis, la Suprema Corte de Justicia amplió el
alcance del derecho a la información y estableció
que éste exigía “que las autoridades se abstengan
de dar a la comunidad información manipulada,
incompleta o falsa, so pena de incurrir en una
violación grave a las garantías individuales, en
términos del artículo 97 constitucional” (Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena
Epoca Tomo III junio 1996, p. 503.)

Posteriormente, a través de otros casos, la Su-
prema Corte “ha ampliado la comprensión de este
derecho entendiéndolo también como garantía
individual limitada, como es lógico, por los intereses
nacionales y los de la sociedad, así como por el
respeto de los derechos de terceros” (Semanario
Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena
Epoca Tomo IX abril de 2000, p. 72).

Así, de conformidad con la interpretación del máxi-
mo órgano jurisdiccional, el derecho a la informa-
ción es una garantía individual que tiene diversas
manifestaciones. Una de ellas es claramente el
derecho de acceso a la información pública, que
debe ser garantizado por el Estado a través de
una legislación específica. En conclusión, tanto la
interpretación de los artículos 6o. constitucional y
fracción XXX del artículo 73 del mismo orde-
namiento, así como la interpretación que la Su-
prema Corte expresó sobre el tema, facultan al
Congreso para expedir una ley que regule el acceso
a la información pública.

Segundo. Una sociedad democrática supone la
evaluación ciudadana sobre su gobierno y ésta,
para ser efectiva, requiere que el ciudadano tenga
los elementos para hacer de su juicio un asunto
razonado e informado y que esta opinión puede
ser divulgada y contrastada con la de otros
ciudadanos. Por ello, es obligación del Estado
democrático garantizar estas libertades básicas.

En la medida en que los ciudadanos conozcan
aspectos sobre el funcionamiento y la actividad

que desarrolla la autoridad, contarán con elementos
para ejercer su derecho de evaluarla. De esta
forma, el acceso a la información pública es una
condición necesaria para el pleno desarrollo demo-
crático del Estado y para que los poderes públicos
rindan cuentas sobre su desempeño. Por ello, los
suscritos reconocemos que a más y mejor
información de los órganos del Estado, el ciudadano
estará en mejores condiciones para evaluar su
Gobierno y para tomar decisiones, tanto sobre la
actuación del mismo Estado, como en el ejercicio
de sus actividades particulares.

Finalmente, la experiencia internacional muestra
que aquellos países en donde se ha puesto en
práctica una norma que permita el acceso a la
información pública por parte de los ciudadanos,
los diversos índices sobre corrupción tienden a
disminuir y se incrementa la eficiencia admi-
nistrativa del Estado de manera sustancial. De esta
forma, la presente ley se convertirá en un poderoso
elemento para reducir las prácticas ilegales que
pueden presentarse en el ejercicio del servicio
público y como un instrumento fundamental en el
desarrollo administrativo del Estado.

Tercero. Las tres iniciativas estudiadas coinciden
en los elementos que deben integrar una ley de
acceso a la información pública, aunque cada una
presenta opciones ligeramente diferentes para
cubrir estos elementos. En primer lugar, la ley debe
definir su ámbito de aplicación, es decir, quienes
son los sujetos obligados. Se coincide que éstos
deben ser todos aquellos órganos o instituciones
del Estado mexicano que generen o posean
información pública.

En segundo lugar, proponen delimitar las excep-
ciones al principio de acceso a la información. Así
se reconoce que el derecho de acceso no es
ilimitado y que acepta algunas reservas relacio-
nadas con la protección de la seguridad nacional,
la seguridad pública o la protección de la vida
privada.

Un tercer rubro, se refiere a precisar las caracte-
rísticas que debe tener el procedimiento de acceso
a la información. Los proyectos proponen procesos
sencillos, a bajo costo y que no impliquen por parte
del particular el manifestar algún interés específico
o el uso que dará a la información que solicita.
Además coinciden en la necesidad de establecer
la obligación para los órganos del Estado de
publicar un conjunto de información básica sin que
medie una solicitud.

En cuarto lugar, la ley requiere de un diseño
institucional que garantice el ejercicio del derecho.



2154

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

Es decir, la creación de un órgano al cual puedan
acudir los particulares en caso de que la autoridad
no les responda o bien que la respuesta no les
favorezca. Finalmente, las tres iniciativas proponen
un catálogo de conductas que pueden dar lugar a
responsabilidad por parte de los servidores
públicos, en relación al manejo de la información
bajo su resguardo.

En síntesis, las iniciativas coincidían en los prin-
cipios fundamentales del acceso a la información
y presentaban diferencias de matiz respecto a los
procedimientos específicos para lograrlo.

Cuarto. Estructura de la ley:

a) EI proyecto de ley propuesto en el presente
dictamen, tiene como objetivo establecer el pro-
cedimiento mediante el cual, los particulares
puedan solicitar el acceso a la información que
generen o posean los organismos del Estado. El
Estado en su conjunto, se encuentra obligado por
la disposición contenida en la parte final del artículo
6o. constitucional, de esta manera la ley debe
incluir a los órganos del Estado que reconoce la
Constitución Política, a saber los poderes públicos
y los llamados órganos constitucionales autó-
nomos.

La ley establece que en cada uno de los sujetos
obligados se detallará un procedimiento de acceso
a la información y un órgano encargado de revisar
la procedencia de las solicitudes, salvo para el caso
del Ejecutivo, que ya se encuentra previsto en el
proyecto de decreto. En caso de que la información
sea negada, el particular podrá, en última instancia,
apelar la decisión ante el Poder Judicial mediante
el juicio de amparo. Además se incluye la defi-
nición de algunas conductas causantes de respon-
sabilidad por parte de los servidores públicos.

b) La ley consta de cuatro títulos, 64 artículos y 11
transitorios. El Título Primero, que consta de cinco
capítulos, contiene las disposiciones comunes
para todos los sujetos obligados. A su vez, el Título
Cuarto contiene las responsabilidades en materia
de acceso a la información que corresponde a los
servidores públicos de todos los poderes y órganos
constitucionales autónomos.

Por su parte, el Título Segundo de la ley consta de
cuatro capítulos y es de aplicación exclusiva al
Poder Ejecutivo Federal. Los dos primeros capí-
tulos contienen el diseño institucional para este
poder y los dos últimos establecen el procedi-
miento de acceso a la información y el de revisión

a cargo del Instituto Federal de Acceso a la
Información. Finalmente, el Título Tercero de la ley
consta de un Capítulo Unico que da los principios
a los cuáles deberán sujetarse el Poder Legislativo,
el Poder Judicial, los organismos constitucionales
autónomos y los tribunales administrativos para
establecer los procedimientos e instancias en
materia de acceso a la información.

Los artículos transitorios establecen un principio
de gradualidad en la entrada en vigor de las
obligaciones de la ley.

c) La ley está constituida por tres ejes funda-
mentales:

El primer eje se refiere a la obligación de los órga-
nos del Estado de poner a disposición de los
ciudadanos un conjunto de información que les per-
mita tener un conocimiento directo de las fun-
ciones, acciones, resultados, estructura y recur-
sos asignados. Es importante destacar que esta
información deberá estar disponible de manera
permanente y sin que medie una solicitud de los
particulares. Se trata de lograr la mayor trans-
parencia posible respecto de entre otras cues-
tiones, los presupuestos asignados, su monto y
ejecución, las observaciones de las contralorías o
de la Entidad Superior de Fiscalización al desa-
rrollo del ejercicio presupuestal, los sueldos y
prestaciones de los servidores públicos, los progra-
mas operativos, los trámites y servicios, el marco
normativo, los programas de subsidios, las conce-
siones y permisos, las contrataciones públicas,
información sobre la situación económica, finan-
ciera y de la deuda pública.

Este conjunto de información, que deberá estar
disponible en la mayor medida de lo posible en
Internet, a efecto de asegurar su mayor difusión,
permitirá que los ciudadanos puedan evaluar de
manera permanente los indicadores más impor-
tantes de la gestión pública. Adicionalmente, estas
actividades reducirán los costos de operación
de la ley, ya que en lugar de procesar solicitudes
individuales existirá un mecanismo permanente de
consulta.

Además, se incluyó el deber para los sujetos obli-
gados de proporcionar, en la medida de lo posible,
esta información con valor agregado a efecto de
facilitar su uso y comprensión y permitir evaluar
su calidad, confiabilidad; oportunidad y veracidad.

Es importante resaltar en este rubro tres obliga-
ciones específicas. La primera corresponde al
Poder Judicial de la Federación, al indicar que
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deberá hacer públicas las sentencias cuando
hayan causado estado. En segundo lugar, se
instruye al Instituto Federal Electoral para que haga
públicos los informes y los resultados de las
auditorías de las asociaciones políticas nacionales
y los partidos políticos al finalizar el proceso de
fiscalización. En tercer lugar, se obliga a los sujetos
obligados a hacer pública toda aquella información
relativa a los montos y las personas a quienes se
entregue, por cualquier motivo, recursos públicos.

El segundo eje de la ley consiste en el derecho de
los particulares de requerir información a los sujetos
obligados. La ley, en su diseño, establece un
procedimiento detallado aplicable a las de-
pendencias y entidades de la Administración
Pública Federal. Asimismo, permite que los pode-
res Legislativo y Judicial, los órganos constitu-
cionales autónomos y los tribunales administrativos
implementen, mediante reglamentos o acuerdos
generales, procedimientos de acceso a la infor-
mación adecuados a sus propias características.

El tercer eje de la ley se refiere a la creación de
instituciones responsables de su aplicación e
interpretación. En el caso del Poder Ejecutivo
Federal, se prevé la creación del Instituto Federal
de Acceso a la Información Pública cuyo análisis
se hará más adelante en este dictamen. Respecto
de los otros sujetos obligados, la ley permite que
cada uno de ellos establezca la instancia que
considere pertinente para cumplir la misma función.

d) Reservas. Dentro del Capítulo III del Título Pri-
mero del proyecto de ley, se definen los conceptos
de información reservada e información confi-
dencial. Si bien, el principio que debe guiar tanto
la actuación de la autoridad, como la interpretación
de esta ley es el de publicidad sobre el de reserva,
es indispensable dotar a los órganos del Estado
de las herramientas jurídicas necesarias para
limitar el acceso a información, que dependiendo
de su naturaleza y uso, pueda ser potencialmente
dañina para las propias instituciones o personas.

La información reservada es aquella que no puede
publicarse, sino después del tiempo asignado para
su clasificación o cuando se hubieran extinguido
las causas que originaron la clasificación original.
En esta categoría se incluiría información que
pueda comprometer la salud y/o la integridad física
de las personas, la seguridad nacional, la segu-
ridad pública o la defensa nacional, así como
aquella que pueda dañar la estabilidad económica
del país. Además, es necesario subrayar que esta
ley no deroga las disposiciones contenidas en otros
ordenamientos, que previenen sobre la existencia

de información reservada, como los conocidos
secretos: comercial, fiscal o bancario, así como
las reservas que se deben guardar durante el
desarrollo de otros procedimientos jurídicos o
administrativos.

Por otro lado, la definición que la ley aporta para el
concepto de información confidencial establece que
es aquella que los particulares entregan a la au-
toridad con ese carácter. En este caso, sólo puede
hacerse pública mediante consentimiento expreso
del particular. Complementando esta definición, la
ley prevé un mecanismo para la protección de los
datos personales en poder de la autoridad y la forma
en que los particulares pueden solicitar la actua-
lización o corrección de los mismos. Este elemento
es una parte esencial y complementaria de la ley,
ya que ningún interés público puede estar por
encima de la protección que las garantías indivi-
duales otorgan a todos los mexicanos.

Es posible afirmar que, en todos los casos, las
excepciones previstas en la ley corresponden a
los estándares internacionales comúnmente acep-
tados en la materia y están siempre justificados
por un equilibrio entre el derecho a la información
y la protección del interés público.

Adicionalmente, debe hacerse notar que, en el
caso de los supuestos de reserva que se esta-
blecen en la iniciativa, no basta con que se actua-
lice el contenido de la información por referirse a
una de las materias reservadas, por ejemplo segu-
ridad nacional o seguridad pública, sino que es
necesario además que exista un elemento de daño
que permita afirmar que su divulgación podría afectar
gravemente una de las funciones del Estado o bien
poner en peligro la vida, la seguridad o la salud de
una persona.

Por otro lado, es necesario reconocer que algunos
de los conceptos de reserva pueden prestarse a
una interpretación amplia. Tal es el caso, por
ejemplo, de los conceptos de seguridad nacional,
seguridad pública o defensa nacional. Al respecto
es pertinente advertir que, por un lado, no existe
ninguna definición universalmente aceptada, lo que
existen son criterios generales en el ámbito del
Derecho Internacional y del Derecho Constitu-
cional, sobre los cuales se lleva a cabo cualquier
interpretación, especialmente la que realiza el
órgano encargado de aplicar la ley. Por otro lado,
y éste es un punto central, estos conceptos no se
aplican en el vacío jurídico y por ello en su
interpretación deberá considerarse la legislación
vigente en la materia, que permite darles un
contenido determinado. Sin embargo, para dar
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mayor seguridad jurídica a los particulares y orientar
la interpretación de la ley, se incluyó un concepto
de seguridad nacional que incorpora los criterios
generalmente aceptados en la materia.

La reserva de información que plantea la ley no
supone un valor absoluto. Por ello, se establece
con toda claridad que el periodo de reserva podrá
ser hasta de 12 años y sólo susceptible de am-
pliarse en casos excepcionales debidamente
justificados. Esto quiere decir que los órganos
competentes podrán clasificar la información por
un periodo razonable para salvaguardar el interés
protegido, pero que una vez agotado este periodo
de reserva o bien las causas que le dieron origen,
la información será desclasificada y pasará al
dominio público. Adicionalmente, la información
reservada deberá ser clasificada y custodiada de
manera tal que se garantice su conservación y se
impida su destrucción.

En otras palabras, la información reservada tiene
un status especial en un doble sentido. Si bien
por un lado se reserva del dominio público por un
tiempo determinado, por otro se asegura su
conservación bajo un régimen especial. Con ello
se garantiza de nuevo el equilibrio entre los inte-
reses legítimos del Estado y el derecho a la
información.

e) Procedimiento de acceso a la información. El
Título Segundo del proyecto de ley desarrolla en
detalle el procedimiento que deberá aplicarse en
el ámbito del Poder Ejecutivo. La ley establece la
creación de dos instancias en cada una de las
áreas de la Administración Pública Federal, así
como en la Procuraduría General de la República.
La primera es la unidad de enlace y es la encargada
de ser el vínculo entre los particulares y la propia
dependencia. Esta unidad deberá recibir y dar
trámite a las solicitudes que se presenten, realizar
lo necesario para entregar la información solicitada
y llevar un registro de las solicitudes atendidas,
entre otras. Por otra parte, se crea un comité de
información que será el responsable de confirmar,
modificar o revocar la clasificación de la información
que hubieran hecho los titulares de las unidades
administrativas, coordinar las acciones del área
para proporcionar la información que establece la
ley y realizar las gestiones necesarias para la
localización de los documentos que se solicitan.

Estas dos instancias permiten que el proceso para
tramitar una solicitud de acceso se desarrolle de
la siguiente forma: el particular acude ante la
unidad de enlace del área que considera tiene la
información que solicita; ésta envía al titular de la

unidad administrativa responsable la solicitud y en
caso de que la información no sea reservada o
confidencial, la entrega al particular; por el contrario
si la información es reservada, inmediatamente es
enviada al comité de información a efecto de que
éste determine la procedencia de la reserva o la
retire. En un plazo máximo de 20 días hábiles se
desarrolla el procedimiento y es el tiempo límite
que debe esperar el solicitante para obtener res-
puesta a la solicitud.

Como puede observarse, el esquema está diseñado
para evitar que el particular transite por innu-
merables oficinas administrativas o bien, que tenga
que conocer forzosamente la ubicación de la unidad
en que físicamente se encuentre la documentación
solicitada. Es decir, él recibe toda la atención y la
tramitación de su solicitud, hasta que se le dé
respuesta, en la ventanilla de acceso.

Por otra parte, existió un debate significativo sobre
los efectos de la falta de respuesta de la autoridad.
En un caso se proponía la positiva ficta y en otro
la negativa ficta. En ambos casos lo que se
buscaba era dar certeza al particular y garantizar
el máximo acceso posible a la información. Se
consideró, por quienes suscriben el dictamen, que
la positiva ficta obligará a la autoridad administrativa
a dar una respuesta al peticionario, toda vez que
en caso de que se actualice esta hipótesis, el
instituto podrá ordenar a la dependencia o entidad
a dar acceso a la información en un periodo de
tiempo no mayor a los 10 días hábiles, cubriendo
todas las costas generadas por la reproducción
del material informativo, salvo que el instituto
determine que los documentos en cuestión son
reservados o confidenciales.

A efecto de dar cabal cumplimiento a esta cuestión,
se establece la obligación a cargo del Ejecutivo
para que en el reglamento se establezca un pro-
cedimiento expedito para subsanar el incumpli-
miento de las dependencias y entidades de entregar
la información. Para este efecto, los particulares
podrán presentar la constancia a que se refiere el
artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo expedida por la unidad de enlace
que corresponda o bien bastará que presenten
copia de la solicitud en la que conste la fecha de
su presentación ante la dependencia o entidad.
En este último caso, el procedimiento asegurará
que éstas tengan la oportunidad de probar que
respondieron en tiempo y forma al particular.

Como instancia de revisión, el Ejecutivo contará
con el Instituto Federal de Acceso a la Información
Pública, que en primera instancia podrá revisar la



2157

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

respuesta al particular y en su caso, ratificar o
rectificar la resolución que el comité de información
del área correspondiente hubiera expedido. En
última instancia, el particular podría inconformarse
ante la resolución del instituto y acudir ante el
Poder Judicial para que resuelva en definitiva.

f) Con objeto de hacer efectiva la tarea del instituto,
se propone que tenga autonomía presupuestaria,
operativa y de decisión. Estaría dirigido por cinco
comisionados, cuyos requisitos para pertenecer
serán el tener una edad mínima de 35 años, haberse
desempeñado en actividades relacionadas con la
materia de la ley y no haber sido titular de alguna
dependencia federal, ejercido un cargo de elección
popular o dirigente partidista, cuando menos un
año antes de la designación.

Durante el proceso de dictaminación uno de los
aspectos más debatidos fue el mecanismo de
designación de los comisionados respecto a la
participación del Poder Legislativo. Hubo un amplio
consenso respecto de la necesidad de que éstos
tuvieran el mayor respaldo político posible. Sin
embargo, existían dudas sobre la constituciona-
lidad de la intervención del Poder Legislativo en
este proceso, especialmente a la luz de la inter-
pretación que al respecto ha hecho la Suprema
Corte de Justicia de la Nación. Por ello, se optó
por establecer una nueva forma que respetara el
principio de la división de poderes, pero permitiera
su colaboración, sin vulnerar la Constitución y su
interpretación por el máximo tribunal del país. Esta
nueva figura implica la posibilidad que el Senado
objete la designación que haga el Ejecutivo, sin
menoscabo de las facultades constitucionales que
le otorga la fracción II del artículo 89 de la Carta
Magna.

La autonomía del instituto se dará así en varios
niveles: el primero, se actualiza con las autonomías
de decisión, gestión y presupuestaria; los requi-
sitos de nombramiento y de remoción; el escalo-
namiento de los periodos de función de los
comisionados; la rendición de cuentas mediante
un informe al Congreso y la plena transparencia en
la operación del instituto. Lo anterior implica que
para efecto de sus resoluciones, el instituto no
estará subordinado a autoridad alguna y adoptará
sus decisiones con plena independencia. El se-
gundo nivel es que al ser el Poder Judicial de la
Federación el garante del control constitucional,
la iniciativa preserva la jurisdicción constitucional
como el medio idóneo para la protección de los
derechos fundamentales reconocidos en nuestra
Carta Magna, a través del juicio de amparo que es
la última instancia de la que disponen los justi-

ciables. En otras palabras, las decisiones del insti-
tuto estarán sujetas a control judicial.

El crear una instancia de administrativa dentro del
Poder Ejecutivo Federal tiene cuatro funciones. La
primera es ser el órgano regulador en materia de
información para el Gobierno Federal. La segunda
es la de resolver, mediante un procedimiento
seguido en forma de juicio y de manera similar a
como lo haría un tribunal administrativo, las
controversias que se generen entre los particulares
y la administración. El instituto será la última ins-
tancia para las autoridades, pero sus decisiones
estarán sujetas a control judicial. La tercera función
es la de supervisar el cumplimiento de la ley y en
su caso, reportar las violaciones a los órganos de
control internas. Finalmente, la cuarta función es
la de promover el ejercicio del derecho de acceso
entre los ciudadanos y generar una nueva cultura
del manejo de información, tanto entre los
servidores públicos, como entre los ciudadanos.

Dentro de las atribuciones del instituto se encuen-
tran: interpretar en el orden administrativo esta ley;
establecer y revisar los criterios de clasificación
de la información; emitir las recomendaciones a
los servidores públicos en el ámbito del Poder
Ejecutivo para hacer cumplir la ley; asesorar a los
particulares sobre las solicitudes de acceso;
difundir los beneficios del manejo público de la
información y cooperar con los demás sujetos
obligados respecto de la materia de la ley. Además
deberá rendir un informe anual sobre sus tareas y
los datos sobre las solicitudes de acceso a la
información.

Asimismo, al ejercer funciones de colaboración con
los otros poderes y los órganos autónomos, así
como las respectivas instancias a nivel local y
municipal, puede resultar en la elaboración de
criterios homogéneos para el cumplimiento de la
ley.

En suma, el instituto permitirá que las áreas del
Ejecutivo Federal no se desvíen en el cumplimiento
de sus obligaciones habituales, pero garantizará
que se apliquen criterios iguales en el ámbito de
la Administración Pública Federal.

g) El Título Tercero faculta a los poderes Legislativo
y Judicial, así como a los órganos constitucionales
autónomos para determinar sus propios procedi-
mientos, pero sujetos a los principios que la ley
establece. Esta decisión obedece al reconoci-
miento de que existen diferencias entre la orga-
nización y funcionamiento de cada poder, así como
de los órganos autónomos y que requieren
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flexibilidad para determinar los procedimientos que
mejor se ajusten a su organización y funcio-
namiento internos.

h) Finalmente, el proyecto establece un capítulo
de sanciones para aquellos servidores públicos
que utilicen, destruyan, oculten o alteren la infor-
mación de manera indebida. También para aquellos
que actúen con negligencia, dolo o mala fe en la
sustanciación de las solicitudes, así como por
denegar intencionalmente información considerada
como pública.

Asimismo, se establecen sanciones para aquellos
que entreguen información reservada o confidencial
o que no la entreguen aun cuando exista una orden
por parte del instituto o el órgano equivalente.

Si bien, los suscritos consideramos que el cum-
plimiento de la ley no dependerá de la intensidad
de las sanciones, sino de una modificación gradual
en la forma en que se maneja la información pública,
es indispensable establecer a nivel, legal las
causas y consecuencias de incumplir esta ley. Es
necesario señalar que tanto los criterios para la
clasificación de la información, como los plazos
para su entrega, representan acciones nuevas en
todos los sujetos obligados, por lo que se hace
énfasis en el rubro de sanciones en que debe me-
diar la negligencia, el dolo o la mala fe, para que
un servidor público se haga acreedor a las mismas.

Con fundamento en lo anterior, los suscritos inte-
grantes de la Comisión de Gobernación y Se-
guridad Pública someten a la consideración del
pleno de la Cámara de Diputados, el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

Artículo único. Se expide la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública Guber-
namental, para quedar como sigue:

“LEY FEDERAL DE TRANSPARENCIA
Y ACCESO A LA INFORMACION

PUBLICA GUBERNAMENTAL

TITULO PRIMERO

Disposiciones comunes para los
sujetos obligados

CAPITULO I

Disposiciones generales

Artículo 1o. La presente ley es de orden público.
Tiene como finalidad proveer lo necesario para ga-

rantizar el acceso de toda persona a la información
en posesión de los poderes de la Unión, los órga-
nos constitucionales autónomos o con autonomía
legal y cualquier otra entidad federal.

Artículo 2o. Toda la información gubernamental a
que se refiere esta ley es pública y los particulares
tendrán acceso a la misma en los términos que
ésta señala.

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se en-
tenderá por:

I. Comités: los comités de información de cada
una de las dependencias y entidades mencionados
en el artículo 29 de esta ley o el titular de las
referidas en el artículo 31;

II. Datos personales: la información concerniente
a una persona física, identificada o identificable,
entre otra, la relativa a su origen étnico o racial o
que esté referida a las características físicas, mo-
rales o emocionales, a su vida afectiva y familiar,
domicilio, número telefónico, patrimonio, ideología
y opiniones políticas, creencias o convicciones
religiosas o filosóficas, los estados de salud físicos
o mentales las preferencias sexuales u otras
análogas que afecten su intimidad;

III. Documentos: los expedientes, reportes, estu-
dios actas, resoluciones, oficios, correspondencia,
acuerdos, directivas, directrices, circulares, con-
tratos, convenios, instructivos, notas, memoran-
dos, estadísticas o bien, cualquier otro registro que
documente el ejercicio de las facultades o la
actividad de los sujetos obligados y sus servidores
públicos, sin importar su fuente o fecha de ela-
boración. Los documentos podrán estar en cual-
quier medio, sea escrito, impreso, sonoro, visual,
electrónico, informático u holográfico;

IV. Dependencias y entidades: las señaladas en
la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, incluidas la Presidencia de la República,
los órganos administrativos desconcentrados, así
como la Procuraduría General de la República;

V. Información: la contenida en los documentos
que los sujetos obligados generen, obtengan,
adquieran, transformen o conserven por cualquier
título;

VI. Información reservada: aquella información que
se encuentra temporalmente sujeta a alguna de
las excepciones previstas en los artículos 13 y 14
de esta ley;
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VII. Instituto: el Instituto Federal de Acceso a la
Información establecido en el artículo 33 de esta
ley;

VIII. Ley: la Ley Federal de Transparencia y Acceso
a la Información Pública Gubernamental;

IX. Organos constitucionales autónomos: el
Instituto Federal Electoral, la Comisión Nacional
de los Derechos Humanos, el Banco de México,
las universidades y las demás instituciones de edu-
cación superior a las que la ley otorgue autonomía
y cualquier otro establecido en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos;

X. Reglamento: el Reglamento respecto al Poder
Ejecutivo Federal, de la Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental;

XI. Servidores públicos: los mencionados en el
párrafo primero del artículo 108 constitucional y
todas aquellas personas que manejen o apliquen
recursos públicos federales;

XII. Seguridad nacional: acciones destinadas a
proteger la integridad, estabilidad y permanencia
del Estado mexicano, la gobernabilidad demo-
crática, la defensa exterior y la seguridad interior
de la Federación, orientadas al bienestar general
de la sociedad que permitan el cumplimiento de
los fines del Estado constitucional;

XIII. Sistema de datos personales: el conjunto
ordenado de datos personales que estén en
posesión de un sujeto obligado;

XIV. Sujetos obligados:

a) El Poder Ejecutivo Federal, la Administración
Pública Federal y la Procuraduría General de la
República;

b) El Poder Legislativo Federal, integrado por la
Cámara de Diputados, la Cámara de Senadores,
la Comisión Permanente y cualquiera de sus
órganos;

c) El Poder Judicial de la Federación y el Consejo
de la Judicatura Federal;

d) Los órganos constitucionales autónomos;

e) Los tribunales administrativos federales y

f) Cualquier otro órgano federal.

XV. Unidades administrativas: las que de acuerdo
con la normatividad de cada uno de los sujetos
obligados tengan la información de conformidad
con las facultades que les correspondan.

Artículo 4o. Son objetivos de esta ley:

I. Proveer lo necesario para que toda persona pueda
tener acceso a la información mediante procedi-
mientos sencillos y expeditos;

II. Transparentar la gestión pública mediante la
difusión de la información que generan los sujetos
obligados;

III. Garantizar la protección de los datos personales
en posesión de los sujetos obligados;

IV. Favorecer la rendición de cuentas a los ciu-
dadanos, de manera que puedan valorar el
desempeño de los sujetos obligados;

V. Mejorar la organización, clasificación y manejo
de los documentos y

VI. Contribuir a la democratización de la sociedad
mexicana y la plena vigencia del Estado de
Derecho.

Artículo 5o. La presente ley es de observancia
obligatoria para los servidores públicos federales.

Artículo 6o. En la interpretación de esta ley se
deberá favorecer el principio de publicidad de la
información en posesión de los sujetos obligados.

CAPITULO II

Obligaciones de transparencia

Artículo 7o. Con excepción de la información re-
servada o confidencial prevista en esta ley, los
sujetos obligados deberán poner a disposición del
público y actualizar, en los términos del reglamento
y los lineamientos que expida el instituto o la
instancia equivalente a que se refiere el artículo
61, entre otra, la información siguiente:

I. Su estructura orgánica;

II. Las facultades de cada unidad administrativa;

III. El directorio de servidores públicos, desde el
nivel de jefe de departamento o sus equivalentes;

IV. La remuneración mensual por puesto, incluso
el sistema de compensación, según lo establezcan
las disposiciones correspondientes;
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V. El domicilio de la unidad de enlace, además de
la dirección electrónica donde podrán recibirse las
solicitudes para obtener la información;

VI. Las metas y objetivos de las unidades admi-
nistrativas de conformidad con sus programas
operativos;

VII. Los servicios que ofrecen;

VIII. Los trámites, requisitos y formatos. En caso
de que se encuentren inscritos en el registro fe-
deral de trámites y servicios o en el registro que
para la materia fiscal establezca la Secretaría de
Hacienda y Crédito Público, deberán publicarse
tal y como se registraron;

IX. La información sobre el presupuesto asignado,
así como los informes sobre su ejecución, en los
términos que establezca el Presupuesto de
Egresos de la Federación. En el caso del Ejecutivo
Federal, dicha información será proporcionada
respecto de cada dependencia y entidad por la
Secretaría de Hacienda y Crédito Público, la que
además informará sobre la situación económica,
las finanzas públicas y la deuda pública, en los
términos que establezca el propio presupuesto;

X. Los resultados de las auditorías al ejercicio
presupuestal de cada sujeto obligado que realicen,
según corresponda, la Secretaría de Contraloría y
Desarrollo Administrativo, las contralorías internas
o la Auditoría Superior de la Federación y en su
caso, las aclaraciones que correspondan;

XI. El diseño, ejecución, montos asignados y cri-
terios de acceso a los programas de subsidio;

XII. Las concesiones, permisos o autorizaciones
otorgados, especificando los titulares de aquéllos;

XIII. Las contrataciones que se hayan celebrado
en términos de la legislación aplicable detallando
por cada contrato:

a) Las obras públicas, los bienes adquiridos,
arrendados y los servicios contratados; en el caso
de estudios o investigaciones deberá señalarse el
tema específico;

b) El monto;

c) El nombre del proveedor, contratista o de la per-
sona física o moral con quienes se haya celebrado
el contrato y

d) Los plazos de cumplimiento de los contratos;

XIV. El marco normativo aplicable a cada sujeto
obligado;

XV. Los informes que, por disposición legal,
generen los sujetos obligados;

XVI. En su caso, los mecanismos de participación
ciudadana y

XVII. Cualquier otra información que sea de utilidad
o se considere relevante, además de la que con
base a la información estadística, responda a las
preguntas hechas con más frecuencia por el pú-
blico.

La información a que se refiere este artículo deberá
publicarse de tal forma que facilite su uso y com-
prensión por las personas y que permita asegurar
su calidad, veracidad, oportunidad y confiabilidad.
Las dependencias y entidades deberán atender las
recomendaciones que al respecto expida el
instituto.

Artículo 8o. El Poder Judicial de la Federación
deberá hacer públicas las sentencias que hayan
causado estado o ejecutoria; las partes podrán
oponerse a la publicación de sus datos personales.

Artículo 9o. La información a que se refiere el
artículo 7o. deberá estar a disposición del público,
a través de medios remotos o locales de co-
municación electrónica. Los sujetos obligados
deberán tener a disposición de las personas
interesadas equipo de cómputo, a fin de que éstas
puedan obtener la información, de manera directa
o mediante impresiones. Asimismo, éstos deberán
proporcionar apoyo a los usuarios que lo requieran
y proveer todo tipo de asistencia respecto de los
trámites y servicios que presten.

Las dependencias y entidades deberán preparar
la automatización, presentación y contenido de su
información, como también su integración en línea,
en los términos que disponga el reglamento y los
lineamientos que al respecto expida el instituto.

Artículo 10. Las dependencias y entidades de-
berán hacer públicas, directamente o a través de
la consejería jurídica del Ejecutivo Federal o de la
Comisión Federal de Mejora Regulatoria, en los
términos que establezca el reglamento y por lo
menos con 20 días hábiles de anticipación a la
fecha en que se pretendan publicar o someter a
firma del titular del Ejecutivo Federal, los ante-
proyectos de leyes y disposiciones administrativas
de carácter general a que se refiere el artículo 4o.
de la Ley Federal de Procedimiento Administrativo,
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salvo que se determine a juicio de la consejería o
la Comisión Federal de Mejora Regulatoria, según
sea el caso, que su publicación puede compro-
meter los efectos que se pretendan lograr con la
disposición o se trate de situaciones de emer-
gencia, de conformidad con esa ley.

Artículo 11. Los informes que presenten los
partidos políticos y las agrupaciones políticas
nacionales al instituto Federal Electoral, así como
las auditorías y verificaciones que ordene la Co-
misión de Fiscalización de los Recursos Públicos
de los Partidos y Agrupaciones Políticas, deberán
hacerse públicos al concluir el procedimiento de
fiscalización respectivo.

Cualquier ciudadano podrá solicitar al Instituto
Federal Electoral, la información relativa al uso de
los recursos públicos que reciban los partidos
políticos y las agrupaciones políticas nacionales.

Artículo 12. Los sujetos obligados deberán hacer
pública toda aquella información relativa a los
montos y las personas a quienes entreguen, por
cualquier motivo, recursos públicos, así como los
informes que dichas personas les entreguen sobre
el uso y destino de dichos recursos.

CAPITULO III

Información reservada y confidencial

Artículo 13. Como información reservada podrá
clasificarse aquélla cuya difusión pueda:

I. Comprometer la seguridad nacional, la seguridad
pública o la defensa nacional;

II. Menoscabar la conducción de las negociaciones
o bien, de las relaciones internacionales, incluida
aquella información que otros estados u organis-
mos internacionales entreguen con carácter de
confidencial al Estado mexicano;

III. Dañar la estabilidad financiera, económica o
monetaria del país;

IV. Poner en riesgo la vida, la seguridad o la salud
de cualquier persona o

V. Causar un serio perjuicio a las actividades de
verificación del cumplimiento de las leyes, pre-
vención o persecución de los delitos, la impartición
de la justicia, la recaudación de las contribuciones,
las operaciones de control migratorio, las estra-
tegias procesales en procesos judiciales o

administrativos mientras las resoluciones no cau-
sen estado.

Artículo 14.  También se considerará como
información reservada:

I. La que por disposición expresa de una ley sea
considerada confidencial, reservada, comercial
reservada o gubernamental confidencial;

II. Los secretos comercial, industrial, fiscal,
bancario, fiduciario u otro considerado como tal
por una disposición legal;

III. Las averiguaciones previas;

IV. Los expedientes judiciales o de los proce-
dimientos administrativos seguidos en forma de
juicio en tanto no hayan causado estado;

V. Los procedimientos de responsabilidad de los
servidores públicos, en tanto no se haya dictado
la resolución administrativa o la jurisdiccional
definitiva o

VI. La que contenga las opiniones, recomen-
daciones o puntos de vista que formen parte del
proceso deliberativo de los servidores públicos,
hasta en tanto no sea adoptada la decisión de-
finitiva, la cual deberá estar documentada.

Cuando concluya el periodo de reserva o las causas
que hayan dado origen a la reserva de la información
a que se refieren las fracciones III y IV de este
artículo, dicha información podrá ser pública, pro-
tegiendo la información confidencial que en ella se
contenga.

No podrá invocarse el carácter de reservado cuando
se trate de la investigación de violaciones graves
de derechos fundamentales o delitos de lesa
humanidad.

Artículo 15. La información clasificada como
reservada según los artículos 13 y 14 podrá perma-
necer con tal carácter hasta por un periodo de 12
años. Esta información podrá ser desclasificada
cuando se extingan las causas que dieron origen
a su clasificación o cuando haya transcurrido el
periodo de reserva. La disponibilidad de esa
información será sin perjuicio de lo que, al respecto,
establezcan otras leyes.

El instituto, de conformidad con el reglamento o la
instancia equivalente a que se refiere el artículo
61, establecerá los criterios para la clasificación y
desclasificación de la información reservada.
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Excepcionalmente, los sujetos obligados podrán
solicitar al instituto o a la instancia establecida de
conformidad con el artículo 61, según corresponda,
la ampliación del periodo de reserva, siempre y
cuando justifiquen que subsisten las causas que
dieron origen a su clasificación.

Artículo 16. Los titulares de las unidades admi-
nistrativas serán responsables de clasificar la
información de conformidad con los criterios esta-
blecidos en esta ley, su reglamento y los linea-
mientos expedidos por el instituto o por la instancia
equivalente a que se refiere el artículo 61, según
corresponda.

Artículo 17. Las unidades administrativas elabo-
rarán semestralmente y por rubros temáticos, un
índice de los expedientes clasificados como
reservados. Dicho índice deberá indicar la unidad
administrativa que generó la información, la fecha
de la clasificación, su fundamento, el plazo de re-
serva y en su caso, las partes de los documentos
que se reservan. En ningún caso el índice será
considerado como información reservada.

El titular de cada dependencia o entidad deberá
adoptar las medidas necesarias para asegurar la
custodia y conservación de los expedientes cla-
sificados.

En todo momento, el instituto tendrá acceso a la
información reservada o confidencial para deter-
minar su debida clasificación, desclasificación o
la procedencia de otorgar su acceso.

Artículo 18. Como información confidencial se
considerará:

I. La entregada con tal carácter por los particulares
a los sujetos obligados, de conformidad con lo es-
tablecido en el artículo 19 y

II, Los datos personales que requieran el consen-
timiento de los individuos para su difusión, distri-
bución o comercialización en los términos de esta
ley.

No se considerará confidencial la información que
se halle en los registros públicos o en fuentes de
acceso público.

Artículo 19. Cuando los particulares entreguen a
los sujetos obligados la información a que se refiere
la fracción I del artículo anterior, deberán señalar
los documentos que contengan información confi-
dencial, reservada o comercial reservada, siempre
que tengan el derecho de reservarse la información,

de conformidad con las disposiciones aplicables.
En el caso de que exista una solicitud de acceso
que incluya información confidencial, los sujetos
obligados la comunicarán siempre y cuando medie
el consentimiento expreso del particular titular de
la información confidencial.

CAPITULO IV

Protección de datos personales

Artículo 20. Los sujetos obligados serán responsa-
bles de los datos personales y en relación con
éstos, deberán:

I. Adoptar los procedimientos adecuados para
recibir y responder las solicitudes de acceso y
corrección de datos, así como capacitar a los
servidores públicos y dar a conocer información
sobre sus políticas en relación con la protección
de tales datos, de conformidad con los lineamientos
que al respecto establezca el instituto o las ins-
tancias equivalentes previstas en el artículo 61;

II. Tratar datos personales sólo cuando éstos sean
adecuados, pertinentes y no excesivos en relación
con los propósitos para los cuales se hayan
obtenido;

III. Poner a disposición de los individuos, a partir
del momento en el cual se recaben datos perso-
nales, el documento en el que se establezcan los pro-
pósitos y para su tratamiento, en términos de los
lineamientos que establezca el instituto o la ins-
tancia equivalente a que se refiere el artículo 61;

IV. Procurar que los datos personales sean exac-
tos y actualizados;

V. Sustituir, rectificar o completar, de oficio, los
datos personales que fueren inexactos, ya sea total
o parcialmente o incompletos, en el momento en
que tengan conocimiento de esta situación y

VI. Adoptar las medidas necesarias que garanticen
la seguridad de los datos personales y eviten su
alteración, pérdida, transmisión y acceso no
autorizado.

Artículo 21. Los sujetos obligados no podrán
difundir, distribuir o comercializar los datos perso-
nales contenidos en los sistemas de información,
desarrollados en el ejercicio de sus funciones, salvo
que haya mediado el consentimiento expreso, por
escrito o por un medio de autenticación similar, de
los individuos a que haga referencia la información.
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Artículo 22. No se requerirá el consentimiento de
los individuos para proporcionar los datos perso-
nales en los siguientes casos:

I. Los necesarios para la prevención o el diag-
nóstico médicos, la prestación de asistencia
médica o la gestión de servicios de salud y no
pueda recabarse su autorización;

II. Los necesarios por razones estadísticas, cien-
tíficas o de interés general previstas en ley, previo
procedimiento por el cual no puedan asociarse los
datos personales con el individuo a quien se
refieran;

III. Cuando se transmitan entre sujetos obligados
o entre dependencias y entidades, siempre y
cuando los datos se utilicen para el ejercicio de
facultades propias de los mismos;

IV. Cuando exista una orden judicial;

V. A terceros cuando se contrate la prestación de
un servicio que requiera el tratamiento de datos
personales. Dichos terceros no podrán utilizar los
datos personales para propósitos distintos a
aquéllos para los cuales se les hubieren trans-
mitido y

VI. En los demás casos que establezcan las leyes.

Artículo 23. Los sujetos obligados que posean,
por cualquier título, sistemas de datos personales,
deberán hacerlo del conocimiento del instituto o
de las instancias equivalentes previstas en el
artículo 61, quienes mantendrán un listado actua-
lizado de los sistemas de datos personales.

Artículo 24. Sin perjuicio de lo que dispongan otras
leyes, sólo los interesados o sus representantes
podrán solicitar a una unidad de enlace o su
equivalente, previa acreditación, que les propor-
cione los datos personales que están en un
sistema de datos personales. Aquélla deberá
entregarle, en un plazo de 10 días hábiles contados
desde la presentación de la solicitud, en formato
comprensible para el solicitante, la información
correspondiente o bien, le comunicará por escrito
que ese sistema de datos personales no contiene
los referidos al solicitante.

La entrega de los datos personales será gratuita,
debiendo cubrir el individuo únicamente los gastos
de envío de conformidad con las tarifas aplicables.
No obstante, si la misma persona realiza una nueva
solicitud respecto del mismo sistema de datos
personales en un periodo menor a 12 meses a

partir de la última solicitud, los costos se deter-
minarán de acuerdo con lo establecido en el
artículo 27.

Artículo 25. Las personas interesadas o sus
representantes podrán solicitar, previa acreditación,
ante la unidad de enlace o su equivalente, que
modifiquen sus datos que obren en cualquier sis-
tema de datos personales. Con tal propósito, el
interesado deberá entregar una solicitud de
modificaciones a la unidad de enlace o su equi-
valente, que señale el sistema de datos personales,
indique las modificaciones por realizarse y aporte
la documentación que motive su petición. Aquélla
deberá entregar al solicitante, en un plazo de 30
días hábiles desde la presentación de la solicitud,
una comunicación que haga constar las modi-
ficaciones o bien, le informe de manera fundada y
motivada, las razones por las cuales no procedieron
las modificaciones.

Artículo 26. Contra la negativa de entregar o corre-
gir datos personales, procederá la interposición del
recurso a que se refiere el artículo 50. También
procederá en el caso de falta de respuesta en los
plazos a que se refieren los artículos 24 y 25.

CAPITULO V

Cuotas de acceso

Artículo 27. Los costos por obtener la información
no podrán ser superiores a la suma de:

I. El costo de los materiales utilizados en la
reproducción de la información y

II. El costo de envío.

Las cuotas de los derechos aplicables deberán
estar establecidas en la Ley Federal de Derechos.

Los sujetos obligados deberán esforzarse por
reducir los costos de entrega de información.

TITULO SEGUNDO

Acceso a la información en el
Poder Ejecutivo Federal

CAPITULO I

Unidades de enlace y comités de información

Artículo 28. Los titulares de cada una de las
dependencias y entidades designarán a la unidad
de enlace que tendrá las funciones siguientes:
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I. Recabar y difundir la información a que se refiere
el artículo 7o., además de propiciar que las unida-
des administrativas la actualicen periódicamente;

II. Recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso
a la información, referidas en los artículos 24, 25
y 40;

III. Auxiliar a los particulares en la elaboración de
solicitudes y en su caso, orientarlos sobre las de-
pendencias o entidades u otro órgano que pudieran
tener la información que solicitan;

IV. Realizar los trámites internos de cada depen-
dencia o entidad, necesarios para entregar la infor-
mación solicitada, además de efectuar las notifi-
caciones a los particulares;

V. Proponer al comité los procedimientos internos
que aseguren la mayor eficiencia en la gestión de
las solicitudes de acceso a la información;

VI. Habilitar a los servidores públicos de la de-
pendencia o entidad que sean necesarios, para
recibir y dar trámite a las solicitudes de acceso a
la información;

VII. Llevar un registro de las solicitudes de acceso
a la información, sus resultados y costos y

VIII. Las demás necesarias para garantizar y
agilizar el flujo de información entre la dependencia
o entidad y los particulares.

Artículo 29. En cada dependencia o entidad se
integrará un comité de información que tendrá las
funciones siguientes:

I. Coordinar y supervisar las acciones de la depen-
dencia o entidad tendientes a proporcionar la
información prevista en esta ley;

II. Instituir, de conformidad con el reglamento, los
procedimientos para asegurar la mayor eficiencia
en la gestión de las solicitudes de acceso a la
información;

III. Confirmar, modificar o revocar la clasificación
de la información hecha por los titulares de las
unidades administrativas de la dependencia o
entidad;

IV. Realizar, a través de la unidad de enlace, las
gestiones necesarias para localizar los docu-
mentos administrativos en los que conste la in-
formación solicitada;

V. Establecer y supervisar la aplicación de los
criterios específicos para la dependencia o entidad,
en materia de clasificación y conservación de los
documentos administrativos, así como la organi-
zación de archivos, de conformidad con los linea-
mientos expedidos por el instituto y el Archivo
General de la Nación, según corresponda;

VI. Elaborar un programa para facilitar la obtención
de información de la dependencia o entidad, que
deberá ser actualizado periódicamente y que
incluya las medidas necesarias para la organiza-
ción de los archivos y

VII. Elaborar y enviar al instituto, de conformidad
con los lineamientos que éste expida, los datos
necesarios para la elaboración del informe anual a
que se refiere el artículo 39.

Artículo 30. Cada comité estará integrado por:

I. Un servidor público designado por el titular de la
dependencia o entidad;

II. El titular de la unidad de enlace y

III. El titular del órgano interno de control de cada
dependencia o entidad.

El comité adoptará sus decisiones por mayoría de
votos.

Artículo 31. El Centro de Investigación y Seguridad
Nacional; el Centro de Planeación para el Control
de Drogas; la Dirección de Coordinación de
Inteligencia de la Policía Federal Preventiva; la
Unidad Contra la Delincuencia Organizada; el
Estado Mayor Presidencial, el Estado Mayor de
la Defensa Nacional y el Estado Mayor General
de la Armada o bien, las unidades administrativas
que los sustituyan, no estarán sujetos a la autoridad
de los comités a que se refiere el artículo 29, siendo
sus funciones responsabilidad exclusiva del titular
de la propia unidad administrativa.

Artículo 32. Corresponderá al Archivo General de
la Nación elaborar, en coordinación con el instituto,
los criterios para la catalogación, clasificación y
conservación de los documentos administrativos,
así como la organización de archivos de las de-
pendencias y entidades. Dichos criterios tomarán
en cuenta los estándares y mejores prácticas
internacionales en la materia.

Los titulares de las dependencias y entidades, de
conformidad con las disposiciones aplicables,
deberán asegurar el adecuado funcionamiento de
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los archivos. Asimismo, deberán elaborar y poner
a disposición del público una guía simple de sus
sistemas de clasificación y catalogación, así como
de la organización del archivo.

CAPITULO II

Instituto Federal de Acceso a la
 Información Pública

Artículo 33. El Instituto Federal de Acceso a la
Información Pública es un órgano de la Adminis-
tración Pública Federal, con autonomía operativa,
presupuestaria y de decisión, encargado de
promover y difundir el ejercicio del derecho de
acceso a la información; resolver sobre la negativa
a las solicitudes de acceso a la información y
proteger los datos personales en poder de las
dependencias y entidades.

Artículo 34. El instituto estará integrado por cinco
comisionados, quienes serán nombrados por el
Ejecutivo Federal. La Cámara de Senadores podrá
objetar dichos nombramientos por mayoría y
cuando se encuentre en receso por la Comisión
Permanente, con la misma votación. En todo caso,
la instancia legislativa tendrá 30 días para resolver,
vencido este plazo sin que se emita resolución al
respecto, se entenderá como no objetado el
nombramiento del Ejecutivo Federal.

Los comisionados sólo podrán ser removidos de
sus funciones cuando transgredan en forma grave
o reiterada las disposiciones contenidas en la
Constitución y esta ley, cuando por actos u
omisiones se afecten las atribuciones del instituto
o cuando hayan sido sentenciados por un delito
grave que merezca pena corporal.

Durarán en su encargo siete años, sin posibilidad
de reelección y durante el mismo no podrán tener
ningún otro empleo, cargo o comisión, salvo en
instituciones docentes, científicas o de bene-
ficencia.

El instituto, para efectos de sus resoluciones, no
estará subordinado a autoridad alguna, adoptará
sus decisiones con plena independencia y contará
con los recursos humanos y materiales necesarios
para el desempeño de sus funciones.

Artículo 35. Para ser comisionado se requiere:

I. Ser ciudadano mexicano;

II. No haber sido condenado por la comisión de
algún delito doloso;

III. Tener cuando menos 35 años de edad el día de
su designación;

IV. Haberse desempeñado destacadamente en
actividades profesionales, de servicio público o
académicas, relacionadas con la materia de esta
ley y

V. No haber sido secretario de Estado, jefe de
departamento administrativo, Procurador General
de la República, senador, diputado federal o local,
dirigente de un partido o asociación política, go-
bernador de algún Estado o Jefe de Gobierno del
Distrito Federal, durante el año previo al día de su
nombramiento.

Artículo 36. El instituto será presidido por un
comisionado, quien tendrá la representación legal
del mismo. Durará en su encargo un periodo de
dos años, renovable por una ocasión y será electo
por los comisionados.

Artículo 37. El instituto tendrá las siguientes atri-
buciones:

I. Interpretar en el orden administrativo esta ley, de
conformidad con el artículo 6o.;

II. Conocer y resolver los recursos de revisión in-
terpuestos por los solicitantes;

III. Establecer y revisar los criterios de clasificación,
desclasificación y custodia de la información
reservada y confidencial;

IV. Coadyuvar con el Archivo General de la Nación
en la elaboración y aplicación de los criterios para
la catalogación y conservación de los documentos,
así como la organización de archivos de las depen-
dencias y entidades;

V. Vigilar y en caso de incumplimiento, hacer las
recomendaciones a las dependencias y entidades
para que se dé cumplimiento a lo dispuesto en los
artículos 7o.;

VI. Orientar y asesorar a los particulares acerca
de las solicitudes de acceso a la información;

VII. Proporcionar apoyo técnico a las dependencias
y entidades en la elaboración y ejecución de sus
programas de información establecidos en la
fracción VI del artículo 29;

VIII. Elaborar los formatos de solicitudes de acceso
a la información, así como los de acceso y correc-
ción de datos personales;
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IX. Establecer los lineamientos y políticas generales
para el manejo, mantenimiento, seguridad y protec-
ción de los datos personales, que estén en pose-
sión de las dependencias y entidades;

X. Hacer del conocimiento del órgano interno de
control de cada dependencia y entidad, de con-
formidad con el último párrafo del artículo 56, las
presuntas infracciones a esta ley y su reglamento.
Las resoluciones finales que al respecto expidan
los órganos internos de control y que hayan
causado estado deberán ser notificadas al instituto,
quien deberá hacerlas públicas a través de su
informe anual;

XI. Elaborar la guía a que se refiere el artículo 38;

XII. Promover y, en su caso, ejecutar la capacitación
de los servidores públicos en materia de acceso a
la información y protección de datos personales;

XIII. Difundir entre los servidores públicos y los
particulares, los beneficios del manejo público de
la información, como también sus responsa-
bilidades en el buen uso y conservación de aquélla;

XIV. Elaborar y publicar estudios e investigaciones
para difundir y ampliar el conocimiento sobre la
materia de esta ley;

XV. Cooperar respecto de la materia de esta ley,
con los demás sujetos obligados, las entidades
federativas, los municipios o sus órganos de ac-
ceso a la información, mediante la celebración de
acuerdos o programas;

XVI. Elaborar su reglamento interior y demás
normas de operación;

XVII. Designar a los servidores públicos a su cargo;

XVIII. Preparar su proyecto de presupuesto anual,
el cual será enviado a la Secretaría de Hacienda y
Crédito Público para que lo integre al Presupuesto
de Egresos de la Federación y

XIX. Las demás que le confieran esta ley, su
reglamento y cualquier otra disposición aplicable.

Artículo 38. El instituto elaborará una guía que
describirá, de manera clara y sencilla, los proce-
dimientos de acceso a la información de las
dependencias y entidades.

Artículo 39. El instituto rendirá anualmente un
informe público al honorable Congreso de la Unión
sobre el acceso a la información, con base en los

datos que le rindan las dependencias y entidades
según lo señala el artículo 29 fracción VII, en el
cual se incluirá, al menos, el número de solicitudes
de acceso a la información presentadas ante cada
dependencia y entidad, así como su resultado; su
tiempo de respuesta; el número y resultado de los
asuntos atendidos por el instituto; el estado que
guardan las denuncias presentadas ante los
órganos internos de control y las dificultades
observadas en el cumplimiento de la ley. Para este
efecto, el instituto expedirá los lineamientos que
considere necesarios.

CAPITULO III

Del procedimiento de acceso ante la
dependencia o entidad

Artículo 40. Cualquier persona o su representante
podrá solicitar, ante la unidad de enlace, una
solicitud de acceso a la información mediante
escrito libre o en los formatos que apruebe el ins-
tituto. La solicitud deberá contener:

I. El nombre del solicitante y domicilio u otro medio
para recibir notificaciones, como el correo elec-
trónico, así como los datos generales de su repre-
sentante, en su caso;

II. La descripción clara y precisa de los documentos
que solicita;

III. Cualquier otro dato que propicie su localización
con objeto de facilitar su búsqueda y

IV. Opcionalmente, la modalidad en la que prefiere
se otorgue el acceso a la información, la cual podrá
ser verbalmente siempre y cuando sea para fines
de orientación, mediante consulta directa, copias
simples, certificadas u otro tipo de medio.

Si los detalles proporcionados por el solicitante
no bastan para localizar los documentos o son
erróneos, la unidad de enlace podrá requerir, por
una vez y dentro de los 10 días hábiles siguientes
a la presentación de la solicitud, que indique otros
elementos o corrija los datos. Este requerimiento
interrumpirá el plazo establecido en el artículo 44.

Las unidades de enlace auxiliarán a los particulares
en la elaboración de las solicitudes de acceso a la
información, en particular en los casos en que el
solicitante no sepa leer ni escribir. Cuando la in-
formación solicitada no sea competencia de la enti-
dad o dependencia ante la cual se presente la
solicitud de acceso, la unidad de enlace deberá
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orientar debidamente al particular sobre la entidad
o dependencia competente.

Si la solicitud es presentada ante una unidad
administrativa distinta a la unidad de enlace, aquélla
tendrá la obligación de indicar al particular la
ubicación física de la unidad de enlace.

En ningún caso la entrega de información estará
condicionada a que se motive o justifique su
utilización ni se requerirá demostrar interés alguno.

Artículo 41. La unidad de enlace será el vínculo
entre la dependencia o entidad y el solicitante, ya
que es la responsable de hacer las notificaciones
a que se refiere esta ley. Además, deberá llevar a
cabo todas las gestiones necesarias en la depen-
dencia o entidad a fin de facilitar el acceso a la
información.

Artículo 42. Las dependencias y entidades sólo
estarán obligadas a entregar documentos que se
encuentren en sus archivos. La obligación de
acceso a la información se dará por cumplida cuan-
do se pongan a disposición del solicitante para
consulta los documentos en el sitio donde se
encuentren o bien, mediante la expedición de
copias simples, certificadas o cualquier otro medio.

El acceso se dará solamente en la forma en que
lo permita el documento de que se trate, pero se
entregará en su totalidad o parcialmente, a petición
del solicitante.

En el caso que la información solicitada por la
persona ya esté disponible al público en medios
impresos, tales como libros, compendios, trípticos,
archivos públicos, en formatos electrónicos dis-
ponibles en Internet o en cualquier otro medio, se
le hará saber por escrito la fuente, el lugar y la
forma en que puede consultar, reproducir o adquirir
dicha información.

Artículo 43. La unidad de enlace turnará la solicitud
a la unidad administrativa que tenga o pueda tener
la información, con objeto de que ésta la localice,
verifique su clasificación y le comunique a la primera
la procedencia del acceso y la manera en que se
encuentra disponible, a efecto de que se determine
el costo, en su caso.

Las unidades administrativas podrán entregar
documentos que contengan información clasificada
como reservada o confidencial, siempre y cuando
los documentos en que conste la información per-
mitan eliminar las partes o secciones clasificadas.

En tales casos, deberán señalarse las partes o
secciones que fueron eliminadas.

Artículo 44. La respuesta a la solicitud deberá
ser notificada al interesado en el menor tiempo
posible, que no podrá ser mayor de 20 días hábiles,
contados desde la presentación de aquélla.
Además, se precisará el costo y la modalidad en
que será entregada la información, atendiendo en
la mayor medida de lo posible a la solicitud del
interesado. Excepcionalmente, este plazo podrá
ampliarse hasta por un periodo igual cuando
existan razones que lo motiven, siempre y cuando
éstas se le notifiquen al solicitante.

La información deberá entregarse dentro de los 10
días hábiles siguientes al que la unidad de enlace
le haya notificado la disponibilidad de aquélla,
siempre que el solicitante compruebe haber
cubierto el pago de los derechos correspondientes.

El reglamento establecerá la manera y términos
para el trámite interno de las solicitudes de acceso
a la información.

Artículo 45. En caso de que el titular de la unidad
administrativa haya clasificado los documentos
como reservados o confidenciales, deberá remitir
de inmediato la solicitud, así como un oficio, con
los elementos necesarios para fundar y motivar
dicha clasificación, al comité de la dependencia o
entidad, mismo que deberá resolver sí:

I. Confirma o modifica la clasificación y niega el
acceso a la información,

II. Revoca la clasificación y concede el acceso a
la información.

El comité podrá tener acceso a los documentos
que estén en la unidad administrativa. La resolución
del comité será notificada al interesado en el plazo
que establece el artículo 44. En caso de ser nega-
tiva, deberá fundar y motivar las razones de la
clasificación de la información e indicar al solicitante
el recurso que podrá interponer ante el instituto.

Artículo 46.  Cuando los documentos no se
encuentren en los archivos de la unidad admi-
nistrativa, ésta deberá remitir al comité de la
dependencia o entidad la solicitud de acceso y el
oficio en donde lo manifieste. El comité analizará
el caso y tomará las medidas pertinentes para
localizar, en la dependencia o entidad, el docu-
mento solicitado y resolverá en consecuencia. En
caso de no encontrarlo, expedirá una resolución
que confirme la inexistencia del documento
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solicitado y notificará al solicitante, a través de la
unidad de enlace, dentro del plazo establecido en
el artículo 44.

Artículo 47. Las solicitudes de acceso a la in-
formación y las respuestas que se les dé, inclu-
yendo, en su caso, la información entregada, serán
públicas. Asimismo, las dependencias y entidades
deberán poner a disposición del público esta
información, en la medida de lo posible a través de
medios remotos o locales de comunicación
electrónica.

Artículo 48. Las unidades de enlace no estarán
obligadas a dar trámite a solicitudes de acceso
ofensivas; cuando hayan entregado información
sustancialmente idéntica como respuesta a una
solicitud de la misma persona o cuando la infor-
mación se encuentre disponible públicamente. En
este caso, deberán indicar al solicitante el lugar
donde se encuentra la información.

CAPITULO IV

Del procedimiento ante el instituto

Artículo 49. El solicitante a quien se le haya
notificado, mediante resolución de un comité: la
negativa de acceso a la información o la inexis-
tencia de los documentos solicitados, podrá inter-
poner, por sí mismo o a través de su representante,
el recurso de revisión ante el instituto o ante la
unidad de enlace que haya conocido el asunto,
dentro de los 15 días hábiles siguientes a la fecha
de la notificación. La unidad de enlace deberá repetir
el asunto al instituto al día siguiente de haberlo
recibido.

Artículo 50. El recurso también procederá en los
mismos términos cuando:

I. La dependencia o entidad no entregue al
solicitante los datos personales solicitados o lo
haga en un formato incomprensible;

II. La dependencia o entidad se niegue a efectuar
modificaciones o correcciones a los datos per-
sonales;

III. El solicitante no esté conforme con el tiempo,
el costo o la modalidad de entrega o

IV. El solicitante considere que la información
entregada es incompleta o no corresponda a la
información requerida en la solicitud.

Artículo 51. El recurso previsto en los artículos
49 y 50 procederá en lugar del recurso establecido

en el artículo 83 de la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo.

Artículo 52. El instituto subsanará las deficiencias
de los recursos interpuestos por los particulares.

Artículo 53. La falta de respuesta a una solicitud
de acceso, en el plazo señalado en el artículo 44,
se entenderá resuelta en sentido positivo, por lo
que la dependencia o entidad quedará obligada a
darle acceso a la información en un periodo de
tiempo no mayor a los 10 días hábiles, cubriendo
todos los costos generados por la reproducción
del material informativo, salvo que el instituto
determine que los documentos en cuestión son
reservados o confidenciales.

A efecto de dar cabal cumplimiento a lo establecido
en el párrafo primero de este artículo, el reglamento
establecerá un procedimiento expedito para
subsanar el incumplimiento de las dependencias
y entidades de entregar la información. Para este
efecto, los particulares podrán presentar la cons-
tancia a que se refiere el artículo 17 de la Ley Fe-
deral de Procedimiento Administrativo expedido por
la unidad de enlace que corresponda o bien bastará
que presenten copia de la solicitud en la que conste
la fecha de su presentación ante la dependencia o
entidad. En este último caso, el procedimiento
asegurará que éstas tengan la oportunidad de
probar que respondieron en tiempo y forma al
particular.

Artículo 54. El escrito de interposición del recurso
de revisión deberá contener:

I. La dependencia o entidad ante la cual se
presentó la solicitud;

II. El nombre del recurrente y del tercero interesado
si lo hay, ahí como el domicilio o medio que señale
para recibir notificaciones;

III. La fecha en que se le notificó o tuvo conoci-
miento del acto reclamado;

IV. El acto que se recurre y los puntos petitorios;

V. La copia de la resolución que se impugna y en
su caso, de la notificación correspondiente y

VI. Los demás elementos que considere proce-
dentes someter a juicio del instituto.

Artículo 55. Salvo lo previsto en el artículo 53, el
instituto sustanciará el recurso de revisión confor-
me a los lineamientos siguientes:
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I. Interpuesto el recurso, el presidente del instituto,
lo turnará al comisionado ponente, quien deberá,
dentro de los 30 días hábiles siguientes a la
interposición del recurso, integrar el expediente y
presentar un proyecto de resolución al pleno del
instituto;

II. El pleno del instituto podrá determinar la cele-
bración de audiencias con las partes;

III. Durante el procedimiento deberá aplicarse la
suplencia de la queja a favor del recurrente y
asegurarse de que las partes puedan presentar,
de manera oral o escrita, los argumentos que fun-
den y motiven sus pretensiones, así como formular
sus alegatos;

IV. Mediante solicitud del interesado podrán
recibirse, por vía electrónica, las promociones y
escritos;

V. El pleno resolverá, en definitiva, dentro de los
20 días hábiles siguientes en que se presentó el
proyecto de resolución y

VI. Las resoluciones del pleno serán públicas.

Cuando haya causa justificada, el pleno del instituto
podrá ampliar, por una vez y hasta por un periodo
igual, los plazos establecidos en las fracciones I y
V de este artículo.

La información reservada o confidencial que, en
su caso, sea solicitada por el instituto por resultar
indispensable para resolver el asunto, deberá ser
mantenida con ese carácter y no estará disponible
en el expediente.

Artículo 56. Las resoluciones del instituto podrán:

I. Desechar el recurso por improcedente o bien,
sobreseerlo;

II. Confirmar la decisión del comité o

III. Revocar o modificar las decisiones del comité
y ordenar a la dependencia o entidad que permita
al particular el acceso a la información solicitada
o a los datos personales; que reclasifique la
información o bien, que modifique tales datos.

Las resoluciones que deberán ser por escrito,
establecerán los plazos para su cumplimiento y
los procedimientos para asegurar la ejecución.

Si el instituto no resuelve en el plazo establecido
en esta ley, la resolución que se recurrió se
entenderá confirmada.

Cuando el instituto determine durante la sustan-
ciación del procedimiento que algún servidor
público pudo haber incurrido en responsabilidad,
deberá hacerlo del conocimiento del órgano interno
de control de la dependencia o entidad responsable
para que ésta inicie, en su caso, el procedimiento
de responsabilidad que corresponda.

Artículo 57. El recurso será desechado por
improcedente cuando:

I. Sea presentado, una vez transcurrido el plazo
señalado en el artículo 49;

II. El instituto haya conocido anteriormente del
recurso respectivo y resuelto en definitiva;

Se recurra una resolución que no haya sido emitida
por un comité o

IV. Ante los tribunales del Poder Judicial Federal
se esté tramitando algún recurso o medio de
defensa interpuesto por el recurrente.

Artículo 58. El recurso será sobreseído cuando:

I. El recurrente se desista expresamente del
recurso;

II. El recurrente fallezca o, tratándose de personas
morales, se disuelva;

III. Cuando admitido el recurso de impugnación,
aparezca alguna causal de improcedencia en los
términos de la presente ley o

IV. La dependencia o entidad responsable del acto
o resolución impugnado lo modifique o revoque,
de tal manera que el medio de impugnación quede
sin efecto o materia.

Artículo 59. Las resoluciones del instituto serán
definitivas para las dependencias y entidades. Los
particulares podrán impugnarlas ante el Poder
Judicial de la Federación.

Los tribunales tendrán acceso a la información
reservada o confidencial cuando resulte indispen-
sable para resolver el asunto y hubiera sido ofrecida
en juicio. Dicha información deberá ser mantenida
con ese carácter y no estará disponible en el
expediente judicial.

Artículo 60. Transcurrido un año de que el instituto
expidió una resolución que confirme la decisión
de un comité, el particular afectado podrá solicitar
ante el mismo instituto que reconsidere la resolu-
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ción. Dicha reconsideración deberá referirse a la
misma solicitud y resolverse en un plazo máximo
de 60 días hábiles.

TITULO TERCERO

Acceso a la información en los demás
sujetos obligados

CAPITULO UNICO

Artículo 61. El Poder Legislativo Federal a través
de la Cámara de Senadores, la Cámara de Dipu-
tados, la Comisión Permanente y la Auditoría
Superior de la Federación; el Poder Judicial de la
Federación a través de la Suprema Corte de
Justicia de la Nación, del Consejo de la Judica-
tura Federal y de la Comisión de Administra-
ción del Tribunal Federal Electoral; los órganos
constitucionales autónomos y los tribunales
administrativos, en el ámbito de sus respectivas
competencias, establecerán mediante reglamentos
o acuerdos de carácter general, los órganos, crite-
rios y procedimientos institucionales para propor-
cionar a los particulares el acceso a la información,
de conformidad con los principios y plazos esta-
blecidos en esta ley.

Las disposiciones que se emitan señalarán, según
corresponda:

I. Las unidades administrativas responsables de
publicar la información a que se refiere el artículo 7o.

II. Las unidades de enlace o sus equivalentes;

III. El comité de información o su equivalente;

IV. Los criterios y procedimientos de clasificación
y conservación de la información reservada o
confidencial;

V. El procedimiento de acceso a la información,
incluso un recurso de revisión, según los artículos
49 y 50 y uno de reconsideración en los términos
del artículo 60;

VI. Los procedimientos de acceso y rectificación
de datos personales a los que se refieren los
artículos 24 y 25 y

VII. Una instancia interna responsable de aplicar
la ley, resolver los recursos y las demás facultades
que le otorga este ordenamiento.

Artículo 62. Los sujetos obligados a que se refiere
el artículo anterior elaborarán anualmente un

informe público de las actividades realizadas para
garantizar el acceso a la información, siguiendo
los lineamientos establecidos en el artículo 39, del
cual deberán remitir una copia al instituto.

TITULO CUARTO

Responsabilidades y sanciones

CAPITULO UNICO

 Artículo 63. Serán causas de responsabilidad
administrativa de los servidores públicos por
incumplimiento de las obligaciones establecidas
en esta ley las siguientes:

I. Usar, sustraer, destruir, ocultar, inutilizar, divulgar
o alterar, total o parcialmente y de manera indebida
información que se encuentre bajo su custodia, a
la cual tengan acceso o conocimiento con motivo
de su empleo, cargo o comisión;

II. Actuar con negligencia, dolo o mala fe en la
sustanciación de las solicitudes de acceso a la
información o en la difusión de la información a
que están obligados conforme a esta ley;

III. Denegar intencionalmente información no
clasificada como reservada o no considerada
confidencial conforme a esta ley;

IV. Clasificar como reservada, con dolo, información
que no cumple con las características señaladas
en esta ley. La sanción sólo procederá cuando
exista una resolución previa respecto del criterio
de clasificación de ese tipo de información del
comité, el instituto o las instancias equivalentes
previstas en el artículo 61;

V. Entregar información considerada como
reservada o confidencial conforme a lo dispuesto
por esta ley;

VI. Entregar intencionalmente de manera incom-
pleta información requerida en una solicitud de
acceso y

VII. No proporcionar la información cuya entrega
haya sido ordenada por los órganos a que se refiere
la fracción IV anterior o el Poder Judicial de la
Federación.

La responsabilidad a que se refiere este artículo o
cualquiera otra derivada del incumplimiento de las



2171

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

obligaciones establecidas en esta ley, será
sancionada en los términos de la Ley Federal de
Responsabilidades Administrativas de los Servi-
dores Públicos.

La infracción prevista en la fracción VII o la rein-
cidencia en las conductas previstas en las frac-
ciones de la I a la VI de este artículo, serán consi-
deradas como graves para efectos de su sanción
administrativa.

Artículo 64. Las responsabilidades administrativas
que se generen por el incumplimiento de las
obligaciones a que se refiere el artículo anterior,
son independientes de las del orden civil o penal
que procedan.

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. La presente ley entrará en vigor el día
siguiente al de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación, con las modalidades que
establecen los artículos siguientes.

Segundo. La publicación de la información a que
se refiere el artículo 7o. deberá completarse, a más
tardar, un año después de la entrada en vigor de la
ley.

Tercero. Los titulares de las dependencias y
entidades de la Administración Pública Federal,
deberán designar la unidad de enlace y a los
miembros de los comités referidos en esta ley, a
más tardar, seis meses después de la entrada en
vigor de este ordenamiento y en el mismo plazo
deberán iniciar funciones. Asimismo, deberán
notificarlo a la Secretaría de Contraloría y Desarrollo
Administrativo que, a su vez, deberá publicar la
lista de unidades en el Diario Oficial de la Fede-
ración. La conformación de las estructuras a que
se refiere esta disposición deberá hacerse con los
recursos humanos, materiales y presupuestarios
asignados, por lo que no deberán implicar eroga-
ciones adicionales.

Cuarto. Los sujetos obligados a los que se refiere
el artículo 61 deberán publicar las disposiciones
correspondientes a más tardar un año después de
la entrada en vigor de la ley.

Quinto. La designación de los cinco primeros co-
misionados será realizada a más tardar tres meses
después de la entrada en vigor de la ley. En el
primer periodo de ejercicio, tres comisionados
concluirán su encargo en cuatro años y podrán
ser ratificados para un nuevo periodo de siete años.

El Ejecutivo indicará en su designación el periodo
de ejercicio para cada comisionado.

Sexto. El Ejecutivo Federal expedirá el reglamento
de esta ley dentro del año siguiente a su entrada
en vigor.

Séptimo. El instituto expedirá su reglamento
interior dentro del año siguiente a la entrada en
vigor de la ley.

Octavo. Los particulares podrán presentar las
solicitudes de acceso a la información o de acceso
y corrección de datos personales un año después
de la entrada en vigor de la ley.

Noveno. Salvo lo dispuesto en el artículo 53, el
artículo 17 de la Ley Federal de Procedimiento
Administrativo no será aplicable a la presente ley.

Décimo. Los sujetos obligados deberán, a más
tardar el 1o. de enero de 2005, completar la
organización y funcionamiento de sus archivos
administrativos, así como la publicación de la guía
a que se refiere el artículo 32.

Undécimo. El Presupuesto de Egresos de la
Federación para el año 2003 deberá establecer la
previsión presupuestal correspondiente para
permitir la integración y funcionamiento adecuado
del instituto.

México, D.F., a 23 de abril de 2002.— Por la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.—
Legisladores: Armando Salinas Torre, presidente
de la Mesa Directiva; José A. Hernández Fraguas,
Víctor M. Gandarilla Carrasco, J. Guillermo Anaya
Llamas y Luis Miguel G. Barbosa Huerta, secre-
tarios; Manuel Añorve Baños, José Francisco
Blake Mora, Tomás Coronado Olmos, Arturo
Escobar y Vega, Omar Fayad Meneses, Ricardo
Francisco García Cervantes, María Teresa Gómez
Mont y Urueta, Federico Granja Ricalde, Rafael
Hernández Estrada, Efrén Nicolás Leyva Acevedo,
Miguel Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles
Pérez, José Narro Céspedes, Ricardo A. Ocampo
Fernández, Fernando Ortiz Arana, Germán Arturo
Pellegrini Pérez, José de Jesús Reyna García,
Eduardo Rivera Pérez, Jorge Esteban Sandoval
Ochoa, César Augusto Santiago Ramírez, David
Augusto Sotelo Rosas, Ricardo Torres Origel,
Jaime Vázquez Castillo, Néstor Villarreal Castro
y Roberto Zavala Echavarría.»

Es de primera lectura.
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Honorable Asamblea: a la Comisión de Gober-
nación y Seguridad Pública, fue turnada para su
estudio y dictamen, por la Mesa Directiva de esta
Cámara de Diputados, el expediente con la minuta
proyecto de decreto por el que se reforman los
artículos 2o. párrafo primero y fracción III; 3o., 8o.
párrafo segundo; 9o. párrafo primero; 16 fracciones
I y III; 17 fracciones I y II; 21 párrafo segundo 27;
40 párrafo primero y 41 de la Ley de Planeación.

Los integrantes de esta Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública, con fundamento en las
facultades que nos confieren los artículos 39, 44,
45 y demás relativos de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, así como los artículos 60, 65, 87, 88 y
demás aplicables del Reglamento para el Gobierno
Interior del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, sometemos a la consideración
de esta honorable Asamblea el presente dictamen
de conformidad con los siguientes

ANTECEDENTES

1. El 20 de marzo de 2001, la senadora Verónica
Velasco Rodríguez presentó ante el pleno de la
Cámara de Senadores, a nombre del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, iniciativa de decreto por el que se reforman
los artículos 2o. párrafo primero y fracción III; 3o.;
8o. párrafo segundo; 9o. párrafo primero; 16
fracciones I, III y IV; 17 fracciones I, II y IV; 21
párrafo segundo; 27 y 40 párrafos primero y tercero
de la Ley de Planeación.

Señaló la iniciadora en su exposición de motivos
que, es en la “planeación del desarrollo y en la
programación sectorial, desde donde se pueden
prever las acciones conducentes para contribuir a
la protección de los ecosistemas que subsisten
en nuestro país y las especies que aún habitan en
ellos; para sanear los suelos y los ríos; para limpiar
el aire de nuestras ciudades; para educar con
criterios ambientales en todos los niveles del sector
educativo, sin menoscabo del desarrollo económico
y social de la nación, a fin de crear una conciencia
y acción ecológica que nos lleve a un verdadero
desarrollo sustentable”. Por esa razón propone que
en México se elabore una nueva planeación del
desarrollo, integral y sustentable como lo marca
el artículo 25 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Agrega la iniciadora, que “el desarrollo no puede
ser integral, como lo obliga el artículo citado, si no
se incluyen, precisamente, criterios de respon-
sabilidad ambiental tanto en el Plan Nacional de

LEY MONETARIA (II)

La Presidenta:

Procedemos entonces para que se desahogue la
votación del proyecto de decreto por el que se fijan
las características de una moneda de plata de las
previstas en el artículo 2o.-bis de la Ley Monetaria
de los Estados Unidos Mexicanos, publicado en
la Gaceta Parlamentaria.

Se pide a la Secretaría abra el sistema electrónico
hasta por 15 minutos para proceder a la votación
del proyecto de decreto.

La Secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el
artículo 161 del Reglamento Interior. Abrase el
sistema electrónico hasta por 15 minutos para
proceder a la votación del proyecto de decreto.

Se emitieron 424 votos en pro, cero en contra y
cero abstenciones.

La Presidenta:

Aprobado el proyecto de decreto por 424 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto por el que se fijan las
características de una moneda de plata de las
previstas en el artículo 2o.-bis de la Ley
Monetaria de los Estados Unidos Mexicanos.

Pasa al Senado para los efectos constitu-
cionales.

LEY DE PLANEACION

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la primera
lectura del dictamen con proyecto de decreto por
el que se reforman diversas disposiciones de la
Ley de Planeación, publicado en la Gaceta
Parlamentaria.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos
Mexicanos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara
de Diputados.
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Desarrollo, como en los diversos programas sec-
toriales de la administración pública, tanto cen-
tralizada como paraestatal, ya que este tipo de
omisiones podrían hacer peligrar el desarrollo futuro
del país”.

También menciona la senadora en su exposición
de motivos de la iniciativa que, el Ejecutivo Federal
debe garantizar la integralidad y sustentabilidad
del desarrollo nacional observando en todos los
rubros los principios emanados de nuestra Carta
Magna; sin embargo, agrega, todo lo anterior re-
sultará imposible si no se actualizan las disposicio-
nes legales que sirven de base para la elaboración
del Plan Nacional de Desarrollo y de los programas
sectoriales de la Administración Pública Federal.

Con base en esas argumentaciones propone su
iniciativa de reformas a la Ley de Planeación.

2. La citada iniciativa fue turnada para su estudio
y dictamen a las comisiones unidas de Medio
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca y de Es-
tudios Legislativos, Primera, de la Cámara de
Senadores, las cuales, en fecha 27 de noviembre
de 2001 remitieron a la Mesa Directiva del Senado
de la República el dictamen correspondiente.

3. El 4 de diciembre del mismo año, el pleno de la
Cámara de Senadores aprobó el dictamen de
referencia remitiéndolo a la Cámara de Diputados
para sus efectos constitucionales.

4. Recibida la minuta por la Cámara de Diputados,
como Cámara revisora, en sesión plenaria ce-
lebrada el 11 de diciembre de 2001, la Mesa Direc-
tiva turnó la misma para su estudio y análisis a las
comisiones unidas de Gobernación y Seguridad
Pública y de Medio Ambiente y Recursos Na-
turales.

5. Mediante oficio de fecha 30 de enero de 2002,
el presidente de la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública solicitó a la Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales celebrar una reu-
nión de las juntas directivas de ambas comisiones
a efecto de establecer el procedimiento para la
resolución del presente expediente. Por oficio de
fecha 17 de abril del año en curso, el presidente
de la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales, solicitó a la Presidenta de la Mesa Di-
rectiva de la Cámara de Diputados se acepte la
declinación del turno a esa comisión a fin de agilizar
el trámite legal correspondiente, dado que no
existen objeciones significativas sobre la minuta.

6. La Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, se reunió el 17 de abril de 2002 para abo-
carse al análisis y discusión del expediente en
cuestión.

De conformidad con los antecedentes ma-
nifestados, los miembros de la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública que suscriben
el presente dictamen, exponemos las siguientes:

CONSIDERACIONES

Primera. Los integrantes de esta comisión, en-
contramos que de conformidad con la reforma a
los artículos 4o. y 25 constitucionales, por la cual
se adecuó el texto de la Carta Magna a nuevos
criterios de carácter ambiental al incluir el derecho
a un medio ambiente sano y adecuado y la rectoría
del desarrollo nacional sobre la base de la integridad
y sustentabilidad, respectivamente, es el punto de
partida para dictaminar la propuesta que nos
ocupa, por lo que una vez revisado el expediente
que ha sido enviado por la Cámara de Senadores
encontramos que la minuta es procedente, toda
vez que como quedó expresado en la exposición
de motivos y en el cuerpo del dictamen emitido
por la colegisladora, se atiende una preocupación
no sólo nacional sino que existe a nivel mundial,
para asegurar un medio ambiente limpio y la
conservación de los recursos naturales como la
única manera de darles permanencia, con criterios
que se deben aplicar a la planeación democrática
y a las políticas públicas, por lo tanto incluir
criterios de sustentabilidad a las directrices de la
planeación del Estado, garantizará que los planes
y programas sectoriales serán orientados a la
preservación del medio ambiente y la conservación
de los recursos naturales como objetivo primordial
de las acciones públicas.

Se coincide con los razonamientos formulados por
la colegisladora en lo expresado por sus consi-
derandos, muy en especial los señalados como
quinto y sexto donde se dice:

“Quinto. La Ley de Planeación dispone de las
directrices bajo las cuales se debe instrumentar
la planeación nacional, entre las que se encuentran
las vertientes obligatorias, inductivas, de coor-
dinación del sector público y las de concertación
social; al incluir la estricta observancia de criterios
de integralidad y sustentabilidad en la planeación
democrática, el Plan Nacional de Desarrollo, así
como los programas sectoriales y regionales,
contarán con fuentes que asegurarán a la sociedad
la vigilancia de los recursos naturales y del medio
ambiente.



2174

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

Sexto. En congruencia con las reformas de 1998,
la Ley Reglamentaria requiere adecuarse, pues el
precepto constitucional dispone que la rectoría del
Estado deberá realizarse bajo criterios de inte-
gralidad y sustentabilidad, por ello, se considera
indispensable la reforma de diversos artículos de
la Ley de Planeación para incluir dichos criterios
en la creación, diseño y conducción del Plan
Nacional de Desarrollo y del Sistema Nacional de
Planeación Democrática y en consecuencia
garantizar a la sociedad un medio ambiente
adecuado ajustándose a lo dispuesto por nuestra
ley fundamental.”

Segunda. De igual manera se coincide con las
modificaciones contenidas en el dictamen de la
colegisladora, como es la referente a la fracción
VI del artículo 16 y la fracción IV del artículo 17,
las que establecen la consideración y la con-
gruencia de los planes y programas de los go-
biernos estatales por parte de las dependencias
de la Administración Pública Federal y de las
entidades paraestatales, respectivamente; no
procediendo la propuesta ya que se confunde el
ámbito territorial, referente a la circunscripción del
gobierno del Estado para la aplicación de los
propios planes y programas, con la zona territorial,
pues adiciona a ambas fracciones la observación
y congruencia del ordenamiento ecológico del
territorio mezclando el ámbito territorial desde el
punto de vista jurídico.

Lo mismo es de anotarse para el caso de los
artículos 3o.; 8o.; 16 fracción VI; 17 fracción IV y
el 41, los cuales fueron acertadamente corregidos
en cuanto a cuestiones de técnica legislativa de la
cual adolecían.

Por lo anteriormente expuesto, la Comisión de Go-
bernación y Seguridad Pública, dictamina favo-
rablemente la minuta materia de este dictamen
por lo que se permiten someter a la consideración
del pleno de esta Cámara de Diputados, el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

Por el que se reforman los artículos 2o. párrafo
primero y fracción III; 3o.; 8o. párrafo segundo; 9o.
párrafo primero; 16 fracciones I a la III; 17
fracciones I y II; 21 párrafo segundo; 27; 40 párrafo
primero y 41 de la Ley de Planeación.

Artículo único. Se reforman los artículos 2o.
párrafo primero y fracción III; 3o.; 8o. párrafo
segundo; 9o. párrafo primero; 16 fracciones I a la
III; 17 fracciones I y II; 21 párrafo segundo; 27; 40

párrafo primero y 41 de la Ley de Planeación, para
quedar como sigue:

“Artículo 2o. La planeación deberá llevarse acabo
como un medio para el eficaz desempeño de la
responsabilidad del Estado sobre el desarrollo
integral y sustentable del país y deberá tender a la
consecución de los fines y objetivos políticos,
sociales, culturales y económicos contenidos en
la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Para ello, estará basada en los
siguientes principios:

I y II...

III. La igualdad de derechos, la atención de las
necesidades básicas de la población y la mejoría,
en todos los aspectos, de la calidad de la vida,
para lograr una sociedad más igualitaria, garan-
tizando un ambiente adecuado para el desarrollo
de la población;

IV a la VI...

Artículo 3o. Para los efectos de esta ley se
entiende por planeación nacional de desarrollo la
ordenación racional y sistemática de acciones que,
en base al ejercicio de las atribuciones del
Ejecutivo Federal en materia de regulación y pro-
moción de la actividad económica, social, política,
cultural, de protección al ambiente y aprovecha-
miento racional de los recursos naturales, tiene
como propósito la transformación de la realidad
del país, de conformidad con las normas, principios
y objetivos que la propia Constitución y la ley
establecen.

...

Artículo 8o...

Informarán también sobre el desarrollo y los
resultados de la aplicación de los instrumentos de
política económica, social y ambiental, en función
de dichos objetivos y prioridades.

...

...

Artículo 9o.  Las dependencias de la Admi-
nistración Pública centralizada deberán planear y
conducir sus actividades con sujeción a los
objetivos y prioridades de la planeación nacional
de desarrollo, a fin de cumplir con la obligación del
Estado de garantizar que éste sea integral y
sustentable.

...
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Artículo 16. A las dependencias de la Administra-
ción Pública Federal les corresponde:

I. Intervenir respecto de las materias que les
competan en la elaboración del Plan Nacional de
Desarrollo, observando siempre las variables
ambientales, económicas, sociales y culturales
que incidan en el desarrollo de sus facultades;

II...

III. Elaborar programas sectoriales, tomando en
cuenta las propuestas que presenten las entidades
del sector y los gobiernos de los estados, así como
las opiniones de los grupos sociales interesados
y observando siempre las variables ambientales,
económicas, sociales y culturales que incidan en
el desarrollo de sus facultades;

IV a la VIII...

Artículo 17. Las entidades paraestatales deberán:

I. Participar en la elaboración de los programas
sectoriales, mediante la presentación de las pro-
puestas que procedan con relación a sus funciones
y objeto observando siempre las variables am-
bientales, económicas, sociales y culturales que
incidan en el desarrollo de éstos;

II. Cuando expresamente lo determine el Ejecutivo
Federal, elaborar su respectivo programa ins-
titucional, atendiendo a las previsiones contenidas
en el programa sectorial correspondiente obser-
vando siempre las variables ambientales, econó-
micas, sociales y culturales respectivas;

III a la VI...

Artículo 21...

El Plan Nacional de Desarrollo precisará los ob-
jetivos nacionales, estrategia y prioridades del
desarrollo integral y sustentable del país contendrá
previsiones sobre los recursos que serán asig-
nados a tales fines; determinará los instrumentos
y responsables de su ejecución, establecerá los
lineamientos de política de carácter global,
sectorial y regional; sus previsiones se referirán al
conjunto de la actividad económica y social,
tomando siempre en cuenta las variables am-
bientales que se relacionen a éstas y regirá el con-
tenido de los programas que se generen en el
Sistema Nacional de Planeación Democrática.

Artículo 27. Para la ejecución del plan y los
programas sectoriales, institucionales, regionales

y especiales, las dependencias y entidades
elaborarán programas anuales, que incluirán los
aspectos administrativos y de política económica,
social y ambiental correspondientes. Estos pro-
gramas anuales, que deberán ser congruentes
entre sí, regirán, durante el año de que se trate,
las actividades de la Administración Pública Federal
en su conjunto y servirán de base para la integración
de los anteproyectos de presupuesto anuales que
las propias dependencias y entidades deberán
elaborar conforme a la legislación aplicable.

Artículo 40. Los proyectos de Presupuesto de
Egresos de la Federación y del Departamento del
Distrito Federal; los programas y presupuestos de
las entidades paraestatales no integrados en los
proyectos mencionados; las iniciativas de las leyes
de ingresos, los actos que las dependencias de la
Administración Pública Federal realicen para
inducir acciones de los sectores de la sociedad y
la aplicación de los instrumentos de política
económica, social y ambiental, deberán ser
congruentes con los objetivos y prioridades del plan
y los programas a que se refiere esta ley.

...

Artículo 41. Las políticas que normen el ejercicio
de las atribuciones que las leyes confieran al
Ejecutivo Federal para fomentar, promover, regular,
restringir, orientar, prohibir y, en general, inducir
acciones de los particulares en materia económica ,
social y ambiental, se ajustarán a los objetivos y
prioridades del plan y los programas.”

ARTICULOS TRANSITORIOS

Primero. El presente decreto entrará en vigor al
día siguiente de su publicación en el Diario Oficial
de la Federación.

Segundo. Se derogan todas las disposiciones de
carácter legal que se contrapongan con el presente
decreto y se dejan sin efecto las disposiciones de
carácter administrativo que lo contravengan.

Tercero. Hasta en tanto no se emitan las disposi-
ciones reglamentarias correspondientes, se
seguirán aplicando las vigentes a la fecha de
entrada del presente decreto en cuanto no se le
contrapongan.

Cuarto. El Ejecutivo Federal observará, en la
medida de lo posible, las disposiciones del presente
decreto para la elaboración del Plan Nacional de
Desarrollo para el Periodo Presidencial 2000-2006;
e instruirá a las dependencias de la Administración
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Pública centralizada y paraestatal, para que en la
elaboración de los programas sectoriales respec-
tivos a dicho periodo, se apliquen estrictamente
los criterios de sustentabilidad a que se refiere el
presente decreto.

México, D.F., a 18 de abril de 2002.— Por la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.—
Diputados: Armando Salinas Torre, presidente de
la Mesa Directiva; José A. Hernández Fraguas,
Víctor M. Gandarilla Carrasco, J. Guillermo Anaya
Llamas, Luis Miguel G. Barbosa Huerta, secre-
tarios; Manuel Añorve Baños, José Francisco
Blake Mora, Tomás Coronado Olmos, Arturo
Escobar y Vega, Omar Fayad Meneses, Ricardo
Francisco García Cervantes, María Teresa Gómez
Mont y Urueta, Federico Granja Ricalde, Rafael
Hernández Estrada, Efrén Nicolás Leyva Acevedo,
Miguel Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles
Pérez, José Narro Céspedes, Ricardo A. Ocampo
Fer-nández, Fernando Ortiz Arana, Germán Arturo
Pellegrini Pérez, José de Jesús Reyna García,
Eduardo Rivera Pérez, Jorge Esteban Sandoval
Ochoa, César Augusto Santiago Ramírez, David
Augusto Sotelo Rosas, Ricardo Torres Origel,
Jaime Vázquez Castillo, Néstor Villarreal Castro
y Roberto Zavala Echavarría.»

Es de primera lectura.

La Presidenta:

En virtud de que el dictamen se encuentra
publicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la
Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
segunda lectura y se pone a discusión y votación
de inmediato.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Por instrucciones de la Presidencia, con funda-
mento en el artículo 59 del Reglamento para el
Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se consulta a la
Asamblea si se le dispensa la segunda lectura al
dictamen y se pone a discusión y votación de
inmediato.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Se le dispensa la segunda lectura.

La Presidenta:

Para fundamentar el dictamen, a nombre de la
comisión ha solicitado hacer uso de la palabra el
diputado Arturo Escobar y Vega.

El diputado Arturo Escobar y Vega:

Gracias, señora Presidenta:

El día de hoy se somete al pleno de esta Cámara
el dictamen de la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública que reforma y adiciona diversas
disposiciones de la Ley de Planeación, preten-
diendo garantizar que los planes y programas
sectoriales de la Administración Pública Federal
se orienten a la preservación del entorno ecológico
y la conservación de los recursos naturales.

Por tal razón, la Comisión de Gobernación y
Seguridad Pública considera lo siguiente:

Es en la planeación del desarrollo y en la progra-
mación sectorial desde donde se pueden prever
las acciones conducentes para contribuir a
establecer criterios de responsabilidad ambiental,
tanto en el Plan Nacional de Desarrollo como en
los diversos programas de la administración
pública, tal y como lo establece el artículo 25
constitucional.

Dicho artículo constitucional impone la obligación
al Estado de garantizar que el desarrollo nacional
sea integral y sustentable, lo que nos lleva a la
conclusión lógica de que el Sistema de Planeación
Democrática del desarrollo debe guiarse por
criterios de sustentabilidad.

Con este dictamen que seguramente ustedes,
compañeros diputados, avalarán y el Ejecutivo
Federal sancionará y publicará, se pretende identi-
ficar los efectos que puede causar un proyecto
sobre el medio ambiente, estimar la magnitud de
las secuelas y prevenir los efectos sobre el medio
ambiente, así como evitarlos o minimizarlos.

Se busca también encontrar soluciones técnicas
factibles que eleven el nivel de desempeño am-
biental con respecto de los estándares nacionales
e internacionales a fin de establecer estrategias
de control y prevención de la contaminación, me-
jorar el medio ambiente e incrementar, de forma
sostenida, el grado de eficiencia de la Admi-
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nistración Pública Federal que la ciudadanía exige
y que le debemos otorgar.

Hasta el día de hoy la actuación sustentable, por
parte de todos los niveles de gobierno y de nosotros
los legisladores, había pasado desapercibida, para
adoptar medidas adecuadas para establecer y
perfeccionar las acciones para concretar un pro-
yecto de gobierno que no disminuya los recursos
y oportunidades de las generaciones futuras.

El diseño actual del Plan Nacional de Desarrollo
sólo sirve para colmar necesidades de corto plazo
sin lograr detener los efectos que cada lustro,
década o sexenios se vienen dando. Así las
soluciones de gobierno sirven sólo para un corto
periodo, hasta en tanto no se establezcan otros
nuevos programas realizados con visiones de
consumo irreal e insostenibles, provocando un
círculo vicioso que provoca esas espirales de
ineficacia, de dispendio insostenible.

Con estas reflexiones la comisión ha considerado
necesario incluir la estricta observancia de criterios
de integridad y sustentabilidad en la planeación
democrática, lo que permitirá contar con elementos
que aseguren a la sociedad demandante de
vigilancia y controles, un verdadero análisis de las
condiciones que enfrenta el país en las cuestiones
económicas, sociales, culturales y ambientales.

Asimismo las prevenciones necesarias para dotar
de recursos para cumplir los objetivos primarios
de protección de los ecosistemas y las especies
que viven en ellos y la reconstrucción y rehabi-
litación de la zona.

Hoy más que nunca los mexicanos de hoy y los
de mañana, requerimos y requieren de la apro-
bación del presente dictamen en el que conside-
ramos existe una conciencia clara y sana de
prevención y no lo que hemos permitido en el abuso
de nuestros recursos como nación. Es un claro
ejemplo de la dilapidación y negligencia para que
los que quieren como nuestro un patrimonio
perdurable y vasto.

El presente dictamen pretende un verdadero
desarrollo sustentable con el que se obliga al
Ejecutivo Federal a garantizar la sustentabilidad
del desarrollo del país y se establece que la planea-
ción deberá dirigirse a la ordenación racional y
sistemática de acciones que transformen la rea-
lidad de México.

Por tal razón los integrantes de la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública en esta Cámara

de Diputados, de manera unánime presentamos
el presente dictamen.

Gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Queremos expresar un reconocimiento a la Comi-
sión de Gobernación y Seguridad Pública por su
trabajo responsable y por el esfuerzo de dicta-
minación.

Está a discusión en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto...

En virtud de que no hay registro de oradores, le
ruego a la Secretaría consulte a la Asamblea si
está suficientemente discutido en lo general y en
lo particular el proyecto de decreto.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

En votación económica se pregunta a la Asamblea
si se encuentra suficientemente discutido el
artículo único del proyecto de decreto en lo general
y en lo particular.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Suficientemente discutido.

La Presidenta:

Se pide a la Secretaría se abra el sistema
electrónico hasta por 10 minutos para proceder a
la votación del proyecto de decreto.

La secretaria Martha Silvia Sánchez
González:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el
artículo 161 del Reglamento Interior. Abrase el
sistema electrónico de votación por 10 minutos,
para proceder a la votación del proyecto de decreto.

(Votación.)

Se emitieron 393 votos en pro, cero en contra y
tres abstenciones.
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les confieren los gobiernos de la República de
Corea, de Estados Unidos de América, del Reino
de Bélgica y del Reino de Tailandia, respectiva-
mente.

La comisión considera cumplidos los requisitos
legales necesarios para conceder el permiso
solicitado y en tal virtud, de acuerdo con lo que
establece la fracción III del artículo 37 Consti-
tucional y el artículo 60 segundo párrafo, del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, se
permite someter a la consideración de la  Asam-
blea, el siguiente

PROYECTO DE DECRETO

Artículo primero. Se concede permiso al doctor
Luis Ernesto Derbez Bautista, para aceptar y usar
la condecoración de la Orden Gwanghwa, en Primer
Grado, que le confiere el gobierno de la República
de Corea.

Artículo segundo. Se concede permiso al coronel
de infantería DEM Edgar Segura Ruiz, para aceptar
y usar la condecoración de la Medalla de Encomio
del Ejército, que le confiere el Gobierno de Estados
Unidos de América.

Artículo tercero. Se concede permiso al licen-
ciado Alejandro Joaquín Lucas José Legorreta y
Chauvet, para aceptar y usar la condecoración de
la Orden de la Corona, en Grado de Oficial, que le
confiere el gobierno del Reino de Bélgica.

Artículo cuarto. Se concede permiso al embajador
Antonio Dueñas Pulido, para aceptar y usar la
condecoración de la Orden del Elefante Blanco,
en Grado de Gran Cruz, que le confiere el gobierno
del Reino de Tailandia.

México, D.F., a 12 de abril de 2002.— Diputados:
Armando Salinas Torre, presidente; José Antonio
Hernández Fraguas, Víctor Manuel Gandarilla
Carrasco, José Guillermo Anaya Llamas, Luis
Miguel Gerónimo Barbosa Huerta, secretarios;
Manuel Añorve Baños, José Francisco Blake Mora,
Tomás Coronado Olmos, Omar Fayad Meneses,
Ricardo Francisco García Cervantes, Arturo
Escobar y Vega, María Teresa Gómez Mont y
Urueta, Federico Granja Ricalde, Lorenso Rafael
Hernández Estrada , Efrén Leyva Acevedo, Miguel
Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Míreles Pérez,
José Narro Céspedes, Ricardo Augusto Ocampo
Fernández, Fernando Ortiz Arana, Germán Arturo
Pellegrini Pérez, José de Jesús Reyna García,
Eduardo Rivera Pérez, Jorge Esteban Sandoval

La Presidenta:

Aprobado el proyecto de decreto por 393 votos.

Aprobado en lo general y en lo particular el
proyecto de decreto por el que se reforman
diversas disposiciones de la Ley de Pla-
neación.

Pasa al Ejecutivo para los efectos constitu-
cionales.

CONDECORACIONES

La Presidenta:

El siguiente punto del orden del día es la discusión
del dictamen relativo a la solicitud de permiso de
los ciudadanos Luis Ernesto Derbez Bautista,
Edgar Segura Ruiz, Alejandro Joaquín Lucas José
Legorreta y Chauvet y Antonio Dueñas Pulido, para
aceptar y usar condecoraciones de gobiernos
extranjeros.

En virtud de que el dictamen se encuentra pu-
blicado en la Gaceta Parlamentaria, consulte la
Secretaría a la Asamblea si se le dispensa la
lectura.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia, se consulta
a la Asamblea si se le dispensa la lectura al
dictamen.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado. Se le dispensa la
lectura.

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisión de Gobernación y Segu-
ridad Pública.

Honorable Asamblea: a la Comisión de Gober-
nación y Seguridad Pública que suscribe le fue
turnado para su estudio y dictamen, el expediente
con la solicitud de permiso constitucional para que
los ciudadanos Luis Ernesto Derbez Bautista,
Edgar Segura Ruiz, Alejandro Joaquín Lucas José
Legorreta y Chauvet, Antonio Dueñas Pulido,
puedan aceptar y usar las condecoraciones que
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Ochoa, César Augusto Santiago Ramírez, David
Augusto Sotelo Rosas, Ricardo Torres Origel,
Jaime Vázquez Castillo, Néstor Villarreal Castro
y Roberto Zavala Echavarría.»

La Presidenta:

En consecuencia se pide a la Secretaría poner a
discusión el proyecto de decreto.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Está a discusión el proyecto de decreto que con-
cede permiso a los ciudadanos Luis Ernesto
Derbez Bautista, Edgar Segura Ruiz, Alejandro
Joaquín Lucas José Legorreta y Chauvet y Antonio
Dueñas Pulido, para aceptar y usar las condeco-
raciones que les confieren los gobiernos de la
República de Corea, de Estados Unidos de
América, del Reino de Bélgica y del Reino de
Tailandia, respectivamente.

La Presidenta:

Está a discusión el dictamen en lo general...

No habiendo quien haga uso de la palabra, para
los efectos del artículo 134 del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, se pregunta a la
Asamblea si se va a reservar algún artículo para
discutirlo en lo particular...

En virtud de que no se ha reservado artículo alguno
para discutirlo en lo particular, se va a proceder a
recoger la votación nominal del proyecto de
decreto.

Se pide a la Secretaría se abra el sistema elec-
trónico hasta por 10 minutos para proceder a la
votación del proyecto de decreto.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Se pide se hagan los avisos a que se refiere el
artículo 161 del Reglamento para el Gobierno
Interior.

Abrase el sistema electrónico por 10 minutos para
tomar la votación nominal del proyecto de decreto.

(Votación.)

Se emitieron 368 votos en pro, uno en contra y
cuatro abstenciones.

La Presidenta:

Aprobado el proyecto de decreto por 368 votos.

Pasa al Senado para los efectos constitu-
cionales.

El siguiente punto del orden del día es el relativo a
la votación de los dictámenes negativos sobre
iniciativas de la LVII Legislatura.

En virtud de que se encuentran publicados en la
Gaceta Parlamentaria, consulte la Secretaría a la
Asamblea si se autoriza que solamente se dé
lectura a los puntos de acuerdo.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Por instrucciones de la Presidencia se consulta a
la Asamblea si se autoriza que solamente se dé
lectura a los acuerdos.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Se autoriza.

La Presidenta:

Proceda la Secretaría a dar lectura al acuerdo del
primer dictamen.

LEY GENERAL DE EDUCACION

El secretario Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legis-
latura.— Comisión de Educación Pública y
Servicios Educativos.

Ciudadanos diputados de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados.— Presentes.

Con fundamento en las facultades que nos
confieren los artículos 39, 45 y demás relativos de
la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos
60, 65, 87, 88 y demás aplicables del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, esta comisión
dictamina la iniciativa de decreto que reforma y
adiciona diversos artículos de la Ley General de
Educación, con la finalidad de establecer el
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consejo nacional de autoridades educativas, con
base en los siguientes

I. Antecedentes

Primero. En sesión de la LVII Legislatura, realizada
el día 29 de abril de 1999, el diputado José Ricardo
Fernández Candia presentó al pleno de la Cámara
de Diputados, la iniciativa que reforma y adiciona
el artículo 12; las fracciones ll, III y IV del artículo
13; la fracción V del artículo 14; los artículos 17,
27, 29, 34, 48, 51, 52, 53 y la fracción IV del artículo
75 de la Ley General de Educación.

Segundo. El 29 de abril de 1999 fue turnada por la
Mesa Directiva a la Comisión de Educación, para
su estudio, análisis y dictamen correspondiente.

Tercero. Con fecha del 24 de octubre de 2000, el
diputado José Mario Rodríguez Alvarez, a nombre
del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional, presentó ante la Mesa Directiva de la
LVIII Legislatura una solicitud de excitativa a la
Comisión de Educación Pública y Servicios
Educativos para que se emitiera el dictamen
correspondiente a la iniciativa en comento.

Cuarto. El 24 de octubre de 2000 la Mesa Directiva
excitó a la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos para que dictaminara la iniciativa
en comento.

Quinto. Para el análisis y dictamen de esta
iniciativa, la Comisión de Educación Pública y Servi-
cios Educativos creó una subcomisión, de
conformidad con lo que establece el artículo 45 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los Es-
tados Unidos Mexicanos.

Sexto. Para el análisis de la iniciativa, la subco-
misión realizó reuniones de trabajo en la que
participaron funcionarios de la Secretaría de
Educación Pública.

Séptimo. Con fecha del 2 de octubre de 2001, el
pleno de la comisión discutió y valoró el antepro-
yecto de dictamen presentado por la subcomisión.
Resultado de los consensos alcanzados en esa
reunión, se presenta el siguiente dictamen.

II. Consideraciones de la iniciativa

Primero. La iniciativa plantea la creación de una
instancia de coordinación entre las autoridades
educativas, federal y locales, denominada Consejo
Nacional de Autoridades Educativas, el cual per-
mitiría apoyar y consolidar el proceso de descentra-

lización educativa, a través del desarrollo, vigilancia
y perfeccionamiento del Sistema Educativo
Nacional, así como formular recomendaciones y
concertación de acciones para apoyar la función
social educativa.

Segundo. El consejo que se propone, tendría entre
sus facultades la definición de la política y
prioridades educativas, considerando las deci-
siones que emanen del Consejo Nacional de
Participación Social, la operación y constitución
del Centro Nacional de Información, Estadística y
Evaluación Educativa, y del Instituto Nacional de
Investigación Educativa instrumentos indispen-
sables para mejorar la calidad educativa; procurar
fuentes de financiamiento para la tarea educativa;
definir los criterios de regulación del Sistema
Nacional de Formación, Actualización, Capacita-
ción y Superación Profesional para maestros de
educación básica; definir criterios laborales y
financieros; así como promover en cada entidad
federativa los mecanismos necesarios para generar
una alta participación de los municipios en la tarea
educativa.

Tercero. La iniciativa de decreto señala para el
funcionamiento del consejo obligaciones tales
como: informar a los consejos de participación
social sobre los resultados de las reuniones
periódicas que celebre y publicar en el Diario Oficial
de la Federación y en el órgano informativo de cada
entidad sobre las prioridades, criterios, linea-
mientos y bases que se establece en sus facul-
tades.

Cuarto. En La exposición de motivos que justifica
la aprobación de la Ley General de Educación se
señala:

“El federalismo educativo permite la creación de
un consejo nacional de autoridades educativas que
reunirá a los responsables de aplicar las políticas
educativas de cada entidad en el marco de los
objetivos nacionales y las disposiciones legales.
Ello entraña una garantía adicional para el asegura-
miento del carácter nacional que continuará
teniendo la educación.”

Sin embargo, en el contenido de la Ley General
de Educación no se contempla esta figura, queda
sólo en el marco de la junta de autoridades
educativas que establece el artículo 17 de la misma
ley.

III. Valoración de la iniciativa

La iniciativa tiene dos objetivos fundamentales:
hacer explícita la figura del Consejo Nacional de
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Autoridades Educativas en la Ley General de
Educación, y facultarlo para realizar varias de las
tareas que la Secretaría de Educación Pública
tiene definidas como propias en la misma ley.

Con relación a ello, es conveniente señalar que:

Primero. Para la creación del Consejo Nacional
de Autoridades Educativas, el texto vigente de la
Ley General de Educación, en el artículo 17, deja
abierta la posibilidad al Ejecutivo para crear esta
figura, hecho que reconoce la propia iniciativa.

Segundo. En reuniones de trabajo realizadas con
funcionarios de la actual administración en la
Secretaría de Educación Pública, éstos afirmaron
que, de hecho, las autoridades educativas ya
operan a modo de consejo, aunque no existe for-
malmente la figura jurídica.

Tercero. Aunado a ello, en el proyecto de Presu-
puesto de Egresos de la Federación 2001, Tomo I,
páginas de la III.24 a la III.26, queda explícito el
propósito del Ejecutivo para crear el Consejo
Nacional de Autoridades Educativas. Se describen
ahí sus fundamentos, sus objetivos y actividades.

Cuarto. Es facultad del Ejecutivo, establecer las
normas y reglamentos de las entidades que
integran la Administración Pública Federal.

Quinto. La iniciativa en comento, deroga un con-
junto de facultades de la Secretaría de Educación
Pública y las transfiere al Consejo Nacional de
Autoridades Educativas, sin un estudio previo del
impacto que pudiese causar estas responsa-
bilidades en la operatividad de ambas instancias y
en los posibles resultados.

Sexto. En la iniciativa motivo del presente
predictamen, se plantea la creación de otros dos
organismos adicionales al del objeto de la misma,
que son el Centro Nacional de Información,
Estadística y Evaluación Educativa y el Instituto
Nacional de Evaluaciones Educativas, los cuales
merecen su propio análisis, en la posibilidad de
que otras instituciones gubernamentales incidan
en su actuación, tales como el INEGI e institutos
que la propia Secretaría de Educación Pública
contempla dentro de su estructura orgánica.

Por lo expuesto anteriormente, esta comisión
resuelve el siguiente

DICTAMEN

Unico. No es de aprobarse la iniciativa de reformas
y adiciones a diversos artículos de la Ley General

de Educación, con la finalidad de establecer el
Consejo Nacional de Autoridades Educativas.

Palacio Legislativo, a 10 de octubre de 2001.—
Diputados: Enrique Meléndez Pérez, presidente;
Jorge Luis García Vera, Alfonso Vicente Díaz,
Oscar Ochoa Patrón, Miguel Bortolini Castillo,
secretarios; Celita Trinidad Alamilla Padrón, Luis
Artemio Aldana Burgos, Silvia Alvarez Bruneliere,
Alberto Anaya Gutiérrez, Hortensia Aragón Castillo,
Norma Enriqueta Bacilio Sotelo, Rosa Elena Baduy
Isaac, Juan Nicolás Callejas Arrollo, Cutberto
Cantorán Espinosa, José Manuel Correa Ceseña,
Ramón León Morales, José Carlos Luna Salas,
Héctor Méndez Alarcón, María Cristina Moctezuma
Lule, Miguel Angel Donaciano Moreno Tello,
Rodolfo Guadalupe Ocampo Velázquez, José
Ramírez Gamero, Eduardo Rivera Pérez, Gerardo
Sosa Castelán, José María Tejeda Vázquez,
Fernando Ugalde Cardona, Olga Margarita Uriarte
Rico, María Isabel Velasco Ramos, Bertha Alicia
Simental García, José del Carmen Soberanis
González y Nahum Ildefonso Zorrilla Cuevas.»

La Presidenta:

Discúlpeme Secretario. ¿No me hace favor de dar
lectura al enunciado para ubicar a nuestros
compañeros legisladores sobre qué dictamen se
trata? Página 45.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Se va a dar lectura al acuerdo emitido por la Comi-
sión de Educación Pública y Servicios Educativos
en relación a la iniciativa que reforma y adiciona
diversos artículos de la Ley General de Educación,
presentada por el diputado José Ricardo Fernández
Candia, del grupo parlamentario del Partido Acción
Nacional.

La Presidenta:

Nuevamente, nuevamente el punto de acuerdo
respectivo.

El secretario Adrián Rivera Pérez:

Punto de acuerdo de la Comisión de Educación
Pública y Servicios Educativos.

Unico. No es de aprobarse la iniciativa de reformas
y adiciones a diversos artículos de la Ley General
de Educación, con la finalidad de establecer el
Consejo Nacional de Autoridades Educativas.
Palacio Legislativo, sala de comisiones, 10 de
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General de los Estados Unidos Mexicanos y en
los artículos 56, 60, 65, 87 y 88 del Reglamento
Interior para el Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, se abocaron al estudio y
análisis de la proposición descrita, al tenor de los
siguientes

ANTECEDENTES

Primero. En sesión celebrada por esta Cámara de
Diputados, el día 23 de noviembre de 1999, fue
presentada por el diputado Juan Bueno Torio, a
nombre de diputados integrantes de diversos
grupos parlamentarios, la iniciativa de decreto por
el que se crea la Ley para el Fomento a las Micro,
Pequeñas y Medianas Empresas y se adiciona el
artículo 3o. de la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales, a la que el Presidente de la Mesa
Directiva acordó dar, para su estudio y dictamen,
el siguiente trámite: “túrnese a las comisiones de
Comercio, y de Gobernación y Puntos Constitu-
cionales”.

Dicha iniciativa tiene por objeto apoyar la creación,
desarrollo y sustentabilidad de las micro, pequeñas
y medianas empresas del sector industrial, comer-
cial y de servicios, para fortalecer su competitividad
y la generación de empleo.

2. El 9 de diciembre de 1999, la diputada Gloria
Lavara Mejía; a nombre de diputados del grupo
parlamentario del Partido Verde Ecologista de
México, presentó la iniciativa de Ley para el
Fomento a las Micro, Pequeñas y Medianas Em-
presas, a la que el Presidente de la Mesa Directiva
acordó dar, para su análisis y dictamen, el siguiente
trámite: “túrnese a las comisiones de Comercio y
de Patrimonio y Fomento Industrial”.

En la exposición de motivos de la iniciativa que se
dictamina, se señala que ésta busca reforzar los
argumentos presentados en la iniciativa referida
en el primer antecedente.

La iniciativa que se somete a dictamen plantea
como objetivo principal crear una ley de orden
público y de interés social que apoye la creación,
desarrollo y sustentabilidad de las micro, pequeñas
y medianas empresas, para fortalecer su compe-
titividad y la generación de empleo.

3. Por decreto publicado en el Diario Oficial de la
Federación de fecha 3 de septiembre de 1999, el
honorable Congreso de la Unión expidió la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, misma que en su artículo
tercero transitorio fracción IV inciso a dispone la

octubre de 2001. Firman los miembros de la
comisión.

En votación económica, se pregunta si se aprueba
el acuerdo...

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado.

La Presidenta.

Archívese el expediente como asunto concluido.

LEY DE FOMENTO A LA MICRO, PEQUEÑA
Y MEDIANA EMPRESA

El secretario Adrián Rivera Pérez:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.

Comisiones unidas de Comercio y Fomento
Industrial y de Gobernación y Seguridad Pública.

Honorable Asamblea: a las comisiones de
Comercio y de Gobernación y Puntos Constitucio-
nales de la Cámara de Diputados del honorable
Congreso de la Unión LVII Legislatura, les fue
turnada para su estudio y dictamen la iniciativa de
decreto por el que se crea la Ley para el Fomento
a las Micro, Pequeñas y Medianas Empresas y
se adiciona el artículo 3o. de la Ley Federal de
Entidades Paraestatales, presentada el día 23 de
noviembre de 1999, por el diputado Juan Bueno
Torio, a nombre de diputados de diferentes grupos
parlamentarios. Asimismo, a las comisiones de
Comercio y de Patrimonio y Fomento Industrial de
la Cámara de Diputados del honorable Congreso
de la Unión LVII Legislatura, les fue turnada para
su estudio y dictamen la iniciativa de decreto por
el que se crea la Ley de Fomento a las Micro,
Pequeñas y Medianas Empresas, presentada el
día 9 de diciembre de 1999 por la diputada Gloria
Lavara Mejía, a nombre de diputados integrantes
del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista de México.

Las comisiones de Comercio y Fomento Industrial
y de Gobernación y Seguridad Pública de la LVIII
Legislatura, con fundamento en los artículos 39 y
45 numeral 6 inciso f y tercero transitorio fracción
IV inciso a de la Ley Orgánica del Congreso
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fusión de las comisiones que en él se mencionan,
así como la distribución de los asuntos de su
competencia.

4. El 1o. de septiembre de 2000 y con base en el
artículo transitorio citado en el numeral que
antecede, las comisiones de Comercio, de Patri-
monio y Fomento Industrial y de Artesanías corres-
pondientes a la LVII Legislatura, se fusionaron para
integrar la Comisión de Comercio y Fomento
Industrial de la actual LVIII Legislatura, quedando
delimitado su ámbito competencial conforme a lo
establecido por el artículo 39 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos.

5. De igual forma y con fundamento en las dispo-
siciones citadas en el numeral 3, así como en lo
dispuesto por el artículo tercero transitorio fracción
IV inciso b  las comisiones de Asuntos de la
Frontera Sur, Asuntos Fronterizos, Gobernación y
Puntos Constitucionales, Población y Desarrollo,
Protección Civil, Radio, Televisión y Cinematografía
y Seguridad Pública correspondientes a la LVII
Legislatura, se fusionaron para integrar la Comisión
de Gobernación, Población y Seguridad Pública.

Ahora bien, de conformidad con el decreto por el
que se reforma y adiciona el numeral 2 del artículo
39 de la Ley Orgánica del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, publicado en el
Diario Oficial de la Federación el 9 de octubre de
2000, la anterior Comisión de Gobernación,
Población y Seguridad Pública cambió para
convertirse en la actual Comisión de Gobernación
y Seguridad Pública de la actual LVIII Legislatura.
Siendo competente esta última para conocer de
la iniciativa que nos ocupa, atento a lo dispuesto
por el numeral 3 del propio artículo 39 de la ley en
cita.

6. Estas comisiones, respetuosamente previenen
a esta Cámara de Diputados sobre los fundamentos
de las facultades otorgadas por la Constitución y
otros ordenamientos jurídicos, conforme a los
cuales el Congreso de la Unión tiene competencia
para expedir una ley en esta materia.

En primer término, la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en su artículo 90
primer párrafo, señala que la ley definirá las bases
de creación de las entidades paraestatales y tanto
la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal, en su artículo 45, como la Ley Federal de
Entidades Paraestatales en su artículo 14, pre-
ceptúan que los organismos descentralizados
serán creados por ley o decreto del Congreso o

decreto del Ejecutivo Federal. Además del fun-
damento anterior se encuentra lo establecido por
el artículo 73 fracción XXIX inciso e, en el que se le
concede facultad al Congreso de la Unión para
expedir leyes destinadas a la programación, pro-
moción, concertación y ejecución de acciones de
orden económico, que tengan como fin la produc-
ción suficiente y oportuna de bienes y servicios,
social y nacionalmente necesarios, dentro de las
cuales puede considerarse la promoción de las
pequeñas y medianas empresas.

Con base en los anteriores fundamentos constitu-
cionales y legales es competente el Congreso de
la Unión para expedir una ley para el fomento de
las micro, pequeñas y medianas empresas.

7. Las comisiones unidas que dictaminan, reci-
bieron diversas aportaciones y comentarios de
legisladores, servidores públicos, académicos,
organismos empresariales, empresarios e inves-
tigadores, los cuales fueron tomados en cuenta
en el presente dictamen.

De acuerdo con los antecedentes indicados, las
comisiones unidas de Comercio y Fomento
Industrial y de Gobernación y Seguridad Pública
de la LVIII Legislatura, con las atribuciones antes
señaladas, presentan a la consideración de esta
soberanía el presente dictamen bajo los siguientes

CONSIDERANDOS

Primero. Que la promoción de las micro, pequeñas
y medianas empresas debe considerarse como
un aspecto prioritario en el desarrollo económico
nacional, ya que ha sido uno de los sectores más
dañados por las crisis económicas. Resulta claro
que la legislación actual no corresponde a las
necesidades concretas y de certeza que se requie-
ren, por lo que se estima conveniente expedir una
regulación que, adecuándose a las condiciones
sociales y económicas existentes, siente las bases
de un desarrollo sostenible e institucional que
beneficie a las micro, pequeñas y medianas em-
presas del país.

Segundo. Que las iniciativas de ley de referencia,
tienen por objeto principal, según se infiere de la
exposición de motivos de ambas, apoyar la
creación, desarrollo y sustentabilidad de las micro,
pequeñas y medianas empresas del sector indus-
trial, comercial y de servicios, para fortalecer su
competitividad y la generación de empleo.

Tercero. Que la causa eficiente de la presentación
de las iniciativas que se dictaminan, consistía en
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que al momento de su presentación el Gobierno
Federal no contaba con una dependencia o entidad
que estuviera abocada al Fomento de las Micro;
Pequeñas y Medianas Empresas del sector indus-
trial, comercial y de servicios, que contara con los
recursos suficientes para alcanzar dicho propósito.

Cuarto. Que por medio del decreto que reforma al
reglamento interior de la Secretaría de Comercio y
Fomento Industrial, publicado el día 6 de marzo
de 2001 en el Diario Oficial de la Federación y con
fundamento en el artículo 89 fracción I de la Cons-
titución Política de los Estados Unidos Mexicanos
y los artículos 18 y 34 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, el Poder Ejecutivo
de la Unión creó la subsecretaría de pequeñas y
medianas empresas, así como, detalló las compe-
tencias específicas de la citada Secretaría refe-
rentes a la promoción de las micro, pequeñas y
medianas empresas, que a continuación se
describen:

Artículo 2o...

A...

I...

II. Subsecretario de las pequeñas y medianas
empresas.

Artículo 21...

I a la X...

XI. Fomentar y promover una cultura de calidad, la
capacitación y desarrollo empresarial, el desarrollo
e innovación tecnológica y el incremento de la
competitividad de la planta productiva, en coordi-
nación con las dependencias y entidades de la
Administración Pública Federal y organismos del
sector público, privado, social y educativo
competentes.

XII a la XXII...

XXIII. Incrementar la participación de las pequeñas
y medianas empresas en los mercados externos,
a través de un esquema de apoyos en materia de
consolidación de la oferta exportable, promoción,
comercialización y distribución.

XXIV. Impulsar programas que contribuyan al
desarrollo de las regiones con mayor rezago
económico del país;

XXV. Vincular a los sectores educativo y financiero
con los requerimientos de capacitación y finan-

ciamiento de las micro, pequeñas y medianas
empresas;

XXVI. Incorporar a las micro, pequeñas y medianas
empresas a los beneficios de los tratados
comerciales internacionales suscritos por México;

V. Que las dictaminadoras consideran inadecuada
la creación del instituto para el fomento de las
micro, pequeñas y medianas empresas ya que se
estarían duplicando las funciones con las que en
la actualidad cuenta la subsecretaría de pequeñas
y medianas empresas de la Secretaría de Econo-
mía, en los términos expuestos en el considerando
que antecede.

VI. Que las iniciativas que se dictaminan, contem-
plan la creación de un Fondo Nacional para el
Fomento de las Micro, Pequeñas y Medianas Em-
presas, organismo que ya fue creado, si bien no
con la misma denominación pero sí con los mismos
objetivos y que se encuentra previsto en el acuerdo
por el que se determinan las reglas de operación e
indicadores de evaluación y de gestión para la
asignación del subsidio destinado a la operación
del Fondo de Apoyo a las Micro, Pequeñas y Me-
dianas Empresas para el Ejercicio Fiscal del Año
2001, publicado el día 15 de marzo de 2001 en el
Diario Oficial de la Federación.

VII. Que el Presupuesto de Egresos de la Fede-
ración para el Ejercicio Fiscal del Año 2001, asigna
un monto específico de las erogaciones del ramo
administrativo 10 Economía, para el Programa de
Apoyo a las Micro, Pequeñas y Medianas Empre-
sas ascendiendo el mismo al orden de los.............
$234,417,000.00 (doscientos treinta y cuatro mi-
llones cuatrocientos diecisiete mil pesos 00/100
MN).

VIII. Que la subcomisión de Fomento Industrial y
Apoyo a las Micro, Pequeñas y Medianas Empre-
sas, de la Comisión de Comercio y Fomento Indus-
trial, se encuentra en la actualidad trabajando en
la elaboración de una iniciativa de Coordinación y
Fomento a las Micro, Pequeñas y Medianas Em-
presas, la cual toma como punto de partida todo
lo expuesto con anterioridad.

Por lo antes expuesto y fundado, las comisiones
de Comercio y Fomento Industrial y de Gober-
nación y Seguridad Pública de la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión

RESUELVEN

Primero. Se rechaza la iniciativa de decreto por
el que se crea la Ley para el Fomento de las Micro,
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Pequeñas y Medianas Empresas y se adiciona el
artículo 3o. de la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales, presentada el día 23 de noviembre
de 1999, por el diputado Juan Bueno Torio, a nombre
de diputados de diferentes grupos parlamentarios.

Segundo. Se rechaza la iniciativa de decreto por
el que se crea la Ley para el Fomento a las Micro,
Pequeñas y Medianas Empresas, presentada el
día 9 de diciembre de 1999, por la diputada Gloria
Lavara Mejía a nombre de diputados del Partido
Verde Ecologista de México.

Tercero. En consecuencia, archívese el presente
asunto como total y definitivamente concluido.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, a 26 de
septiembre de 2002.— Por la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública.— Diputados:
Armando Salinas Torre, presidente; José Antonio
Hernández Fraguas, Víctor Manuel Gandarilla
Carrasco, José Guillermo Anaya Llamas y Luis
Miguel G. Barbosa Huerta, secretarios; Manuel
Añorve Baños, José Francisco Blake Mora, Tomás
Coronado Olmos, Omar Fayad Meneses, Arturo
Escobar y Vega, Federico Granja Ricalde, Lorenso
Rafael Hernández Estrada, Efrén Nicolás Leyva
Acevedo, Miguel Angel Martínez Cruz, Rodrigo
David Mireles Pérez, José Narro Céspedes, Ricardo
Francisco García Cervantes, Ricardo A. Ocampo
Fernández, Fernando Ortiz Arana, Germán Arturo
Pellegrini Pérez, José de Jesús Reyna García,
María Teresa Gómez Mont y Urueta, Eduardo Rivera
Pérez, Jorge Esteban Sandoval Ochoa, César
Augusto Santiago Ramírez, David Augusto Sotelo
Rosas, Ricardo Torres Origel, Jaime Vázquez
Castillo, Néstor Villarreal Castro, Roberto Zavala
Echavarría; Comisión de Comercio y Fomento
Industrial: Diego Alonso Hinojosa Aguerrevere,
presidente; Moisés Alcalde Virgen, Ildefonso
Guajardo Villarreal, R. Antonio Silva Beltrán y
Franisco Agundis Arias, secretarios; José Bañales
Castro, Orlando Alfonso García Flores, Sergio
García Sepúlveda, Jesús Mario Garza Guevara,
José Ramón Mantilla y González, Francisco Javier
Ortiz Esquivel, María Teresa Tapia Bahena, Jorge
Urdapilleta Núñez, Carlos Nicolás Villegas Flores,
Samuel Yoselevitz Fraustro, Miguel Castro
Sánchez, Elías Dip Rame, María Luisa Domínguez
Ramírez, Rubén Benjamín Félix Hays, Jaime
Hernández González, Julián Luzanilla Contreras,
Emilio Monroy Pérez, Manuel Payán Novoa,
Roberto Ruiz Angeles, Jorge Schettino Pérez,
Adolfo Zamora Cruz, Miroslava García Suárez,
Rafael Servín Maldonado, Gregorio Urías Germán
y Norma Patricia Riojas Santana».

En votación económica se pregunta si se aprueba
el acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Aprobado.

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.

LEY FEDERAL QUE CREA EL ORGANO
CORPORATIVO DESCONCENTRADO
DE PETROLEOS MEXICANOS

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— LVIII Legislatura.— Comisiones
Unidas de Gobernación y Seguridad Pública, de
Energía y de Medio Ambiente y Recursos
Naturales.

Honorable Asamblea: a las comisiones unidas de
Gobernación y Puntos Constitucionales, de
Energéticos y de Ecología y Medio Ambiente
correspondientes a la LVII Legislatura de la Cámara
de Diputados del honorable Congreso de la Unión,
fue turnada, para su estudio y dictamen, la iniciativa
de Ley Federal que Crea el Organo Corporativo
Desconcentrado de Pemex, denominado Comisión
Nacional de Atención por Afectaciones de la
Actividad Petrolera (Conapet).

Con fundamento en los artículos 71 párrafo último
y 72 párrafo primero de la Constitución Política de
los Estados Unidos Mexicanos, así como en los
artículos 39, 45 numeral 6 incisos e y f de la Ley
Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos y 60, 87, 88 y 93 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, las
comisiones que suscriben se abocaron al estudio
y análisis de la iniciativa motivo del presente, labor
de la que se da cuenta, de acuerdo con lo siguiente

I. ANTECEDENTES

1. En sesión celebrada el 3 de diciembre de 1997,
la diputada Ana Lila Ceballos Trujeque, del grupo
parlamentario del Partido de la Revolución
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Democrática, presentó al pleno de la Cámara de
Diputados, con fundamento en el artículo 71 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, la iniciativa de Ley Federal que Crea
el Organo Corporativo Desconcentrado de Pemex
denominado “Comisión Nacional de Atención por
Afectaciones de la Actividad Petrolera” (Conapet).

La Presidencia de la Mesa Directiva, con funda-
mento en el citado artículo 71 de la Carta Magna,
turnó la iniciativa a las comisiones unidas mencio-
nadas en el proemio de este instrumento.

De conformidad con lo que dispone el numeral 4
del artículo tercero transitorio de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 3 de septiembre de 1999, a partir
del 15 de marzo del año 2000 los asuntos que
estuvieran pendientes de resolución en la Comisión
de Gobernación y Puntos Constitucionales serían
competencia de la nueva Comisión de Goberna-
ción, Población y Seguridad Pública. De igual
forma, los asuntos turnados a la Comisión de Ener-
géticos, pasarían a la competencia de la Comisión
de Energía. Por su parte, los asuntos que eran
competencia de la Comisión de Ecología y Medio
Ambiente, pasaron a la nueva Comisión de Medio
Ambiente, Recursos Naturales y Pesca.

Posteriormente, con fundamento en lo establecido
en el decreto por el que se reforma y adiciona el
numeral 2 del artículo 39 de la Ley Orgánica en
mención, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 9 de octubre de 2000, la anterior
Comisión de Gobernación, Población y Seguridad
Pública queda sin efectos, convirtiéndose en la
actual Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, de la LVIII Legislatura. La Comisión de
Medio Ambiente, Recursos Naturales y Pesca
cambió de nombre por el de Comisión de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, en la LVIII
Legislatura. La Comisión de Energía no sufrió
cambio en su denominación.

En virtud de lo anterior, las tres últimas comisiones
en comento, son competentes para conocer de la
iniciativa que nos ocupa, atento a lo dispuesto por
el numeral 3 del propio artículo 39 de la Ley
Orgánica en cita.

2. Cada una de las comisiones mencionadas, de
manera independiente y retomando los trabajos
realizados por las comisiones que les antecedieron,
analizaron y estudiaron la iniciativa, motivo del
presente dictamen, en relación con lo previsto en
la Constitución Política de los Estados Unidos

Mexicanos; Código Civil Federal; Código Penal
Federal; Ley Reglamentaria del artículo 27 cons-
titucional en el ramo del petróleo y su reglamento;
Ley Orgánica de la Administración Pública Federal;
Ley Federal de las Entidades Paraestatales y su
reglamento; Ley de Expropiación; Ley General del
Equilibrio Ecológico y la Protección al Ambiente;
Ley Orgánica de Petróleos Mexicanos y Organis-
mos Subsidiarios y su reglamento; reglamentos
interiores de las secretarías de Energía; de
Contraloría y Desarrollo Administrativo y de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, para posterior-
mente cotejar resultados, unificar criterios y pre-
sentar, con apoyo en el artículo segundo inciso b
del Acuerdo Parlamentario Relativo a la Orga-
nización y Reuniones de las Comisiones y Comités
de la Cámara de Diputados, el presente dictamen.

A partir de estos antecedentes, los miembros de
las comisiones que suscriben el presente dictamen,
exponemos las siguientes

II. CONSIDERACIONES

1. El artículo 90 constitucional, establece que la
Administración Pública Federal será centralizada
y paraestatal, mismas que se organizarán y
distribuirán conforme a lo que establezca la Ley
Orgánica que expida el Congreso de la Unión. La
creación de la Conapet debería ajustarse a lo que
establecen las leyes Orgánica de la Administración
Pública Federal (LOAPF) y Federal de las
Entidades Paraestatales (LFEP), las cuales son
reglamentarias del citado artículo constitucional,
correspondiendo a la primera, establecer las bases
de organización de la Administración Pública
Federal, centralizada y paraestatal y, a la segunda,
regular la organización, funcionamiento y control
de las entidades paraestatales.

El numeral 1 de la iniciativa dispone: “se crea el
órgano corporativo desconcentrado denominado
Comisión Nacional de Atención por Afectaciones
de la Actividad Petrolera (Conapet), dependiente
del Consejo de Administración de Petróleos
Mexicanos, con personalidad jurídica y patrimonio
propios”.

Ahora bien, el artículo 17 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal establece que las
secretarías de Estado y departamentos adminis-
trativos podrán contar con órganos administrativos
desconcentrados que les estarán jerárquicamente
subordinados.

Por su parte, el artículo 45 del mismo ordenamiento
en cita, señala que son organismos descentra-
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lizados las entidades creadas por ley o decreto
del Congreso de la Unión o por decreto del Ejecutivo
Federal, con personalidad jurídica y patrimonio
propios, cualquiera que sea la estructura legal que
adopten.

Atento a los preceptos mencionados, jurídicamente
resulta improcedente la creación de un órgano
desconcentrado con personalidad jurídica y patri-
monio propios, en virtud de que esta característica
es exclusiva de los organismos descentralizados.
De crearse una figura como la que se pretende,
violentaría el marco legal vigente en la materia, ello
acarrearía inseguridad jurídica.

2. Por otra parte, si bien es cierto que el propósito
de la iniciativa es loable, también lo es que las
atribuciones con que contaría el órgano que se
pretende crear, resultan estériles e incongruentes,
en atención a que prorrumpe con el esquema de
parte procesal porque los artículos primero y
segundo de la iniciativa establecen que la comisión
debe ser un órgano dependiente de Pemex y/o de
su Consejo de Administración, por lo tanto al so-
meterse una queja a su conocimiento perdería la
función justicial dado a que actuaría con parcialidad
al convertirse a la vez en juez y parte.

3. En la iniciativa, se plantea que la Conapet atienda
los trámites y se responsabilice del pago de las
indemnizaciones de bienes muebles e inmuebles
que la actividad de Pemex afecte y prevea, co-
nozca, evalúe, dictamine, costee y pague todo tipo
de daños directos o indirectos que Pemex o sus
organismos subsidiarios ocasionen.

Sin embargo, las responsabilidades, actuaciones,
obligaciones y facultades de las áreas que confor-
man la estructura de Pemex y sus organismos
subsidiarios tienen fundamento, principalmente, en
el artículo 27 constitucional; la Ley Reglamentaria
del artículo 27 constitucional en el ramo del
petróleo; la Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal; la Ley Federal de las Entidades
Paraestatales y la Ley Orgánica de Petróleos
Mexicanos y Organismos Subsidiarios. Adicional-
mente existen otras disposiciones legales y
reglamentarias que resultan aplicables a la opera-
ción de la industria petrolera estatal, como es el
caso de la Ley General del Equilibrio Ecológico y
la Protección al Ambiente; Ley de Aguas Nacio-
nales; Ley de Expropiación; Ley General de Bienes
Nacionales, entre otras.

Las funciones que se pretenden conferir a la
Conapet en materia de daños y perjuicios derivados
de la actividad de la industria petrolera estatal,

actualmente son realizadas por los organismos
subsidiarios de Pemex, conforme a lo previsto por
el artículo 3o. de la Ley Orgánica de Pemex y sus
órganos subsidiarios, los cuales cuentan con áreas
dedicadas expresamente a su atención.

La atención de reclamaciones y afectaciones
derivadas de la realización de las actividades que
comprende la industria petrolera estatal, así como
la prevención y solución de las mismas son
actividades que realiza Pemex conforme a lo
previsto en la legislación que rige a dicha industria.
Para tales efectos, cuenta dentro de su estructura,
con una Dirección Corporativa de Sistemas de Se-
guridad Industrial y Protección Ambiental, además
de que cada uno de sus organismos subsidiarios
(Pemex-Exploración y Producción; Pemex-Refi-
nación; Pemex-Gas y Petroquímica Básica y
Pemex-Petroquímica) existen, según el caso,
unidades de auditoría o gerencias de Seguridad
Industrial y Protección al Ambiente.

De esta forma, la atención que se brinda a los
reclamos debe ir más allá de lo que se pretende
con la iniciativa presentada, ya que ésta única-
mente contempla establecer, con el apoyo técnico
necesario, un sistema que permita conocer los
daños y perjuicios de la actividad petrolera, pagar
toda clase de afectaciones atribuidas a Pemex y
tiende a establecer un sistema permanente de
pagos de afectaciones, apoyado en dictámenes
técnicos, sin mencionar quienes los emitirán.

Cuando así se requiere, los organismos subsi-
diarios de Pemex deberán sujetarse a un proce-
dimiento de dictamen técnico formulado por un
tercero, mismo que tiene por objeto establecer la
legalidad y procedencia de la acción ejercida y
estar en posibilidad, dicho tercero, de establecer
los montos económicos a considerar.

4. De manera complementaria, y en algunas oca-
siones, se han acordado mecanismos especiales
para la recepción y procesamiento de las inconfor-
midades presentadas. Dicho proceso está a cargo
de las autoridades administrativas, entre las que
se encuentran la Secretaría de Agricultura,
Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación;
la Secretaría de Medio Ambiente y Recursos
Naturales; la Procuraduría Federal de Protección
al Ambiente y la Comisión Nacional del Agua, entre
otras.

5. Crear el órgano que se propone implicaría la
constitución de una estructura paralela a la que
ya tiene autorizada Pemex, lo cual derivaría en
duplicidad de funciones y recursos.
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La iniciativa plantea que la Conapet atienda peti-
ciones o planteamientos de las autoridades
estatales, municipales, de organizaciones políticas
y sociales relacionadas con el desarrollo econó-
mico y social de las regiones donde opera Pemex.
Sobre el particular, hay que señalar que, además
del cuidado y protección al medio ambiente, Pemex
debe apoyar e impulsar el desarrollo productivo y
social de las zonas petroleras, mediante los
instrumentos de concertación en los que participa
el propio Pemex, sus organismos subsidiarios y
los gobiernos federal, estatales y municipales.

Por lo que se refiere a la propuesta de creación de
un consejo asesor, debe decirse que el Consejo
de Administración de Pemex tiene facultades para
crear comités o subcomités técnicos especiali-
zados. El establecimiento de subcomisiones de
desarrollo ambiental y de prevención industrial
también duplicaría funciones que realizan las áreas
técnicas de los organismos subsidiarios de Pemex.

6. La iniciativa propone que la Conapet costee,
restaure y dé mantenimiento a todo tipo de daños
técnicamente comprobados a la flora, la fauna
terrestre y de aguas dulces, salobres y marinas.

Al respecto, debe decirse que Pemex debe aplicar
políticas en la protección del medio ambiente, no
sólo para prevenir, sino también para reparar
cualquier daño ocasionado. Los directores ge-
nerales tanto de Pemex como de sus organismos
subsidiarios tienen por ley la obligación de observar
las disposiciones relativas al equilibrio ecológico
y a la preservación del medio ambiente, de tal ma-
nera que se garantice el uso adecuado de los re-
cursos petroleros, de acuerdo a lo previsto por el
artículo 11 fracción XI de la Ley Orgánica de
Petróleos Mexicanos y Organismos Subsidiarios.

Los sistemas modernos de administración de la
protección ambiental parten del principio, según
el cual todas las afectaciones al medio ambiente
son evitables y que un buen sistema de administra-
ción debe procurar que no se produzcan daños,
más que remediar o pagar (aunque esto último
también es necesario). Este enfoque se logra
responsabilizando a toda la organización para
proteger el medio ambiente y sobre todo, para que
los causantes de daños sean responsables de su
corrección y, en su caso, de pagar las multas e in-
demnizaciones, con el fin de desalentar prácticas
o conductas que pudieran derivar en daños futuros.

El sistema que tiene Pemex para la administración
de la protección ambiental se fundamenta en los
principios descritos en el párrafo anterior, por lo

que la creación de la Conapet reduciría el valor y
eficiencia de dicho sistema.

En este orden de ideas, el propósito de hacer más
eficiente, segura y moderna a la actividad petrolera
no se lograría, en virtud de que ésta concentraría
funciones y recursos operativos e industriales, en
detrimento no sólo de la productividad eficiente,
sino también de la optimización de los recursos,
pues se confundirían las funciones de diversas áreas
operativas y se generaría la posibilidad de que ante
la falta de coordinación se produjeran riesgos que
en la actualidad se encuentran acotados.

7. Las funciones relacionadas con la protección al
medio ambiente y en materia ecológica son
atribuciones encomendadas expresamente por el
artículo 32-bis de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal a la Secretaría de Medio
Ambiente y Recursos Naturales, otorgándole
también esta facultad a los estados y municipios.

Para tales efectos, dicha dependencia cuenta
dentro de su estructura, entre otras áreas, con la
subsecretaría de recursos naturales; la dirección
general de restauración y conservación de suelos;
la dirección general de política y fomento pesquero
y como órganos desconcentrados, la Procuraduría
Federal de Protección al Ambiente y el Instituto
Nacional de Ecología.

Por otra parte, la Ley General del Equilibrio Eco-
lógico y la Protección al Ambiente (LGEEPA),
establece políticas y medidas que se adoptan
dependiendo de la actividad y grado en que se
realiza la explotación de los recursos naturales.
Respecto a la industria petrolera estatal, dicha ley
contiene previsiones específicas para determinar
el impacto que la mencionada industria puede
ocasionar en el medio ambiente.

En cuanto a las afectaciones que Pemex pueda
ocasionar al medio ambiente y al pago de las
indemnizaciones procedentes que, en todo caso,
sería uno de los fines que se pretende dar a la
Conapet, son aspectos cuyo procedimiento ya se
encuentra establecido en la LGEEPA. El artículo
202 de dicha ley le otorga facultades a la
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
(Profepa), en el ámbito de sus atribuciones, para
que cuando conozca de actos, hechos u omisiones
que causen daños al medio ambiente, pueda iniciar
las acciones conducentes, ya sean de carácter
administrativo o penal. En el artículo 203, se es-
tablece que toda persona que contamine o deteriore
el ambiente o afecte los recursos naturales o a la
biodiversidad, será responsable y estará obligada
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a reparar los daños causados, de conformidad con
la legislación civil aplicable y cuando por infracción
a las disposiciones de dicha ley se hubiesen
ocasionado daños o perjuicios, los interesados
podrán solicitar, conforme al artículo 204, al titular
de la Semarnat, la formulación de un dictamen
técnico al respecto, el cual tendrá valor de prueba
en caso de ser presentado en juicio.

8. Es claro observar que dicha ley contempla la
reparación de tipo civil, cuando se produzcan daños
al medio ambiente, independientemente de las
sanciones de carácter administrativo o penal. Cabe
señalar que dichas faltas pueden ser de carácter
federal, estatal o municipal, ya que se otorga una
facultad concurrente a dichos ámbitos de gobierno
para poder establecer las sanciones corres-
pondientes. De manera reiterativa los preceptos
mencionados establecen que para el caso de que
se causen daños y perjuicios a particulares, la
Profepa puede exhortar a los interesados para que
lleguen a una conciliación de tal manera que de
no llegarse a un arreglo, quedan a salvo los dere-
chos del afectado para que ejercite la acción con-
ducente ante las autoridades correspondientes.
Por lo tanto, consideramos que ese mismo efecto
persigue la función que realizaría la Conapet en
caso de aprobarse la iniciativa de que se trata.

Además de lo anterior, el artículo 189 de LGEEPA
establece la figura conocida como denuncia popular
mediante la cual toda persona, grupo social, or-
ganización no gubernamental, asociación o
sociedad podrá denunciar ante la Profepa o ante
otras autoridades, todo hecho, acto u omisión que
produzca o pueda producir desequilibrio ecológico
o daños al ambiente y la preservación y restau-
ración del equilibrio ecológico. Conforme a los
artículos 192 y 193 de la LGEEPA, la Profepa efec-
tuará las diligencias necesarias con el propósito
de determinar la existencia de actos, hechos u
omisiones constitutivos de la denuncia. Asimismo,
la Profepa podrá iniciar los procedimientos de
inspección y vigilancia que fueran procedentes,
para lo cual el denunciante podrá coadyuvar con
ésta aportándole las pruebas, documentación e
información con que cuente.

Asimismo el artículo 195 de la ley en mención
señala que si del resultado de la investigación
realizada por la Profepa se desprende que se trata
de actos, hechos u omisiones en que hubieren in-
currido entidades federales, estatales o munici-
pales, emitirá las recomendaciones necesarias
para promover, ante éstas, la ejecución de las

acciones procedentes. Dichas recomendaciones
serán públicas, autónomas y no vinculatorias.

Es importante señalar que la Profepa, conforme al
artículo 71 del reglamento interior de la Semarnat,
podrá también denunciar ante el Ministerio Público
Federal, los actos, omisiones o hechos que
impliquen la comisión de un delito a efecto de pro-
teger y defender el medio ambiente, recursos
naturales y la pesca, por lo que la Conapet  también
duplicaría esas funciones.

9. La Secretaría de Energía tiene dentro de su es-
tructura orgánica a la dirección general de segu-
ridad y protección al ambiente, la cual cuenta entre
otras atribuciones, con las siguientes:

Representar a la Secretaría de Energía ante las
dependencias y organismos gubernamentales en
materia de seguridad y protección al ambiente.

Establecer políticas y lineamientos de operación
en materia de seguridad y protección al ambiente
que permitan la conducción corporativa de las
empresas del sector a través de programas y de
la evaluación de sus resultados.

Vigilar que las entidades paraestatales del sector
cumplan con las disposiciones y normas de
seguridad y protección al ambiente y dar segui-
miento al cumplimiento de los programas adop-
tados al efecto.

Aprobar los programas para la prevención de
accidentes de quienes realizan actividades alta-
mente riesgosas, que puedan causar graves
desequilibrios ecológicos, en los términos de la
legislación aplicable, con la previa opinión de la
dirección general de gas LP y de instalaciones
eléctricas y de la Comisión Reguladora de Energía,
en el ámbito de sus atribuciones.

Participar en la concertación de programas y
acciones instrumentadas por la autoridad ambiental
para prevenir y controlar la contaminación del medio
marino.

Asimismo, corresponde a dicha dirección general
opinar sobre el establecimiento de normas y cri-
terios que expida la Semarnat, en los términos de
la legislación aplicable, relacionadas con el manejo
de materiales y residuos peligrosos.

Por tanto, el órgano propuesto por la iniciativa
incurriría nuevamente en duplicidad de funciones,
sólo que en este caso con las que realiza y tiene
autorizadas por ley, la Secretaría de Energía.
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10. En cuanto a la función que se pretende dar a
la Conapet referente a hacerse cargo de las indem-
nizaciones de bienes inmuebles que requiera la
actividad de Pemex y sus organismos subsidiarios,
ésta resulta totalmente incongruente con lo que
establece el artículo 19 de la Ley de Expropiación,
en virtud de que dicho precepto establece que el
importe de la indemnización será cubierto por el
beneficiario de la expropiación, cuando la cosa
expropiada pase a su patrimonio.

De esta aseveración conviene puntualizar que se
presentan dos supuestos, porque la indemnización
a que se refiere la iniciativa tiene una connotación
de reparar o resarcir el daño sufrido por las activida-
des petroleras; mientras que la indemnización
prevista en la ley aludida con anterioridad, se refiere
a una especie de consolación que recibe la persona
por parte del Estado cuando le han expropiado su
bien inmueble por causa de utilidad pública, caso
en que el bien objeto de la expropiación pasa a
formar parte del patrimonio del Estado, en tanto
que el bien dañado referido al primer supuesto no
pasa al patrimonio del Estado.

11. La iniciativa atenta también en contra de la
autonomía de los estados de la Federación al pre-
tender que la Conapet lleve a cabo de manera
directa o a través de empresas especializadas, la
restauración de los daños que por cualquier razón
se hayan causado a la flora, la fauna terrestre y
acuática, así como a los ecosistemas en su con-
junto, en contravención al sistema de distribución
de competencia establecido en la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos y en
los artículos 4o., 7o., 10, 11 y demás relativos de
la Ley del Equilibrio Ecológico y la Protección al
Ambiente.

12. Adicionalmente, no es procedente la iniciativa,
en virtud de que se pretende erigir a la Conapet
como instancia de recepción, conocimiento,
discusión y atención de las solicitudes de apoyo
para la realización de obras y servicios públicos,
así como programas productivos y sociales,
estatales y municipales, contraviniendo con ello
lo previsto en el artículo 115 constitucional.

13. También hay que señalar que, desde el punto
de vista técnico, la concentración de funciones y
recursos operativos en un ente como el que se
pretende crear, generaría riesgos, ya que el es-
tablecimiento y supervisión de programas de
mantenimiento y seguridad en una industria de
riesgo, como lo es la del petróleo, implica la
realización de actividades altamente complejas y
diferenciadas, inclusive para la integración de un
inventario de daños y perjuicios causados. Por ello,

el valor y eficacia de los sistemas de protección
ambiental y seguridad industrial que aplican Pemex
y sus organismos subsidiarios para reducir los
riesgos de su operación, depende de la ejecución
puntual de los programas que los conforman.

14. Finalmente, es importante señalar que,
independientemente de las instancias administra-
tivas que existen para reparar los daños
ocasionados al patrimonio de las personas o al
medio ambiente por las actividades que lleve a cabo
Pemex, éstas no conculcan el derecho que toda
individuo tiene como última instancia para ocurrir
ante los tribunales a reclamar el pago de los daños
sufridos, de conformidad con el artículo 17 cons-
titucional, que en su segundo párrafo preceptúa
que toda persona tiene derecho a que se le
administre justicia por tribunales que estarán
expeditos para impartirla en los términos y plazos
que fijen las leyes. De ahí que quien sufre un daño,
tenga la posibilidad legal de que se le repare
mediante el pago de la indenmización corres-
pondiente.

Con base en las consideraciones expuestas, las
comisiones que dictaminan, llegan a las siguientes

CONCLUSIONES

1. Resulta jurídicamente improcedente la creación
de un órgano desconcentrado con personalidad
jurídica y patrimonio propios, en virtud de que esta
característica es exclusiva de los organismos des-
centralizados.

2. Crear el órgano que se propone implicaría la
constitución de una estructura paralela a la que
ya tiene autorizada Pemex, lo cual derivaría en
duplicidad de funciones y recursos.

Por lo expuesto y fundado, las comisiones dicta-
minadoras someten a consideración del pleno de
esta Cámara de Diputados el siguiente

RESOLUTIVO

Primero. Se desecha la iniciativa que crea el
órgano corporativo desconcentrado de Petróleos
Mexicanos, denominado Comisión Nacional de
Atención por Afecciones de la Actividad Petrolera,
presentada por la diputada Ana Lila Ceballos
Trujeque, el 3 de diciembre de 1997.

Segundo. De conformidad con el acuerdo
parlamentario del 27 de febrero de 2001, por el
que se autoriza a las comisiones el envío de
asuntos no resueltos al archivo, archívese el
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expediente como asunto total y definitivamente
concluido.

Sala de sesiones del Palacio Legislativo en San
Lázaro.— México, D.F., a 26 de septiembre de
2001.— Diputados: por la Comisión de Gober-
nación y Seguridad Pública: Armando Salinas
Torre, presidente; José Antonio Hernández
Fraguas, Víctor Manuel Gandarilla Carrasco, José
Guillermo Anaya Llamas y Luis Miguel G. Barbosa
Huerta, secretarios; Manuel Añorve Baños, José
Francisco Blake Mora, Tomás Coronado Olmos,
Omar Fayad Meneses, Arturo Escobar y Vega,
Federico Granja Ricalde, Lorenso Hernández
Estrada, Efrén Nicolás Leyva Acevedo, Miguel
Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles Pérez,
José Narro Céspedes, Ricardo Francisco García
Cervantes, Ricardo A. Ocampo Fernández,
Fernando Ortiz Arana, Germán Arturo Pellegrini
Pérez, José de Jesús Reyna García, María Teresa
Gómez Mont y Urueta, Eduardo Rivera Pérez,
Jorge Esteban Sandoval Ochoa, César Augusto
Santiago Ramírez, David Augusto Sotelo Rosas,
Ricardo Torres Origel, Jaime Vázquez Castillo,
Néstor Villarreal Castro y Roberto Zavala Echa-
varría.

Por la Comisión de Energía. Diputados: Juan Camilo
Mouriño Terrazo, presidente; Roque Joaquín García
Sánchez, Marco Antonio Dávila Montesinos, Noé
Navarrete González y Rosario Tapia Medina,
secretarios; Jaime Aceves Pérez, Narciso Alberto
Amador Leal, Felipe de Jesús Calderón Hinojosa,
Mauricio Enrique Candiani Galaz, Andrés Carballo
Bustamante, Javier Julián Castañeda Pomposo,
Juan Manuel Duarte Dávila, Rodolfo Antonio
Echeverría Ruiz, Sara Guadalupe Figueroa Canedo,
Orlando Alfonso García Flores, Jesús Garibay y
García, Gustavo Adolfo González Balderas, Héctor
González Reza, Auldarico Hernández Gerónimo,
Rafael López Hernández, Marcos Paulino López
Mora, Luis Priego Ortiz, José María Rivera Cabello,
Carlos Antonio Romero Deschamps, Raúl Efrén
Sicilia Salgado, José del Carmen Soberanis
González, Héctor Taboada Contreras, Jesús
Adelfo Taracena Martínez, Rosalía Peredo Aguilar
y Francisco Raúl Ramírez Avila.

Por la Comisión de Medio Ambiente y Recursos
Naturales. Diputados: Diego Cobo Terrazas, presi-
dente; Miguel Angel Gutiérrez Machado, Gustavo
Lugo Espinoza, Jesús Garibay y García y Jesús
de la Rosa Godoy, secretarios; Raúl Gracia Guz-
mán, Ramón Ponce Contreras, José María Tejeda
Vázquez, Juan Carlos Sainz Lozano, Francisco
Arano Montero, Sergio García Sepúlveda, Rómulo
Garza Martínez, Carlos Pallares Bueno, Rafael

Ramírez Agama, Rafael Ramírez Sánchez, Miguel
Angel Torrijos Mendoza, Librado Treviño Gutiérrez,
José María Guillén Torres, Pedro Manterola Sainz,
José Jacobo Nazar Morales, José Manuel Díaz
Medina, Héctor Pineda Velázquez, Silvano
Aureoles Conejo, Miguel Bortolini Castillo, Rosa
Delia Cota Montaño, Jaime Rodríguez López,
Albino Mendieta Cuapio, Julio César Vidal Pérez,
Vitalico Cándido Coheto Martínez y Raúl Efrén
Sicilia Salgado.»

La Presidenta:

Diputado, ya no dé lectura a los nombres.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

 En votación económica se pregunta si se aprueba
el acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo..

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo...

La Presidenta:

Aprobado.

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.

LEY DE LA GUARDIA NACIONAL

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisiones unidas de Defensa
Nacional y Gobernación y Seguridad Pública.

Honorable Asamblea: a las comisiones unidas de
Gobernación y Puntos Constitucionales y de
Defensa Nacional, les fue turnado para su estudio
y dictamen, con opinión de la Comisión de
Protección Civil, por la Mesa Directiva de la Cámara
de Diputados, la iniciativa de decreto con proyecto
de ley por el que se crea la Ley de la Guardia
Nacional, reglamentaria del artículo 73 fracción XV
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos. Dicha iniciativa fue presentada ante el
pleno de la Cámara de Diputados el día 11 de
diciembre de 1997, por el diputado Alberto López
Rosas, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática de la LVII Legislatura, en
ejercicio de la facultad que le confiere la fracción II
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del artículo 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos.

Las comisiones en comento, de conformidad con
las facultades que nos confieren los artículos 39,
40 y 45 numeral 6 incisos e y f de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y de los artículos 60, 65, 87 y 88 del
Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos,
sometemos a consideración de esta Asamblea,
el presente dictamen de acuerdo con los siguientes

ANTECEDENTES

I. Con fecha 11 de diciembre de 1997, mediante
expediente con número 255, índice “G” foja 76 Libro
III de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados,
se turnó a las comisiones unidas de Gobernación
y Puntos Constitucionales y de Defensa Nacional,
con opinión de la Comisión de Protección Civil, la
iniciativa que crea la Ley de la Guardia Nacional,
reglamentaria del artículo 73 fracción XV de la
Constitución Política de los Estados Unidos Mexi-
canos, presentada por el diputado Alberto López
Rosas, del grupo parlamentario del Partido de la
Revolución Democrática.

II. En la misma fecha, la Presidencia de la Mesa
Directiva de la Cámara de Diputados dispuso el
turno de iniciativa de ley a las comisiones unidas
de Gobernación y Puntos Constitucionales y de
Defensa Nacional con opinión de la Comisión de
Protección Civil, para los efectos correspondientes.

III. De conformidad con lo que dispone el numeral
4 del artículo tercero transitorio de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos publicada en el Diario Oficial de la Fe-
deración el 3 de septiembre de 1999, a partir del
15 de marzo del año 2000 los asuntos que estu-
vieran pendientes de resolución en la Comisión de
Gobernación y Puntos Constitucionales serían
competencia de la nueva Comisión de Gober-
nación, Población y Seguridad Pública, habiendo
ésta atraído a la anterior Comisión de Protección
Civil. Posteriormente, con fundamento en lo
establecido en el decreto por el que se reforma y
adiciona el numeral 2 del artículo 39 de la Ley
Orgánica en mención, publicado en el Diario Oficial
de la Federación el 9 de octubre de 2000, la anterior
Comisión de Gobernación, Población y Seguridad
Pública queda sin efectos, convirtiéndose en la
actual Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública de la LVIII Legislatura. Siendo competente
esta última comisión para conocer de la iniciativa

que nos ocupa, atento a lo dispuesto por el numeral
3 del propio artículo 39 de la ley en cita.

IV. En reunión plenaria de trabajo de la Comisión
de Defensa Nacional de fecha 22 de marzo del
presente año, la Presidencia dio cuenta del acuerdo
que envió la Conferencia para la Dirección y
Programación de los Trabajos Legislativos, por el
que se autoriza a las comisiones el envío de asun-
tos no resueltos al archivo, de fecha 27 de febrero
del año 2001.

V. Por acuerdo del pleno de la Comisión de De-
fensa Nacional, con esa misma fecha, se turnó a
la subcomisión número 2 la iniciativa, para su
estudio y análisis.

VI. La subcomisión responsable del análisis y
estudio de la presente iniciativa de ley, elaboró un
proyecto de dictamen, el cual fue aprobado y
remitido a la Comisión de Gobernación y Seguridad
Publica para su análisis. Esta última hizo las
observaciones procedentes al documento y una
vez consensados los criterios de ambas comi-
siones, el dictamen final fue aprobado por ambas
comisiones.

CONSIDERACIONES

l. La iniciativa que nos ocupa, pretende reglamentar
a la Guardia Nacional, con fundamento en el
artículo 73 fracción XV constitucional.

Dicho precepto establece lo siguiente:

“Artículo 73. El Congreso tiene facultad:

XV. Para dar reglamentos, con objeto de organizar,
armar y disciplinar la Guardia Nacional, reserván-
dose a los ciudadanos que la formen el nom-
bramiento respectivo de jefes y oficiales y a los
estados la facultad de instruirla conforme a la
disciplina prescrita por dichos reglamentos.

Sin embargo, la iniciativa es improcedente porque
adolece de técnica legislativa, ya que no se ocupa
de reglamentar estrictamente lo que dispone el
artículo 73 fracción XV constitucional, a saber:

a) Organizar la Guardia Nacional. El artículo 3o.
de la iniciativa establece que cada Estado
organizará a la Guardia Nacional, mientras que la
Constitución establece que es el Legislativo
Federal quien debe hacerlo y el artículo 16 señala
que la Guardia Nacional se organizará en grupos
“debidamente coordinados”, pero no dice cómo.
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b) Armar la Guardia Nacional. El artículo 4o. de la
iniciativa se limita a señalar en qué casos portará
armas y la custodia de las mismas, pero no
establece cómo estará armada, qué armas puede
usar, dónde se guardarán, cómo se distribuirán,
quién es responsable, cuándo y cómo utilizar
municiones reales, prever cuestiones técnicas
etcétera.

c) Disciplinar la Guardia Nacional. El artículo 7o.
de la iniciativa somete a sus miembros a la
“disciplina” de oficiales y jefes y los obliga a
“respetar la disciplina”, pero no se determina cómo
será la disciplina.

d) Dar facultad de los estados de “instruirla con-
forme a la disciplina prescrita por dichos regla-
mentos”. La iniciativa les da facultad a los estados
para organizar a la Guardia Nacional (artículo 3o.),
para establecer emolumentos de jefes y oficiales
(artículo 6o.) y los obliga a aprobar estímulos y
recompensas (artículo 19). Sin embargo, nada de
esto tiene qué ver con la facultad de sólo “instruir”
a la Guardia Nacional, como señala el texto
constitucional.

De igual manera, la iniciativa, tiene deficiencias
de constitucionalidad, es decir, cualquier otra
materia contenida en la iniciativa y no prevista en
la Constitución (artículos 31 fracción III y 35
fracción IV constitucionales) carecen de funda-
mento constitucional y por lo tanto resultan incons-
titucionales. Por ejemplo:

a) El artículo 4o. de la iniciativa establece que tanto
mujeres como hombres están obligados a cumplir
con el servicio militar. La Constitución no obliga a
las mujeres a ello.

b) El artículo 9o. de la iniciativa establece que la
Guardia Nacional tendrá la atribución de elaborar
programas de trabajo relativos a la prevención de
desastres por fenómenos naturales o humanos.
Esto rebasa el marco constitucional de la Guardia
Nacional: no lo dicen expresamente los artículos
relativos ni se desprende de ellos.

c) El artículo 11 de la iniciativa dice: “podrá pro-
poner a las autoridades municipales y estatales,
el desalojo de habitantes asentados en áreas o
poblaciones donde pudiera ocasionarse algún
daño... debiendo prevenir a la autoridad respectiva
para que acate su recomendación en el menor
tiempo posible... Las autoridades o personas que
obstruyan las medidas de prevención y auxilio
tomadas, serán sancionadas en los términos que
prevenga el reglamento”.

El artículo 12 de la iniciativa señala: “las auto-
ridades del municipio y del Estado deberán
destinar dentro de sus respectivas áreas, albergues
funcionales para alojar a los habitantes que hayan
sido prevenidos por la posible afectación de un
fenómeno natural o humano. La Guardia Nacional
a través de sus oficiales tendrá a su cargo la
atención y vigilancia de los albergues respectivos,
procurando su buen funcionamiento y garantizando
la tranquilidad de los albergados, cuidando también
de la administración y servicio hidráulico y sa-
nitario...”.

El artículo 20 de la iniciativa establece que: “la
Guardia Nacional, previa evaluación con el gobierno
municipal y del Estado, declarará estado de
emergencia en las comunidades y poblaciones en
que así se amerite por motivo de algún siniestro”.

El artículo 21. “El estado de emergencia tiene como
efecto que las corporaciones del orden público y
de salud, con excepción del Ejército y las fuerzas
armadas queden bajo el mando e instrucción de la
Guardia Nacional, cesando tal subordinación una
vez que superado el riesgo, sea levantado el estado
de emergencia”.

Esto de ninguna manera puede ser atribución de
la Guardia Nacional, su quehacer es meramente
operativo. Además se trata de facultades exclu-
sivas de la autoridad administrativa. Es decir, se
le estarían dando a la Guardia Nacional facultades
extraconstitucionales.

d) El artículo 22 de la iniciativa señala que: “la
Federación deberá destinar recursos financieros
de acuerdo a su presupuesto para el auxilio,
atención y rehabilitación de los damnificados y de
las zonas afectadas por el siniestro”.

Las cuestiones presupuestales no deber ser
materia de esta ley.

2. Ahora bien, independientemente de lo anterior,
y a mayor abundamiento, la iniciativa de ley que
ahora analizamos establece crear la Ley de la
Guardia Nacional, reglamentaria del artículo 73
fracción XV de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, en el sentido de que
la Guardia Nacional debe ser parte de nuestras
instituciones, que las organizaciones ciudadanas
se comprometan en los trabajos, no sólo norma-
tivos o de opinión, sino específicamente en los
operativos de rescate, salvamento y atención a
damnificados, con disciplina, profesionalismo y
espíritu solidario, que surjan precisamente de la
sociedad descansando en ellos las partes esen-
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ciales del trabajo operativo. A tales necesidades
se encuadra la Guardia Nacional como
organización de ciudadanos dedicados a dar
garantías de seguridad a la comunidad.

3. Los artículos constitucionales que se refieren a
la creación, organización y funcionamiento de la
Guardia Nacional en México, son los siguientes:.

Artículo 31 fracción III; artículo 35 fracción IV;
artículo 36 fracción II; artículo 73 fracción XV;
artículo 76 fracción IV; artículo 89 fracción VII.

4. El propósito de la Guardia Nacional está seña-
lado en el artículo 31 fracción III de la Ley Funda-
mental: “asegurar y defender la independencia, el
territorio, el honor, los derechos a intereses de la
patria, así como la tranquilidad y el orden interior”.

5. La Guardia Nacional ha estado presente en
nuestra historia desde que el Estado mexicano
nació a la vida independiente. Sus antecedentes
históricos parten desde el acta constitutiva de la
Federación de 1824, la Constitución Federal de
ese mismo año, las siete leyes constitucionales
de 1836, las bases orgánicas de 1843 y la Cons-
titución de 1857. Aunque el tratamiento dado por
cada uno de esos ordenamientos haya variado, su
esencia ha permanecido. Consistió en buscar
facilitar el ejercicio de la soberanía en un territorio
tan extenso que no era posible controlar desde el
centro. Con ello, se delegaba en los gobiernos de
los estados la responsabilidad de organizar a la
milicia para su defensa inmediata, con sus propios
recursos.

6. Para 1857, la interpretación que daba el Cons-
tituyente al concepto de Guardia Nacional era la
de una organización de ciudadanos armados, con
una estructura similar al de la milicia regular bajo
el control de la autoridad estatal, cuya función cons-
titucional era la de coadyuvar en la preservación
de la independencia nacional, defender el territorio
nacional, así como garantizar los derechos
populares. La formación de unidades locales de la
Guardia Nacional tuvo su explicación en circuns-
tancias tales como la extensión del territorio
nacional y su difícil geografía, la inestabilidad po-
lítica y amenazas del exterior que al incidir en la
seguridad interior requerían de una milicia cívica
que contribuiría a mantener la estabilidad política,
amenazada a su vez por motines y cuartelazos.

7. Las misiones anteriormente señaladas se
entienden perfectamente en una situación de difícil
comunicación entre la capital de la República, sede
de los poderes federales y, consecuentemente del

mando militar, con los estados de la República,
los cuales a su vez podían verse amenazados,
como lo estuvieron en numerosas ocasiones
durante el siglo pasado, por grupos de malhechores
del interior del país o provenientes del exterior, sin
que hubiese la posibilidad inmediata de que las
fuerzas militares federales acudieran con prontitud
en su auxilio. Más aún, la situación del erario
nacional durante las primeras décadas de vida
independiente, hizo difícil el sostenimiento de una
fuerza armada eficiente.

Son dichas circunstancias geográficas, económi-
cas ahistóricas las que explican y justifican la
disposición contenido en la fracción II del artículo
118 constitucional, en virtud de la cual, los estados
de la República “tampoco pueden, sin consenti-
miento del Congreso de la Unión... tener en ningún
tiempo, tropa permanente ni buques de guerra”,
suposición que interpretada a contrario sensu
supone que de existir dicha autorización, pueden
contar con tales. Sin embargo, consideramos que
ello sólo se sitúa en las condiciones históricas
mencionadas, toda vez que en las circunstancias
actuales la institucionalidad y el respeto irrestricto
a la ley son los rasgos más distintivos de las
fuerzas armadas y nada podría explicar ni justificar
la creación de fuerzas paramilitares.

8. La activación de la Guardia Nacional como se
propone, procedería únicamente en caso de guerra
inminente o bien ante la presencia de calamidades
internas que pudieran sobrepasar las capacidades
de resolución del Sistema Nacional de Protección
Civil, en el que participan las fuerzas armadas,
cuerpos de seguridad pública, el Gobierno Federal
y los gobiernos de los estados.

9. La iniciativa de ley que se dictamina señala en
su exposición de motivos que “la falta de
reglamentación ha impedido su organización y
obviamente su existencia y ante las altas zonas
de riesgo que constantemente hacen presencia
en nuestro país y los peligros latentes se hace
inaplazable su formación a fin de que sea la Guardia
Nacional, afirma, como organización ciudadana,
reglamentada por el Legislativo Federal y ejecutivos
estatales, salvaguarden a la población de los
efectos siniestrales”. Sin embargo, al referirse a
desastres derivados de fenómenos naturales y
accidentes lamentables, para justificar la regla-
mentación que propone para la estructura y fun-
cionamiento de la Guardia Nacional, señala
expresamente que “es de reconocer que el Ejército
mexicano ha intervenido heroicamente en
actividades de ayuda a la población”. Ciertamente
es de todos conocido el programa DN-III que la
Secretaría de la Defensa Nacional pone en marcha
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ante este tipo de eventualidades. Asimismo el autor
de la iniciativa alude al Sistema Nacional de Pro-
tección Civil y las comisiones estatales de pro-
tección civil, en los respectivos estados de la
República, como instancias civiles encargadas de
prevenir y enfrentar las consecuencias de los fenó-
menos naturales y demás siniestros con motivo
de los cuales, según su propuesta, la Guardia
Nacional podrá intervenir. Lo anterior nos indica, a
partir del propio texto de la exposición de motivos,
que existen las previsiones institucionales perti-
nentes para enfrentar dicho tipo de eventualidades,
sin que alguna omisión al respecto haga necesaria
la creación de una instancia adicional.

10. Además y en el supuesto de que las dis-
posiciones relativas a la Guardia Nacional son
inoperantes, debido a la situación política de
nuestros días, su elevado costo económico no sólo
en materia de entrenamiento, equipo y mante-
nimiento, vuelven prohibitiva su existencia. La
nación requiere canalizar recursos hacia áreas
prioritarias de beneficio social. La situación eco-
nómica en que se encuentra la mayoría de los
estados de la Federación los incapacita para
soportar apoyos y erogaciones para la creación
de la Guardia Nacional.

11. La creación de la Guardia Nacional en México,
no ha sido aplazada como lo manifestó el diputado
López Rosas en la exposición de motivos de su
iniciativa, sino que las condiciones políticas, eco-
nómicas, sociales y militares del país han cam-
biado radicalmente; el Estado mexicano ha hecho
grandes esfuerzos para crear y consolidar un
Sistema Nacional de Protección Civil, que junto
con otras organizaciones e instituciones públicas,
estimulan la participación social, al convocar la
integración de los grupos altruistas, voluntarios,
vecinales, no gubernamentales, estableciendo con
claridad las reglas de su actuación.

Las consideraciones anteriores, así como la
reivindicación manifiesta de las instancias y
procedimientos de protección civil, nos ha llevado
a formular las siguientes

CONCLUSIONES

Primero. Resulta improcedente la iniciativa que se
dictamina, toda vez que no cumple con la finalidad
de reglamentar a la Guardia Nacional, a que se
refiere el artículo 73 fracción XV constitucional, en
que se fundamenta, además de tener deficiencias
de constitucionalidad.

Segundo. La existencia de formaciones militares
y paramilitares bajo el mando de las autoridades

de los estados de la República, con el consenti-
miento expreso del Congreso de la Unión, se
explican en una etapa histórica y política totalmente
superada, entre muchos otros elementos, por la
construcción y equipamiento de las diferentes
formas de comunicación a través del territorio
nacional, el desarrollo tecnológico y el fortaleci-
miento democrático.

Tercero. La posible integración, adiestramiento,
equipamiento y mantenimiento de la Guardia
Nacional, invoca a la reflexión sobre su auténtica
viabilidad y conveniencia, pues implicaría elevados
costos económicos con la consecuente distracción
de recursos públicos, federales y estatales, que
deben estar dedicados a la atención de prioridades
nacionales de indiscutible importancia, tales como
los servicios de salud, educación, vivienda y demás
servicios públicos destinados a satisfacer las
necesidades básicas de la población, así como a
disminuir las diferencias entre los mexicanos de
mayores ingresos y los que viven en la pobreza.

Cuarto. Las instituciones y procedimientos de
protección civil existentes constituyen un sistema
pertinente para prevenir y enfrentar los desastres
naturales y los accidentes de gran magnitud de
impacto. Es conveniente proveer lo necesario para
ampliar y fortalecer sus actividades, sin que la
Guardia Nacional pudiese ser considerada como
un complemento viable para enfrentar y resolver
las situaciones creadas por calamidades y de-
sastres.

Por lo antes expuesto las comisiones unidas de
Gobernación y Seguridad Pública y de Defensa
Nacional:

RESUELVEN

Unico. En términos de los considerandos y
conclusiones del presente dictamen, la iniciativa
con proyecto de decreto por el que se crea la Ley
de la Guardia Nacional, reglamentaria del artículo
73 fracción XV de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, no es de aprobarse
por considerarse improcedente.

Por la Comisión de Defensa Nacional.— Mesa
Directiva, diputados: Alfredo Ochoa Toledo,
presidente; José Alvaro Vallarta Ceceña, Francisco
de Jesús de Silva Ruiz, José Benjamín Muciño
Pérez y Enrique Herrera y Bruquetas, secretarios;
José Alfredo Botello Montes, Gustavo César Jesús
Buenrostro Díaz, Alfonso Guillermo Bravo y Mier,
Manuel Braulio Martínez Ramírez, Rodrigo David
Mireles Pérez, Ulises Ramírez Núñez, Javier
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de decreto mediante el cual se adiciona la fracción
XXV al artículo 39 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal, sobre el tema de
la donación y transplante de órganos y tejidos
humanos.

Estas comisiones, de conformidad con las
atribuciones que le otorgan los artículos 39 numeral
3, 43, 44 y 45 y demás relativos a la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos y 55, 56, 60, 87, 93 y 94 del Re-
glamento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos,
presentan a la consideración de los integrantes
de esta honorable Asamblea, el siguiente dicta-
men, de acuerdo con los siguientes

ANTECEDENTES

A. Con fecha 29 de abril de 1999 se presentó al
pleno de la Cámara de Diputados del Congreso de
la Unión, iniciativa de decreto mediante el cual se
adiciona la fracción XXV al artículo 39 de la Ley
Orgánica de la Administración Pública Federal, en
relación con el marco de atribuciones de la
Secretaría de Salud, por los diputados integrantes
del grupo parlamentario del Partido Revolucionario
Institucional: Jorge Canedo Vargas, Héctor
Castañeda Jiménez, Jaime Castro López, Vicente
Fuentes Díaz, Manuel García Corpus, María de
los Angeles Gaytán C., Oscar González Rodríguez,
Jacaranda Pineda Chávez y Mauricio Rosell Abitia.

B. Para su estudio y dictamen, el 29 de abril de
1999 la Presidencia de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados turnó la iniciativa a las
comisiones de Salud y de Gobernación y Puntos
Constitucionales.

De conformidad con lo que dispone el numeral 4
del artículo tercero transitorio de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos publicada en el Diario Oficial de la
Federación el 3 de septiembre de 1999, a partir
del 15 de marzo del año 2000 los asuntos que
estuvieran pendientes de resolución en la Comisión
de Gobernación y Puntos Constitucionales serían
competencia de la nueva Comisión de Goberna-
ción, Población y Seguridad Pública.

Posteriormente, con fundamento en lo establecido
en el decreto por el que se reforma y adiciona el
numeral 2 del artículo 39 de la Ley Orgánica en
mención, publicado en el Diario Oficial de la
Federación el 9 de octubre de 2000, la anterior
Comisión de Gobernación, Población y Seguridad
Pública queda sin efectos, convirtiéndose en la
actual Comisión de Gobernación y Seguridad

Rodríguez Ferrusca, Mauricio Enrique Candiani
Galaz, Néstor Villarreal Castro, Vicente Pacheco
Castañeda, Jaime Alcántara Silva, Oscar Alvarado
Cook, Oscar Alfonso del Real Muñoz, César
Horacio Duarte Jáquez, Guillermo Díaz Gea,
Manuel Garza González, Miguel Ortiz Jonguitud,
Laura Pavón Jaramillo, Carlos Rodolfo Soto
Monzón, Arturo Bonifacio de la Garza Tijerina,
José Antonio Hernández Fraguas, Félix Salgado
Macedonio, Rufino Rodríguez Cabrera, Julieta
Prieto Fuhrken, Gustavo Riojas Santana; por la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública,
Mesa Directiva, diputados: Armando Salinas Torre,
presidente; José Antonio Hernández Fraguas,
Víctor Manuel Gandarilla Carrasco, José Guillermo
Anaya Llamas y Luis Miguel Gerónimo Barbosa
Huerta, secretarios; Manuel Añorve Baños, José
Francisco Blake Mora, Tomás Coronado Olmos,
Omar Fayad Menéses, Arturo Escobar y Vega, Fe-
derico Granja Ricalde, Lorenso Rafael Hernández
Estrada, Efrén Nicolás Leyva Acevedo, Miguel
Angel Martínez Cruz, Rodrigo David Mireles Pérez,
José de Jesús Reyna García, José Narro Céspe-
des, Ricardo Francisco García Cervantes, Ricardo
A. Ocampo Fernández, Fernando Ortiz Arana, Ger-
mán Arturo Pellegrini Pérez, María Teresa Gómez
Mont y Urueta, Eduardo Rivera Pérez, Jorge Este-
ban Sandoval Ochoa, César Augusto Santiago
Ramírez, David Augusto Sotelo Rosas, Ricardo
Torres Origel, Jaime Vázquez Castillo, Néstor
Villarreal Castro y Roberto Zavala Echavarría.»

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo..

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado.

La Presidenta:

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.

LEY ORGANICA DE LA ADMINISTRACION
PUBLICA FEDERAL

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.— Comisiones unidas de Salud y de
Gobernación y Seguridad Pública.

Honorable Asamblea: a las comisiones de Salud
y de Gobernación y Puntos Constitucionales nos
fue turnada para su estudio y dictamen la iniciativa
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Pública de la LVIII Legislatura. Siendo competente
esta última comisión para conocer de la iniciativa
que nos ocupa, atento a lo dispuesto por el numeral
3 del propio artículo 39 de la ley en cita.

C. Previo estudio y análisis de la iniciativa, se
procedió a la elaboración del presente dictamen,
exponiendo las siguientes

CONSIDERACIONES

El objeto de la iniciativa que se dictamina pretende
otorgar a la Secretaría de Salud la función de
normar, coordinar y procurar todos los esfuerzos
relacionados con la donación y el transplante de
órganos y tejidos humanos, así como su control y
disposición sanitarios. Asimismo difundirá y
promoverá en todo el territorio nacional la cultura
de la donación y transplante de órganos y tejidos
humanos como alternativa viable para preservar el
derecho a la salud.

Al respecto, estas comisiones unidas consideran
que el objetivo de la iniciativa es muy loable si se
considera que México, en donde se realizan
anualmente un promedio de 2.4 transplantes de
riñón por millón de habitantes, ha quedado a la
zaga no únicamente de los países desarrollados,
sino también de otros como Costa Rica, Chile,
Brasil y Puerto Rico, en los que los índices de
transplante son aproximadamente 25.2, 15.9, 11.0
y 10.8 por millón de habitantes, respectivamente.

Los autores de la iniciativa manifiestan que hace
falta reconocer que los avances tecnológicos y
científicos relacionados con la práctica de la
medicina que se encuentran ya en las instituciones
públicas y privadas, no así en el marco jurídico
actual, sobre todo en lo referente a transplantes
de órganos y tejidos, argumentando la necesidad
de asegurar la participación de la Secretaría de
Salud como ente procurador y coordinador de la
donación y el transplante de órganos y tejidos
humanos en beneficio de nuestra sociedad.

Manifiestan también que en nuestro país es
necesaria la existencia de un marco legal espe-
cializado que promueva e impulse una nueva
cultura de derecho a la salud y a la vida a través
de la donación de órganos y tejidos de forma
transparente y voluntaria en el que se establezca
la base general con el marco de atribuciones y
competencias de la Secretaría de Salud.

Al respecto, los integrantes de las comisiones
dictaminadoras se abocaron al estudio del marco
jurídico vigente en relación con la propuesta,

encontrando que el 26 de mayo de 2000 se publicó
en el Diario Oficial de la Federación, el decreto
por el que se reforma la Ley General de Salud, en
los siguientes términos:

DECRETO

El Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, decreta:

Se reforma la Ley General de salud.

Artículo único. Se reforman los artículos 18,
segundo párrafo; la denominación del Título
Decimocuarto, para quedar como “donación,
transplantes y pérdida de la vida”; los artículos 313
a 319; el Capítulo lI, del Título Decimocuarto
denominado “organos, tejidos y células” para
denominarse “donación”, comprendiendo los
artículos 320 a 329; el Capítulo III, del Título
Decimocuarto denominado “cadáveres” para
denominarse “transplantes”, comprendiendo los
artículos 330 a 342; 375 fracción V; 419; 420; 421;
462 primer párrafo y fracción II y 462-bis primer
párrafo; se adiciona con un Capítulo IV, el Título
Decimocuarto, para denominarse “pérdida de la
vida”, comprendiendo los artículos 343 a 345; un
Capítulo V al Título Decimocuarto para denominarse
“cadáveres”, comprendiendo los artículos 346 a
350-bis 7 y el artículo 462, con una fracción III, de
la Ley General de Salud, para quedar como sigue:
...

“De la pretendida reforma a la Ley General de
Salud, se destaca lo dispuesto en su Título Decimo-
cuarto, de la donación, transplantes y pérdida de
la vida, que en su Capítulo I se establece:

Artículo 313. Compete a la Secretaría de Salud:

1. El control sanitario de las donaciones y trans-
plantes de órganos, tejidos y células de seres
humanos, por conducto del órgano desconcentrado
centro nacional de transplantes y la regulación y
el control sanitario sobre cadáveres.

Ordenamiento, a través del cual se cumple
jurídicamente el objetivo de la iniciativa que hoy se
dictamina en el sentido de facultar a la Secretaría
de Salud del control sanitario de las donaciones y
transplantes de órganos, tejidos y células de seres
humanos.

Los demás artículos señalan en forma detallada
las normas jurídicas que regulan la donación de
órganos para transplantes y fomentan la cultura
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de esta práctica. Entre otros se indica en el artículo
tercero transitorio:

Tercero. La Secretaría de Salud en un plazo no
mayor de seis meses contados a partir de la entrada
en vigor del presente decreto promoverá ante las
demás dependencias de la Administración Pública
Federal y los gobiernos de las entidades federativas
que se otorguen facilidades para que en los
documentos públicos que les corresponda expedir
a los particulares, éstos puedan asentar su con-
sentimiento expreso o negativa para la donación
de órganos y tejidos.

La Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal señala en su artículo 39 que:

Artículo 39. A la Secretaría de Salud, corresponde
el despacho de los siguientes asuntos:

I. Establecer y conducir la política nacional en
materia de asistencia social, servicios médicos y
salubridad general con excepción de lo relativo al
saneamiento del ambiente y coordinar los pro-
gramas de servicios a la salud de la Administración
Pública Federal, así como los agrupamientos por
funciones y programas afines que, en su caso, se
determinen.

...VI. Planear, normar, coordinar y evaluar el Sistema
Nacional de Salud y proveer a la adecuada
participación de las dependencias y entidades
públicas que presten servicios de salud, a fin de
asegurar el cumplimiento del derecho a la pro-
tección de la salud; Asimismo, propiciará y coor-
dinará la participación de los sectores social y
privado en dicho Sistema Nacional de Salud y
determinará las políticas y acciones de inducción
y concertación correspondientes;

VII. Planear, normar y controlar los servicios de
atención médica, salud pública, asistencia social
y regulación sanitaria que correspondan al Sistema
Nacional de Salud.

...XXIV. Las demás que le fijen expresamente las
leyes y reglamentos.

La iniciativa, que pretende adicionar una fracción
al artículo 39 de la Ley Orgánica de la Admi-
nistración Pública Federal a efecto de que la
Secretaría de Salud norme, coordine y procure la
donación y transplante de órganos y tejidos
humanos y promueva la cultura de la donación y
transplante de órganos ha sido ya superada con
las nuevas normas del Título Decimocuarto de la
Ley General de Salud, que se basan en la propia

Ley Orgánica de la Administración Pública Federal
que determina que la Secretaría de Salud debe
asegurar el cumplimiento del derecho a la protec-
ción de la salud.

Los transplantes de órganos constituyen un
procedimiento más para proteger la salud como lo
son otros muchos que no están mencionados en
la Ley Orgánica de la Administración Pública
Federal y sin embargo constituyen acciones
fundamentales que debe normar, dirigir, supervisar
y evaluar la Secretaría de Salud, como consta en
la Ley General de Salud. Entre estos procedi-
mientos y programas se pudieran mencionar la
atención materno-infantil, los servicios de pla-
nificación familiar, la salud mental, la nutrición, la
salud ocupacional, el programa contra la farmaco-
dependencia y otros muchos.

Por las consideraciones jurídicas mencionadas,
estas comisiones unidas concluyen lo siguiente:

Unico. La Ley Orgánica de la Administración
Pública Federal contempla los conceptos pro-
puestos en la iniciativa. Precisamente con base
en la misma ley, se publicó el 26 de mayo de 2000
en el Diario Oficial de la Federación el decreto por
el que se reforma la Ley General de Salud Sobre
Donación, Transplantes y Pérdida de la Vida, por
lo que estas comisiones consideran que no es
necesaria la adición que se propone en la iniciativa.

Por lo expuesto, estas comisiones emiten el
siguiente

RESOLUTIVO

Unico. En el marco legal vigente en la materia de
donación y transplante de órganos y tejidos
humanos, están previstos los supuestos y materia
a que se refiere la iniciativa que se dictamina, por
lo que resulta improcedente la adición propuesta.

México, D.F., a 28 de febrero de 2001. Diputados
de la Comisión de Salud: Ma. Eugenia Galván
Antillón, presidenta; Rafael Orozco Martínez,
Héctor Esquiliano Solís, Eduardo A. Leines Barrera
y Adela del C. Graniel Campos, secretarios;
Samuel Aguilar Solís, Juan Alcocer Flores,
Francisco J. Cantú Torres, Juan Ramón Díaz
Pimentel, María L. A. Domínguez Ramírez, Neftalí
S. Escobedo Zoletto, María García Fernández,
Federico Granja Ricalde, Policarpo Infante Fierro,
Arturo León Lerma, Francisco S. López Brito,
Santiago López Hernández, Enrique Meléndez
Pérez, Magdalena Núñez Monreal, Felipe Olvera
Nieto, Manuel Wistano Orozco Garza, Julieta Prieto
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de la LVII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, fue turnada para su estudio y dictamen
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 23, con una adición a la
fracción I, 57, con reforma a los párrafos tercero y
cuarto, 100, con reforma a la fracción I, 140, con
la adición de un segundo párrafo y 163, con reforma
a la fracción IV, de la Ley del Instituto de Seguridad
y Servicios Sociales de los Trabajadores del
Estado, presentada por el diputado Ricardo Cantú
Garza, del grupo parlamentario del Partido del
Trabajo y suscrita, además, por cinco diputados
del mismo grupo parlamentario.

Las comisiones de Seguridad Social y de Trabajo
y Previsión Social de la Cámara de Diputados de
la LVIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 39 y 45
párrafo sexto, incisos e y f, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexica-
nos, se abocaron al estudio de la iniciativa turnada,
de conformidad con los siguientes

ANTECEDENTES

1. En sesión celebrada el día 10 de diciembre del
año de 1998, el diputado Ricardo Cantú Garza
presentó a la consideración del pleno de la Cámara
de Diputados una iniciativa con proyecto de decreto
que reforma y adiciona los artículos 23, 57, 100,
140 y 163 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
la cual el Presidente de la Mesa Directiva turnó a
las comisiones de Trabajo y Previsión Social y de
Seguridad Social.

2. Por lo que se refiere a la reforma al tercer párrafo
del artículo 57 de la Ley del ISSSTE, incluida en la
iniciativa que se dictamina, en sesión de fecha 26
de abril de 2000 se solicitó fuera turnada exclusi-
vamente a la Comisión de Seguridad Social y esa
comisión en su oportunidad la dictaminó.

3. En los inventarios de entrega de ambas
comisiones al inicio de la LVIII Legislatura, esta
iniciativa fue relacionada como pendiente de trámite
legislativo y en la primera reunión ordinaria de cada
una de ellas se dio por recibida la misma.

4. La iniciativa que se dictamina propone:

a) Adición a la parte final del segundo párrafo de la
fracción I, para que se diga que en “el caso de los
jubilados que requieran de aparatos ortopédicos,
se deberán entregar éstos para su rehabilitación”.

b) Reforma al párrafo cuarto del artículo 57, para
que, se diga, después de que tendrán derecho en

Fuhrken, Jorge Alberto Rodríguez Pasos, Pedro
Miguel Rosaldo Salazar, Luis Miguel Santibáñez
García, Ernesto Saro Boardman, Olga M. Uriarte
Rico, Carlos A. Valenzuela Cabrales, José S.
Velázquez Hernández y Juvenal Vidrio Rodríguez.

Por la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, diputados: Armando Salinas Torre,
presidente; José Antonio Hernández Fraguas,
Víctor Manuel Gandarilla Carrasco, José Guillermo
Anaya Llamas y Luis Miguel G. Barbosa Huerta,
secretarios; Manuel Añorve Baños, José Francisco
Blake Mora, Tomás Coronado Olmos, Omar Fayad
Meneses, Arturo Escobar y Vega, Federico Granja
Ricalde, Lorenso Hernández Estrada, Efrén Nicolás
Leyva Acevedo, Miguel Angel Martínez Cruz,
Rodrigo David Mireles Pérez, José Narro Céspedes,
Ricardo Francisco García Cervantes, Ricardo A.
Ocampo Fernández, Fernando Ortiz Arana,
Germán Arturo Pellegrini Pérez, José de Jesús
Reyna García, María Teresa Gómez Mont y Urueta,
Eduardo Rivera Pérez, Jorge Esteban Sandoval
Ochoa, César Augusto Santiago Ramírez, David
Augusto Sotelo Rosas, Ricardo Torres Origel,
Jaime Vázquez Castillo, Néstor Villarreal Castro
y Roberto Zavala Echavarría.

En votación económica se pregunta si se aprueba
el acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado.

La Presidenta:

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.

LEY DEL INSTITUTO DE SEGURIDAD
Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS
TRABAJADORES DEL ESTADO

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos
Mexicanos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara
de Diputados.

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados:

A las comisiones de Trabajo y Previsión Social y
de Seguridad Social de la Cámara de Diputados
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su proporción, a las prestaciones en dinero que
les sean aumentadas de manera general a los tra-
bajadores en activo, “en cada partida del Presu-
puesto de Egresos de la Federación”.

c) Reforma a la fracción I del artículo 100, que se
refiere a los créditos hipotecarios a los que tienen
derecho los trabajadores en activo, para que diga
que: “este préstamo también será extensible a los
trabajadores pensionados, siempre que no hayan
obtenido un crédito con anterioridad”.

d) Adición de un segundo párrafo al artículo 140,
referente a los servicios culturales, recreativos y
deportivos que se ofrecen a los trabajadores en
activo, para que diga que “para el caso de los
trabajadores jubilados y pensionados de edad
avanzada, se contará con centros de asilo, a los
cuales ingresarán únicamente los derechoha-
bientes que demuestren carecer de algún familiar
o bien un lugar en el cual puedan vivir”.

e) Reforma a la fracción IV del artículo 163 para
que diga, después de la obligación del director
general de presentar a la Junta Directiva del
ISSSTE un informe anual del estado que guarde la
administración del instituto, “de igual forma se
entregará dicho informe anual a la Cámara de
Diputados del honorable Congreso de la Unión”.

Con base en estos antecedentes, las comisiones
de Trabajo y Previsión Social y la de Seguridad
Social y

CONSIDERANDO

Primero. Que las comisiones que suscriben son
competentes para estudiar, analizar y emitir un
dictamen por ser su materia de competencia la
iniciativa con proyecto de decreto referida, de
conformidad con lo establecido en el artículo 39
de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. Que la propuesta de adición al segundo
párrafo de la fracción I del artículo 23 tiene el
objetivo de que, como derecho en especie en caso
de enfermedad de los jubilados, se les otorguen
aparatos ortopédicos cuando estos sean
necesarios para su rehabilitación; y que si bien la
Ley del ISSSTE señala que los trabajadores, el
pensionista y el jubilado tienen derecho, dentro de
las prestaciones médicas, a medicina de rehabi-
litación, no especifica que se proporcionen los
aparatos ortopédicos que sean necesarios y
especificarlo para los jubilados, como lo propone

la iniciativa que se dictamina, sería una iniquidad
manifiesta, sobre todo considerando que en el
caso de los trabajadores en activo, los aparatos
ortopédicos podrían ser necesarios para evitar
precisamente la invalidez de un trabajador en
activo. Por otro lado, el costo de los aparatos
ortopédicos, actualmente no considerado para ser
entregados a los jubilados y pensionados, es muy
alto y afectaría de manera importante las finanzas
del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de
los Trabajadores del Estado, cuyo seguro de
enfermedades y maternidad está a la fecha
desfinanciado, lo que haría inviable financieramente
esta propuesta de reforma.

Tercero. Que la propuesta de adición al párrafo
cuarto del artículo 57 no es procedente, ya que
las prestaciones que se otorgan a los trabajadores
en activo tienen su sustento precisamente en el
Presupuesto de Egresos de la Federación.

Cuarto. Que la propuesta de reforma a la fracción
I del artículo 100 tiene el objetivo de que los
pensionados y jubilados tengan acceso a
prestamos con garantía hipotecaria, con la única
condición de que no hayan obtenido un crédito con
anterioridad; y que esta propuesta no considera la
alta demanda por parte de los trabajadores en
activo de créditos hipotecarios que no puede ser
satisfechos por la insuficiencia de los recursos que
para ese propósito cuenta el Fovissste ni el hecho
de que al momento de la jubilación o pensión los
trabajadores reciben las aportaciones que su
patrón ha hecho durante su vida laboral activa al
fondo de la vivienda.

Quinto. Que la propuesta de adición de un segundo
párrafo al artículo 140 tiene el propósito de agregar
como parte de los servicios culturales, recreativos
y deportivos que proporciona el ISSSTE a los
trabajadores y jubilados, contar con centros de
asilo para los jubilados y pensionados que
demuestren carecer de algún familiar o de un lugar
en el cual puedan vivir; y que para que esta pro-
puesta tuviera viabilidad financiera y práctica tendría
que contarse con muchos o cuando menos, varios
centros de esa naturaleza, lo que implicaría el
separar de su lugar de residencia a quien se
encontrara en la posibilidad de asilarse en dichos
centros, a un costo bastante elevado que desde
luego no está contemplado en las aportaciones
de trabajadores y dependencias en la actualidad,
razones éstas por las que, independientemente
de la bondad de la propuesta, que las comisiones
que dictaminan reconocen, no es viable llevarla a
la práctica.
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Sexto. Que la propuesta de reforma a la fracción
IV del artículo 163 tiene el propósito de que se
establezca como obligación la entrega del informe
anual del estado que guarde la administración del
instituto a la Cámara de Diputados, obligación que
en la ley vigente está señalada al director general
para presentarlo ante la junta directiva; y que el
ISSSTE como organismo de la Administración
Pública Federal tiene la obligación de, a petición
concreta, dar la información que se le solicite, sin
que sea necesario establecerlo, como se propone
en la iniciativa, sin un propósito determinado y en
forma poco precisa.

Con fundamento en los antecedentes citados y
las consideraciones expresadas, las comisiones
de Trabajo y Previsión Social y la de Seguridad
Social, presentan a la consideración del pleno de
la Cámara de Diputados, el siguiente

DICTAMEN

Primero. No es de aprobarse y se desecha la
iniciativa con proyecto de decreto que reforma y
adiciona los artículos 23, 57, 100, 140 y 163 de la
Ley del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales
de los Trabajadores del Estado, archivándose el
asunto como totalmente concluido.

Segundo. Habiéndose dictaminado favorablemente
con anterioridad la reforma al tercer párrafo del
artículo 57 de la Ley del Instituto de Seguridad y
Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado,
igualmente se archiva esta propuesta como asunto
totalmente concluido.

Dado en el salón de comisiones del Palacio
Legislativo.— San Lázaro, a 18 de octubre de
2001.— Por la Comisión de Seguridad Social.—
Diputados: Cuauhtémoc Montero Esquivel,
presidente; Ernesto Saro Boardman, José María
Rivera Cabello, Francisco Javier López González,
Samuel Aguilar Solís, secretarios; Carlos Aceves
del Olmo, Rosa Elena Baduy Isaac, Rubén García
Farías, María de las Nieves García F., Rodolfo G.
González Guzmán, Víctor R. Infante González,
Albino Mendieta Cuapio, José del C. Soberanis
González, Juan Manuel Sepúlveda Fayad, Benito
Vital Ramírez, José M. Quintanilla Rentería, Arcelia
Arredondo García, José Luis Hernández Garza,
Hilario Esquivel Martínez, Felipe Olvera Nieto,
Manuel W. Orozco Garza, Rafael Orozco Martínez,
Ramón Paniagua Jiménez, Francisco Sheffield
Padilla, Carlos A. Valenzuela Cabrales, Julio César
González Jiménez, Alejandro Gómez Olvera,
Pedro Miguel Rosaldo Salazar, Rosalía Peredo

Aguilar, Olga Patricia Chozas y Chozas, inte-
grantes.

Por la Comisión de Trabajo y Previsión Social.—
Diputados: José Ramírez Gamero, presidente;
Alejandra Barrales Magdaleno, Hugo Camacho
Galván, José A. Gloria Morales, Roberto Ruiz
Angeles, secretarios; Jaime Aceves Pérez, Carlos
Aceves del Olmo, Enrique A. Aguilar Borrego, Hilda
Josefina A. Anderson, Manuel Castro y del Valle,
Jaime Cervantes Rivera, Alejandro Gómez Olvera,
Rodolfo G. González Guzmán, Roque Joaquín
Gracia Sánchez, Francisco J. López González,
Rafael López Hernández, Sergio Maldonado
Aguilar, Héctor Méndez Alarcón, José Luis Novales
Arellano, Ramón Paniagua Jiménez, Francico
Ramírez Cabrera, Enrique Ramos Rodríguez,
Carlos A. Romero Deschamps, Alfonso Sánchez
Rodríguez, Concepción Salazar González, Rosario
Tapia Medina, Herbert Taylor Arthur, Jorge Urda-
pilleta Núñez, Benito Vital Ramírez y Luis Villegas
Montes, integrantes.»

En votación económica se pregunta si se aprueba
el acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado.

La Presidenta:

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.

LEY DEL SEGURO SOCIAL (II)

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Poder Legislativo Federal.— Cámara de
Diputados.

Ciudadanos secretarios de la Mesa Directiva de la
Cámara de Diputados.

A las comisiones de Trabajo y Previsión Social y
de Seguridad Social de la Cámara de Diputados
de la LVII Legislatura del honorable Congreso de
la Unión, fue turnada para su análisis y dictamen
iniciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 68, 106, 141, 145, 157, 164, 168 y 170, y
adiciona un cuarto párrafo al artículo 209, todos
ellos de la Ley del Seguro Social, presentada por
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el diputado Ricardo Cantú Garza, del grupo
parlamentario del Partido del Trabajo.

Las comisiones de Trabajo y Previsión Social y de
Seguridad Social de la Cámara de Diputados de la
LVIII Legislatura del honorable Congreso de la
Unión, con fundamento en los artículos 39 y 45,
párrafo sexto, incisos e y f, de la Ley Orgánica del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, se abocaron al estudio de la iniciativa
turnada, de conformidad con los siguientes

ANTECEDENTES

1. En sesión celebrada el día 28 de abril de 1999,
el diputado Ricardo Cantú Garza presentó a la
consideración del pleno de la Cámara de Diputados
una iniciativa con proyecto de decreto que reforma
los artículos 68, 106, 141, 145, 157, 164, 168 y
170 y adiciona el artículo 209, de la Ley del Seguro
Social, la cual el Presidente de la Mesa Directiva
turnó a las comisiones de Trabajo y Previsión
Social y a la de Seguridad Social.

2. En los inventarios de entrega de ambas co-
misiones al inicio de la LVIII Legislatura, esta
iniciativa fue relacionada como pendiente de trámite
legislativo y en la primera reunión ordinaria de cada
una de ellas se dio por recibida la misma.

3. La iniciativa que se dictamina propone:

a) En el artículo 68, que en la ley vigente establece
la actualización de la cuantía de la pensiones por
incapacidad permanente anualmente en el mes de
febrero, conforme al Indice Nacional de Precios al
Consumidor correspondiente al año calendario
anterior, se propone que la actualización de la
cuantía de esas pensiones sea semestral, en los
meses de enero y julio y que la actualización sea
conforme al valor real de bienes y servicios que
integran la canasta básica.

b) En el artículo 106, que en la ley vigente se refiere
al financiamiento de las prestaciones en especie
del seguro de enfermedades y maternidad y que
en su fracción III establece la cuota diaria que
cubrirá el Gobierno Federal para cada asegurado
equivalente al 13.9% de un salario mínimo general
para el Distrito Federal, cantidad que se actualizará
trimestralmente de acuerdo a la variación del Indice
Nacional de Precios al Consumidor, se propone
que la actualización se haga semestralmente en
los meses de enero y julio, conforme al valor real
de bienes y servicios que integran la canasta
básica.

c) En el artículo 141, que en la ley vigente se refiere
a las cuantías de las pensiones de invalidez y vida.
y que en su primer párrafo señala que la cuantía
de la pensión por invalidez será igual al 35% del
promedio de los salarios correspondientes a las
últimas 500 semanas de cotización anteriores al
otorgamiento de las mismas, salarios actualizados
conforme al Indice Nacional de Precios al Consu-
midor, se propone, como agregado, que la cuantía
de la pensión sea actualizada semestralmente en los
meses de enero y julio, conforme al valor real de
bienes y servicios que integran la canasta básica
y como supresión, la actualización del promedio
del salario correspondiente a las últimas 500
semanas de cotización anteriores al otorgamiento
de la misma.

d) En el artículo 145, que en la ley vigente esta-
blece que las pensiones por invalidez y vida serán
incrementadas anualmente en el mes de febrero
conforme al Indice Nacional de Precios al Consu-
midor, se propone que el incremento sea semes-
tral, en los meses de enero y julio y éste sea
conforme al valor real de bienes y servicios que
integran la canasta básica.

e) En el artículo 157, que en la ley vigente es-
tablece las opciones para la disposición de su
cuenta individual con objeto de disfrutar de una
pensión de cesantía en edad avanzada y en su
fracción I señala como una de esas opciones la
contratación con una institución de seguros una
renta vitalicia que se actualizara anualmente en el
mes de febrero conforme al Indice Nacional de
Precios al Consumidor, se propone que la renta
vitalicia que se contrate con una institución de
seguros sea actualizada semestralmente en los
meses de enero y julio, conforme al valor real de
bienes y servicios que integran la canasta básica.

 f) En el artículo 164, que en la ley vigente establece
las opciones para la disposición de su cuenta
individual con objeto de disfrutar de una pensión
de vejez y en la fracción I señala como una de
esas opciones la contratación con una compañía
de seguros de una renta vitalicia que se actualizará
anualmente en el mes de febrero conforme al Indice
Nacional de Precios al Consumidor, se propone
que la renta vitalicia que se contrate sea actua-
lizada semestralmente en los meses de enero y
julio, conforme al valor real de bienes y servicios
de la canasta básica.

g) En el artículo 168, que en la ley vigente esta-
blece cuales serán las cuotas obrero patronales y
la aportación estatal del seguro de retiro, cesantía
en edad avanzada y vejez y en su fracción IV
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establece la cuota social aportada por el Gobierno
Federal equivalente al 5% de un salario mínimo
del Distrito Federal por cada día de trabajo cotizado,
actualizado trimestralmente de conformidad con
el Indice Nacional de Precios al Consumidor, se
propone que la actualización de la cuota social se
haga trimestralmente conforme al valor real de
bienes y servicios que integran la canasta básica,
en los meses de marzo, junio, septiembre y
diciembre de cada año.

h) En el artículo 170, que en la ley vigente esta-
blece que el monto mensual de la pensión
garantizada será el equivalente a un salario mínimo
general para el Distrito Federal actualizado
anualmente en el mes de enero conforme al Indice
Nacional de Precios al Consumidor, se propone
que la actualización se haga semestralmente en
los meses de enero y julio, conforme al valor real
de bienes y servicios que integran la canasta
básica.

i) En el artículo 209, que en la ley vigente establece
la finalidad de las prestaciones sociales institu-
cionales y en su tercero, y último párrafo, señala
que el instituto establecerá y desarrollará programas
y servicios para pensionados y jubilados en
términos de la disponibilidad financiera de los
recursos destinados a prestaciones sociales, se
propone agregar un cuarto párrafo para que se creen
centros de asilo, a los cuales ingresarán única-
mente los derechohabientes que demuestren
carecer de algún familiar o bien un lugar en el cual
puedan vivir y se demuestre con documentación
oficial, tener más de 60 años de edad.

Con base en esos antecedentes, las comisiones
de Trabajo y Previsión Social y la de Seguridad
Social.

CONSIDERANDO

Primero. Que las comisiones que suscriben son
competentes para estudiar, analizar y emitir un
dictamen por ser materia de su competencia la
iniciativa con proyecto de decreto referida, de
conformidad con lo que establece el artículo 39 de
la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos.

Segundo. Que las propuestas de reforma a los
artículos 68, 145, 157, 164 y 170 de cambiar los
periodos de actualización de las cuantías de las
pensiones, de las rentas vitalicias contratadas con
instituciones de seguros y de la pensión garan-
tizada, de anual a semestralmente y de cambiar
la referencia para la actualización del Indice

Nacional de Precios al Consumidor al valor real de
bienes y servicios que integran la canasta básica,
tendrían que valorarse en relación, primero, a la
periodicidad de los incrementos que obtienen los
trabajadores en activo y, segundo, a la separación
que podría darse entre los trabajadores en activo y
los jubilados o pensionados al tener referentes
distintos para la fijación de sus incrementos,
también precisarse cual es o como se determinará
el valor real de bienes o servicios que integran la
canasta básica; por otra parte, el cambiar los
parámetros de periodicidad y valor de la cuantía,
tendría una afectación en las finanzas institu-
cionales y en el costo fiscal de la pensión garan-
tizada, ya que al aumentar, por efectos de los
cambios propuestos, el monto constitutivo que
tiene que entregarse a las compañías de seguros,
las diferencias al final tendrán que ser cubiertas
por el Gobierno Federal con cargo a recursos fis-
cales, lo que le resta viabilidad a estas propuestas.

Tercero. Que la propuesta de reforma al artículo
106, de cambiar los periodos de actualización de
la cuota diaria del Gobierno Federal para el
financiamiento del seguro de enfermedades y
maternidad, de trimestral a semestralmente es
contraria a los intereses de los trabajadores y sus
beneficiarios.

Cuarto. Que a la propuesta de reforma a los ar-
tículos 106 y 168, de cambiar el referente conforme
al cual se actualizan, tanto la cuota diaria del
Gobierno Federal para el financiamiento del seguro
de enfermedades y maternidad, como la cuota
social para los seguros de retiro, cesantía en edad
avanzada y vejez, le son aplicables los argumentos
expresados en el considerando segundo anterior.

Quinto. Que a la propuesta de reforma al artículo
141 le son también aplicables, por lo que hace a
la actualización semestral de la cuantía de la
pensión y al referente para hacerlo, los argumentos
expresados en el considerando segundo anterior
y que por lo que hace a la supresión propuesta de
la actualización de los salarios de las 500 semanas
anteriores al otorgamiento de la pensión conforme
al Indice Nacional de Precios al Consumidor, ésta
es contraria a los intereses del trabajador que se
va a pensionar o jubilar, ya que al no actualizarse
los salarios para establecer el promedio de las
últimas quinientas semanas de cotización, el 35%
de ese promedio es muy bajo en comparación a
como sería sí los salarios de esas últimas qui-
nientas semanas de cotización se actualizan con-
forme al Indice Nacional de Precios al Consumidor,
como lo establece la ley vigente y
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Sexto. Que la propuesta de agregar un cuarto
párrafo al artículo 209 de la Ley del Seguro Social
para que el Instituto establezca centros de asilo
para los derechohabientes mayores de 60 años
que demuestren carecer de algún familiar o de un
lugar donde vivir, representa una erogación muy
importante para el Instituto, que no está considerada
en el financiamiento del ramo del seguro de
prestaciones sociales, no podría realizarse en
todos los estados de la República y tendría también
implicaciones de carácter social importantes.

Con base en estas consideraciones, las comi-
siones que suscriben llegaron a las siguientes

CONCLUSIONES

Las propuestas de reforma que tienen como
propósito la modificación de la periodicidad para
la actualización, tanto de la cuantía de las pen-
siones como de las aportaciones del Gobierno
Federal, no son viables por el costo fiscal que
implican, ya que los incrementos tendrían que ser
cubiertos con cargo al mismo Gobierno Federal y
por la iniquidad que representan para con los
trabajadores en activo, ya que podría darse el caso,
en las pensiones garantizadas que son la mayoría,
en que el jubilado o pensionado tenga mayores
ingresos que el trabajador en activo que gana el
salario mínimo.

La propuesta de reforma que tiene como propósito
alargar los periodos de actualización, de trimestral
a semestral en el artículo 106, referente al fi-
nanciamiento de las prestaciones en especie del
seguro de enfermedades y maternidad, no es
aceptable porque iría en contra de los intereses
de los derechohabientes y afectaría los ingresos
presupuestarios de ese ramo del seguro que de
por sí son insuficientes.

La creación de centros de asilo no tiene vialidad
financiera por el momento y tiene implicaciones
importantes de carácter social que habría que
valorar con mucho detenimiento antes de aprobar
una reforma en este sentido, independiente del alto
valor humano o social que esta propuesta repre-
senta y que reconocen los integrantes de las
comisiones que dictaminan.

Con fundamento en los antecedentes citados, las
consideraciones expresadas y las conclusiones
que se obtuvieron, las comisiones de Trabajo y
Previsión Social y la de Seguridad Social, pre-
sentan a la consideración del pleno de la Cámara
de Diputados, el siguiente

DICTAMEN

Unico. No es de aprobarse y se desecha la ini-
ciativa con proyecto de decreto que reforma los
artículos 68, 106, 141, 145, 157, 164, 168 y 170 y
adiciona un cuarto párrafo al artículo 209, todos
ellos de la Ley del Seguro Social, archivándose el
asunto como totalmente concluido.

Salón de comisiones del Palacio Legislativo.— San
Lázaro, a 18 de octubre de 2001.— Por la Comisión
de Seguridad Social.— Diputados: Cuauhtémoc
Montero Esquivel , presidente; Ernesto Saro
Boardman, José María Rivera Cabello, Francisco
Javier López González y Samuel Aguilar Solis,
secretarios; Carlos Aceves del Olmo, Rosa Elena
Baduy Isaac, Rubén García Farías, María de la
Nieves García, Rodolfo G. González Guzmán,
Víctor R. Infante González, Albino Mendieta
Cuapio, José del C. Soberanis González, Juan
Manuel Sepúlveda Fayad, Benito Vital Ramírez,
José M. Quintanilla Rentería, Arcelia Arredondo
García, José Luis Hernández Garza, Hilario
Esquivel Martínez, Felipe Olvera Nieto, Manuel W.
Orozco Garza, Rafael Orozco Martínez, Ramón
Paniagua Jiménez, Francisco Sheffield Padilla,
Carlos A. Valenzuela Cabrales, Julio César
González Jiménez, Alejandro Gómez Olvera,
Pedro Miguel Rosaldo Salazar, Rosalía Peredo
Aguilar y Olga Patricia Chozas y Chozas.

Por la Comisión del Trabajo y Previsión Social.—
Diputados: José Ramírez Gamero, presidente;
Alejandra Barrales Magdaleno, Hugo Camacho
Galván, José A. Gloria Morales y Roberto Ruiz
Angeles, secretarios; Jaime Aceves Pérez, Carlos
Aceves del Olmo, Enrique A. Aguilar Borrego, Hilda
Josefina A. Anderson, Manuel Castro y del Valle,
Jaime Cervantes Rivera, Alejandro Gómez Olvera,
Rodolfo G. González Guzmán, Roque Joaquín
Gracia Sánchez, Francisco J. López González,
Rafael López Hernández, Sergio Maldonado
Aguilar, Héctor Méndez Alarcón, José Luis Novales
Arellano, Ramón Paniagua Jiménez, Francisco
Ramírez Cabrera, Enrique Ramos Rodríguez,
Carlos A. Romero Deschamps, Alfonso Sánchez
Rodríguez, Concepción Salazar González, Rosario
Tapia Medina, Herbert Taylor Arthur, Jorge
Urdapilleta Núñez, Benito Vital Ramírez y Luis
Villegas Montes.»

En votación económica, se pregunta si se aprueba
el acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...
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B. En la misma fecha y de conformidad con los
artículos 45 de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos y 56
del Reglamento para el Gobierno Interior del
Congreso General de los Estados Unidos Mexi-
canos, la Presidencia de la Mesa Directiva de este
órgano legislativo, dispuso el turno de la misma,
mediante oficio número 57-11-4-1005 a la Comisión
de Marina para su estudio y dictamen.

C. En reunión ordinaria de la comisión de la fecha
21 de febrero de 2001, se conoció en pleno de la
propuesta en cuestión, procediendo a nombrar una
subcomisión de trabajo, para la realización de
reuniones de análisis e intercambios de opiniones
con funcionarios y representantes de la Armada
de México, así como la promoción de gestiones
necesarias coadyuvantes a concluir en la ela-
boración del dictamen correspondiente enco-
mendado, todo ello con fundamento en el artículo
44 párrafo cuarto, de la Ley Orgánica del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos.

D. Se solicitó con fecha 6 de marzo de 2001, a la
Dirección de Servicios de Bibliotecas, información
comparativa de disposiciones equivalentes a la
propuesta de adicionar otro inciso al artículo 21 de
la Ley para la Comprobación, Ajuste y Cómputo
de Servicios de la Armada de México, en legisla-
dores de países americanos, principalmente los
del centro y sur del continente, remitiéndonos a
través de la presidencia de la comisión, las conclu-
siones conducentes.

E. Con fundamento en el artículo 90 del Regla-
mento para el Gobierno Interior del Congreso
General de los Estados Unidos Mexicanos, en
fecha 22 de mayo del presente año, se solicitó a
la presidencia de la comisión, extender una
invitación a funcionarios de la Secretaría del ramo
para la celebración de una reunión de trabajo con
integrantes de la comisión, a efecto de enriquecer
los conocimientos, alcances y comentarios sobre
el tema a dictaminar.

F. En respuesta a la solicitud antes mencionada,
funcionarios de la dependencia del área, remitieron
a la presidencia de la comisión, documento con
conclusiones correspondientes al tema, en
atención a la invitación efectuada.

Valoración de la iniciativa

a. La iniciativa de decreto en estudio, establece
como principal objetivo, contribuir al aumento del
tiempo de servicio prestado por elementos de la
Armada de México, “cuando participen en acciones

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado.

La Presidenta:

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.

LEY PARA LA COMPROBACION, AJUSTE
Y COMPUTO DE SERVICIOS DE
LA ARMADA DE MEXICO

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— LVIII Legis-
latura.— Comisión de Marina.

Dictamen de la Comisión de Marina, con sentido
negativo sobre la iniciativa de adición del inciso f,
al artículo 21 de la Ley para la Comprobación,
Ajuste y Cómputo de Servicios de la Armada de
México.

Honorable Asamblea: a la Comisión de Marina en
la LVII Legislatura en la Cámara de Diputados, le
fue turnada para su estudio y dictamen co-
rrespondiente la iniciativa de decreto que adiciona
un inciso f al artículo 21 de la Ley para la Compro-
bación, Ajuste y Cómputo de Servicios de la
Armada de México, presentada el día 28 de abril
del 2000, por el diputado Raúl Monjaraz Hernández.

La Comisión de Marina en la LVIII Legislatura, de
conformidad con las atribuciones que le otorgan
los artículos 39, 40, 45 y demás relativos de la
Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, así como los artículos 60, 65,
87 y 88 y demás aplicables del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, somete a la conside-
ración de esta honorable Asamblea, el presente
dictamen, al tenor de los siguientes

ANTECEDENTES

A. Durante la sesión ordinaria correspondiente al
tercer año de actividades de la LVII Legislatura
efectuada el día 28 de abril de 2000, fue presentada
por el diputados Raúl Monjaraz Hernández del
Partido Acción Nacional, en ejercicio de la facultad
conferida por la fracción II del artículo 71 constitu-
cional, iniciativa de decreto que adiciona un inciso
f al artículo 21 de la ley para la Comprobación,
Ajuste y Cómputo de Servicios de la Armada de
México.
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de protección civil”, supuesto no contemplado
actualmente por el artículos del ordenamiento
regidor para la comprobación, ajuste y cómputo
de servicios de la mencionada institución.

b. Destaca la participación de los elementos de
las fuerzas armadas, al prestar auxilio a la población
en los supuestos de desastre o emergencia,
provocados por fenómenos naturales como son los
meteorológicos, hidrológicos, geológicos, durante
los cuales, el personal que desarrolla las labores
de salvamento adquiere mayor probabilidad de
riesgo respecto a su integridad física.

c. Establece con precisión que debido a las labores
que realiza en casos de desastre, personal de la
Armada de México con el Sistema Nacional de
Protección, es menester por “gratitud”, reconocer
las actividades desempeñadas por los elementos
de la Armada al brindar atención a las personas
afectadas.

CONSIDERACIONES

1. Si bien, es cierto, el actual artículo 21 de la Ley
para la Comprobación, Ajuste y Cómputo de
Servicios de la Armada de México, no contempla
para cómputo de tiempo doble de servicio la
participación de elementos de la Armada de
México en acciones de protección civil, también
es cierto que en dicho precepto legal, se enuncian
tareas de suma peligrosidad para la conservación
de la integridad física; con lo referido, no queremos
expresar que las acciones de protección civil no
impliquen un gran riesgo en las personas simple-
mente, que apegados a una lógica real, no son
comparables los grados de peligrosidad estable-
cidos, con el que pretende establecer el decreto
de iniciativa en estudio.

2. Refiere el texto a discusión, destacar la parti-
cipación de las Fuerzas Armadas en las acciones
de participación respecto a la protección civil, sin
embargo, para los integrantes de esta comisión,
resulta un grave problema y más aún una violación
de igualdad de condiciones, el no reconocer de la
misma forma y fomentar dicha aplicación de criterio
para la efectos de comprobación, ajuste y cómputo
de servicios, para los elementos del Ejército
mexicano, toda vez que no únicamente participan
elementos de la Armada de México.

Nos oponemos a ser los generadores de conflictos
entre los integrantes de la Armada de México y
los del Ejército mexicano, toda vez que al aprobar
dicha inclusión del inciso “f”, implicaría una seria
restricción y perjuicio para los efectivos del Ejército

mexicano, independientemente de las medidas de
inconformidad que decidieran adoptar los adscritos
al Ejército mexicano.

Otro razonamiento, para no aprobar la adición en
cuestión, versa en que ya existe un ordenamiento
específico destinado a reconocer y destacar la
participación de los integrantes asignados a la
Armada de México, en el desempeño de ciertas
actividades que conllevan situaciones de estado
de emergencia. El ordenamiento señalado, es
precisamente la “Ley de Recompensas de la Ar-
mada de México”, que aunque no especifica
textualmente lo referente a “las acciones de
protección civil”, sí manifiesta que para efectos de
reconocimiento de actuaciones sobresalientes se
hacen acreedores al otorgamiento de menciones
honoríficas, citaciones, condecoraciones, as-
censos a grados inmediatos y otros beneficios.

Ejemplo de ello, se consigna en el contenido del
artículo 18 del ordenamiento citado que a la letra
expresa:

La condecoración al valor heroico, creada por ley
del 11 de marzo de 1926, se otorga en primera,
segunda y tercera clase por acuerdo del mando
supremo a propuesta del alto mando, a las uni-
dades o al personal de la Armada de México que
con riesgo de la vida efectúen acciones heroicas.

Al señalar riesgo de la vida se está contemplando
la salvaguarda de la integridad física del individuo;
asimismo al referir acciones heroicas, cabe
destacar que se trata de acciones heroicas en
anteponer la seguridad propia para auxiliar y
salvaguardar la seguridad de un semejante.

Ahora bien, otro precepto que refiere el supuesto
plasmado en la exposición de motivos del decreto
en estudio, se vislumbra en el contenido del artículo
20 y 21 de la referida Ley de Recompensas de la
Armada de México, de los cuales se concluye que
se otorgarán condecoraciones de segunda clase
a personal o unidades de la Armada de México,
que efectúan espontáneamente o por órdenes
superiores, acciones que eviten, dentro de otros
supuestos, la pérdida de vidas humanas.

Otro beneficio respecto al tema en cuestión se
aprecia de la lectura de los artículos del 51 al 56
de la Ley de Recompensas, que contempla el otor-
gamiento de una condecoración de perseverancia
al personal de la Armada de México, que haya
cumplido determinado tiempo de servicio activo,
independientemente del derecho del pago de una



2207

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

prima como complemento del haber, de acuerdo a
la clase de condecoración concedida.

Finalmente, si consideramos que la principal
misión del programa de protección civil es ins-
trumentar mecanismos y estructuras tendientes a
proteger, auxiliar y rehabilitar a la población en caso
de siniestros, así como independientemente de
implementar programas tendientes a fomentar en
la sociedad una cultura de protección civil, resulta
que dichas acciones ya se encuentran encua-
dradas en los preceptos legales antes referidos,
motivo por el cual al adicionar el inciso f al artículo
21 de la Ley para la Comprobación, Ajuste y
Cómputo de Servicios, implicaría regular sobre algo
ya regulado en otro ordenamiento aplicable al
mismo personal naval.

3. Se menciona que la propuesta en cuestión, es
como un estímulo de gratitud a las actividades
desempeñadas, sin embargo, cabe recordar que
dentro de las atribuciones que se señalan en la
Ley Orgánica de Armada de México, se establece
claramente dentro de sus atribuciones: “el auxiliar
a la población en casos y zonas de desastres o
emergencia”.

Por otro lado, si referimos que es por gratitud, cabe
recordar que en los siniestros presentados hasta
nuestros días, los primeros ciudadanos que
realizan acciones de auxilio o ayuda, es precisa-
mente la sociedad civil, ya sean residentes del
lugar en donde se presentó el desastre o emer-
gencia o bien voluntarios adscritos a organiza-
ciones o asociaciones, mismas que no perciben
un pago por la ayuda, asistencia o labores
realizadas durante la contingencia o posterior a la
misma. En ocasiones se les hace un recono-
cimiento en general, como estímulo a sus accio-
nes, sin embargo, se trató de acciones altruistas,
que desempeñan las diligencias con el único fin
‘de servir al prójimo y no por obtener algún pago o
beneficio personal material.

Bajo esta perspectiva, no sería difícil que en de-
terminado momento, se pudiere facilitar la apertura
para que esta comunidad de voluntarios auxi-
liadores, pudieran exigir por gratitud, un estímulo
o recompensa el pago de determinada cantidad
por la acción de salvamento o auxilio que otorgan
en situaciones apremiantes, coadyuvando así a la
adopción de un pensamiento mercantilista y no
humano.

Resultaría verdaderamente patético llegar al
supuesto de ver que una persona necesite auxilio
durante o posterior a un temblor, inundación,
terremoto etcétera y que un semejante pudiéndolo
ayudar, omitiera hacerlo en virtud de imperar el

razonamiento de que como no recibo nada a
cambio, no tengo porque exponer mi vida, que la
expongan el personal adscrito a las instancias
gubernamentales que les compete, toda vez que
ellos si reciben determinados estímulos y recom-
pensas.

Por lo antes expuesto y con fundamento en los
artículos 71 de la Constitución Política de los
Estados Unidos Mexicanos, 45 de la Ley Orgánica
del Congreso General de los Estados Unidos
Mexicanos, así como 56, 87 y 88 del Reglamento
para el Gobierno Interior del Congreso General de
los Estados Unidos Mexicanos, la Comisión de
Marina emite el siguiente

DICTAMEN

Primero. No es de aprobarse la iniciativa de decreto
que adiciona un inciso f al artículo vigésimo primero
de la Ley Para la Comprobación, Ajuste y Cómputo
de Servicios de la Armada de México, presentada
el 28 de abril del 2000.

Segundo. Archívese el expediente como asunto
total y definitivamente concluido.

Palacio Legislativo.— San Lázaro, octubre de
2001.— Diputados integrantes de la Comisión de
Marina: César Patricio Reyes Roel, Julio C.
Lizárraga López, José Alvaro Vallarta Ceceña, Luis
Miguel Barbosa Huerta, José Jaime Barrón
Fonseca, José A. Botello, Gustavo Carvajal
Moreno, Raúl Covarrubias Zavala, Guillermo Díaz
Gea, Salvador N. Escobedo Barrera, Héctor N.
Esquiliano Solís, Carlos A. Flores Gutiérrez, Gus-
tavo A. González Balderas, Mercedes Hernández
Riojas, José Tomás Lozano  Pardinas, Manuel B.
Martínez Ramírez, Manuel A. Narváez Narváez,
Ricardo A. Ocampo Fernández, Alfredo Ochoa
Toledo, Vicente Pacheco Castañeda, Julieta Prieto
Fuhrken, Rufino Rodríguez Cabrera, Rigoberto
Romero Aceves y Héctor Sánchez López.»

En votación económica, se pregunta si se aprueba
el acuerdo.

Los diputados que estén por la afirmativa, sírvanse
manifestarlo...

Los diputados que estén por la negativa, sírvanse
manifestarlo... Aprobado.

La Presidenta:

Archívese el expediente como asunto con-
cluido.



2208

AÑO II. No. 14 CAMARA DE DIPUTADOS ABRIL 23, 2002

MEXICO-CUBA

La Presidenta:

Esta Presidencia consulta con los coordinadores
si estamos en el entendido de desahogar la
solicitud del grupo parlamentario del PRD, en torno
a abordar en la sesión de hoy a través de un debate
pactado, el tema de México-Cuba.

En ese sentido, esta Presidencia informa a la
honorable Asamblea que por acuerdo de los
coordinadores se va a dar un debate pactado, con
la intervención de un legislador por cada grupo
parlamentario hasta por 10 minutos, y consulta
esta Presidencia si los partidos representados
quieren tener una intervención de hasta por cinco
minutos o si alguno de los diputados indepen-
dientes desea tener una intervención de hasta por
cinco minutos.

Procedo entonces a tomar nota. El diputado Jaime
Martínez Veloz como independiente, hasta por
cinco minutos. Por el Partido de Sociedad Na-
cionalista, el diputado Gustavo Riojas. Por el grupo
parlamentario del Partido del Trabajo, si nos hacen
favor, el diputado Alberto Anaya.

Consulto con el grupo parlamentario del Partido
Verde Ecologista de México. El diputado Bernardo
de la Garza. Así es, diputada Spezia. Por el grupo
parlamentario del PRD, el diputado Enrique He-
rrera. Por el grupo parlamentario de Acción Nacio-
nal, el diputado Felipe Calderón. Por el grupo
parlamentario del PRI, el diputado Samuel Aguilar.

Deseo ser muy precisa en las características del
debate pactado. Se consultó con los partidos
políticos si deseaban tener una intervención de
hasta por cinco minutos y con los diputados
independientes. Sólo se ha registrado el diputado
Jaime Martínez Veloz del Partido de la Sociedad
Nacionalista.

Diputado del Río, ¿va usted a intervenir? Es que
no voy a abrir nuevamente registro de oradores,
por eso hago la consulta.

El diputado José Manuel del Río Virgen
(desde su curul):

Le agradecería que haga favor de anotarme.

La Presidenta:

Queda entonces el registro de la siguiente manera
y deseo subrayar que a menos que haya que
contestar alusiones personales, el debate pactado
no considera en este tema hechos.

Tiene el registro para el conocimiento de la Asam-
blea, es el siguiente:

Diputados: Jaime Martínez Veloz, hasta por cinco
minutos; del Río Virgen, hasta por cinco minutos;
Gustavo Riojas, hasta por cinco minutos; Alberto
Anaya, hasta por 10 minutos; Bernardo de la
Garza, hasta por 10 minutos y Enrique Herrera,
hasta por 10 minutos; diputado Felipe Calderón,
hasta por 10 minutos y Samuel Aguilar, hasta por
10 minutos.

Se concede el uso de la palabra, hasta por cinco
minutos, al diputado Jaime Martínez Veloz.

El diputado Jaime Cleofas Martínez Veloz:

Con su permiso, señora diputada; compañeras y
compañeros diputados:

El presidente Fox ha vulnerado la dignidad y el
honor de las instituciones y el pueblo mexicano,
el trato que le dio al presidente cubano Fidel Castro
es indigno, tanto del mandatario extranjero como
de la investidura mexicana.

La Cumbre de Monterrey fue un evento organizado
por la ONU ni Fox ni Castañeda organizaron la
Cumbre, no correspondió a Fox decidir a quién se
invitara o no, sin embargo, él usurpó esa función
indebidamente, el trato que le dio al mandatario
cubano indigno, deshonroso.

Para no incomodar al gobierno norteamericano,
Fox excluyó a Castro de la Cumbre de una manera
oprobiosa, sin embargo, los norteamericanos han
negado cualquier presión a Fox para excluir a
Castro, es decir, de ser cierto es, Fox actuó por
su cuenta, como portero de mansión, para con-
graciarse con los estadounidenses, sin que éstos
se lo hayan pedido.

Nadie está obligado a callar un trato humillante,
reprobable, Fox reprocha a Fidel el haber revelado
la conversación oprobiosa, sin embargo, Fox
carece de cualquier autoridad moral para criticar,
cuando él hizo lo mismo a otros en su campaña
presidencial.
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Como buenos fariseos se exige a los cubanos que
dejen de intervenir en asuntos internos que com-
peten a los mexicanos, antes deberíamos nosotros
dejar de intervenir en asuntos extranjeros que no
nos competen. Cínicamente se afirma que los
extranjeros pueden venir a criticar la situación de
los derechos humanos en México, en lugar de
avergonzarnos por la impunidad en México, lo
festejamos como si fuera una gracia.

Pero si tanto parece preocuparle a Castañeda y
Fox la situación de los derechos humanos en
América Latina, qué hay entonces de los derechos
humanos que se violan en otros países, matanzas,
secuestros, torturas, actos criminales cometidos
en su mayor parte por el Ejército y paramilitares
en Colombia, que casualmente también son los
principales destinatarios de la ayuda militar de
Norteamérica.

México con sus grandes carencias, México puede
ser un ejemplo para el concierto internacional, si
asume una actitud digna, constructiva, que permita
impulsar el encuentro entre nuestros pueblos y
nuestras naciones.

Nosotros no estamos de acuerdo cuando insisten-
temente se le reclamó al gobierno de Cuba, que
presentara alguna prueba en donde se señalara la
injerencia de algún funcionario mexicano, para que
Fidel Castro dejara la Cumbre de Monterrey, antes
de que visitara a ésta el presidente norteame-
ricano.

Creemos que la posibilidad de que México juegue
un papel importante en el concierto de naciones a
favor de los derechos humanos, no estriba en que
tengamos una acción unilateral frente a un país
que ha sido criticado durante muchos años por el
gobierno norteamericano.

Si queremos construir una nueva política exterior,
discutámosla de fondo, pero no contribuyamos con
dobles discursos, con una actitud que falte a la
verdad, con una actitud que esconda de fondo los
asuntos que discute nuestro mandatario con los
mandatarios de otros países. Los asuntos entre
presidentes de diferentes gobiernos, de diferentes
países, son asuntos de Estado y hoy que estamos
discutiendo la Ley de Información, deberíamos de
poner el ejemplo haciendo pública la conversación
entre países en asuntos que tienen qué ver con la
responsabilidad de ambos.

Compañeras y compañeros: muchas gracias y
ojalá México pueda ser un puente entre los países

del mundo y de construir la relación con nuestro
país hermano de Cuba.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el
diputado José Manuel del Río Virgen.

El diputado José Manuel del Río Virgen:

Con su permiso, señora Presidenta; honorable
Asamblea:

El hacer de Cuba y México lastima a los
mexicanos, pero también lastima a los cubanos.

El principio de autodeterminación de los pueblos,
encuentra su expresión acabada en la Declaración
de los Derechos del Hombre y del Ciudadano de
1789. Dice que toda soberanía reside esencial-
mente en la nación, dice además, que ningún
cuerpo, ningún individuo puede ejercer una
autoridad que no emane de ella expresamente. Ese
criterio se fortalece con la Declaración Universal
de los Derechos del Hombre de 1948, que surge
de un mundo en cenizas donde se recogen los
derechos que deben moldear la forma más acabada
de la nueva ética internacional, concibiéndolo
como el origen de lo que aspiramos ser en el
concierto de las naciones libres.

Por ello debemos estar a favor de la auto-
determinación de los pueblos, del pueblo cubano,
porque con ello estamos a favor de la auto-
determinación del pueblo mexicano y del respeto
íntegro a su soberanía. El principio universal de la
no intervención en los asuntos internos de las
naciones, debe de seguir vivo en la política exterior
mexicana porque es parte de nuestra tradición,
origen y demanda nacional.

Las manifestaciones estériles e incluso ofensivas
que vertamos a favor o en contra de las decla-
raciones del gobierno cubano o del Gobierno
mexicano, lastiman a los cubanos y lastiman a
los mexicanos. Debemos ser cuidadosos respecto
a lo que hagamos sobre este particular, porque de
ello depende que el Congreso, ese Congreso
representado por esta soberanía y por ustedes,
diputadas y diputados, seamos puente para
resolver los problemas incluso, de la política
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exterior mexicana, que debe ser una política de
Estado y no una política de Gobierno.

México y su Gobierno, no deben romper relaciones
con el gobierno cubano porque no es la voluntad
de los mexicanos, porque no es la voluntad de
este pueblo generoso que con el pueblo cubano
siempre ha sido solidario.

El gazapo oficial cometido en los últimos días debe
corregirse, pues nadie debe someter a otros sus
puntos de vista o criterio en eventos de esta mag-
nitud, donde por cierto, fuimos malos anfitriones.
En un acto sensato, debiéramos corregir, Congreso
y Gobierno, los yerros en los que hayamos caído
por una parte y por la otra, decirle al pueblo cubano
y su gobierno, que como aspiraba Juárez y Bolívar,
“la unidad y solidaridad de las Américas no se
puede concebir sin la participación de los pueblos
y de su gobierno”.

En un mundo cambiante y que debería ser de pleno
reconocimiento a la política y a la composición
política de las naciones, la diplomacia internacional
debe anteponerse en las relaciones y diferencias
de los países.

La unidad nacional, requiere para crecer, de la
unidad internacional porque en el mundo nos
concebimos como parte de un todo. La República
de Cuba, su gobierno y su pueblo forman parte de
ese todo y en gran medida conforman una parte
de la historia latinoamericana que es nuestra propia
historia.

A México y a Cuba los atan muchos más lazos de
amistad, de respeto, afecto y solidaridad sobre
ninguna enemistad, Cuba es a México lo que
México es a Cuba.

Esa ha sido la política exterior nacional; debemos
de fortalecerla, debemos de trabajar porque ésta
sea verdaderamente fuerte y solidaria con el pueblo
cubano y con otros pueblos latinoamericanos.

Sea éste un llamado a todas las fuerzas política y
al Gobierno mexicano, a privilegiar la política
mexicana de solidaridad independentista sobre las
ideas de fracturar nuestras relaciones con quienes
han sido por años amigos: los cubanos y México
y Cuba lo merecen.

Muchas gracias, señora Presidenta. Gracias
compañeras y compañeros.

La Presidenta:

Tiene la palabra el diputado Calderón Cardoso,
hasta por cinco minutos.

El diputado José Antonio Calderón Cardoso:

Con el permiso de la Presidencia; amigas y amigos
diputados:

Con la llegada al poder de Vicente Fox, por la vía
de un partido neoliberal, las relaciones con un
gobierno de corte comunista-socialista, no tenían
ningún futuro; todo era cuestión de tiempo. Lamen-
tablemente no hubo que esperar demasiado para
que se dieran los rompimientos que ahora obser-
vamos.

Lo que no esperábamos es la forma en que esto
ocurre y mucho menos que de paso se tuviera que
ceder soberanía ante la presunción de estar
acatando el Gobierno mexicano, posibles condicio-
nes del gobierno de George Bush para asistir a la
Cumbre de Monterrey.

El manejo de la política internacional de México,
especialmente por lo que toca a las relaciones
diplomáticas con Cuba, llegó ya a niveles insos-
tenibles y urge un replanteamiento al respecto por
parte del Gobierno mexicano.

Es tiempo de analizar objetivamente la urgencia
de cambiar responsable de la política exterior.
Demandamos del Gobierno de México corrija el
rumbo y restaure en lo posible las lastimadas
relaciones con Cuba. Mientras que el gobierno de
la isla debe también poner su parte para arreglar
las desavenencias y dejar de estar poniendo
cuatros y trampas aprovechándose por lo menos
de la ingenuidad y falta de oficio de la Cancillería
mexicana.

Urge retorne la congruencia y la sensatez entre
ambos gobiernos y no terminen de esta manera
una relación diplomática de entendimiento mutuo
ya centenaria, cuyo mérito no es de los manda-
tarios sino de los pueblos mexicano y cubano, que
han sostenido una actitud de hermandad en
momentos buenos y malos.

Al revelarse el contenido de la plática sostenida
entre el Presidente de México y el mandatario
cubano, han quedado al descubierto bochornosas
actitudes. Por supuesto que nadie puede probar
que el mandatario estadounidense le pidiera u
ordenara a Vicente Fox, que le limpiara el camino
de manera que no tuviera ningún encuentro
incómodo, especialmente con Fidel Castro.
Resultaría grave que se lo hubiera pedido, pero si
no se lo pidió es más grave aún, porque denota
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una actitud servil que los mexicanos todos recha-
zamos.

No hay actualmente ninguna razón para postrarse
ante Estados Unidos si tomamos en cuenta la
repetida declaración del presidente Fox de que la
economía del país se encuentra sana y por otra
parte, no tiene el Presidente que estar escondiendo
su falta de legitimidad ante otro que por cierto sí la
tiene.

La negativa del presidente Fox de admitir que
hubiera provocado la salida intempestiva de Castro,
del seno de la Cumbre de Monterrey, molesta y
preocupa. ¿Por qué engañar al pueblo? ¿Por qué
incrementar la desconfianza de los mexicanos en
momentos en que la credibilidad en su Presidente
está en sus niveles más bajos y diríamos hasta
peligrosos?

Está quedando rebasada la tradicional política de
tolerancia que México adoptó en relación a Cuba
y con lo que logró el aprecio no sólo de los
cubanos, sino también el reconocimiento de mu-
chos países del orbe.

Menos mal que el Gobierno mexicano no cayó en
la trampa que le tendió Castro, al sugerirle un
rompimiento de relaciones diplomáticas. Vistas las
cosas tal y como están sucediendo, entonces el
voto de México en Ginebra no estuvo suficiente-
mente razonado, sino que pudo haber sido un voto
de castigo a Cuba, por la actitud de Fidel Castro en
la Cumbre de Monterrey y esto es muy delicado
porque si las relaciones diplomáticas de México
se conducen por impulsos viscerales o fobias
provocadas por malos entendidos, el destino de
México en el concierto internacional, está en grave
y serio peligro.

Desafortunadamente, ante las fallas de implemen-
tación en la política internacional de México han
tenido que distraerse las atenciones que demandan
con urgencia los problemas internos de México.
Se ha dado una parálisis en aspectos coyunturales
de gran importancia para el país, como es el
avanzar en la discusión de la Reforma del Estado,
lo cual va en detrimento de intereses nacionales y
hay que evitarlo.

Por último, queremos dejar sentado que en la
anterior votación en la cual este Congreso decidió
solicitar al Presidente que no votara en contra de
Cuba, queremos manifestar que nosotros nos
abstuvimos porque veíamos que había un falso
debate: o se era procastro o se era proyanqui, y
en el fondo lo que está de sustento es ver cuál es

la autoridad moral que tiene este Gobierno, que
se dice democrático, para dar ese cambio de rumbo
que dice que hoy tiene por su votación democrática
que le concedió el pueblo de México. Lamentamos
lo que está sucediendo.

Gracias.

La Presidenta:

Gracias, diputado.

Tiene la palabra, hasta por cinco minutos, el
diputado Gustavo Riojas, del Partido de la Sociedad
Nacionalista.

El diputado Gustavo Riojas Santana:

Gracias, señora Presidenta; con permiso de la Pre-
sidencia; compañeras y compañeros legisladores:

En estos momentos de verdadero cambio en el
país es necesario sentar las bases firmes de la
dirección que queremos que México asuma en la
toma de decisiones nacionales y su postura in-
ternacional.

Pero ésta no puede ser la de la demagogia, el
beneplácito, la complacencia. Las directrices que
encaminen el rumbo que queremos para nuestro
país deben estar claramente definidas.

Continuar con las voces del pasado implicaría que
la política mexicana se siga con hipocresía, con
irresponsabilidad, con falsedad, envueltos en lo que
se denomina diplomacia y cooperación interna-
cional, con una interpretación errónea de los
principios constitucionales que rigen la política
exterior de México.

Los nacionalistas tenemos muy claro la naturaleza
e importancia de nuestro cargo y responsabilidad.
Resulta muy fácil autonombrarse o llamarse
representante popular y no representar el sentir y
sobre todo los intereses del pueblo de México, de
la gente a quien se dice representar, ya que con
frecuencia olvidamos a quién nos debemos, a quién
debemos defender y a quiénes debemos encaminar
nuestros esfuerzos, independientemente de nues-
tras posturas e ideologías.

Aparentemente la mayoría de los diputados piensa
que la política exterior de México es no opinar, no
actuar, no definirse; piensa que la incongruencia,
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la falsedad, son las mejores armas que debe tener
México y seguir una línea permanentemente pasiva.

Debemos aceptar, nos guste o no, debemos
aceptar que la ciudadanía votó por un cambio, no
votó por la izquierda. Es inconcebible que después
de la actitud, después del mensaje que hemos
recibido del democrático vanguardista, líder, como
es el comandante Castro, existan mexicanos que
se consideren y se enarbolen como defensores
de este gran dictador y que provocan, por otro lado,
enfrentamiento entre los mexicanos. Hay algunos
que son más castristas que Castro y sólo
evidencian los intereses que representan, quedando
claro que los de México y los de los mexicanos
no son sus prioridades.

Los nacionalistas, los del Partido de la Sociedad
Nacionalista, tenemos claros cuáles son la
defensa; independientemente de si existen nuevas
diplomacias resulta kafkiano, absurdo.

La Presidenta:

Diputado, le ruego un segundo. Le solicito respe-
tuosamente a la Asamblea escuchen con atención
y respeto al orador.

Continúe, diputado.

El diputado Gustavo Riojas Santana:

Gracias, señora Presidenta. Ya estamos acostum-
brados.

Realmente la pregunta es, ¿realmente vale la pena
discutir y enfrentarnos entre nosotros y por ende
ensanchar más la división entre los legisladores y
entre los legisladores y el Poder Ejecutivo?

¿Vale la pena la posible parálisis legislativa por
asumir una postura radical y la defensa de una
persona que además mostró ni ser tan amiga ni
ser tan caballero?

En la disyuntiva, cada quien la tiene, en la dis-
yuntiva de apoyar y defender al democrático,
humanista y patriótico dictador, Fidel Castro o
apoyar y solidarizarse con el presidente de Estados
Unidos Mexicanos, en esa disyuntiva, los nacio-
nalistas, los del Partido de la Sociedad Naciona-
lista, apoyamos al Presidente de los mexicanos.

Es fácil, desde esta tribuna, ser incongruentes en
nuestro accionar, en nuestro pensar y en lo que

les decimos a nuestros electores. Seguramente
ellos, en las próximas elecciones federales volverán
a tomar la decisión del rumbo que quiere el país.

Por el momento, la decisión que tomaron, creo
que fue la adecuada.

Por lo anterior, muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra en representación del grupo
parlamentario del Partido del Trabajo, el diputado
Alberto Anaya, hasta por 10 minutos.

El diputado Alberto Anaya Gutiérrez:

Con el permiso de la Presidencia; compañeras y
compañeros diputados:

Al igual que la mayoría de los mexicanos nos
hemos enterado de una conversación sostenida
entre el presidente Fox y el presidente Fidel Castro.
Nos preocupó en gran medida, nos preocupó
porque nuestro punto de vista esta situación no
forma parte más que de una escalada, una acción
más dentro de una escalada desatada por la
administración de Fox contra el régimen cubano
que tiene objetivos todavía más de fondo.

Es claro y hemos estado observando cómo se ha
venido dando una escalada de deterioro de las
relaciones entre México y Cuba. De una manera
paradójica cuando México y Cuba cumplen este
año 100 años de relaciones diplomáticas
ininterrumpidas.

Hemos visto cómo en primer instancia se dio el
incidente de las conversaciones sostenidas por el
presidente Fox, en una abierta política injerencista
contra los mercenarios cubanos que se presentan
como disidentes al régimen de Fidel Castro.

Hemos visto también cómo posteriormente se
trabaja la toma de la Embajada mexicana en Cuba,
pidiendo supuesto asilo ciudadanos cubanos para
crear un incidente internacional entre México y
Cuba. Posteriormente viene el incidente de Mon-
terrey, situación, pues, que nos llena de una gran
preocupación. Nunca antes la política exterior
mexicana había caído a esos niveles tan deplo-
rables. Nunca antes un Presidente mexicano se
había prestado ¡de esa manera tan vergonzosa!
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para ser instrumento servil al servicio del presidente
Bush y de su gobierno para pedirle al presidente
Castro y condicionarle su estancia en México,
porque el presidente Bush le pedía eso como
condición para que él asistiera a la Cumbre de
Financiamiento en Monterrey.

Creemos que fue un acto de gran decencia que el
presidente Fidel Castro hubiera aceptado ese
vergonzante condicionamiento. Sin embargo, la
situación no para ahí, una vez que se dio a conocer
esa conversación pudimos todos los mexicanos
enterarnos ¡que tenemos un Presidente de la
República que falta a su palabra, que dice al pueblo
de México que no hubo condicionamiento de ningún
tipo para que Fidel abandonara la Cumbre de
Monterrey! Que declaran hasta el cansancio, a
través de nuestro canciller Jorge Castañeda, de
que presentemos pruebas de que hubo presión
alguna para que Fidel Castro abandonara la Cumbre
de Monterrey. ¡Es motivo de gran preocupación!
Pero más preocupación es que posteriormente
tenemos que reconocer que con el voto vergon-
zante que México dio en Ginebra en contra del
gobierno y el pueblo de Fidel Castro, ponen en
una situación verdaderamente difícil las cosas en
México.

¡Parecería que hay una política deliberada para
generar las condiciones de una ruptura de
relaciones entre México y Cuba! ¡Esa es la
verdadera situación de fondo! Porque esa ruptura
de relaciones entre México y Cuba va dirigida a
intensificar el criminal bloqueo económico que
Estados Unidos mantiene sobre Cuba desde hace
más de 40 años. ¡Preocupante porque nuestro
Gobierno se presta como instrumento de los in-
tereses de los norteamericanos para que esa
situación se dé! ¡Preocupante porque de parte de
Cuba nuestro pueblo sólo ha tenido buenas
relaciones históricas! ¡Solamente hemos tenido
cosas positivas! ¡Jamás una intervención cubana
sobre suelo mexicano! ¡Jamás una guerra dirigida
a despojarnos de más de la mitad del territorio
nacional! ¡Jamás un trato abusivo! ¡Jamás un trato
de desprecio a nuestros connacionales, como en
Estados Unidos con los millones de migrantes que
tiene México en ese país!

Creemos, pues, que no hay justificación de ningún
género para que esa política deliberada del
presidente Fox continúe. No hay motivo justificado
para que el deterioro de las relaciones entre México
y Cuba se mantenga; sólo uno: complacer, darle
gusto al presidente Bush y al gobierno nortea-
mericano para que México rompa relaciones di-
plomáticas con Cuba y con ello coadyuvemos con

el criminal bloqueo económico que Estados Unidos
mantienen sobre esa nación.

Queremos, pues, hacemos una exhortación y un
llamamiento a todas las fuerzas políticas de
México, a todas las fuerzas sociales, a las organi-
zaciones civiles y al Gobierno mexicano, de que
no haya esa política dirigida a lastimar al pueblo y
al gobierno cubanos; que por el contrario, se bus-
que una política que restablezca las cordiales
relaciones que siempre ha habido entre las dos
naciones.

Queremos recordarle a Bush que México en
materia de soberanía nacional siempre tiene que
cerrar filas y mantener una política de unidad
nacional.

Queremos también decirle al presidente Fox que
ante el coloso del norte, en materia de dignidad y
soberanía nacional, siempre de pie, nunca de
rodillas.

Muchas gracias.

La Presidenta.

Gracias, señora diputado.

Tiene la palabra el diputado Bernardo de la Garza,
del grupo parlamentario del Partido Verde Ecolo-
gista, hasta por 10 minutos.

El diputado Bernardo de la Garza Herrera:

Con su permiso, señora Presidenta:

En momentos donde los mexicanos necesitamos
unirnos y trabajar conjuntamente para solucionar
los problemas de México, es evidente que las
acciones del Canciller se han convertido en un
obstáculo para alcanzar estos objetivos.

El responsable de la política exterior se ha
convertido en un lastre para la política exterior...
no estamos de acuerdo en el rumbo que ha tomado
la política exterior mexicana, porque lejos de ser
la política de los mexicanos, es la política del
canciller Castañeda, un hombre que no era siquiera
proyecto de la Alianza por el Campo.

En México hay libertad de expresión, por eso nos
sorprende que el Gobierno mexicano haya tratado
de coartar esta libertad para Castro en su visita a
Monterrey. ¿La reunión de Monterrey era una
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reunión de la ONU o de México?, eso argumentó
la Cancillería cuando a esta Cámara se le negaron
espacios de participación en dicha reunión; sin
embargo, como si fuera un evento de México, se
quiso mandatar a uno de sus invitados.

No estamos de acuerdo en los agravios que
Castañeda ha venido haciendo a la República de
Cuba, los ha llamado “ardidos”, abierto la Em-
bajada, los ha maltratado en Monterrey y les ha
votado en contra a pesar de lo que recomendó este
Congreso.

Fox ha reiterado su intención de convertirse en un
puente entre las naciones desarrolladas y aquellas
en vías de desarrollo, en un líder latinoamericano.
Sin embargo la inmadurez política que reflejan las
acciones trazadas por Castañeda han impedido el
reposicionamiento de nuestra nación en el ámbito
internacional.

La relación con Estados Unidos es por diferentes
razones la más importante para México, pero esta
relación debe darse siempre como una relación
de pares, de igual a igual. México no debe
intervenir en asuntos y conflictos diplomáticos entre
otras naciones.

Todo lo anterior ha devenido en temas ya de mayor
trascendencia, nosotros vemos esto como un tema
no de derechos humanos, por supuesto que no,
ese tema ya se debatió aquí y ha quedado su-
perado. Es un asunto de dos aristas: la mentira
del Gobierno mexicano y el agravio de Cuba hacia
México.

Sin duda merece un extrañamiento, su segundo
por cierto, el titular del Poder Ejecutivo, el ciu-
dadano Vicente Fox Quesada, por haber permitido
que se engañara a los mexicanos. Los mexicanos
votamos por un Gobierno que prometió hablar con
honestidad, acabar con el oscurantismo e integrar
al pueblo de México en la toma de decisiones.

Al parecer, todo esto fue demagógico, hoy los
mexicanos estamos, y con razón, indignados y
preocupados por la desconfianza generada al
comprobarse que el Canciller le miente al pueblo
de México. Aquél que le miente al pueblo de México
se miente a sí mismo.

La mentira de un servidor público para los con-
ciudadanos está fuera de la ley y deberá impar-
tírsele justicia a quien recurra a esta lamentable
práctica. En pocas palabras, merece juicio político
el canciller Castañeda.

Sin embargo, antes que todo somos mexicanos y
no podemos permitir tampoco que se violen los
acuerdos privados en perjuicio del pueblo de
México. Es inadmisible que cualquier nación
pretenda intervenir en las posturas internacionales
de México a través del chantaje… Las relaciones
entre los ciudadanos mexicanos y los ciudadanos
cubanos han sido históricamente de hermandad;
no obstante hoy, Fidel Castro pretende enfrentar y
dividir a los mexicanos y eso es algo que nosotros
no avalaremos.

Distintas fuerzas políticas hemos defendido a Cuba
en estas últimas semanas y hoy el comandante
Castro nos ha agraviado. No ha mostrado reci-
procidad a esta relación, no ha mostrado recipro-
cidad a este apoyo pero, repito, somos mexicanos
y apoyaremos aquellas medidas que implemente
el Gobierno Federal tendientes a dignificar la
política exterior mexicana como consecuencia de
los recientes acontecimientos para con el gobierno
de Cuba. Pero Castañeda, se tiene que ir.

Muchas gracias.

La Presidenta:

Gracias, diputado. Tiene la palabra el diputado
Enrique Herrera, a nombre del grupo parlamentario
del PRD.

El diputado Angel Enrique Herrera y
Bruquetas:

Diputada Presidenta; compañeras y compañeros
diputados:

No había por qué pedir trato privado a una con-
versación que por su contenido tenía elementos
casi, casi de razón de Estado.

La información conocida ayer, relativa a la con-
versación entre los presidentes de México y Cuba,
ha revelado más que un intercambio de puntos de
vista entre ambos, ha hecho pública la gravedad
del estado en que se encuentra la política exterior
mexicana.

Este hecho exhibe de manera nítida el fracaso de
la política internacional de este Gobierno. Se trata
del mayor desprestigio que haya vivido la política
internacional de nuestro país, antaño motivo de
orgullo nacional. La línea que ahora se lleva a cabo
y que se ejecuta desde la Cancillería, debilita al
país, le resta credibilidad, respeto, fuerza, auto-
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nomía y capacidad de negociación; en suma, debi-
lita a México.

Los derechos humanos son usados ahora por el
Gobierno mexicano desvirtuando esta noble causa
para instrumentar las políticas necesarias ten-
dientes a defender la doctrina de la seguridad
nacional de Estados Unidos. Pero en este debate,
el centro de nuestra preocupación se encuentra
en México, no nos engañemos y centremos la
discusión. Vivimos al lado de la gran superpotencia
política, militar, económica y tecnológica del orbe.

En ese sentido, México necesita abrir sus rela-
ciones con el mundo, contribuir en la construcción
de un planeta multipolar y articular políticas mul-
tilaterales; relaciones, intercambios, compromisos
y alianzas con la diversidad del mundo, constituyen
la garantía del equilibrio y de la autonomía nacional;
son, son como bien se ha dicho, nuestro escudo
diplomático ante las embestidas de naciones con
intereses muy diferentes a los nuestros.

Queremos dejar claro que en este debate el asunto
central es el viraje de la política exterior de México
que en aras de agradar a un gobierno extranjero
muy poderoso, se presta increíblemente en la
mismísima persona del Presidente de la República
a una maniobra inducida para contribuir a la censura
internacional de un país pequeño.

Más grave aún, es el hecho de que quien preside
el Ejecutivo Federal haya mentido delibera-
damente, no sólo a los mexicanos, sino al mundo
entero.

En adelante preguntamos: ¿quién podrá creer en
los compromisos que asuma el primer mandatario
o su gabinete? No podemos aceptar, como algunos
pretenden, que se vea como algo normal el in-
cumplimiento de la palabra presidencial ni en el
exterior ni mucho menos en México.

Vicente Fox debe una explicación y se la exigimos
públicamente, dado que la tibia respuesta de su
vocero es a todas luces insuficiente, porque ni se
refiere al asunto central ni manifiesta claramente
una postura. El Presidente debe retractarse y
reconocer que mintió; además, que equivocó la
estrategia en el caso cubano.

Todos nos preguntamos: ¿por qué no salió el
Presidente a dar la cara en cadena nacional, como
sí lo hizo para atacar a la oposición?

Este país no puede ser gobernado irresponsa-
blemente por autoridades que sobre un mismo

asunto dicen: “hoy es blanco y al día siguiente es
negro”, según les convenga, dependiendo del
auditorio que tengan enfrente. ¡Cuidado! No se
puede engañar a tantos todo el tiempo, ni aun con
el respaldo de quienes buscan el mejor árbol para
resguardar intereses personales. La credibilidad
se pierde en segundos y tarda años en ser
recuperada. Algo similar ocurre con el prestigio
internacional.

Habrá quien desee argumentar a favor de Vicente
Fox, pero no podrán desmentir una verdad in-
controvertible, sus mentiras en este caso han
erosionado la institución presidencial. Esas voces
deberían responder a la pregunta obligada, sin la
revelación de esa grabación, ¿sabríamos ahora los
mexicanos que el presidente Fox y algún cercano
colaborador nos mintieron sin recato alguno en los
horarios estelares de la radio y de la televisión?

Fue el propio Gobierno mexicano quien exigió
insistentemente pruebas al gobierno cubano. Ahora
que las tiene, ¿qué tiene que decirnos aquí en
México?

Con la manera de proceder de este Gobierno en el
caso cubano, el Presidente incurrió en errores
garrafales de política exterior que dejarán honda
huella, no únicamente en ciertos sectores y en un
país que tenía autoridad moral dentro del concierto
internacional debido a sus posturas de abierta
independencia y antiinjerencistas.

La revelación que todos conocimos ayer, demostró,
primero, que al gobierno foxista le interesa más
una buena relación con Estados Unidos de
América, que con el pueblo que lo eligió; no
sabemos a cambio de qué privilegia los intereses
de un país extranjero por encima de los nacionales.

Segundo. Que la investidura nacional para Vicente
Fox no es obstáculo para su subordinación hacia
una nación que no es la suya.

Tercero. Que la defensa de los derechos humanos
no fue sino el pretexto que se encontró a mano
para contribuir a una condena en contra de un país
considerado históricamente como amigo.

Cuarto. Que poco o nada le vale a este Gobierno
la opinión que sobre temas de política exterior y
muchos otros tenga uno de los poderes del Estado,
en este caso el Poder Legislativo, quien le solicitó
abstenerse en la votación de Ginebra.

Es falso que este grave problema internacional sea
una simple anécdota, nueva pifia en la que incurrió
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Desde nuestra convicción, desde nuestra com-
prensión de la solidaridad intrínseca de persona y
sociedad, el hombre no es sólo responsable del
destino propio, sino del destino de los demás, por
eso sostenemos la postura de que los derechos
humanos y su vigencia rebasan con mucho los
límites de fronteras y su respeto es tarea primordial
de la humanidad y por eso defendemos la vigencia
de los derechos humanos en Cuba, en Palestina,
en China y en cualquier parte del mundo.

El gobierno democrático de México ha demostrado
su compromiso y congruencia en defender estos
derechos en México y deberá seguirlos defen-
diendo por encima de cualquier tipo de presión.
En el caso concreto, el presidente Castro ha
violentado una regla elemental de la diplomacia,
que es la privacidad de los diálogos y conver-
saciones entre los dignatarios, en ello el Gobierno
de México tiene razón al considerar inaceptable
que las autoridades cubanas hayan violado la
privacidad de la conversación entre ambos
mandatarios, rompiendo con ello un acuerdo de
confianza y de buena fe.

Si aquí se ha de hablar de compromiso y de pa-
labra, entre un compromiso y una palabra
establecida entre dos jefes de Estado, la palabra
la cumplió el presidente Vicente Fox y Fidel Castro
fue incapaz de sostenerla o de tenerla. Este hecho
constituye además una medida perjudicial para
Cuba; si Fidel Castro se ha empeñado en
demostrar que no se puede confiar en él, aun con
aquellos a quienes llama amigos, Cuba se está
aislando más de lo que está ahora. Si México no
puede conversar con el gobierno de Cuba, ¿con
quién hablará ahora Cuba, con qué gobierno?

Creemos por otra parte, que este acto es parte de
una estrategia que el régimen cubano ha empleado
ya en otras ocasiones, cuando ha tenido que
enfrentar demandas internacionales para demo-
cratizar su sistema político. La estrategia es un
telón de fondo, un elemento de distracción que se
construyó pacientemente desde el mismo día o
antes de la conversación, ante la inminente votación
a favor de los derechos humanos en Ginebra.

Todos sabemos que en ningún momento se
canceló o puso en peligro el derecho de Cuba, a
exponer libremente sus ideas e incidir en el
resultado final de la cumbre.

Y como si se ha dicho aquí, el evento estaba en la
responsabilidad de la ONU, es imposible afirmar,
al mismo tiempo, que estaba en posibilidad el
presidente Fox restringir tal participación.

el vocero presidencial para calificar tan lamentable
y penoso hecho que denigra a nuestro país.

La política del Gobierno mexicano de Fox fracasó.
Corresponde ahora realizar las reformas estruc-
turales para definir una política exterior de Estado.

Como siempre, en los grandes momentos de crisis,
el Poder Legislativo será también el factor de la
estabilidad y la gobernabilidad que el Gobierno no
ha sabido lograr.

Compañeras y compañeros diputados: que la voz
de la razón, de la prudencia y de la amistad se im-
ponga en éstos muy difíciles momentos.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Tiene la palabra el diputado Felipe Calderón, del
grupo parlamentario de Accicón Nacional.

El diputado Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa:

Con el permiso de la Presidencia; señoras y
señores diputados:

Como todos sabemos, el análisis que no la
dirección, el análisis de la política exterior desa-
rrollada por el Ejecutivo corresponde a las
atribuciones preponderantes que la Constitución
establece para el Senado. No obstante, sabemos
y compartimos que se trata de un tema del mayor
interés de esta Cámara y vemos con preocupación
la evolución de las relaciones diplomáticas que
nuestro país sostiene con Cuba, porque México
ha mantenido su amistad con el pueblo cubano,
porque tenemos un profundo arraigo mutuo que no
se limita a la diplomacia, sino que incluye lazos
lingüísticos, culturales, históricos, económicos y
de muy diversa índole.

Más allá de la coyuntura, el tema de fondo
permanece. El tema de fondo es la vigencia de los
derechos humanos y políticos cuya validez es
universal y en consecuencia es responsabilidad
de todos el hacerlos vigentes.

Decía Martín Luther King, mártir de la defensa de
los derechos civiles y políticos de la población de
color en Estados Unidos, que ningún hombre será
libre hasta que todos los hombres sean libres. Esa
y no otra es nuestra motivación permanente.
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y de revancha que un auténtico agravio, que no se
expresó en su momento.

El presidente Fox nunca solicitó a Castro que no
asistiera a la Cumbre de Monterrey, buscó la opción
de mediación, la opción que permitía su parti-
cipación sin irrupciones en el propio desarrollo del
evento, donde asistían y participan, más de 60 jefes
de Estado. La opción fue la que permitía que cada
participante expusiera libremente sus ideas y que
permitió al final, que todos los pueblos participaran,
que todos expusieran sus puntos de vista y que
todos los pueblos aportaran a las definiciones para
una solución común al desarrollo.

Castro no puede sentirse engañado por lo que él
definió, porque él definió conjuntamente la
modalidad de esta participación y se mostró
satisfecho con el acuerdo. En sus propias palabras
dice: “me alegro que usted haya pensado en una
fórmula decorosa y le doy las gracias por su
deferencia y por buscar una fórmula que sea
honorable y aceptable”.

Como parte también obligado de facilitador de las
diversas posiciones distintas y concurrentes a la
Conferencia de la ONU, el presidente estaba na-
turalmente obligado a procurar a impedir a los
participantes, respeto para las intervenciones de
los otros, especialmente en los casos de abierta
y mundialmente conocida polaridad y diferencia.

Sólo a través del diálogo, se puede llegar a los
acuerdos que satisfagan a las partes, cuando
existe un conflicto de intereses evidente entre dos
partes que no dialogan, el Gobierno de México tuvo
que asumir una función de moderación, para que
las diferencias no cerraran el camino al diálogo
entre todos. Las diferencias entre dos partes no
supondría haber distraído a la comunidad interna-
cional de su objetivo central.

Por último, quiero hacer una reflexión respecto de
los trabajos de esta legislatura, que ha discutido
ampliamente el tema de Cuba. El tema no debe
de hacernos perder de vista los objetivos trazados,
no permitamos que nuestra preocupación por el
tema cubano retrase nuestro compromiso con el
pueblo de México.

Aprovechemos la oportunidad histórica para darle
un giro a las instituciones que los ciudadanos
mexicanos merecen y sigamos, si así lo desean,
debatiendo sobre el tema, pero no retrasemos por
él el compromiso con el pueblo de México.

La conversación del presidente Fox con Fidel
Castro, sólo puede entenderse como un ejercicio
diplomático, que sostiene la viabilidad de la
Cumbre, para la financiación del desarrollo. Era el
deber de México, como anfitrión, lograr que el
objetivo se cumpliese en la cumbre a cabalidad y
sin sobresaltos.

El gobierno de Castro cometió un error si no es
que una acción premeditada, al omitir su aviso
oportunamente de asistencia al evento, y ante la
coyuntura desatada por esta respuesta tardía, el
presidente Fox buscó la solución diplomática, la
solución posible.

Como la propia conversación demuestra…

La Presidenta:

Diputado Calderón, tiene usted razón, yo les ruego
a los compañeros diputados, que sean respetuo-
sos con el orador, que además se está refiriendo
al tema que nos ocupa. Por favor, continúe dipu-
tado.

El diputado Felipe de Jesús Calderón
Hinojosa:

Como la propia conversación demuestra, Vicente
Fox y Fidel Castro acordaron juntos una modalidad
para la participación del presidente cubano en la
cumbre, luego de los problemas generados por la
confirmación tardía.

Si al presidente Castro le resultaba tan ominosa
la petición que le formulara el presidente Fox,
respecto de su presencia en la Cumbre de
Monterrey, por dignidad no debió haberla aceptado.

Si se considera oprobioso la petición de respeto
en el trato a otro dignatario, más oprobioso es,
que se haya aceptado con el argumento de 43
años de experiencia en política, “no te quepa la
menor duda de eso”, fue la respuesta de Castro.

Por ende resulta contradictorio con el reclamo, que
se consintieran los términos del acuerdo a que
ambos mandatarios llegaron y que aun se haya
sellado la conversación como de amigos.

Su declaración evidencia entonces una manipu-
lación, pues el haber esperado un mes a que se
produjera el voto de Ginebra, hace claramente que
este escándalo refleje más, una dosis de chantaje
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intereses superiores de la nación y que predominen
las razones de Estado por encima de las personas.

El PRI reitera su apego a la constitucionalidad y a
las instituciones de la República. Asimismo reitera
su inagotable y calurosa amistad a los pueblos
del mundo y en esa coyuntura, de manera especial,
al pueblo hermano de Cuba.

Sobre estos tres principios fundamentales,
hacemos un enérgico llamado a todos los actores
políticos a no polarizar interpretaciones ni juicios
políticos que en nada contribuyen a la construcción
de relaciones de cooperación con todas las na-
ciones del mundo.

En las distintas aristas que escalaron la crisis de
la que hoy se hace mención, se mezclan elementos
de política internacional y también de política
nacional.

El PRI hace un llamado a superar las visiones
personalizadas o partidistas y dar preponderancia
a la razón de Estado, velando por la imagen de nues-
tras instituciones y al estricto apego a la Cons-
titución y a las leyes.

Por encima de acciones voluntaristas, nuestra
sociedad condujo sus propósitos como reglas
orientadas a regular su convivencia internacional,
que si bien en el ciudadano común puede ser de
muchas maneras, en el gobernante sólo debe de
ser una: la que con claridad expresa la ley y en
nuestro caso, la Constitución Política.

La respuesta a diversas interrogantes respecto a
la gestión de la política exterior de nuestro país,
no pueden estar vinculadas a hechos circuns-
tanciales o a enfrentamientos entre posturas
individuales; es un terreno que compete a las ins-
tituciones mexicanas y nosotros sabremos dar el
ejemplo y comportarnos a la altura con la suficiente
entereza para velar por los principios fundacionales
de nuestra nación.

Hoy se hace evidente que los principios de la
política exterior con los que el PRI condujo a
México por más de 71 años, incluso por momentos
claves como la guerra fría, la propia revolución
cubana y la consolidación de gobiernos constitu-
cionales, están y deben de permanecer con más
vigencia que nunca.

El hacer un análisis sobre la política exterior que
ha seguido el Gobierno actual durante los últimos
16 meses, representa un crucigrama de contra-
dicciones. Para comenzar habría que preguntarse

La Presidenta:

Gracias, diputado Calderón.

Tiene la palabra el diputado Samuel Aguilar, del
grupo parlamentario del PRI, hasta por 10 minutos.

El diputado Samuel Aguilar Solís:

Con su permiso, señora Presidenta; honorable
Asamblea:

No venimos a este debate a hablar o a reseñar
anécdotas, venimos a discutir los principios de la
política exterior mexicana.

México tiene una larga tradición de respeto, de
prudencia, de cooperación y de fraternidad en el
tratamiento de los principales problemas de la
comunidad de naciones, teniendo como pilares los
principios constitucionales claramente estableci-
dos en nuestra Constitución.

Hoy, el Partido Revolucionario Institucional, pasa
a debatir en este importante momento coyuntural,
dejando claro que nuestra preocupación como
partido político y como parte del Poder Legislativo,
se centra en preservar las relaciones diplomáticas
y la imagen internacional de México y demanda,
que para ello, se hace indispensable respetar
nuestro Estado de Derecho dando cabal cum-
plimiento a nuestros principios de política exterior.

Para ello es imprescindible que nuestro gobierno
se pronuncie siempre con apego a la verdad que
es lo que reclama la nación. Con ello, con la verdad,
podemos superar cualquier incidente internacional.
Con la verdad se construye y nosotros lo exigimos,
porque nuestra oferta política como partido político,
es construir una política exterior de Estado con
base en nuestros principios constitucionales como
aspecto irrenunciable. No con mentiras, como las
que hoy sabemos que se hizo por parte del Presi-
dente de la República. Hoy el Presidente de la
República mintió y eso es innegable y es funda-
mental para los mexicanos.

Las relaciones entre las naciones y los pueblos,
se miden en el transcurso de la historia y deben
estar por encima de las crisis coyunturales por el
bien de nuestras instituciones republicanas y de
la nación misma.

Por esta razón, nuestra mejor contribución para
superar este momento, es la defensa de los
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¿cuál es la política exterior que se puede y se
debe de analizar?, ¿la propuesta en la toma de
posesión por el Presidente de la República? ¿La
política propuesta en el Plan Nacional de Desa-
rrollo? ¿La que ha seguido y defendido el Canciller
en sus frecuentes declaraciones? ¿La que practica
su representante en el Consejo de Seguridad de
la ONU? ¿Cuál?, han sido tantas y tan variadas
las líneas de política exterior seguidas por el Eje-
cutivo y ejecutadas por sus funcionarios, que
resultan paradójicas aun para especialistas como
Emilio Rabasa, quien hace un mes precisamente,
cuestionaba al Gobierno, entre otros motivos por
haber abandonado los principios que le han dado
sustento y justificación histórica a la política exterior
de México.

México como un país soberano, debe demandar
respeto a sus instituciones y a su soberanía. Sin
embargo, sólo puede exigirlo si es el primero en
cumplirlo.

Debemos pugnar por una política exterior que
fortalezca a México, una política exterior que res-
pete los principios emanados de nuestra propia
Constitución. Los mexicanos siempre estaremos
unidos para defender nuestra soberanía.

El Gobierno debe estar a la altura de todos, que
demandan todos los mexicanos y tomar las
medidas pertinentes para recomponer, rehacer y
buscar se preserve una amistad histórica entre dos
pueblos hermanos como son el cubano y el
mexicano. Este es el mayor valor y el mayor bien
que debemos de preservar.

El debate, este debate, nuestro debate, es sobre
la política exterior. Demandamos el respeto a nues-
tros principios, a nuestra Carta Magna. La política
exterior debe estar sustentada por las leyes y en
nuestra propia historia.

México es un país soberano y debe seguir siendo
un país independiente dentro de la inter-
dependencia, dentro de la globalización y dentro
de cuantos tratados internacionales firmemos.

Hoy es un día en que con voz enérgica los
legisladores debemos pronunciarnos por la
autodeterminación de los pueblos, la no
intervención, la solución pacífica de controversias,
la proscripción de la amenaza o el uso de la fuerza
en las relaciones internacionales, la igualdad
jurídica de los estados, la cooperación internacional
para el desarrollo y la lucha por la paz y las
seguridades internacionales.

Hoy debe de ser un día trascendente para abrir a
debate público la política exterior. Debemos estar
alertas a que nuestro país no adquiera compro-
misos de alto riesgo, para que México siga siendo
el país hermano que siempre ha sido en la
comunidad internacional.

Muchísimas gracias.

La Presidenta:

Gracias, señor diputado.

Ha concluido el espacio que se había previsto para
el desarrollo de esta sesión, por lo que ruego a la
Secretaría dar lectura al orden del día de la próxima
sesión, que desde luego se integrará con los
asuntos pendientes de ella y otros que lleguen a
esta Mesa Directiva.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Orden del día de la próxima sesión.

La Presidenta:

Perdone, diputado Secretario. El documento de
cambio de comisiones que me hizo llegar el
diputado Martí Batres lo estamos procesando con
la Junta de Coordinación Política. ¿Era el tema,
diputado Batres?

El diputado Martí Batres Guadarrama
(desde su curul):

Lo que le estamos solicitando es que ponga a
consideración del pleno estos cambios que
estamos planteando en un par de comisiones.

El grupo parlamentario tiene derecho a proponer
las sustituciones de los integrantes de su grupo
en las comisiones y en su caso, éstos se aprue-
ban por el pleno.

La Presidenta:

Diputado Marti Batres, puedo entender la urgencia
de su propuesta, sin embargo, yo recuerdo a los
integrantes de este pleno que el mandamiento
reglamentario concede la atribución de
presentación de la integración de las comisiones
a la Junta de Coordinación Política.

En ese sentido estoy obligada a desahogar la
solicitud que me plantea el diputado Batres en los
términos del artículo 20, inciso e, de la Ley Or-
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gánica, en donde se señala que la Mesa Directiva
tiene la obligación de cuidar que los dictámenes,
propuestas, mociones, comunicados y demás
escritos cumplan con las normas que regulan su
formulación y presentación.

Yo le rogaría al diputado Batres que converse con
el Presidente de la Junta de Coordinación Política
y que esta propuesta nos la haga llegar la Junta
de Coordinación Política, como es el proce-
samiento que tenemos, por razones reglamentarias
y por la manera de operación que hemos tenido
en esta legislatura.

Diputado Barbosa.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa
Huerta (desde su curul):

Señora Presidenta:

Cuando se hacen sustituciones de los integrantes
de las comisiones, es atribución del coordinador
comunicarlo a la Mesa Directiva. Así lo hemos
hecho durante la legislatura.

Ya tiene usted un oficio allá en su estrado, donde
se hace esa comunicación. Queremos que se le
dé trámite.

La Presidenta:

Disculpe diputado Barbosa. En la legislatura lo que
hemos hecho es comunicar los cambios de
comisiones a la Junta de Coordinación Política.
En la Junta de Coordinación Política se realiza el
acuerdo respectivo y las cuestiones que hemos
procesado son los planteamientos que nos hace
la Junta de Coordinación Política.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa
Huerta (desde su curul):

Yo le pediría que se diera lectura al artículo 44,
punto 2 de la Ley Orgánica, para darnos ilustración
en el asunto.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Ley Orgánica. Artículo 44 numeral 2. El coor-
dinador del grupo parlamentario al que pertenezcan
los diputados miembros de las comisiones, podrá
solicitar su sustitución temporal o definitiva.

La Presidenta:

Le ruego a la Secretaría dar lectura al artículo 43
numeral 2.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

Ley Orgánica, artículo 43 numeral 2. Para la
integración de las comisiones, la Junta de
Coordinación Política tomará en cuenta la pluralidad
representada en la Cámara y formulará las pro-
puestas correspondientes, con base en el criterio
de proporcionalidad entre la integración del pleno
y la conformación de las comisiones.

La Presidenta:

Diputado Barbosa, yo no tengo la intención de
hacer de esto un debate de procedimiento en donde
en la legislatura hemos venido procesando los
cambios y sustituciones de las comisiones en el
seno de la Junta de Coordinación Política.

Estoy sugiriendo una mecánica de acuerdo
económico inmediato. Yo no tengo el menor em-
pacho en que si ustedes realizan en dos minutos
el procesamiento pertinente podamos recibir la
sugerencia de la manera como lo hemos venido
operando.

En el caso de que por la urgencia del grupo
parlamentario del PRD nos vayamos a un debate
de atribuciones, nosotros procesaríamos esta
petición, pero no quiero que se genere un
precedente porque me parece que hay un problema
de interpretación.

El diputado Luis Miguel Gerónimo Barbosa
Huerta (desde su curul):

Presidenta, solamente para hacer la referencia en
relación a la lectura que dictó usted del artículo 43
punto 2. Se refiere a la integración de comisiones,
diferente a la que se refiere el 44, punto 2, que es
la sustitución de los integrantes. Nada más.

La Presidenta:

Le ruego a la Secretaría dar lectura al artículo 34
inciso c de la Ley Orgánica.

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

De la Ley Orgánica, artículo 34 inciso c.

1. A la Junta le corresponden las atribuciones
siguientes: inciso c, proponer al pleno la integración
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de las comisiones con el señalamiento de la
conformación de sus respectivas mesas directivas.

La Presidenta:

Hasta ahí, señor Secretario.

Consulto con la Junta. Estamos recibiendo la
propuesta. Le ruego a la Secretaría dar lectura a
la propuesta.

COMISIONES LEGISLATIVAS

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Escudo Nacional de los Estados Unidos Mexi-
canos.— Cámara de Diputados.— Junta de Coordi-
nación Política.

Diputada Beatriz Elena Paredes Rangel, presidenta
de la Mesa Directiva de la Cámara de Diputados.—
Presente.

Con fundamento en el artículo 34 numeral 1 inciso
c de la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y a solicitud del
diputado Martí Batres Gudarrama, coordinador del
grupo parlamentario del Partido de la Revolución
Democrática, me permito solicitar a usted, la
modificación en la integración de la siguiente
comisión:

Que la diputada Adela del Carmen Graniel Campos
sustituya a la diputada Genoveva Domínguez
Rodríguez en la Comisión de Equidad y Género.

Que la diputada Hortensia Aragón Castillo sustituya
al diputado David Augusto Sotelo Rosas en la
Comisión de Gobernación y Seguridad Pública.

Lo anterior, para los efectos a que haya lugar.

Sin otro particular, quedo de usted.

Atentamente.

México, D.F., a 23 de abril de 2002.— Diputado
Felipe de Jesús Calderón Hinojosa, presidente.»

La Presidenta:

De enterado. Comuníquese.

Proceda la Secretaría a continuar con la lectura
del orden del día de la sesión.

ORDEN DEL DIA

El secretario Rodolfo Dorador Pérez Gavilán:

«Segundo Periodo de Sesiones Ordinarias.—
Segundo Año.— LVIII Legislatura.

Orden del día

Miércoles 24 de abril de 2002.

Lectura al acta de la sesión anterior.

Comunicación

De la Asamblea Legislativa del Distrito Federal II
Legislatura.

Dictámenes a discusión

De la Comisión de Hacienda y Crédito Público con
proyecto de decreto que adiciona y reforma la Ley
Aduanera.

De la Comisión de Justicia y Derechos Humanos
con proyecto de decreto por el que se deroga el
párrafo quinto del artículo 93 del Código Penal
Federal.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública con proyecto de Ley Federal de Trans-
parencia y Acceso a la Información Pública
Gubernamental.

De las comisiones unidas de Hacienda y Crédito
Público, de Trabajo y Previsión Social y de
Seguridad Social con proyecto de decreto por el
que se reforma y adiciona la Ley de los Sistemas
de Ahorro para el Retiro.

Cinco dictámenes negativos sobre iniciativas de
la LVIII Legislatura

De la Comisión de Comercio y Fomento Industrial,
en relación a la iniciativa que reforma el artículo
8o. de la Ley para la Inscripción de Vehículos de
Procedencia Extranjera.

De la Comisión de Gobernación y Seguridad
Pública, en relación a la iniciativa de adición al
artículo 4o. de la Ley de la Policía Federal
Preventiva.

De la Comisión de Salud, en relación a la iniciativa
que adiciona el artículo 20 de la Ley General de
Salud, presentada por el Congreso del Estado de
Baja California.

De la Comisión de Salud, en relación a la iniciativa
que reforma la Ley General de Salud, presentada
por el Congreso del Estado de Tlaxcala.
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De la Comisión de Seguridad Social, en relación a
la iniciativa que adiciona los artículos 164-A, C, D,
E y F, de la Ley del Seguro Social, presentada por
el Congreso del Estado de Baja California.

Y los demás asuntos con los que la Mesa Directiva
dé cuenta.»

CLAUSURA Y CITATORIO

La Presidenta (a las 17:11 horas):

Se levanta la sesión y se cita para la que
tendrá lugar mañana miércoles 24 de abril, a
las 10:00 horas.
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RESUMEN DE TRABAJOS

• Tiempo de duración: 5 horas 31 minutos.

• Quorum a la  apertura de sesión: 405 diputados.

• Asistencia al cierre de registro: 457 diputados.

• Acuerdos aprobados: 3.

• Agenda política: 1.

• Oradores en tribuna: 24.
                  PRI–7; PAN–5; PRD–3; PVEM–2; PT–1; PSN–1; PAS–2; CDPPN–1; Dip.Ind.–2.

Se recibió:

• 1 comunicación del Congreso del Estado de Guanajuato:

• 1 iniciativa del Ejecutivo;

• 1 iniciativa de senador del PRD;

• 1 iniciativa de senador del PRI;

• 1 oficio de la Secretaría de Gobernación, con el que remite el Informe de la Secretaría de Economía;

• 3 oficios de la Secretaría de Gobernación, con los que solicita los permisos necesarios para que
igual número de ciudadanos puedan aceptar y usar las condecoraciones que les confieren gobiernos
extranjeros;

• 6 iniciativas del PRI;

• 4 iniciativas del PAN;

• 2 iniciativas del PRD;

• 1 iniciativa de Dip. Ind.;

• 1 iniciativa del PAS;

• 4 oficios de la Cámara de Senadores, con los que remite minuta proyecto de decreto que concede
permiso a 14 ciudadanos mexicanos para prestar servicios en distintas representaciones
diplomáticas;

• 1 oficio de la Cámara de Senadores, con el que remite minuta proyecto de decreto que concede
permiso al  ciudadano Jorge Andrés García Gamboa, para desempeñar el cargo de cónsul honorario
de Austria;

• 1 comunicación de la Junta de Coordinación Política, con la que informa de cambios en la integración
de comisiones legislativas.

Dictámenes de primera lectura:

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto que adiciona y reforma
la Ley Aduanera;

• 1 de la Comisión de Justicia y Derechos Humanos, con proyecto de decreto por el que se deroga
el párrafo quinto del artículo 93 del Código Penal Federal;

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de Ley Federal de Transparencia
y Acceso a la Información Pública Gubernamental.
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Dictámenes aprobados:

• 1 de la Comisión de Hacienda y Crédito Público, con proyecto de decreto por el que se fijan las
características de una moneda de plata de las previstas en el artículo 2o.-bis de la Ley Monetaria
de los Estados Unidos Mexicanos;

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de decreto por el que se
reforman reforma los artículos: 2o., 3o., 8o., 9o., 16, 17, 21, 27, 40 y 41 de la Ley de Planeación;

• 1 de la Comisión de Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto de decreto que concede
permiso a los ciudadanos: Luis Ernesto Derbez Bautista, Edgar Segura Ruiz, Alejandro Joaquín
Lucas José Legorreta y Chauvet y Antonio Dueñas Pulido, para aceptar y usar las condecoraciones
que les confieren los gobiernos de la República de Corea, de Estados Unidos de América, del
Reino de Bélgica y del Reino de Tailandia, respectivamente;

• 1 de la Comisión de Educación Pública y Servicios Educativos, con sentido negativo en relación
con la iniciativa que reforma y adiciona diversos artículos de la Ley General de Educación, a fin de
establecer el Consejo Nacional de Autoridades Educativas;

• 1 de las comisiones unidas de Comercio y Fomento Industrial y de Gobernación y Seguridad
Pública, con sentido negativo en relación con dos iniciativas que crean la Ley de Fomento a las
Micro, Pequeñas y Medianas Empresas;

• 1 de las comisiones unidas de Gobernación y Seguridad Pública, de Energía y de Medio Ambiente
y Recursos Naturales, con sentido negativo en relación con la iniciativa de Ley Federal que Crea el
Organo Corporativo Desconcentrado de Petróleos Mexicanos, denominado Comisión Nacional de
Atención por Afectaciones de Actividad Petrolera;

• 1 de las comisiones unidas de Gobernación y Seguridad Pública y de Defensa Nacional, con
sentido negativo en relación con la iniciativa de Ley de la Guardia Nacional, reglamentaria del
artículo 73 fracción XV de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos;

• 1 de las comisiones unidas de Salud y de Gobernación y Seguridad Pública, con sentido negativo
en relación con la iniciativa que adiciona la fracción XXV al artículo 39 de la Ley Orgánica de la
Administración Pública Federal;

• 1 de las comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social, con sentido negativo en
relación con la iniciativa que reforma y adiciona los artículos 23, 57, 100, 140 y 163 de la Ley del
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado;

• 1 de las comisiones de Trabajo y Previsión Social y de Seguridad Social, con sentido negativo en
relación con la iniciativa que reforma y adiciona los artículos 68, 106, 141, 145, 157, 164, 168 y 170
de la Ley del Seguro Social;

• 1 de la Comisión de Marina, con sentido negativo en relación con la iniciativa que adiciona el
inciso f al artículo 21 de la Ley para la Comprobación, Ajuste y Cómputo de Servicios de la Armada
de México.
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DIPUTADOS QUE PARTICIPARON DURANTE LA PRESENTE SESION
(en orden alfabético)

• Aguilar Solís, Samuel (PRI)

• Anaya Gutiérrez, Alberto (PT)

• Batres Guadarrama, Martí (PRD)

• Calderón Cardoso, José Antonio (PAS)

• Calderón Cardoso, José Antonio (PAS)

• Calderón Hinojosa, Felipe de Jesús (PAN)

• De la Garza Herrera, Bernardo (PVEM)

• De la Madrid Cordero, Enrique Octavio (PRI)

• Del Río Virgen, José Manuel (CDPPN)

• Escobar y Vega, Arturo (PVEM)

• Gloria Morales, José Antonio (PAN)

• Gutiérrez Hernández, Miguel (PAN)

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

Poder Legislativo, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos:
52, 53, 54, 56, 60, 116 y 122 de la Constitución
Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Ley Orgánica del Congreso General de los Estados
Unidos Mexicanos, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma y adiciona los artículos 31
y 35 de dicha ley, respecto a los grupos parla-
mentarios.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

Poder Legislativo, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma diversas disposiciones de
la Ley Orgánica del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos y del Reglamento para
el Gobierno Interior del Congreso General de los
Estados Unidos Mexicanos, respecto a la presenta-
ción de iniciativas y el trabajo de comisiones para
su dictamen.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

Ley de Planeación, dictamen de la Comisión de
Gobernación y Seguridad Pública, con proyecto
de decreto por el que se reforman los artículos:
2o., 3o., 8o., 9o., 16, 17, 21, 27, 40 y 41 de dicha
ley. Fundamenta el dictamen a nombre de la
comisión.

Ley del Seguro Social, presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo 165 de
dicha ley, sobre derechos de asegurados para
gastos de matrimonio.

Ley de Fomento a Actividades de Desarrollo So-
cial Realizadas por Organizaciones Civiles,
presenta a nombre de integrantes de la Comisión
de Participación Ciudadana, iniciativa con proyecto
de decreto de esa ley.
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Diputado

• Herrera y Bruquetas, Angel Enrique (PRD)

• Hinojosa Herrera, Josefina (PRI)

• Huicochea Vázquez, Heriberto (PRI)

• Martínez Rufino, Elías (PRI)

• Martínez Veloz, Jaime Cleofas (Dip.Ind.)

• Martínez Veloz, Jaime Cleofas (Dip.Ind.)

• Montero Esquivel, Cuauhtémoc Rafael (PRD)

• Narváez Narváez, Manuel Arturo (PAN)

• Riojas Santana, Gustavo (PSN)

• Rocha Díaz, Salvador (PRI)

Tema

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

Trabajo doméstico, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 331 y 335,
adiciona el artículo 337 y deroga el artículo 338 de
la Ley Federal del Trabajo y que deroga la fracción
II del artículo 13 de la Ley del Seguro Social, en
materia de trabajo doméstico.

Ley Federal de Entidades Paraestatales, presenta
iniciativa con proyecto de decreto que adiciona un
párrafo al artículo tercero de dicha ley, referente a
los centros públicos de investigación.

Ley Federal de Archivos, presenta iniciativa con
proyecto de decreto de dicha ley.

Auditorías políticas, presenta iniciativa con pro-
yecto de decreto que reforma los artículos 41 y 79
de la Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos, respecto al funcionamiento y
organización de los procedimientos electorales
internos de los partidos políticos, así como
establecer auditorías políticas como forma de
evaluar la responsabilidad del Presidente de la
República, los senadores y los diputados fede-
rales.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

Ley del Seguro Social, presenta iniciativa con
proyecto de decreto que reforma el artículo
decimocuarto transitorio del decreto que reforma
diversas disposiciones de la Ley del Seguro So-
cial, publicado en el Diario Oficial de la Federación
el 20 de diciembre de 2001, sobre pensiones por
viudez.

Ley de Instituciones de Crédito, presenta iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona un tercer
párrafo a la fracción XIV del artículo 106 de dicha
ley, sobre la expedición de cheques sin fondos.

México-Cuba, respecto al tema sobre las relacio-
nes México-Cuba.

Código Fiscal de la Federación, presenta iniciativa
con proyecto de decreto que adiciona el artículo
3o. de  dicho código.
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Tema

Partidos políticos, presenta iniciativa con proyecto
de decreto que reforma los artículos 41 y 116 de la
Constitución Política de los Estados Unidos
Mexicanos.

Ley del Servicio Público de Energía Eléctrica,
presenta iniciativa con proyecto de decreto que
reforma y adiciona el artículo 26 de esa ley, respecto
a la no suspensión del suministro de energía
eléctrica en casa-habitación localizadas en
regiones con climas cálidos extremosos.

Diputado

• Santiago Ramírez, César Augusto (PRI)

• Vidrio Rodríguez, Juvenal (PAN)
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NOTAS

Siglas y abreviaturas incluidas en esta edición:

Bancomer
Banrural
CEDAW

CFE
Conapet

DEM
D.F.

Fovissste

IFE
IMSS
INEGI
IPAB

ISR
ISSSTE

IVA
LFT

LGEEPA
LP

MN
OIT

ONU
PAN

Pemex
PRD
PRI

Procampo
Profepa

PT
PVEM

Semarnat

Banco de Comercio, Sociedad Anónima
Banco Nacional de Crédito Rural, Sociedad Nacional de Crédito
Comisión para la Eliminación de todas formas de Discriminación contra la Mujer
Comisión Federal de Electricidad
Comisión Nacional de Atención para Afectaciones de la Actividad Petrolera
Diplomado de Estado Mayor
Distrito Federal
Fondo de Vivienda del Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores
del Estado
Instituto Federal Electoral
Instituto Mexicano del Seguro Social
Instituto Nacional de Estadística, Geografía e Informática
Instituto para la Protección al Ahorro Bancario
Impuesto sobre la renta
Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores del Estado
Impuesto al valor agregado
Ley Federal del Trabajo
Ley General de Equilibrio Ecológico y Protección al Ambiente
Licuado de petróleo
Moneda nacional
Organización Internacional del Trabajo
Organización de las Naciones Unidas
Partido Acción Nacional
Petróleos Mexicanos
Partido de la Revolución Democrática
Partido Revolucionario Institucional
Programa de Apoyos Directos al Campo
Procuraduría Federal de Protección al Ambiente
Partido del Trabajo
Partido Verde Ecologista de México
Secretaría de Medio Ambiente, Recursos Naturales


